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La lei es ohUgaforia para todos los habi- 
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DEDICATORIA. 



SEÑOR DON JORJE HUNEEUS 

SANTIAGO. 

Querido Jorje: 

Acepta la dedicatoria de este trabajo. 

Desde luego te pertenece en gran parte. 

Y, ademas, habiendo dedicado mi anterior, sobre la Leí de 
Garantías Individuales, a don Antonio Varas, y a Domingo 
Toro, es decir, al maestro y al amigo, tú, que retines ambos 
títulos, no rehusarás este tributo de parte de tu viejo y constante 
amigo, 

Valparaiso, Setiembre de 1886, 
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A LOS LECTORES 



El presente libro, como estaba anunciado, debió aparecer en 
Febrero del presente año. 

En su lugar, dióse a luz por el señor Robustiano Vera, Pro- 
motor Fiscal de Santiago, y miembro de diversas Academias 
Europeas y Americanas, un trabajo sobre la misma materia. 

Lejos de mí, la idea de rivalizar con el señor Vera, y la mejor 
prueba de ello es que, cito su ilustrada y concienzuda opinión, 
en numerosas partes. 

Pero no obstante, doi a luz el presente, entregándolo tímido 
pero resignado, al fallo de la opinión. 

Quizás se notarán en él algunas repeticiones. 

No he creido conveniente suprimirlas. Obras como la pre- 
sente, que no son de amenidad, sino de trabajo y de consulta, 
deben ahorrar tiempo a los que las hojeen por necesidad* 

Dos advertencias mas. 

He creido necesario adicionar este trabajo con la lei de con- 
tribuciones vijentes, y el supremo decreto que organizó las 
Juntas de Beneficencia. Los contribuyentes estimarán la opor- 
tunidad de esta transcepcion. 

He consultado la opinión de autoridades sobre el plan y doc- 
trinas de este libro. 

J. J. Lahrain Zañartu. 






PROLOGO 



Dictada la lei del Réjimen Interior, durante el intervalo, — ai! 
demasiado fugaz, — de calma que precedió a las tempestades par- 
lamentarias, es fácil conceptuar que, aparte del estudio previo 
de la Comisión informante, ni el pais, ni la Administración, 
ni la Cámara misma han prestado la atención debida al estudio 
de una lei, cuyo conocimiento es tan necesario al gobernante, 
como indispensable al ciudadano. 

Y sin embargo ella, según sus prescripciones mismas está ya 
en vigor. 

En nombre de ese doble y vital interés del ciudadano y de la 
autoridad, y para la mejor armonía, nacida del mayor conocimien- 
to de sus respectivas atribuciones y deberes, es que ha sido con- 
cebido y dado a luz este trabajo. 

Como el lector observará, se ha dejado en él de mano el 
orden numérico de las disposiciones para adoptar en su lugar 
el orden mas lójico, comprensivo y sintético de materias. 

De esta manera y ayudado por el índice alfabético que va al 
fin, el lector, puede, en un momento dado, y sin necesidad de 
recorrer la lei, artículo por artículo, encontrar la solución de sus 
dudas, o el conocimiento pleno de la disposición legal que in- 
vestigaba. 

Tal es el plan i propósito de este trabajo. 
El pais lo juzgará. 

Valparaíso, Marzo de 1886. 

J. Joaquín Lasrain Z. 
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leí bel EEJIHElí ITERIOB 



La Constitución vg^Jite, ha establecido en el capítulo Procoptos eonstitu* 
IX las siguientes disposiciones: cíonaiea. 

Abt. 115 

"El territorio de la República se divide en Dwaioa torritoriai, 
provincias, las provincias en departamentos, los 
departamentos en subdelegaciones, y las subde- 
legaciones en distritos.'' 

Para el gobierno de estas circunscripciones, el Código 
Fundamental estableció ademas los siguientes preceptos: 

Art. 116 

" El gobierno superior de cada provincia en xombramiento » pe- 
todos los ramos de administración, residirá en un '^"^" '" inu,aaontc. 
Intendente, quien lo ejercerá con arreglo a las 
leyes, y a las órdenes e instrucciones del Presi- 
dente de la República de quien es ájente natural 
e inmediato. Su duración es por tres aíios; pe- 
ro puede repetirse su nombramiento indefinida- 
mente. 

Art. 117 

El gobierno de cada departamento reside en id. de Gobernadores 
un gobernador subordinado al Intendente de la 
provincia. Su duración es por tres años. 
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Art. 118 
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^wTOM^«io cBtc noin. Los gobemadorcs son nombrados por el Pre- 
sidente de la República, a propuesta del respecti- 
vo Intendente, y pueden ser removidos por éste 
con aprobación del Presidente de la República. 

ART. 119 



MW 
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El Intendente de la Provincia es también go- 
bernador del departamento en cuya capital re- 
sida. 

Art. 120 



Lt* 



Gobierno de lae «ub- L^s subdeleffaciones son reiidas por un subde- 

legado subordinado al gobernador del departa- 
mento y nombrado por el. Los subdelegados 
durarán en este cargo por dos aiios; pero pueden 
ser removidos por el gobernador dando cuenta 
motivada al Intendente: pueden también ser nom- 
brados indefinidamente. 



Art. 121 



Id. do lo6 distritos. 



Los distritos son rejidos por un inspector bajo 
las órdenes del subdelegado que este nombra y 
remueve dando cuenta al gobernador." 
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orijcii iiihtóiico y Establecida asi la jerarquía administrativa, los consti- 
S*j!}S!rn"filte?io?de- tuyeutes determinaron en el art. 2.'' de las Diposiciones 
jogada, y de la actual, traiisitorias, que "jpara hacer efectiva esa Const¿tuc¿07i, 

se dictaran con preferencia las leyes siguientes 

1° La lei jeneral de elecciones. 

2.® La de arreglo del réjimen interior" 

La misma constitución había espresado en su art. 131 
lo siguiente: 

**Una It'i especial arreglará el jrobienio interior, tseíialando las atri- 
buciones (le todoH los encargados de la adiuiuiíítracion provincial, y el 
modo de ejercer aiw funcionen." 

Para dar cumplimiento a este precepto, se dict(3 el 10 
de enero de 1844 la lei "De arreglo del réjimen interior 
en la parte relativa a los funcionarios encargados del go- 
bierno de las provincias, de los departamentos, de las 



1 11 



VSTOHMK de la comisión de COXSTITTTCIOX, LE.nSLACIOX Y 
JUSTICIA SOBRE EL PROYECTO DE REFORMA DE LA ^LEY DEL 
RÉJIMEN INTERIOR. 



Honorable Cámara: 

La Comisión de Constitución, Lejislacion y Justicia tiene el honor 
de presentar a la Cámara el proyecto de ley del Réjimen Interior que 
en su concepto debe aprobarse. 

El proj^ecto remitido por el Presidente de la Hepública ha sido mo- 
dificaJo en su redacción y en sus disposiciones. 

En materia de redacción, la Comisión ha obedecido al propósito de 
suprimir todo aquello que no. importara una idea o disposición necesa- 
rias, y de agrupar de una manera precisa y metódica los beberes y 
atribuciones de los divereos funcionanos adnnnistratiros. 

En orden a sus disposiciones, ellas han sido analizadas nna a una. 
a la luz de la lejislacion vijente y de los mas conocidos preceptos del 
Derecho Público. 

Inútil seria manifestar cuáles han sido las modificaciones y su- 
presiones, desde que la Cámara puede conocerlas con fticilidad ha- 
ciendo un estudio comparativo de los proyectos del Ejecutivo y de la 
Comi.>*ion. 

Importa sí dar a conocer qi^e la Comisión ha suprimido de su pro- 
yecto todas aquellas atribuciones que son de carácter numicipal. 

En este punto, el proyecto del Ejecutivo no había fijado una línea 
bien marcada de separación, y deber de la Comisión ha sido esta- 
blecerla. 
^ El artículo 128 de la Constitución y la ley de 8 de noviembre de 
1854, son bastante esplícitos al respecto, para (^ue la Comisión pudiera 
haber dado cabida en su proyecto a disposiciones de mero carácter 
local. 

En este orden de atribuciones, es la ley de Municipalidades la que el 
gol)ernador debe tomar en cuenta, y la que fijará su acción. 

De este modo, no prejuzgamos tampoco la manera como deba hacer- 
se la reforma de la ley tle Municipalidades en el estudio de la cual se 
ocupa actualmente vuestra Comisión. 

Sala «le la Comisión, julio 29 de 1885 — Ramón Bañados Espinosa. — 
Mif/uel Irarrázaval. — Enrique Mac-Iver. — Pedro Montt, — Ahiíl Saave- 
dra. — Ignacio Santa María. — J. A. Tagle Anéate. — Carlos fValker 
Martínez — Eduardo Vial Bello — Bafatl Sanhueza Lisardi. 
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subdelegaciones y do los distritos," que tuvo por redac- 
tor al señor doa Ramón Luis Irarrázaval. 

Esta es Ja leí que acaba de desaparecer y que como se 
ve ha vivido casi cuarenta i dos años. "<^ 

Durante este intervalo de tiempo, el Ejecutivo habia 
presentado diversos proyectos de reforma, en 1877 y 
1882, siendo sus autores los distinguidos hombres públi- 
cos señores Lastarria y Zegers. 

Estos proyectos, como lo espresa el informe parlamen- 
tario que va a continuación, han sido modiñcados y re- 
fundidos en el que presentó la Comisión, y que fué apro- 
bado por la Cámara de Diputados el 12 y por el Senado 
el 15 <ie diciembre de 1885. 
He aquí el informe: 

CALMARA DE DIPUTADOS. 
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Ahora he aquí la lei del Réjimen interior: 
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TITULO I 

De los intendentes de provincia y gobernadoi'es 

de departamento. 

Art. 19 



i'¡^-. para'^^r'íStendente'I^' ^^^ ^^^ Intendente O gobcmador se requiere 

p estar en posesión de los requisitos necesarios pa- 

r ' ra ser ciudadano elector. 



La lei modificada, ex\jia en su art. 11 para el desem- 
peño del cargo de intendente las siguientes condiciones; 

"1^ Nacimiento o carta dt* naturalización chilena, obtenida a lo menos 
seis añoB ante de la elección: 

2* Tener lo« derechos de ciudadano activo con derecho de 8ufi*ajio; 

3* Gozar de buen concepto en el público con respet^to a las necesa- 
'J- rías aptitudes V probidad, y haber acreditado adhesión a la Constitu- 

id, cion y libertad política de la República." 

5 La nueva lei resume en la 2^) todas esas condiciones, 

puesto que, determinando que el inteiideute debe estar 
en posesión de los requisitos para ser ciudadano, espresa 
en conformidad a lo determinado por los arts. 39 y 40 de 
la lei electoral, que ademas de la ciudadanía natural o 
legal, solo tienen capacidad electoral los que reúnan los 
siguientes requisitos: 

CoadidoDcs que re- X.** Veintiún años de edad si son casados, y veinticinco si solteros: 
l^ciSnl ^''^*^^*^ 2.° Saber leer y escribir; 

3.° Habitar en la subdelcgacion respectiva. 

Se pivsume de derecho que el que sabe leer y escribir tiene la renta 
que requiere la lei. 

Art. 40. No serán inscritos, aun cuando reúnan los requisitos enu- 
merados en el artículo anteri<»r: 

1.^ Los que por imposibilidad física o moral no gozan del libre uso 
de su razón; 

2.*^ Los que se hallen en la condición de sirvientes domésticos; 

3.° Los que a la sazón se hallen procesados por crimen o delito que 
merezca pena aflictiva, y los que iiallan sido condenados a penas de 
este jénero, salvo que hayan obtenido reabilitacion; 

4.** Los Que hubieren sido condenados por quiebra fraudulenta y no 
hubieren siuo rehabilitados; 

5.^ Los que hubieren aceptado empleos o distinciones de gobiernos 
estranjeros sin permiso especial del Congtvso salvo que hayan obtenido 
rehabilitación ael senado; 
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6.** Loe indÍTiduoB enrolados en la policía rural, o que desempeñaren 
'«n ella cualquier servicio rentado; 

7.^ Las clases 7 soldados del ejército permanente, de la marina y de 
los cuerpos de policía; 

8.° Las mujeres; 

9.° Los eclesiásticos regulares. 



La rehabilitación corao es sabido se efectúa por me- ,j>J5Saf^^"^'^^ ^ 
fdio de un decreto firmado por el Presidente de la Repú- 
blica, y refrendado por el Ministro del ínteríor. 



La lei de 1844, espresaba en su art. 18 lo siguiente: Diferencia entre i» 

' ^ ^ antigua y nneva lei. 

"Art. 18 No puede ser gobernador, subtlnlegailo o inspector: 

1.** £1 que fut>re absolutamente ciego, sordo o mudo; 

3.^ £1 que adoleciere de enfermedad habitual o de diñcil curación 
<que le impida contraerse al desempeño de las funciones correspondien- 
tes; 

3.*^ El que ha sido procesado i condenado alguna vez por mala ver- 
sación en el ejercicio de cualquier destino que haya servido; 

4.° Los eclesiásticos seculares o regulares, aun cuando solo sean ton- 
surados; 

5.^ £1 que pierde la calidad de ciudadano activo con derecho de su- 
frajio, o a quien se ha suspendido del ejercicio de ese derecho, queda 
por el mismo hecho privaao o suspenso del destino de gobernador, sub 
delegado o inspector; 

6.° £1 que se presente por fallido. 



La actual lei como se verá ha conservado muchas de 
estas incapacidades, pues que al ordenar que el cargo de 
Intendente o Gobernador no pueda ser desempeñado si- 
no por los que estén en posesión de los derechos de ciu- 
dadano elector, escluye a los que no pueden ser elec- 
tores. 

Y entre estos se encuentran según el art. 40 de la lei 
«electoral: 

1? Los que por imposibilidad ñsica o moral no gocen del libre uso 
de su razón. 

3.** Los que a la sazón se hallen procesados por crímen 

o delito que merezca pena aflictiva y los que hayan sido condenados a 
penas de este jénero, salvo que bajan obtenido rehabilitación. 
Los eclesiásticos regulares. 



Cuestión, — ^Los eclesiásticos seculares pueden ser In- Eclesiástico» secuia- 
tendentes y Gobernadores? ^^ 

Creo que dados los principios legales consignados en 
el título preliminar del Código Civil, la afirmativa es evi- 
dente. 

"Donde la lei no distingue, nadie debe distinguir/' di- 
ce un axioma jurídico. 

Y, ademas, por qué la lei permitía a los eclesiásticos 
seculares ser diputados, y hasta Ministros de Estado; 
por qué los llamaría al Consejo de Estado, y les impedi- 
ría ser Gobernadores o Intendentes? 



— 12 — 

Aparte de estas razones morales, existe como queda 
dicho y entre otros el precepto consignado en el art. 33 
del Cúdigo Civil que determina que "lo favorable u odio- 
so de lina disposición uo se tomai-ü en cuenta para am- 
pliar o restrlnjir su espií'iCu." 

ménade- La 2' parte referente a los que se hallen procesados o 
hayan sido condenados por crimen o simple delito" abar- 
ca, Bogim parece, todas las infracciones de que se ocupan 
y tratan los artículos 106 a 488 del Código Penal, con 
escepcion de los que llevau el N.° 121 a 136, es decir de 
los que se llaman crímenes o delitos políticos. 
La razón de este juicio es la siguienter 

lad «bw- El código en su art. 3,° dice literalmente. — "Los delitos 
atendida su gravedad, se dividen en crímenes, simples y 
faltas y se calificau de tales seguu la pena que les está 
asignada en la escala .¡eneral del art. 21, 

Luego pues, atendidas las disposiciones citadas, todo 
acto que cae bajo la sanción de la lei penal, y que no se 
encuentra designado y numerado en el título de las fal- 
tas essimple delito o crimen, incluso los cuasi-delifos, y 
el que haya sido condenado o tenga proceso pendiente 
por él, se' encuentra inhabilitado para ejercer el cargo 
de intendente o goberuador. 



Incompatibilidades y escusas, 

Art. 39 

iidftdeíj- Los cargos de Intendente y de Gobernador 
son incompatibles con cualquiera otro empleo 
público. 

Esta incompatibilidad no comprende a los mi- 
litares, quienes podrán desempeñar estos em- 
pleos conservando su grado y antigüedad. 



'» Segim la 1^'ialacion deroga I (irt 15) eran motivos 
de esaisa entre otros, los s g e tes 

2." Piir «slArmnpleailn en cCig nn R a d» « Ine pfililicne; o hn> 
llai-Hf Birvifiiilo algún enipW pú u coa pa e con el ile Guliema- 
ilor, Subdelegado elniípeclor; 

:t." Por Ber dirMtiir o profetio a gu es nb «-i miento de eiiiicn- 
cioii, n ninexiro de encnelos o lial ur^e a o en alguna unÍTen<iilad 

o eftablreiinieiitci Htei'ario; 

4." Por ser adniúiistruiior principal de algún eBlablecimiento de be- 
neficencia; 

5," Por ser e] único que ejercite en un lugar la profeeion de médico 

G." Por estar haciendo servicio militar activo. 
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A los militares de ejército permanente o de la milicia cívica que no 
se hallen en el caso de esta escepcion, se les eximirá de todo servicio 
interino desempeñando el cargo civil que se les haya conferido, sin que 
esto les perjudique en manera alguna con respecto a la antigüedad que 
lee corresponda en el servicio militar. 



Es verdad que la misma lei habia dicho ^ Espíritu de la nuo- 

va leí* 
Art. 15. Los destinos de Gobernador, Subdelegado e Inspector, 
«on empleos honoríficos i caryoa concejiles que se servirán f/ratuita- 
mente 

El espíritu de la lei, es pues como se vé, crear una ba- 
rrera insalvable entre los cargos administrativos de Go- 
bernador e Intendente, con todo otro empleo público, 
escepto el de militar. 



No pasaba otro tanto con los de Subdelegado e Inspec- 
tor a quienes la misma lei, como se verá (art. 25) sigue 
declarando consejiles y de servicio gratuito; a quienes 
admite escusas (art. 26) y de que el nombrado puede 
eximirse pagando una multa de 100 pesos a beneficio 
municipal. 



Pero a qué cargos se refiere esta disposición! o^"úbuoo?°°^*^ ^^' 

A primenx vista pudiera creerse que se trata solo de ^° ^ ^ 
cargos retnumeradoSj pero existen testos legales contra- 
rios a esta opinión. 

Tal es el precepto contenido en el art. 260 del C. Pe- 
nal, el que declara lo siguiente: 

''Para los efectos de este título y 'del 4 del título 3.°, se reputa 
empleado todo el que desempeña un cargo pííblico, aunque no sea de 
nombramiento del Jefe de la República^ ni reciba sueldo del Estado.'' 

De {suerte pues, que atendiendo a la redacción absoluta 
de ese artículo podría parecer que el empleo de Inten- 
dente o Gobeniador no puede ser compatible con ningún 
otro empleo público, ya sea nombrado o no, por el Presi- 
dente de la República; ya sea gratuito o remunerado. 

Pero esta interpretación que se ha hecho por al- 
gunos diputados, i que es la que le dá también el 
señor Vera en sus comentarios al Código Penal (pjy. 457) 
es la única y la exacta? 

El Código Penal en el artículo citado, ha querido defi- Definición dei códi- 

^' j • 1 i^T ^ • 1 ¿.-^ KO Penal i 8U8 comeo- 

nir en sentido jeneral y obligatorio, lo que constituye un taiioe. 
empleado público como lo cree el señor Vera? 

A mi humilde opinión, el Código al hacer esa defini- 
ción se ha limitado, como él miíHno lo indica, a caracte- 
ilzar lo que es un empleado público, solo para los efec- 
tos del titulo anterior y del párrafo IV del titulo III, cuyo 
rubro es ^^Delos agravios inferidos por funcionarios pú- 
blicos a los derechos garantidos por la Constitución" pero 
no ha pretendido, ni pensó dictar un precepto jónerico y 
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itónsivo a todas las órdenes y jerarquías administra- 
ras. 

La Cómnm de Diputados con ocasión del sueldo o 
imuiieracion lie los Vicarios csptUilares, ha discutido 
rgamente sobre lo que debe entenderse y ser llamado 
upleo público. 

Pero esa discusión tía sido mas de orijen de efectos 
)litÍcos quelecHles. 

Pí)r hoi, votaiia la lei sin discusión ni debate previo, 
I imposible sin temerídad pronunciarse ^le uua manera 
)Ho1uta. 

Pero aun interpretando la lei a la letra, es fácil ver que- 
incompatibilidíid de los lutttndentes es con otro em- 
eo público, mas no con comisiones que pueden o no 
tistir anexas a ese cargo, o ser desem¡)eñadas jior otras 
ii-sonas. 

Tales son por ejemplo el cargo de Coiuaudaute Jeneral 
} Mariua anexo uniinariiimente al puesto de luteudente 
) ViiI|iaraiso pero que alguna vez ha estado sepai-ado, y 
8 de Delegados de! gobierno respecto de ciertos Bancos 
S(»cieda<les anónimas que se ha visto conferir con fre- 
lencia a los luteadentes, sin que esto obste para que 
tyan sido nombrados en diversas ocasiones distintas 
jrsonas. 

Por oti-a parte, y examinada filosóficamente la cues- 
on, dada la acepción que Escriche, Dalloü y otros juris- 
msuitos <lan al verbo iuoumpatibilidad y que es "lo que 
) puede poseerse o ejercerse a un tiempo por una mis- 
a persona" ae ve que no ha carecido de razón el fallo 
jislativo, que ha negado lugar a esas incompatibiüda- 
js. 

Respecto al or(ien y alcance del articulo del Código 
Bual citado soto se encuentra al Unal de la Sesión 54 de 
. Comisión Redactora del C(')digo lo siguiente: 

"Se itcunló coniHirvar por aliurn e\ art. 250, líiiicn de que eonats, 
Ma que He practique una revit'iim ile la parle aprobada del Código, 
bienilo entúiiceH reeulrene sobre su Bubni>lencia, en víhIa de las dia- 
iricioneo pai-ticulureR de esle llluln. 
"Art. 250 Para loe efectoii de eBW título m reputa empleado todo el 



i« desemjifíia un car^o püblio 
fe de la ne|>iiblicn, ni redlia «ueldo del Eütndo," precepto que con el 
lico oaroliio de la palabra "Jrfe rfi la Bfpúblira, rn vez de Eti es «1 
[■■no contenido bajo el número 331 del Código Penal Español. 




Los intendentes y los gobernadores, antes de 
¡ercer bus cargos, rendirán una fianza equiva- 
tnte al monto de su sueldo anual, para respon- 
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der las inderanizacioTies a que sean condenados 
por actos u omisiones relativos al ejercicio de 
sus empleos. 

La fianza será calificada por el contador ma- 



yor. 



El art. 64 de la lei derogada decía a este respecto lo Precepto de la ici . 

siguiente: anterior. 

"Todo el que fiíere nombrado intendente, antes de empezar a ejercer 
FU em})Ieo del>e dar una fianza por la cantidad de cuatro mil pesos, y a 
8atit*taccion del contador mayor o del funcionario a quien éste comisio- 
ne para calificarla y admitirla, a fin de respcmder c<m ella de cualquiera 
acción u omisión contraria a los deberes que tiene que llenar con res- 
pecto a la Hac^ienda pública, y de que haya resultado daño de alguna 
miportancia a los intereses fiscales; sin perjuicio de cualquiera otra per- 
sona que legalmente ñiera condenada, por la malicia que hubiere de su 
partid ni ti'aspasar o descuidar el cumplimiento de esos debei"es, o por la 
gravedad del menoscabo que hubiere ocjisionado en dichos intereses." 



Como se ve, la diferencia entre uno y otro precepto 
es casi nimia. 

Ellos consisten: 

1." En que la lianza en vez de ser uniforme de cuatro 
mil pesos, es ahora del monto de un sueldo anual; y 

2.'' Que en atención a lo que preceptúa la lei, es el 
contador mayor por sí, y no por delegación, quien debe 
caliücar la fianza. 



Diferencia B. 



Según decreto de noviembre 3 de 1869 todo empleado Fiadores, 
público, o administrador de reutas fiscales, debe dar avi- 
so en noviembre, al intendente de la yjrovincia del nom- 
bre o domicilio del fiador y solvencia de la fianza. 

Ademas, en diciembre, el intendente después de he- 
chas las indagaciones convenientes, debe elevarlas al 
conocimiento del contador mayor, para que este funcio- 
nario, si lo juzga necesario, ordene renovar o mejorar la 
fianza. 

Pero aquí surje una cuestión: íes solo el sueldo fijado, oratmcacione».- 
o también la asignación concedida para pago de casa, o ^2?*^*"^*" '*'**^" * 
por vía de gratificación al empleado lo que deberá to- 
marse en cuenta para fi^jar el monto de ellaí 

Diversas resoluciones lejisiativas res})onden negativa- 
mQnte a esta interrogación, teniendo presente que la re- 
muneración para pago de casa^ concedida a ciertos Go- 
beraadores y aun Intendentes, no es una renta, sino una 
gratificación legalmente hablando, y que ademas ella 
reviste un carácter eminentemente precario y transi- 
torio. 



-¿ Se 
flan- 



'I'-^- 



'A 
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Juramento. 



La Constitución tiene preceptuado por el art. 163 que* 

"Todo funcionario públicu debe, al tomar nosesion de au d^tino, 
prestar juramento de guardar la Cout^titucíon/' 



juraiMiíto ^^ ^^^^^ ^ ^®^ reformada, trazaba en el inciso 2.° del art. 11 la 

fórmula de ese juramento en estos términos: 

"Yo, N. N., iuro por Dios Nuestro Señor y eetos Santos Evauj'ílioR 
que desempeñaré fielmente el eargo de Intendente de la provincia j. .\ 
<]ue observaré y protejei-é la relijion católica, apostólica, romana, y que 
guardaré y hai-é guardar la Constitución y las lejes. Así Dios me ayu- 
de y sea en mi defensa, o si nó, me lo demande." 

Obedeciendo a sanos principios de derecho''y práctica, 
la actual lei, limita el juramento de los intendentes a los 
puntos indicados en el art. 163 de la Constitución, es de- 
cir a la guarda de la Constitución y las leyes 




Pena de los Infrac- 
tores. 



Conviene tener presente en este punto la disposición 
contenida en el art. 216 del Código Penal, que dice así: 

Art. 216. £1 que hubiere entrado a desempeñar un empleo o cargo 
público sin habei prestado en debida ibnua el iuramento o fianza, o 
llenado las demás formalidades exijidas por la lei, quedará suspenso 
del empleo o cargo hasta que cumpla con aquellos requisitos, incurrien- 
do ademas eu mía multa ue quinientos pesos. 



1^ 



iy.2 



w- 



fef 



m 

•:*■■ 



Siibrcgadoaes. 



Subrogaciones. 
Art. 6? 

En los casos de ausencia o imposibilidad para 
desempeñar sus funciones, el Intendente será 
reemplazado i)or la persona que luibiere desig- 
nado el Presidente de la Kepiiblica. 

Mientras la persona nombrada asume el pues- 
to, y en los casos urjentes,. el Intendente desig- 
nará su subrogante, dando cuenta al Presidente 
de la República. 

Si el Intendente estuviere imposibilitado para 
hacer la designación, lo reemplaztu'á provisoria- 
mente el Secretario. 

Akt. 79 

El Intendente nombrará la persona que baya 
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de reemplazar al Gobernador en los casos de au- 
sencia o imposibilidad. 

El Gobernador podrá hacerlo en los casos in- 
dicados en el inciso 29 del artículo anterior, dan- 
do cuenta al Intendente de la provincia. 



La lei de 1844 disponia para estos casos lo siguiente: comparación coa i» 

^ ^ ^^ leí de 1844. 

Art. 32. En los ciiflos de muerte, ausencia fuera de la provincia, en- 
T» '..nedad grave que impida a un Intendente el ejercicio de f»ua funcionen, 
ó cualquiera otro que se imposibilitare para el desempeño de su cargo, 
le subrogará la persona que el Presidente de la República debe tener 
designada para este objeto. 

Cuando el Gobierno Supremo hubiere al efecto designado dos o mas 
personas, entrará a subrogar una a falta de otra por el 6i*den en que 
estuviere hecha la designación o escritos los nombres de los subro- 
gantes. 

Art. 33. Si las personas nombmdas para subrogar al Intendente hu- 
bieren fallecido, ausentádose de la provincia, o por cualquier motivo 
estuvieren, imposibilitadas para funcionar por el Intendente, éste nom- 
brará para que lo subrogue una persona que tenga las calidades que la 
Constitución requiere para ser miembro de la Cámara de Diputados, 
dando cuenta desde luego al Presidente de la República, a fin de que 
disponga lo que tuviere a bien. 

Pero si el motivo (lue imposibilitare al Intendente para el ejercicio de 
su cargo fuere su fallecimiento u otro que no le permita hacer tal nom- 
bramiento, le subrogará entonces hasta nueva orden del Presidente de 
la República el Juez de Letras de la Provincia. Si en una provincia 
hubiere varios jueces de letras sucederá en el mando el que resida en la 
capital de la misma o el mas antiguo de los que residan en ella. 

Art. 34. Siempre que la persona oue hubiere de subrogar al Inten- 
dente no pudiere entrar a ejercer sus funciones inmediatamente oue ocu- 
rra la falta de aquel jefe, el alcalde ordinario de la misma capital que 
se hallare ejerciendo ñmciones de mas antiguo, y en defecto de alcaldes 
el réjidor llamado por la lei a STiplir sus veces, ejercerá tales funciones 
acciaentalmente hasta oue pueda recibirse del cargo la persona destina- 
da a subrogar al Intenaente." 

La lectura de ambas diposiciones, hace fluir necesaria- Diferencia entre am« 
mente las diferencias entre ambos. ^' preceptos. 

El inciso 1.** del art. 32 es en el fondo y sustancial- 
mente igual al de la lei vijente. 

Los Sustitutos de un Intendente, para los casos en que 
este no pueda funcionar, son nombrados por el Presidente 
de la República. 

Estas personas deberán poseer los requisitos legales 
que exye el art. 1.° y no hallarse comprendidos en las 
escepciones del art. 3.** 

Mientras el desiguado por el Presidente, toma posesión 
de su cargo, el Intendente puede designar su subrogante 
dando cuenta al Supremo Majistrado. 

Ahora, si la imposibilidad del Intendente fuera tal que 
no le permitiera hacer esa designación, y no se hallara 
presente o estuviera a la vez imposibilitado, la persona 
designada por el Presidente de la República, lo reempla- 
zaría provisoriamente el secretario. 
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Personas que no puc- Quedan pucs eliminados de poder subrogar al Inten- 

den subrogar al Inten- i . * 

dente. dente: 

Juccoí. i.o Los jueces de letras a quienes ya se lo impedia el 

art. 171 de la lei Orgánica de Tribunales que dice: 

Art. 171. "Las funciones de Jufz se suspenden: 

1/' Por la aceptación indebida de un cargo del orden administrativo, 

fí el nombramiento para eete cargo se hiciere con la calidad de retener 

el juez 8U destino de tal; 

Si el nombramiento no llevare ésta calidad y el juez lo aceptase, se 

entenderá que renuncia su destino de tal 

Este precepto fué sostituido por el art. 3.** de la lei 
de agosto 31 de 1880 en esta forma: 

*'3." IjOK que hubiesen desempeñado los cargos de Presidente de la 
República. Ministros de Estado, Intendentes de Provincia, (íobema- 
dores de departamento o secretari(»s de Intendente, no podrán ser nom- 
brados miembros de los TribunaU't* íSuj)eriores de Justicia, Jueces Le- 
trados. Fiscales, promotores fiscaies ni relatores, ya sea en propiedad, 
ya interinamente o como suplentes, sino tres años después de haber 
cesado en el desempeño de sus funciones administrativas." 



Alcaldes y Bejidorcs. Quedan también eliminados de la subrogación y suce- 

cion accidental del Intendente, el alcalde ordinario, o 
primer rejidor, a quienes designaba para este cargo el 
art. 34 de la lei de 1884. 



soBtitutos de Gobcr- Para idénticos casos, en reemplazo del Gobernador, 
****^- hace el nombramiento de sostituto accidental, el Inten- 

dente. 

En casos urjentes, el Gobernador mismo puede nom- 
brar su sustituto, dando cuenta inmediata al Intendente 
y este al Presidente de la República. 



eucion penal «e es- A este respecto, deben tenerse presente las siguientes 
tM precepto-, disposiciones del Código Penal. 

Art. 216. £1 qae hubiere eDti*ado a desempeñar un empleo o cargo 
público sin haber prestado en debida forma el juramento o fianza, o 
llenado las demás formalidades exijidas por la lei, quedará suspenso 
del empleo o cargo hasta que cumpla con aqnellos requisitos, incurrien- 
do ademas en una multa de ciento a quinientos pesos. 

Art. 217. £1 empleado público que continuare desempeñando su em- 
pleO| cargo o comisión después de que debiere cesar conforme a las leyes^ 
reglamento o disposiciones especiales de su ramo respectivo, será casti- 
gado con las penas de inhabilitación especial temporal para el cargo u 
oficio en su grado mínimo y multa de ciento a trescientos pesos. 

Art. 218 El empleado culpable de cualquiera de los delitos penados 
en los dos artículos anteriores, que hubiere percibido emolumentos por 
raeon de su cargo o comisión, será ademas obligado a restituirlos con 
la multa del diez al quince por ciento de importe. 

Art. 119 £1 empleado público que legalmente requerido de inhibi- 
ción continuare procediendo antes que se decida la contienda, será cas- 
* tigado con multa de ciento a quinientos pesos. 

Art. 220 £1 empleado público que a sabiendas nombrare o propu- 
siere para cargo pi'iblico a persona en quien no concurran los requisitos 
legales, sufrirá las penas de suspensión del empleo en su grado mínimo 
y multa de ciento a quinientos pesos. 



I 



j 



j 
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A esté propósito, el señor Fernandez dice por vía de ao?* FOTiándcz^ íoteé 
nota a estos artículos lo siguiente : "En esta disposición e«te punto. 
se comprenden solo las formalidades esternas análogas 
al juramento o fianza, no las condiciones del funcionario, 
como son la edad, ejercicio de una profesión durante un 
cierto tiempo etc., según lo hace notar el acta de la se- 
sión 48 páj. 95 de la C, E. 

En las actas de la C. E. no hemos encontrado nada que 
justifique o esplique la disposición de este artículo. Sin 
embargo, ello era mui necesario, puesto que castiga con 
pena de crimen (art. 21) un delito que apenas sí se puede 
llamar tal, dados los términos en que está concedida 
esta disposición. Bien triste y penosa será en lo sucesi- 
Yo la situación de los Intendentes, de los jueces compro- 
misarios y demás personas que ejerzan funciones tempo- 
rales. Un'simple olvido puede hacerlos acreedores a una 
severa pena de funestas consecuencias como lo hemos 
anotado en los artículos 29 y 37. Agregúese a esto la 
disposición del art. 254, según la que incurre también 
en pena, y .mas severa, el empleado que abandona su 
destino, auu después de remunerado, pero antes que se 
le acéptenla renuncia. De modo que, si continúa funcio- 
nando él empleado después que deba cesar según su 
nombramiento o leí, malo; si no continúa, peor. 



V 



i) ■■ 



TITULO II 

De los deberes y atribuciones de los intendentes 

de provincia. 

Art. 8? 

tJd^S^!**' ^®^ ^''* El gobierno superior de cada provincia en to- 
dos los ramos de la administración, residirá en 
un Intendente, quien lo ejercerá con arreglo a 
las leyes y a las órdenes e instrucciones del Pre- 
sidente de la República, de quien es ájente natu- 
ral e inmediato. 

Art. 99 

Facultades del Go- El Intendente es Gobernador del departamen- 
to en que está la capital de la provincia. 

Como tal, tendrá los deberes y atribuciones 
señalados en el título III de esta lei. 



de^estoS ^ re^ptos^"** ^® ^^^ ^^^^ ^^ principio de cstc trabajo el testo del 
* * ^ artículo constitucional que radica y acumula en el Inten- 

dente el gobierne superior de cada provincia en todo& 
los ramos de la administración, para que lo ejerza con 
arreglo a las leyes y a las instrucciones y órdenes del 
Presidente de la República de quien es ájente natural 
e inmediato. 

La lei actual ha copiado a la letra el precepto consti- 
tucional, suprimiendo solo la parte que establece que la 
duración en funciones o término natural y legal del nom- 
bramiento de un Intendente es de tres años, pero puede 
repetirse su nombramiento indefinidamente. 



Esta supresión, sin embargo, nada altera desde que s© 
trata de un precepto constitucional que no ha sido refor- 
mado, ni siquiera declarado reformable. 
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Por lo que hace a la lei reformada, contenia ambos 
preceptos constitucionales como puede verse por los ar- 
tículos siguientes: 

Art. 3.° Cada provincia es gobernada por un Intendente, en (}uien 
reBÍde el gobierno superior de ella en todos los ramos de administra- 
ción; que es ájente natural e inmediato del Presidente de la Repáblica, 
y que ejercerá en el territorio de su mando aquella parte de la autori- 
daa ejecutiva que se espresa en el titulo IV. 

Art. 7.<* Los Intendentes se nombrarán cada tres años por el Presi- 
dente de la República, quien los puede remover siempre que lo juzgue 
necesario, y reelejirlos cuantas veces lo crea conveniente. 



Se ha citado a propósito del artículo anterior las di- ^ opinión dci seño 
versas disposiciones penales con que el Código castiga 
la usurpación, anticipación o prolongación indebida de 
los cargos públicos. 

Cooperando al mismo propósito se inserta aquí toma- 
do del erudito y acabado trabajo del señor Latorre el 
decreto supremo espedido en julio 11 de 1864 sobre la 
misma materia. 

Hé aquí sus principales disposiciones: 

1.'' Los funcionarios mencionados deben cesar en el ejercicio de su Decreto sobro el tlem- 
caivo, espirado el ténnino de sus nombramientos. Si no son reelectos, intendentes y (Jobcr- 
los Intendentes y Gobernadores entregarán el mando de sus respectivas Dadores, 
provincias y departamentos a las personas que señala el título 3." de 
esta lei; y los Subdeli^gados e Inspectores a los sostitutos, si los hubie- 
re nombrado, o a falta de éstos, a los Subdelegedos e Inspectores de 
las subdelegaciones y distritos que lleven el número inmediatamente 
inferior. 

2.° Los Intendentes deben poner en conocimiento del Ministerio del 
Interior el dia en que termina su período, v el de los Gobernadores de 
su provincia, dos meses antes de llegar dicho dia; e igual noticia darán 
los Subdelegados e Inspectores a los Gobernadores de que dependan, 
a fin de que se proceda con oportunidad a su reelección o reemplazo. 

3.° Los Intendentes han de proc(3der desde luego a hacer nuevas 
propuestas para to<los los departamentos cuyos Gobernadores hubiesen 
terminado su período constitucional; y los Gobernadores procederán a 
efectuar los nombramientos de los Subdelegados y los Inspectores. 



Entre las atribuciones que la Constitución y la lei 
otorgan de consuno al Intendente, hai unas que son 
relativas al interés jeneral, y otras al interés departa- 
mental. 

En efecto como lo reza el art. 9.° en conformidad al 
art. 119 de la Constitución, ademas de las funciones pro- 
vinciales de que lo inviste el artículo en examen ^*el 
Intendente es • Gobernador del departamento en que 
está la capital de la provincia, y como tal le incumben 
las atribuciones y deberes anexos a este empleo.^' 

Es ademas según el art. 10 — Comandante Jeneral de 
armas de la provincia, salvo que el Presidente de la Re- 
pública nombrare a otra persona. 



Bajo estos varios aspectos, el Intendente es en su verdadero carácter 
Provincia y conao Gobernador del departamento en que ^lá^uT ^* ^""^ ^' 
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reside, el ájente natural e inmediato del Presidente de la 
República, y por consiguiente subalterno de ese majis- 
trado " al que está confiada la administración y gobier- 
no del Estado, y cuya autoridad se estiende a todo cuan- 
to tiene por objeto la conservación del orden público en el 
interior, y la seguridad exterior de la Eepública, guar- 
dando y haciendo guardar, la Constitución y las leyes^ 
(Const art. 81) 

Este alto funcionario es ademas, el que se halla facul- 
tado para "nombrar y remover a su voluntad a los Mi- 
nistros del despacho y oficiales de sus secretaría; a los 
consejeros de Estadoj a los Ministros diploma ticos; a 
los Cónsules y demás ajentes esteriores, y a los Inten- 
dentes de provincia y Gobernadores de plaza'' (Art. 82) 

La autoridad del intendente, no se estiende sino a 
una fracción del territorio; pero a diferencia de la de 
los Ministros, no se encuentra circunscrita a una espe- 
cialidad administrativa, sino que abraza la casi univer- 
sahdad de los servicios públicos. 
PuncioBCi propiM y Como representante del poder ejecutivo, el Inten- 
deiegadM. dente obra, unas veces en nombre de esa autoridad; otras 

b^o su fiscalización y vijilancia. 



Actos del Intendente como ájente del poder 

ejecntivo. 

Carácter j atribucio- Eu cstc caráctcr cl Intendente no ejerce, puede decirse 
2ío ífentedSTpreifden'- uu poder propio, siuo quc recibe de la autoridad supe- 
te de la Repébiica. j-ior Ordénes que está oblfgado a trasmitir y hacer ejecu- 
tar. Tales son por ejemplo la remoción de los empleos 
de Gobernadores en caso grave de que trata el art. 11; 
las licencias que otorga en casos urjentes según el art. 
12; la vijilancia sobre el cumplimiento de las obligacio- 
nes de empleados públicos, conducta ministerial de los 
jueces y demás empleados judiciales y oficinas públicas 
de que trata el art. S¿1, y aun el empleo de la fuerza y 
. de la facultad de arrestar de que tratan los arts. 21 a 25 
de esta lei. 

Así también es, como para la ejecución de las leyes, 
derechos reglamentarios y ejecución de órdenes y de- 
cretos de las autoridades públicas, el Intendente es según 
lo determina el art. 15, el intermediario o según la frase 
de la lei, el órgano ordinario de comunicación entre la 
autoridad central, las autoridades inferiores y los ciuda- 
danos, lo que se hace mas sensible por el núm. 3.** del 
art. 21 que le ordena "comunicar a las personas a quie- 
nes concierna por medios de avisos, publicaciones, o 
notificaciones, según su naturaleza, los actos que emanen 
del poder lejislativo o ejecutivo. 
Bajo el mismo respecto, el Intendente se encuentra 
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encargado de recojer y trasmitir al Gobierno las noticias 
propias para ilustrar su marcha; para obtenerlo la lei le 
ordena (núm. 15 art. 21) visitar el territorio con el ob- 
jeto de llenar las obligaciones que le impone la lei y 
atender a su adelantamiento, y pasar anualmente una 
memoria a la autoridad superior en la primera quincena 
del mes de Abril (art. 15) haciendo estensivo sus datos 
y observaciones a toda la provincia. 

La lei vijente traza una larga nómina de las atribucio- 
nes y facultades de los Intendentes y Gobernadores. 
Para mayor clandad en esta esposicion ellas serán mate- 
ria de un examen por separado y en detalle. 



Dice el art. 9.** 

"El Intendente es Gobernador del departamento en que está la capi- 
tal de la provincia. 

"Como tal tendrá los deberes y atribuciones señalados en el titulo 
III de esta lei." 

Asi para dar una hilacion lójica a este examen, he 
creido de mayor claridad, comenzar por recorrer las obli- 
gaciones que pesan sobre el Intendente en su doble pa- 
pel de administrador de la provincia y del departamen- 
to, es decir los preceptos jew¿ricos,dejando para después 
los que son propios y peculiares, a una y otra de esta 
jerarquía administrativí^. Son las siguientes: 



§ 2.«*. Deberes y atribuciones del gobernador. 

Art. 21. — Son deberes y atribuciones del Gobernador: 

1** Residir ordinariamente en la capital del departamento, asistir a **"*6'*<^** 
BU despacho los dias no feriados a horas determinadas, y dar audiencia 
diaria. 

Para salir del departamento necesitará permiso del Intendente de la 
provincia. 

La lei de 1844 en su art, 89, decia lo que sigue: 

"El intendente tendrá su residencia ordinaria en la capital de la pi-o- Ld anterior, 
vincia, y sin un motivo de conocida urjencia calificada por el Gobierno 
Supremo, no podrá separarse de ella en las épocas en que debe hacerse 
cualquiera de las elecciones constitucionales, para cumplir y hacer cum- 
plii lo que en orden a las mismas previene la Constitución y la requeri- 
da Leí." 



Es evidente pues que la lei vijente ha querido conser- concovda»cia» entro 
var el precepto de la derogada, haciéndolo a la vez mas ^* ^^"«"a y «^"ov» i^l 
claro y absoluto. 

El Intendente no puede salir del territorio de la pro- 
vincia, ni del departamento sin licencia del Ejecutivo, y 
reemplazado por la persona designada por el Presidente 
de la República para subrogarlo, conforme al órdeu tra- 
zado por el art. 6.** de esta misma lei. 

El mismo funcionario en su calidad de Intendente, pue- 
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de y debe nombrar la persona que haya de reemplazar 
al Gobernador a virtud de la facultad que le otorga el 
art. 6.** de esta lei. 



CMO 



Licencias. 

condidonM^^para el El Gobernador, para salir del departamento necesita 
eausenca. penniso del Intendente de la provincia. ¿Por cuánto 
tiempo y bajo que requisitos se puede otorgar esta li- 
cencia? 

El art. 12 espresa: que dicha licencia solo puede ser 
hasta por un mes. 

Necesítase ademas que el caso sea tan uijente que el 
empleado que la solicita no tenga tiempo para ocurrir al 
Presidente de la Eepública. 



Licencia a uubaiter- Y SÍ fucra por méuos dc im mes, ¿le podría el Inten- 
«**• dente otorgar dicha. licencia! 

La aliiTnatíva parece evidente. 
En todo caso, el Presidente de la Eepública tendrá co- 
nocimiento de la licencia, ya sea por la solicitud que 
debe dirijirle el empleado que la pide, ya por el aviso 
que ordena al Intendente dar, el inciso final de ese mis- 
mo art. 12, declarando que: 

"siempre que ejercite esta facultad (el Intendente), dará inmediata- 
mente cuenta al Presidente dc la República.'' 



Audiencia del cm- A propósíto de líccncias, parecc conveniente trascribir 
^leado superior. aq^f ^1 dccrcto cspcdído por el Ministerio de Hacienda 

en abril 12 de 1877. 
Dice así: 

(707) ''Considerando que el uso que hacen los Intendentes y Gober- 
nadores de la facultad que les concede el art. 77 de la lei del Réjimen 
Interior, puede acarix*ar perturbaciones en la marcha de las oficinas de 
Hacienda, que necesitan ser asistidas constantemente por todos los em- 
pleados de su dotación; 

Decreto: 

Los Intendentt's v Gobernadores al hacer uso de la facultad que les 
concede el ait. 77 de la Lei del Réjimen Interior, calificarán, oyendo 
pi-eviamente al respectivo Jeie, si la licencia que solicitan los empleados 
(le Hacienda, es por motivos justos y tan urjeutes que no den tiempo 
para consultar al Presidente de la República. — Pinto. — i?. Sotomayor. 

(Bol. libro 45, núm. 130, páj. 228). 



\ Foi-ma y condiciones A la vez existe un decreto de julio 14 de 1857 inserto 



I ¿e la solicitud. 



en el Diario Oficial núm. 256, que dice: 



A fin de uniformar la tramitación de las solicitudes de los empleados 
\ de Hacienda, a fin de obtener licencias temporales por causa de enfer- 

I medad; 

He acordado y decreto: 
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1.^ Las solicitndee q^ue hagan los empleados de Hacienda con el ob- 
jeto de obtener licencia para medicinarse; se presentarán por conducto 
de los respectivos Jefes a la autoridad local del departamento; 

2." Al pié de dichas solicitudes se designará por la autoridad local 
uno o dos facultativos para que hagan el reconocimiento del empleado 
enfermo y certifiquen sobre la enfermedad del ocurrente; si le impide 
permanecer en el servicio; si es incurable o nó, y en este último caso, en 
cuánto tiempo podrá obtenerse la curación. 

3.^ Espeiiido el certificado, elJefe de ]a oficina dará su informe y 
devolverá la solicitud a la autoridad local quien la remitirá también con 
su informe, al Ministerio de Hacienda para su resolución, si la concesión 
de la licencia no fuere tan urjente qne debiere despacharla la misma 
autoridad local con arreglo a la lei; 

4.** Si el empleado licenciado se encontrase en otra provincia y en el 
caso de solicitar nueva licencia, tramitará su solicitud ante la autoridad 
local del departamento en que se hallare, para que se provea conforme 
a lo dispuesto en los arts. 2." y 3.** de este decreto. — MONTT. — A. Vial, 



Jubilaciones. 



Jubilaciones civiles. 

Sobre este particular, el decreto de junio 6 de 1875 
que reglamenta la ejecución de la lei de 20 de agosto de 
1857, determina. 

Art. 2.** Si el empleado fuere Jefe o no sirviere 

en oficina establecida, deberá ocurrir ante el Intenden- 
te o Gobernador para los efectos del inciso que precede, 
esto es, para que informe sobre estos puntos: 

1.** Los antecedentes que tuviere acerca de la conduc- certificados profesio- 
ta del ocurrente; 2.° su asistencia a la oficina y causas naie». 
que hubieren motivado las faltas al servicio en que haya 
incurrido; S.** el juicio que forme de la jubilación solici- 
tada. 

Art. 12 Cuando el empleado que necesite jubilar no 
pudiere, a causa de su enfermedad, moverse del lugar de 
su residencia, deberá nombrarse por el respectivo Inten- 
dente o Gobernador, comprobado el hecho ante la auto- 
ridad judicial los médicos que existan en el lugar, no ex- 
cediendo de tres, para que procedan con arreglo a lo 
dispuesto en los arts. 6." y 7.*^ El espediente se enviará 
al respectivo Ministerio para las ulteriores resoluciones. 



EMPLEO DE LA FUERZA ARMADA 

El Gobernador o Intendente deben ademas: Atribuciones dei in- 

tendente con respecto 
•"'Evitar toda invasión o violación del territorio y procurar el maiite- a la paz pública, 
nimiento de la paz y del órdeu públicos. 



La lei de 1844 contenia la 1* parte de este precepto 
en los art. 51, 53- y 54 cuyo tenor es el siguiente : 

Art. 51 Los Intendentes de las provincias litorales y de las confi- 
nantes con pais extranjero, avisaran con toda prontitud y puntualidad 
al Ministerio del Interior cuanto observaren digno de comunicarse es- 
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pecialmento en lo rt»lativo a la seguridad e independencia nacional, y si 
creyeren que se hallan éstas amagadais darán igual aviso al Jefe militar 
de la Provincia en caso de no serlo el mismo Intendente, nara que, 
según la naturaleza y urjencia de las circunstancias, disponga lo conve- 
niente en orden al reparo de las fortificaciones y a la adquisición o 
traslación de pertrechos, arra<imento, municiones etc. y tome todas las 
demás providencias que como tal jefe militar le incumben. 

Alt. 53 ''Sabiendo el Intendente la existencia de bandidos o saltea- 
dores en cualquiera parte de su provincia dará aviso de ello sin pérdi- 
da de tiempo al Gobernador o Gobernadores de los departamentos 
donde se encuentren; y espedirá las órdenes oportunas para la apre- 
hensión de dichos malhecliores, requiriendo si lo hallare necesario, y 
debiendo dársele el competente ausilio de fuerza annada, en la forma 
que previene el art. 49. Se pondrá también de acuenlo con el Jefe de 
la provincia inmediata si fuere precisa la cooperaci<m, de este para el 
buen éxito de las mencionadas órdenes." (v. art. 108 Leí lt^44) 



Arrest». A propósito (le este deber, de vijilar por la conserva- 

ción de la paz imblica, y como medio de procurarla, el 
N.** 21 de este mismo artículo determina que el Goberna- 
dor o Intendente puede. 

'*ERT)edir órdenes de arresto en los casos en que la lei de Garantías 
Individuales le conceda esta facultad. 

En el ejercicio de esta atribución se ajustará a lo dispuesto en la 
citada lei.'' 

Esta misma facultad existe a favor de los Subdele- 
gados, e Inspectores según lo espresan los art. 29 y 31 
de la lei, vijente en estos términos: 

Art. 29. El subdelegado podrá espedir órdenes de anvsto en los 
casos establecidos en el inciso 4." del artículo 8.® de la lei de garantías 
individuales de 25 de setiembre de 1884. 

Podrá ademas ordenar la captura de los delicuentes infraganti^. en 
los casos y en la forma previstos en el título III de la citada lei. 

Art. 31. El inspector tendrá la facultad que concede al subdelegado 
•I inciso 2.° del artículo 29. 

co»dic¡»BM y ctsoi A. todos csos funcionaiíos son aplicables pues, según 
gw^ef ¿?e*S»/^"*^ ^"' se vó por los artículos anteriores, las disposiciones de 

la Lei de Garantías Individuales que vienen a continua- 
ción: 

Dicen así: 

Art. 8.<* Los Intendentes v Gobernadores, como ajentes ausiliares 
de la administración de justicia i encargados de velar por la seguridad 
pública, podráu dictar órdenes de arresto o prisión siempre que hubie- 
re verdadero peligro de que la justicia represiva quede burlada por 
cualquiera demora en recabar orden del juez competíante: 

1/^ Para aprehender a culpables de crimen o delito contra la seguri- 
dad del Estauo, de falsificación de moneda o de documentos del Estado, 
de corjK)raciones o establecimientos públicos, o de provocar intencional- 
mente accidentes en fernxjarriles. ue homicidio involuntario o lesión 
grave, de incendios o robos con violencia o intimidación en las personas 
siempre que la pena señalada por la lei al delito no baje de tres años 
de presidio o reclusión. 

2.® Para aprehender a los culpables de delitos <jue se cometan cau- 
sando tumulto o perturbando seriamente la tranquilidad pública, o que 
f>or sus circunstancias introduzcan gi*ave alanna entre los ciudadanos. 

Los subdelegados podrán ejercer esta misma facultad en los casos 
de asesinato, accidentes provocados iuteDcionalmente en feíTocarril^, 
de robo con violencia o intimidación en las personas o de incendio. 
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En los (lemas casos en que para la represión de delitos fuere necesa- 
rio el arresto, el Intendente, Gobernador o subdelegado deberá comu- 
nicar al juez competente los antecedentes que hubiere recoj i do o reci- 
bido, para que en su vista al juez proceda a ordenar la aprehensión, si 
hubiere lugar a ella. 

Podrá también trasmitirlo al Ministerio público, requiriéndolo para 
ue proceda al enjuiciamiento de los culpables cuando el delito mere 
e aquellos en que corresponde procer de oficio." 



t 



Como corolario de esta disposición doi aquí el mismo 
Juicio que inserté en los Comentarios de la lei de Garan- 
tías Individuales. 

Como se vé por el testo que precede, las facultades de doWc carácter de lau 
las autoridades administrativas de Intendente asubdele- u^^!'''''^ admintetra- 
gado revisten un doble carácter: pues son ajentes ausl- 
üares de la administración de justicia en ciertos casos o 
puede decirse oficiales de policía judicial o bien obrar 
como ajenies del Ejecutivo encargados de velar y respon- 
sables de la conservación del orden público. 

En el pilmer caso, es decir, como ajenies de policía ju- 
dicial pueden obrar por sí, y aun antes de recibir la or- 
den del juez competente, ordenando y llevando a efecto 
la prisión de reos de delitos graves, como los enumera- 
dos en el inciso i.^ de este artículo, los que son castiga- 
dos con una pena que excede de tres años de presidio o 
reclusión. 

A su turno los subdelegados ejercen la misma facultad 
de arresto o prisión, en los casos de reos de delito dé 
asesinato, accidentes intencionales en ferrocarriles, ro- 
bos con violencia o intimidación en las personas o in- 
cendios. 

Se entiende que para proceder a la prisión de estos neiito üifraganu; 
delitos por las aut^nñdades administrativas la lei no exi- ^"® ^® **'" *"^®* 
je exista el delito infraganti o sus circunstancias, puesto 
que en este caso los funcionarios de que se trata, no ne- 
cesitarían de sus facultades de tales para proceder al 
arresto o prisión de los delincuentes, bastándole la atri- 
bución que confiere a todo ciudadano para arrestar al 
delincuente infraganti, el art. 15 de esta misma lei. 

Lo que el precepto arriba espresado determina es que, 
denunciada la existencia de un reo de los delitos v crí- 
menes allí espresados o existiendo indicios vehementes 
para reputar, autor cómplice o encubridor de ellos a un 
individuo, el deber, mas que la facultad del Intendente 
o subdelegado le ordena asegurar la persona del delin- 
cuente impidiendo que la justicia represiva quede bur- 
lada por cualquiera demora en la aprelieusion del cul- 
pable. 

Lo qvie la lei quiere es que, como lo determina en el ^^^^^^^ espiicito do 
art. i:* se ponga al arrestado a disposición del juez en él 
maii\brece término para que éste entre a conocer de la 
cauí^ y apreciando su naturaleza e importancia, con- 
\'iert,* en verdadera prisión la detención provisoria del 
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presunto reo, lo ponga en libertad, o bien ordene su pri- 
sión definitiva. 

Fuera de estos casos y obrando como guardián del or- 
den público y ájente de la autoridad encargada de man- 
tenerlo, el inciso 2.** del artículo en examen les confiere 
la facultad de aprehender a los culpables de delitos que 
se cometan causando tumulto o perturbando seriamente 
la tranquilidad piíblica o que por sus circunstancias in- 
troduzcan grave alarma entre los ciudadanos. 



Casos de asonada; Scgun parcce csta disposicion no es aplicable sino a 
cuáles son. ^Qg casos de asonada de que ti'ata y pena el título 2.**, 

art. 12 1 a 136 del Código Penal o a los que preveen los 
arts. 264 inciso 1.® y 2.** y 268 del mismo Código, puesto 
que, tratándose de simple desorden como los cometidos 
en un espectáculo públicoj las cencerradas o reuniones 
tumultuosas en ofensa de alguna persona o en sosiego 
de las poblaciones; contravención a reglas para la con- 
servación del orden público; rondas u otros esparcimien- 
tos nocturnos con alteración del sosiego público, estos 
hechos son considerados faltas por el Código Penal en 
sus arta. 494 núra. 1.® y 2." y 495 núm. 1.", 7.*» y 8.*» 

Por consiguiente, en esta clase de infracciones, con- 
forme a lo dispuesto en el art. 11, inciso 1.** y 2." y art. 
16 no habrá mérito para hacer efectiva por medios com- 
pulsivos la prisión ni aun en caso de delito infraganti, a 
no ser que el culpable sea desconocido, no presté fianza 
o se resista a comparecer ante el juez en el diay hora 
que se le señale. 

Parece, pues, que merced a este artículo, quedan de- 
rogadas las disposiciones de la lei del réjimen interior 
contenidas en los artículos siguientes: 

Derogación de la fa- "Art. 50. 8i í»e denunciare al Intendente con alguna probabilidad, 
cuitad de api-ehcnder ja Be deduzca évSta de las circunBtancias de hw periconas que hocen el 
por eoipechaB. denuncio, de la clase de presunciüu<»s nue se le Buminisíren, o de la de- 

tallada y razonable relación que »e le naga, oue t»e trama alguna eonp- 
piracion contra la« leyes o contra la« autoridades constitucionalef*, or- 
denará la prisión del denunciado o denunciados, y Iok pondrá dentro 
de laH 4H honis Biguientea a disposicion CíA juez competente, traemi- 
tiéndole las notician «jue en el particular haya recü/ido,. y «i la causa 
hubiere de poguirse de oficio, dará también aviso de lo ocurrido al fim- 
cionario a quien por dereclio toca lornuilizur la acu?»acion o intervenir 
en ella; hiu olvidarse antes (U^ verificar tcnlo esto, de la (•;iuí«'la con que 
es preciso pnx'eder en muteria de delacioiH's, para no s^r arraBtra<lo de 
la torpeza de unos, ni de la siisjucacia de otros, o iuslrumjnto de ven- 
ganza ])ersonales." 

Según so desprende do la confrontación entre el pre- 
cepto que acaba de copiarse y el de la lei, la derogación 
es evidwnte. 

En primer lugar porque el funcionario admic'^^trativo 
no podrá ya proceder a virtud de denuncios, por mas 
autorizadus que estos aparezcan. 

En este caso, la lei en examen, consecuente coa el 
principio sentado en la de 1844, ordena pasar losantfjce- 
dentes al Ministerio Público. ' 
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En segundo lugar porque la lei habla de delitos que se 
cometan^ y no por cometerse^ pertubando seriamente la 
tranquilidad pública o introduciendo grave alarma, lo 
que supone lójicamente por lo menos un principio de eje- 
cución. 

En tercer lugar, porque el funcionario administrativo, 
solo tiene a lo mas el plazo de 24 horas para pasar el reo y 
los antecedentes a la disposición del juez (art. 13^, cuan- 
do la lei del Réjimen Interior, le concedía doble tiempo. 

En cuarto lugar, porque fuera del caso de delito infra- 
ganti, las órdenes de arresto que emita, deberán ser por 
escrito, firmadas, individualizadas e intimadas en confor- 
midad al artículo 6.** de esta lei. 



En el mismo caso y por las mismas razones, se en- 
cuentra derogado el art. 106, en su iuciso 1.** que confe- 
ria a los subdelegados la facultad de "arrestar no solo 
Infranganti sino en todo caso en que aparezcan indicios de 
culpabilidad en algún individuo y sea preciso asegurar 
desde luego su persona, dando parte al juez competente 
con espresion de causa, dentro de las cuarenta y ocho ho- 
ras siguientes, y poniendo a su disposición al arrestado. 



El inciso 4.** del mistíio artículo que conferia a esos r^i-ogacion dei de- 
funcionarios la facultad de ^Hmponer multas, que no ex- tSa. ° * »»po»ermu - 
cedan de veinticinco pesos, y en su defecto una prisión 
que no exeda de cuarenta y ocho horas a los que les de- 
sobedeciesen o faltasen al respeto, o turben el orden y so- 
siego público, no cometiendo contravención o delito con 
pena dMerminada por las leyes, y procediendo gubernati- 
vamente, sin contienda ni juicio y estando a solo la ver- 
dad probada por la constancia notoria del hecho o por 
cualquiera otra clase de prueba pronta y sumaria, se ha- 
lla a juicio de los señores Lira y Vera, igualmente dero- 
gado por los arts. 494 níun. 2 y 495 núm. 3 y 4 del Código 
Penal que castigan las faltas a que se refiere. 

Antes de la promulgación de esta lei, parecía dudoso 
al señor Lira el vigor de la disposición contenida en el 
art. 120. 

Hoi, en vista de la disposición que se comenta, parece 
que esa duda habrá desaparecido totalmente. 



El artículo de la lei del Relimen Interior de que se tra- íl*'*í5^^/<'° ^^ ^* '**" 



ta, facultaba al Gobernador para castigar con un mes de de paioa. 
prisión o veinticinco palos, las faltas u omisiones de los 
soldados depolioia o subalternos, que no tuvieren pena 
prescrita en el Código Criminal. 

Igualmente, siguiendo la autorizada opinión del señor 
Lira, se encuentra derogada la fixcultad de hacer efecti- 
vas las penas impuestas i)or las leyes y reglamentos de 
policía, e imponer multas de valor de cincuenta pesos o 
prisión por dos meses, que conferia la misma lei en su 
art. 127 a los Gobernadores. 



cuitad de imponer pena 
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gABdon do U negfttí- 
Ta de auxilio. 



Opinión del comenta- 
dor Latorre. 



Por idénticas razones, carecen los inspectores de la fa- 
cultad de imponer multas de cincuenta pesos o dos meses 
de prisión, a los que se negaren a ir en su ausilio, facul- 
tad concedida por el art. 166. 

La negativa de ausilio, en ese caso, está prevista y san- 
cionada por los arts. :^53, 494 y 496 del Código Penal y 
sometido por consiguiente a la jurisdicción del juez com- 
petente. 

El distinguido joven que ha comentado brillantemente 
la lei citada, señor Enrique C. LatoiTe, examinando esta 
cuestión según el proyecto, dice a su turno lo siguiente: 

*' Parecerán estensas la» dLsposicioneB del proj'ecto de 1882 que pa- 
saniort a reproducir: pero convenimos, con el ilustrado autor del proyecta 
especial de 1870, en que faltando " e^e conjunto de eleuiento« que con»- 
tituyen la vida de un pueblo libre y que tanta eficacia tiene para hacer 
fecundaa las instituciones" una lei de tan vital importancia no debe re- 
ducirse u unos cuívntos principios o reglas jeneral^s siuo que debe 
desarrollarlos, especificando las consecuencias que de ellos naturalmen- 
te fluyen, descenaiendo a detalles "para que un espíritu bien compren- 
dido aleje las interpretaciones o aplicaciones que la desvirtuarían j 
harian ilusorio el pensamiento que se ha tenido al dictarla. 

Art. 46. El Gobernador tiene facultad para espedir órdenes de arresto: 

1.° Contra les delincuentes infraganti; 

2.** Contra los autores de hurto, robo o incendio; 

3.^ Contra los que delinquenf causando tuinuUo$, pertubando seria- 
mente la tranquilidad pública o introduciendo grave alaima entre los 
eiiidadanos; 

4.° Contra delincuejUet a quienes deba procesarse de oficio por crimen 
o simple delito que tenga pena aflictiva. 

"En los demás casos en que deba procesarse de oflcio, el Gobernador 
deberá comunicar al tribunal competente los antecedentes <^ue hubiere 
recojido o recibido. Podrá también transmitirlo al Ministerio Público, 
requiriéndole para que proceda a pedir el enjuiciamento de los culpables. 

tln proyecto que tiene por objeto asegurar la libertad de la persona, no 
podia ménoe de reglar las restrícciones a la libertad personal a que la 

Sersecucion o repret<ion de los delitos oblisa. Esta parte es la que mas 
ificultades oirece, poraue es, en verdad difícil determinar hasta qué 
punto la libertad individual debe ceder a la necesidad imperiosa de la 
seguridad social. £n estos casos, las reitriecionea no h apUean como pe- 
na al culpable de la violación delaleif w emplean a virtud de una nece> 
sidad imperiosa para asegurar la acción de la justicia respecto de per- 
sonas que, si hai motivos para creer culpables pudieran mui bien ser 
del todx) inocentes. Solo el gran ínteres que la sociedad tiene en la re- 
presión de loe delitos, eu^a impunidad comprometería la seguridad co- 
mún, 7 por consecuencia la misma libertad individual, justifica esas 
medidas en cuanto son indispensables para asegurar el cumplimiento ds 
la lei penal. Si, sin ellas, puede la responsabilidad hacerse efectiva y la 
represión cumplirse; si relajándolas, o sostituyendo otros medios de ga- 
rantía puede alcanzarse el mismo resultado, dejan de ser exijidas por 
una necesidad social imperíosa; dejan de ser lejí timas, y pasan a ser 
abusos contra la liberta^) individual. 

Del principio que queda enunciado, se desprende que, en su esencia 
la facultad de arrestar corresponde al poder judicial. Entre nosotros, 
según las leyes españolas vijentes, (lei 2^, tit. 29 part. 7?), pueden es- 
pedir tales decretos los jueces de todas las jerarquías, que tengan facul- 
tad de formar pn)ces()s; pero, como decia la referiila Comisión de Cons- 
titución, Lejislacion y Justicia en 1875, "entre la orden emanada del 
juez competente y la que procede del ájente administrativo hai, sin em- 
bargo, la notable diferencia de que ésta es meramente supletoriii, pai'a 
el caso en que no se pueda, sin grave peligro, ocurrir a aouél, y enca- 
minada a hacer cesar la alarma que siempre producen ciertos graves 
delitos. Por eso ni puede decretarse esta prisión, cuando hai posibilidad 
de que la espida el juez competente; ni se estiende a toda clase de per- 
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Bonas criminalmente responsables; ni dura mas del tiempo necesario 

para que el arrestado sea puesto a disposición del juez competente; ni, ) 

si prescindimos del resultado indirecto de hacer cesar la alarma pública, 

tiene otro efecto que el de poner al airestado a disposición del juez." \ 

i! 

Así, puos, puede decirse, que la regla jeneral respecto rSiones^*'*"'*^ ^^^* 
de ajentes administrativos es la determinada en el inciso ^^ "°° "" , 

último del artículo; salvo los casos de delito infraganti, 
los de crímenes en que pueda eludirse la acción de la 
justicia, o tumultos que comprometen gravemente la 
tranquilidad pública, el deber de esas autoridades se li- 
mita a poner a la vista del juez los antecedentes, o re- 
querir al Ministerio Público para la iniciación del juicio 
contra los culpables. 

La prisión, como se ba visto, es provisoria, por vía de 
seguridad, o mas bien dicho, detención; o definitiva cuan- 
do es por vía de pena. 

El pensamiento y el propósito de la lei, consignado 
con toda claridad en el art. 11, es que el reo solo sea 
privado de su libertad, en delitos que, aunque deno- 
minados simples, no puedan en virtud de circunstancias 
agravantes, elevarse al máximum y constituir así una 
pena infamante, que no confiera derecho a la escarcela- 
cion. 

Respecto de prisión, el Código la aplica solo a las fal- 
tas comprendidas y designadas en el libro III, artículos 
494 a 498, referente a foltas. 

Hai sin embargo, en esa parte, una diferencia notable penas conmutables, 
que observar. 

Las faltas detalladas en el art. 494, pueden ser repri- 
midas por el juez, como con razón lo observa el señor 
Vera, con prisión en su grado medio a máximo, o sea 
cárcel de 21 a 60 dias o multa de diez a cien pesos. 

Las señaladas por el art. 495 son castigadas con prisión 
en su grado mínimo a medio conmutable en multa de • 
uno a sesenta pesos. 

Como se vé, pues, en el primer caso es facultativo en 
el juez, ya la prisión o ya la multaj en el segundo caso 
es facultad y derecho del reo exijir esa conmultacion que 
el juez deberá conceder. 



Por lo demás, el artículo en examen viene siendo la onjen conatituíioiai 
ampliación y ratificación de la garantía consignada en ^® *^" •píhiobw, 
el art. 142 de la Constitución de 1833 en estos términos: 

''Afianzada sufícientemente la persona o el saneamiento de la acción 
en la forma que según la naturaleza de los casos determine la lei, no 
debe ser preso ni embargado, el que no es responsable a pena añictiva 
o infamante. 

Penas aflictivas son, según el art. 37 del Código Penal, todas las de 
crímenes. 



■¡■■«■I 
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de^Monadíf* ^^ ^^^ ^ OBtas prescripcioDes, destinadas a garantir la paz 
aaona a. púbHca y Castigar a los que la perturben, se añaden, las 

que reglamentan el uso de la fuerza empleada para re- 
primir los delitos contra el orden público o la seguridad 
interior del Estado, y los que prescriben la línea de con- 
ducta que deben seguir la autoridad administrativa. 

Unos y otros se encuentran especificados en los artí- 
culos del Código Penal que van a continuación: 

Art. 128. Luego que se inanifiPHte la nublevacion, la autoridad inti- 
mará ho^ta do8 veces a Iob sublevados que inmediatnineute se di- 
suelvan y retiren, dejando pasar entre una y otra intimación el tiempo 
necesario para ello. 

8i los sublevados no se retiraren inmediatamente después de la se- 
gunda intimación, la autoridad hará uso de la fuerza publica para di- 
solverlos. 

No serán necesarias respectivamente la piimera, o la segunda inti- 
mación, desde el momento en que los sublevados ejecuten actos de 
violencia. 



Diaposicion de la ici Para est'e efecto, el'artículo 21 de la lei vyente anto- 
jo 1844. riza a los Gobernadores e Intendentes para. . 

Núm. 23 disponer para el cumplimiento de sus atri- 
buciones de lafuerza armada del ejército, guardia nacio- 
nal y policía existente en el departamento. 

Los servicios de la guardia nacional y de policía solo 
podrán requerirse con sujeción a las leyes que la rijan. 

Si el Gobernador no es Comandante de Armas, se di- 
rijirá al que lo sea pidiendo que ponga a sus órdenes 
la fuerza armada o que la mueva con el objeto que la 
indique; 

24. Remitir la fuerza armada que tuviere a sus órde- 
nes a los Gobernadores vecinos que la soliciten por mo- 
tivos urjentes, salvo el caso en que tenga necesidad ac- 
tual de ella; i 

25. Ordenar que, en los casos de que se haga uso de 
la fuerza pública, se proceda con an-eglo a lo dispuesto 
en el artículo 128 del Código Penal ya citado. 



Conducta de los em- Eu cuauto a la couducta personal de los empleados 
piados durante el mo- administrativos durante una sublevación el Código Penal 
"** contiene las siguientes disposiciones: 

Art. 134. Los empleados públicos que debiendo resistir la subleva- 
ción por razón de su oficio, no lo hubieren hecho por todos los metilos 
que estuvieren a su alcance, sufrirt'ín la i)ena de inhabilitación abso- 
luta temporal para cargos y oficios públicos en cualquiera de sus 
grados. 

Aii. 11)5. Los empleados que oontiiiuareu funcionando bajo las órde- 
nes de los sublevados o que t^in haberles admitido la renuncia de su 
empleo, lo abandonaren cuando haya peligro de (üzamiento, incurrirán 
en la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios pú- 
blicos en sus grados medio a máximo. 

Art. 136. Los que aceptaren cargos o empleos de los sublevados, se- 
rán castigados con inhabilitación absoluta temptiral para cargos y ofi- 
cios públicos en su grado mínhno y multa de ciento a mil pesos. 



• 
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A este respecto no será inoportuno advertir que la com"pr^dT"rwM Si 
pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y inuabiutacion. 
oficios públicos a que se refieren los artículos que prece- 
den, producen según el 38 del mismo Código, los siguien- 
tes efectos: 

1.° Privación de todos los honores, cargos, empleos y oficios públi- 
cos y profesiones titulares de qne estuviere en posesión el penado, aun 
cuando sean de elección popular. 

2.° La privación de todos los derechos políticos activos y pasivos y 
la incapacidad perpetua para obtenerlos. 

3. o La incapacidad pai-a obtener los honores, casgos, empleos ^ ^^- 
cios y profesiones mencionados, perpetuamente si la inhabilitación es 
pei-pétua y dui-ante el tiempo de la condona si es temporal. 

4.*^ La ])érdida de todo derecho para obtener jubilación u otra pen- 
sión por los empleos servidos con anterioridad. 

Conviene también tener presente en esta parte la di- entrc^^SlSa, ííx^ufr 
ferencia jurídica que existe entre los termiuos: sedición, cion i sublevación. * 
revolución y siMevacion, 

A este respecto, la Comisión redactora del Código 
Penal, consignó en la sesión 27 la siguiente declaración: 

El Art 111 (el actual 126) no ofreció observación alguna, y para 
BU mayor intelijen(;ia se acordó consignar en la presente acta ciertos 
caracteres que distinguen esencialmente que en el se trata, de h)8 com- 
prendidos en el 105 (el 121); estos suponen siempre la sublevación a 
mano armada, en aquellos puede o no existir esta circunstancia; en 
estos la sublevación se propone im plan mucho mas vasto y en aque- 
llos las proporciones son siempi'e mas reducida.s, bien que el curso 
de los acontecimientos puede llegar a darles las proporciones de las 
otras. 



Comunicaciones, 

Dice el art. 13: 

El Intendente es el órgano ordinario de comunica- 
ción entre el Presidente de la Kepública y los Goberna- 
dores. 

Estos podrán diríjirse directamente al Presidente de 
la República eu casos mjentes, y cuando tengan que 
interponer queja contra el Intendente. 

El Intendente impartirá sus órdenes o circulará las 
superiores por conducto de los respectivos Goberna- 
dores. 



El art. 21 a su vez, establece como deberes del Gober- 
nador o Intendente: 

3.° Comunicara las personas a quienes concierna, 

por medio de avisos, publicaciones o modificaciones 
isegun su naturaleza, los actos que emanen del poder 
Iiejislativo o Ejecutivo. 



La lei de 1844 tenia a este respecto el precepto con- 
tenido en el art. 83 que dice: 
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Dispoelcton 
Anterior. 



de la lel "Los Intendertea son el conducto ordinario de comunicación entre 
el Gobierno y los Gobernadores de departamento y Mnnicipalidadeei, 
fuera del ca^o en que alguno de estos funcionarios o cuerpo tenga que 
interponer queja contm el Jefe de la Provincia que la podrá dinjir 
en derechura al competente Ministerio, y de algún otro en que sin 
conocido perjuicio de la causa pública no pueda obeervaree la regla 
jeneral establecida en este artículo por algún motivo urjente y grave, 
el cual se deberá siempre poner en noticia del Intendente, quien por su 
parte no se entenderá tampoco de un modo directo con otros empleados 
de los departamentos que no " :*an dichos Gobernadores; ya para circu- 
lar las providencias superiores, ya para comunicar las suyas propias 
en lo tocante a sus atribuciones, pues no haciéndolo así se introduciría 
la confusión en las relaciones, y se faltaría al principio de la de- 
pendencia inmediata que debe haber de los subalternos a los Jefes." 



íiu^Thuí^^SSo ^^^^ s® ^'^» ^^ 1®^ ^^^® ^ ^^s autoridades administrati- 
impida comunicación, vas, desenipefiar un doble rolj son el buzón u órgano de 

comunicación inmediata y ordinaria entre los ciudadanos 
y la autoridad suprema, y entre las diversas autoridades 
por orden jerárquico entre sí mismos. 

La infracción a este deber, con respecto a los ciuda- 
danos, se encuentra castigada por el artículo del Código 
Penal que va a continuación: 

*'Art. 257. El empleado público que arbitraríamentc rehusare dar 
certificación o testimonio o impidiere la presentación o el curso de una 
solicitud será penado con una multa de ciento a quinientos pesos. 

Si el testimonio, certificación o solicitud versaren sobre un abuso co- 
metido por el mismo empleado, la multa será de ciento a mil pesos." 



Patos estadlstlcoe. 



A esta misma atribución y deber se refieren los si- 
guientes preceptos del mismo artículo 21: 

10. ''Pedir datos e informes a los empleados públicos del depar- 
tamento, por medio de decreto si el empleado lé estuviere subordinado; 
por oficio en caso contrarío. 

13 * 'Enviar al Intendente de la provincia en las épocas que indi- 
que la Oficina de Estadística, y con arreglo a los programas de los da- 
tos estadísticos pedidos. 

**Para el efecto j>odrá solicitarlos a su vez de los funcionarios y habi- 
tantes del departamento." 



Preceptos de la lei aa- El prcccpto que antecede tiene por oríjen evidente las 
^^^^' disposiciones cont;enidas en los artículos de la lei de 1844 

que van a continuación: 

80. "Como pogun queda enpecificado, es una obligación de cada 

Intendente promover l:i prot^perídad de su provincia en todos los ramos 
"de la administración i>ública, debe por consecuencia pjmerse al cabo de 
la Estadística y del estado de todos esos ramos en ella para proponer al 
Supremo Gobierno .cuantos proyectos de mejora iuzgare adaptables, las 
ordenanzas convenientes en que se reglaméntenlas leyes relativas a la 
policía, a la industria, etc., y evacuar con acierto y prontitud los in- 
íormes que los Ministros del Despacho les pidan anualmente para for- 
mar las Memorias que son obligados a presentar al Congreso; y cuales- 
quiera otros que se les exijan. 



— 35 — 

Este mismo deber hace pesar sobre los Gobernadores ^^^'^ ^* •"^** 
en su caso los artículos 135 y 136 de la lei de 1844. 



La lei de setiembre 17 de 1847 que creó la Oficina de 
Estadística ordena en su artículo 11, lo que sigue: 

Be pasará por la mencionada oficina, al Minieterio del Interior, cada 
seis meees, un resumen sencillo de los trabajos que en ella se hayan 
ejecutado en el semestre anterior. 

A cada uno de los cuatro Ministerios en el mes de majo de cada año 
una memoria en que se relacionen las disposiciones que se hayan dio- 
tado sobre todos los ramos de la administración pública que a cada uso 
corresponde 

Art. 12. Al principio de cada año se ordenará también j se publica- 
rá un Repertorio Nacional que contenga todos los datos, noticias j 
estados que bajo cualquier aspecto pueda ser conveniente que vean la 
luz pública. . . . 



Existe además, sobre este particular, el decreto supre- 
mo de junio 7 de 1856, cuya parte dispositiva ordena: 

'*Lo8 oficiales de las diversas provincias pasarán orijinales y con la 
correspondiente distinción junto con el cuadro o estado jeneral que ca- 
da tres meses deben remitir a la Oficina de Estadística los datos o esta- 
dos que las autoridades o empleados subalternos hubieren trasmitido a 
las respectivas intendencias para la formación de esos cuadros. En el 
archivo de la secretaría deberá quedar copia autorizada de todos ellos, 
cuyas copias se conservarán en legajos o libros ordenados segim la ma- 
teria. —MONTT.—ul. Varas." 



Vijilancia sobre establecimientos públicos^ 

El núm 5.** art. 21 determina que corresponde al Inten- 
dente o Gobernador respectivo: 

'nielar por el cumplimiento de los reglamentos ^ue rijan los estable- 
cimientos públicos fiscales, dando cuenta de las irregularidades que 
notare." 

El núm. 11 añade: 

'* Visitar con frecuencia las oficinas del rejistro civil, de correos, de 
telégrafos y de hacienda, las escuelas, cárceles y demás establecimien- 
tos públicos fiscales del departamento, y comprobar la existencia de 
fondos. 

^'Si notare irregularidades o faltas dará inmediata' cuenta al Intenden- 
te; y si estuviere comprobada la sustracción de fondos fiscales suspen- 
derá al empleado culpable y lo someterá a la justicia ordinaria, dando 
cuenta a la Dirección del Tesoro." 



Las disposiciones que preceden, arrancan a la vez de orijen oonatitucioii»! 
preceptos constitucionales y legales. dei precepto, 

En la primera categoría se encuentra el tantas veces 
citado art. 116 de la Constitución que declara que el 
gobierno superior de cada provincia e^i todos los ramos 
de la administración residirá en un Intendente etc 



— 36 — 

laS*^^**'"^**^^ ^^ Entre las segiiudas, se hallan los artículos 57, 58, 59, 

63 y 114 de la leí de 1844 cuyo tenor literal es como 
sigue: 

Art. 57. Toda administración de ramos fiscales y toda oficina pú- 
blica en ]as provincias, está bajo la inspección de los Intendentes; por 
consiguiente deben cuidar de que se haga la recaudación de los impues* 
tos establecidos y de las rentas nacionales, con la legalidad oportuni- 
dad y pureza convenientes, y de que se lleve la buena cuenta y razón 
del producido de aquellos y éstas. 

Art. 58. Examinarán en el tiempo, y casoo que la lei exije o en 
cualesquiera otros que la estimen útil al servicio público, el estado de 
dichas oficinas, para enmendar por sí mismo todo desorden <jue no- 
taren en ellas, o dar cuenta al Supremo Gobierno, si así lo exijiere la 
gravedad del abuso, omisión o desarreglo que observaren, pudiendo 
proceder a verificar dicho examen por conducto de los. Gobernadores 
o subdelegados respectivos, a las oficinas que ei^tén fuera de la capital 
de la provincia. 

Art, 59. Deberán concurrir a la operación económica de corte y 
tanteo que se practica mensuahnente en las oficinas fiscales, a las jun- 
tas de almoneda y a los demás actos de igual naturaleza en que las le- 
yes exijen su presencia. , 

Art. 60. Exijiráu de los Gobernadores departamentales que to<loa 
los meses les remitan un estado del producto e inversión de las rentas 

{>úblicas de cada departamento, y otro cada bimestre del producto de 
as especies estancadas, espresando detalladamente en éste lo que co- 
rresponda a cada una de las administracioned respectivas, de cuyos 
estados parciales han de formar los Intendentes dos jenerales que pasa- 
rán a debido tiempo al Ministerio de Hacienda. 

Art. 65. Debe cada Intendente prestar especial atención a que se 
observen las particulares ordenanzas que exijan los establecimientos 

Súblicos de todo jénero que hubiere en su provincia, y estar a la mira 
e si corresponden o no sd objeto con que nan sido establecidos, para 
en este caso requerir o apercíoir a sus directores o dar cuenta al Su- 

fremo Gobierno si de él ha de partir el remedio de los males que el 
ntendente hubiere observado en los indicados establecimientos, aten- 
diendo a que en los de educación y enseñanza primaria se cuide con 
esmero de la moralidad y buena conducta de los jóvenes que los cursan 
y haciendo que se castigue con todo el rigor de la lei a los directores o 
preceptores aue abandonaren el cumplimiento de esta obligación tan in- 
Üuyente en el bienestar de la sociedad. 



Esta misma obligación hacia pesar la lei de 1844 so- 
bre los Gobernadores, según los artículos 113, 114 y 117, 
que guardan en esta parte conformidad con los que se 
acaba de trascribir. 
Intendente* y Gober- ^^ Conformidad a estos preceptos, y después de la lei 
nadorea ante las caiifi- de 1844 SO han dictado numerosas disposiciones legales 
*^^^*'"" que detallan las obligaciones de vijilancia y fiscalización 

del Intendente, -sobre los establecimieutos, servicios y 
empleados públicos. 



Funciones electorales de los ajenies adminis- 
trativos. 

Sin la pretensión de que sea absolutamente completa, 
hé aquí la enumeración de esas disposiciones. 

Los Intendentes y GohemadorcSf deben ser escluidos de oficio por el 
Juez en las listas definitivas de mayores contribuyentes. (Lei, Enero 
9 de 1884, artículo 7). 
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El Juez de Letras conunicará el mismo día al Gobernador el auto de- 
fioitivo relativo a los mayores coutribuyentes. (Art. 10). 

La junta de mayores contribuyentes que debe reunirse el 20 de No- 
TÍembre, una vez organizada, comunicará su instalaci(m al Goberna- 
dor. (Art. 14). 

Los subdelegados^ no pueden ser miembros de la misma Comisión 
Ejecutiva de las calificaciones. (Art. 17, núm. 4.) 

La instalación de la Comisión Ejecutiva deberá ser comunicada en 
nota firmada por todos los presentes al Gobernador. (Art. 18). 

De la misma manera, el Presidente y Secretario de la Comisión co- 
municarán al Gobernador dentro do las veinticuatro horas siguientes 
a su reunión, el nombramiento de vocales de juntas calificadoras. 
(Art. 20). 

Los subdelegados f no pueden ser vocales de juntas calificadoras. 
(Art. 22). 

El Gobernador de cada departamento entregará bajo recibo e inventa- Distribución de oallfi- 
rio al Presidente de la Comisión Ejecutiva los cuadernos y boletos de naciones, 
calificación. (Art. 29). 

Dicha Comisión Ejecutiva reunida el 30 de Noviembre para distribuir 
los cuadernos, rejistros, boletos, etc., remitirá aZ Gobernador coipiA de 
BUS acuerdos. (Art. 30). 

La Junta Calificadora debe dar al Gobernador noticia de su instala- 
ción. (Art. 35). 

La Comisión Ejecutiva de las calificaciones, reunida el 25 de Di- 
ciembre remitirá al Gobernador copia del inventario que levante y acta 
de su instalación. 

El Gobernador remitirá inmediatamente los boletos sobrantes devuel- 
tos al Presidente del Senado. (Art. 52). 

Los Presidentes v vices de las Cámaras, noticiarán por Secretaría al 
Gobernador p.1 resultado del inventario. (Art. 53). 

La junta escrutadora, dará copia autorizada del acta de su instala- 
ción y del resultado «leí escrutinio al Gobernador (Arts. 72 y 73). 

Todo el que ejerza autoridad política o militar en el departamento Ausllio al poder eloc- 
• está obligado a prestar auxilio alas juntas o colejios electorales, y a ^°^*^1' 
cooperar a la ejecución de las resoluciones que hubiere dictado, una vez 
que fuere requerido por el Presidente (Art. 85). 

Durante el día de las elecciones populares los individuos de la guar- 
dia cívica que estuvieren calificados no podrán ser compelidos a asistir 
a sus cuarteles ni al servicio. 

Ninguna autoridad podrá exijir tampoco a los ciudadanos electores Ksenclon de servicios. 
ser\'icio alguno que les impida votar (Art. 90). 

Cuando algima junta receptora suspenda sus funciones, dará aviso 
de lo acoi'dado al Gobernador, quien, si se le pide fuerza, la pondrá a 
disposición del Presidente de la Junta (Art. 91^. 

Él Gobernador y, toda autoridad política o militar del departamento Penas de la interven - 
que negare el anxilio o Ja fuerza pública pedida, o interviniere de cual- ®^**^' 
qiiier modo para dejar sin efecto las disposiciones de las autoridades 
electorales, sufrirá la pena de inhabilitación absoluta para cargos y 
oficios públicos en su grado mínimo. Esta misma pena sufrirá el Jefe 
miíitíir que infrinjiere lo dispuesto en los art«. 86 y 87 (art. 92). 

En materia electoral no se reconocen otros fueros que los establecidos 
por la Constitución. 

En el caso del núni/ 6 art. 104 de la Constitución, el Consejo de Es- Acusación por delito 
tado necesitará del voto de las dos terceras partes del número total de e'ectorales. 
sus miembros para declarar que no ha lugar a formación de causa con- 
tra los Intendentes o Gobernadores por cualquier delito electoral. Esta 
resolución se dictará dentro de im mes contado desde la presentación 
de la solicitud de desafuero (Art. 111). 

Comete delito electoral el Intendente de Provineia, Gobernador o Juez 
de Letras del departamento, y en jeneral, todo funcionario público com- 
prendido en el art. 260 del Código Penal, que de cualquiera manera 
ejerciera presión sobre los ciudadanos o coartare la libertad del sufrajio, 
y quedan sometidos a las penas señaladas en el art. 92. 
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Fanciones municipales. 

Uno de los cargos que mas ocupan la atención de los 
Intendentes y Gobernadores, y mas exijen su atención 
y labores, es el de Presidente del Cuerpo Municipal de 
la Provincia, departamento o subdelegacion, de que lo 
reviste el art. 127 de la Constitución en estos términos: 

Art. 121. 

Precepto conatttudo- "El Gobernador es jefe superior de las Muni- 
cipalidades del depaitaniento, y presidente de 
la que existe en la capital. El subdelegado es 
presidente de la Municipalidad de su respectiva 
subdelegacion." 

Precepto de la leí de Cumpliendo con este precepto Constitucional, la lei de 
^^^ 1844 habia determinado en su art. 79 lo que sigue: 

Interrenclon de los Art. 79 Los Intendentes deben cuidar de que las Municipalidades 
ajentes adsolnlstrativoB ejerzan fielmente las atribuciones que les competen, y escitar el celo 
on los Municipios. ¿^ diclios puerpos para que correspondan cumplidamente al objeto 

de su institución; y si notaren de parte de algún Cabildo depcui¿0 o 
abuso en la administración de los respectivos propios y arbitrios, o en 
el ejercicio de cualquiera otra de sus funciones, deberán dictar oportu- 
nas providencias para remediar el mal; y si éstas no bastaren, o si la 
falta de aquel cuerpo fuere delal gravcnfad que hiciere necesario el que 
se le suspenda o mande fonnar causa, los Intendentes darán cuenta de 
ella al Ministerio del Interior para que el Presidente de la Reptíblica 
determine lo que hallare ser conveniente. 

Art. 131 Los Gobernadores son los Presidentes de las Municipali- 
dades que existan en las capitales de los departamentos, y cuando al- 
fúno de aquellos se hallai-e en cualquier pueblo del territorio de su man- 
o donde naya Municipalidad, la presidirá también si lo tuviere por 
conveniente, pudiendo tomar partt- en la discusión de los asuntos que 
se ventilen en las sesiones que presida y votar sobre ellos. 

Art. 157 El subdelegado do una subdelegacion en que haya Muni- 
cipalidad es el Presidente de este cuerpo, con voz y voto en los asuntos 
aiie en el se traten y con los nii.smos deberes y atribuciones respecto a 
dicha Municipali(Lid que en el título anterior se han detallado a cada 
Gobernador en orden a todas las de un departamento, no pudiendo tam- 
poco el Subdelegado celebrar (H)ntrato alguno con la corporación que 
preside, y debiendo entenderse con su superior inmediato en los casos 
en que este debe dirijirse al Intendente de la Provincia sobi-e materias 
referentes a los cabildos. 

Presidencia y conro- Conforme a estos principios la lei Orgánica de Munici- 
cadon a sesiones. palidadcs dictada en Noviembre 8 de 1854, determinó: 

Precepto de la leí or- Que las Municipalidades que funcionen en las capitales de provincia, 
gánica. cabeceras de departamento o territorio municipal se compongan del Go- 

bernador y municipales de la población. 

Art. 2." Fuera de las sesiones ordinarias, el Gobernador o subdele- 
gado, puede convocar a estraordinarias, cuando el servicio municipal lo 
exijiere, y debe hacerlo cuando para un objeto determinado lo pidan 
. tres municipales. (Art. 16). 

Cttacion y presidencia. Q"® 1^ Municipalidades sean presididas por el Gobernador o sub- 
delegado respectivo. (Art. 17). 

Que si en el dia fijado no hubiere níimero, el Gobernador o aúbdele- 
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gado cite a los suplentes, y en caso de hallarse ausentes o imposibili- 
tados mas de tres mmiicipales, a otros tantos del pretérito Municipio. 
(Art. 21). 

El Gobernador o subdelegado declarará nulo todo acuerdo a que no Votoi 
hubiere precedido convocación legal. (Art. 23). 

El Gobernador o subdelegado tiene voto decisivo para resolver todo 
empate después de dos sesiones. (Art. 24). 

Al Gobernador o subdelegado como Jefe del territorio municipal y 
presidente de la Municipalidad, corresponde: 

1.** La promulgación do las Ordenanzas y Reglamentos municipales Ejecución de acucr-* 
que establecen regliw do jeneral aplicación. La promul^jacion deberá ^^** 
nacerse siempre qne sea posible, en una publicación que haya dentro de 
la provincia. Sin embargo de esta promulgación deberá hacerae por ban- 
dos en los lugares en que este medio sea el mas eficaz. En casos urjen- 
tes el Gobernador o subdelegado elejirá el medio de publicación que sea 
mas conveniente; 

2.^ La ejecución de todas las Ordenanzas, Reglamentos y acuerdos 
municipales; 

3.** La representación de la Municipalidad para la administración de Superintendencia, 
las propiedades municipales, y la ejecución inmediata de los actos que 
BU conservación y buena administración exijan; 

4.° La superintendencia directiva y económica sobre el manejo de los 
empleados, especialmente de los encargados de la recaudación o inver- 
sión de las entradas municipales, y la inspección sobre todos los esta- 
blecimientos dependientes de la Municipaliaad; 

5.** La visita periódica o estraordinaria de la caja municipal, y la inspección, 
inspección de su contabilidad; 

6." Formar el presupuesto anual y someterlo oportunamente a la Mu- 
nicipalidad para que lo discuta y resuelva acerca de ól; 

7.° La dirección e inspección de los trabajos municipales en la forma 
y condiciones acordadas; 

8.° Intervenir V fií-mar las escrituras de compra, arriendo u otros 
contratos que la Municipalidad celebrare; 

9.° Nombrar para todos los empleos municipales con acuerdo de la Nombramientos. 
Municipalidad. 

Esceptúanse los empleados en el servicio de la Secretaría Municipal 
que se nombrarán por la misma Municipalidad. 

Los Jefes de policía de seguridad serán nombrados y destituidos por 
el Gobernador o subdelegado con aprobíicion del Presidente de la Ke- 
pública y Ion subalternos por los mismos a propuesta de los respectivos 
Jefes. 

Si durante un receso de la Municipalidad un empleo vacare o fuere 
suspendido el que lo desempeñe, el Gobernador o subdelegado nombra- 
rá interinamente quien lo sirva liastíi que la Municipalidad se reúna. 

10 Supender a todos los empleados municipales, cuando por su mala Suspensión y romo-^ 
conducta o mal desempeño lo exijiere el buen servicio, y concederles li- cien do empleados, 
cencia por justa causa dando en uno y otro cuenta a la Municipalidad 
en su reunión inmediata. La destitución de estos empleados i'equiere 
el acuerdo numicipal. (Art. 31). 



Todos los actos de administi-acion corresponden al Gobernador o sub- 
delegado. Pero en los casos de gravedad, relativos a bienes municipa- 
les, a inversión de fondos, a contratos, obras o trabajos acordados; el 
Gobernador o subdelegado debe proceder con acuerdo de la comitíion 
de alcaldes. (Art. ^2). 

Si al tomar en consideración un acuerdo municii)al para promulgarlo 
o para su ejecución, el Gobernador o subdelegado reconoce que es con- 
trario a las leyes o disposiciones vijentes dictadas por autoridad com- 
petente, que i-ecae sobre materia que no es de la competencia de la Mu- 
nicipalidad, o que es notoriamente perjudicial a la Municipalidad, 
suspenderá la promulgación y ejecución y lo devolverá con sus observa- 
ciones a la Municipalidad para que lo reconsidere. En este caso la 
Municipalidad necesita para insistir en el acuerdo observado la mayo- 
ría de los dos tercios de sus miembros presentes. Si la Municipalidad 
insista en un acuerdo objetado de ilegal, o de haberse celebrado siu 



Suspensión do acuer-^ 
do 8. 
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Bcndldcn 
y memoria. 



(le cuentas 



Facultades del Gobcr 
nador o Intendente. 



competencia, el Góbei*nadoT o subdelegado elevará el negocio al Go- 
bierno para que resuelva con acuerdo del Consejo de Estado. (Art. 33). 

En la primera sesión de cada año, el Gobernador o subdelegado pre- 
sentará una cuenta jeneral de la inversión de los fondos presupuestado» 
para el año anterior. La Municipalidad resolverá sobre esta cuenta en 
cuanto a la legalidad de la inversión, sin peijuicio del examen que de- 
be practicarse de las acta» del te.«»orero o de la pereona que ha interve- 
nido iunie<liatamente en la inversión de (jue se rínde cuenta. (Art. 34), 

El Gobernador o subdelegado en la misma sesión, hará una esposi- 
cion por escrito del estado de los diversos ramos del servicio municipal 
que le están confiados. (Art. 35). 

El Gobernador o subdelegado con acuerdo de la comisión de alcaldes 
tiene la facultad de dictar los regliimeutos que exija la ejecución de las 
ordenanzas municipales. (Art. 536). 

El Gobernador o subdelegado puede nombrar subrogante al alcalde, 
mientras se reúne la Muni('ipali(iad. (Art. 41). 

Forma parte de la comisión de alcaldes. (Art. 52). 

Aprueba el arriendo sin subasta de bienes municipales, previo el 
acuerdo de los dos tercios de municipales en ejercicio, y la próroga de 
estos arriendos. (Art. 69 y 83). 

Los acuerdos relativos a enajenación, an'iendo o adquisición de pro- 
piedades raices deben sor puestos en su noticia con los comprobantes. 
Si no los objeta en quince (lias, se procede a su ejecución. (Art. 84). 

Firmará los libramientos por pago de sueldos u obras municipales. 
(Art. 84). 

Puede hacerse efectiva la responsabilidad de la Comi.^ion municipal 
encai-gada de fallar sobre las cuentas, y de los encarados de calificar 
las fianzas y requerir al procurador municipal para liacerla efectiva. 
(Art. 101 y loi). ^ 

Los subddetfadoa e inspectores, ejercen fuei*a del departamento la 
jurisdicción de policía. (Ail. 105). 
Derecho de anulación. Los Intendentes i subdelegados pueden declarar nulos los acuerdos 

municipales sobre objetos que no sean locales. (Art. 111). 

Pueden formular por sí mismos las ordenanzas y reglamentos que el 
Municipio reipierido para ello en dos períodos distintos no hubiei*e que- 
rido formular. (Art. 113). 

En los teatros el Gobern<idor o subdelegado tiene la jurisdicción de 
policía para resolver las cuestiones que se susciten y hacer obsen'ar laH 
ordenan/ias de policía. (Art. 117). 
YQtQ^ Son parte integrante en la ^luiiicipalidad v su voto debe tenerse en 

cuenta al computar la mayoría. (Decretos, í^ebrero 27 1861). 



Buques afcctod de epi- 
demia. ■ 



Policía sanitaria. 

Eu materia de policía sanitaria e hijiene los Intenden- 
tes y Gobernadores poseen las siguientes facultades: 

Respecto de buques afectados o indiciados de ej^idemia^ los Intenden- 
tes y GobfTnadores marítimos tienen las líiguienti's obligaciones: 

1." Disponer el modo mas cómodo y menos peligroso de que se pro- 
vea de cometitibles y denia** reparaciones precisas. 

Poner el visto bueno a los boletos o cartas de sanidad de los buques 
que entren y salgan. (Decreto, Marzo í¿4 lí?Ü8). 



Profesiones. 

En materia del ejercicio de profesiones: 

Vljilandft sobre profc- Velar nonjue las profesiones de médico, cirujano, farmacéutico, fíe- 
jAonea médicas. bótomo, aentistas y matronas solo sean desempeñadas por personas que 

tengan título It^aí para ello. (Decreto abril í¿5 de 186tí). 
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Jnntas de Beneficencia- 
Las Juntas de Beneficencia, eme ordenó crear el Supremo decreto de Juntas de Beneflcon- 
Abril 7 de 1832 y cuya principal atribución es: ^^ 

* 'Velar sobre todos 1©b establedmientos de beneficencia e instrucción 

pública sobre los conventos de ambos sexos, casas de educación, 

cárceles^ cuarteles etc observar los males y abusos que en ellos se 

cometan, advirtiendo a sus administradores los medios de remediarlos, y 
dar cuenta circunstanciada al Gobierno del estado en que se hallen pro- 
poniendo las mejoras que crea asequibles 

^ Se componen segiin el artículo 51 del mismo decreto de cuatro indi- 
viduos nombrados y prendidos por el Intendente de la provincia. (Decre- 
to, Abril 25 1866)." 



Cementerios y Sepultaciones- 

En este ramo aparte de las facultades jenerales de 
supervijilancia y ñcalizacion de :iiie están revestidos los 
Intendentes y Gobernadores, se ordena a los Grobernado- 
res departamentales: 

1.* Proceder inmediatamente a tomar nota exacta del 
número de tumbas cavadas y labradas en los cemente- 
rios particulares en los que se prohibe tod^ inhumación. 
(Decreto de agosto 14 1883). « 

Corresponde también a estos funcionarios nombrar por sí, en donde 
no exista Junta de Beneficencia, o a propuesta de esta, la persona en- 
cargada de llevar el libro de defunciones. (Decreto agosto 14 1883). 



Casas de Orates. 

Eeglas para la admisión de individuos en los mani- 
comios. 

Kespecto de las casas de Orates, y admisión de eníye- 
nados en ellas, la lei de Julio 31 de 1856 que las creó y 
reglamentó, contiene respecto de autoridades adminis- 
trativas las disposiciones siguientes: 

Pueden, comprobado el hecho de la demencia decretar la colocación 
de indijentea enajenados en esos establecimientos, lo mismo que la del 
loco furioso o cuya conducta cause escándalo. (Art. 1.° nííms. 4 y 5). 

Los administradores de estos establecimientos deben dar aviso, den- 
tro de veuiticuatro horas de la recepción de un loco, al Intendente o 
Gobernador. (Ai't. 4). 

Igual aviso darán y en el mismo plazo, de la salida de un pensionis- 
ta del establecimiento. (Art. 11). 

El Gobernador departamental debe cada seis meses practicar una vi- 
sita del Establecimieuto, y rubricar en cada hoja el libro rejistro ( Arts. 
13yl4). 

Toila resolución de la autoridad administrativa que dispusiere la co- 
locación de un individuo en la casa o asilo de locos, será comunicada al 
Fiscal de la Coi-te do Apelaciones o al Ájente Fiscal si no hubiere Corte, 
(Art. 27). 

Ningún establecimiento de locos, sea público o particular, podrá 
abrirse sin dar pai*te al Intendende de la respectiva provincia. 

£1 Intendente tendrá la facultad do hacerlo examinar y reconocer, y 



1 



42 



bí no reuniere las condiciones de salubridad, separación de sexos y ser- 
TÍcio médico, podrá mandarlo cerrar hí en término prudencial no se 
remedian o con-ijen esas faltas. (Art. 28). 

El funcionario o autoridad que decretare la colocación de un individuo 
en una casa de locos sin que se halle comprobado antes el estado de de- 
mencia, si fuere jndijentí», o ee»tuviere preso; o sin que se hayan justifi- 
cado los peligros que la libertad del loco orijina al orden, la seguridad 
de las personas o las buenas costumbres; o que no haya dado la orden 
de poner en libertad o de trasladar a donde corresponda al detenido que 
el médico declare curado en el término fijado, en el art. 7.", será penado 
con una prisión que no esceda de un año, o con unaTmulta que^no esceda 
de mil pesos, o con ambas si la gi*avedad del caso lo exijiere sin per- 
juicio de la que le corresponda, como reo de retención arbitraria. 
(Art. 30). 



Licencias do mendici- 
dad; Bua reglas. 



Mendicidad. 

Los Grobernadores e Intendentes, pueden por el Supre- 
mo Decreto de agosto Ití de 1843 conceder licencia para 
mendigar. 

Las condiciones para este permiso, son las siguientes: 

**1." Debe ser por escrito, con espresion de fecha, nombre y apellido 
edad y estado del mendigo, lugar de su nacimiento; alguna señal que 
lo distinga y espresion de la causa de la licencia que debe ir al reverso 
de un escudo costeado por líTMunicipalidad; 

2.** Informaciones previas de la imposibilidad de ganar la subsisten- 
cia; 

3.° Que no haya hospicio en el pueblo, pues de haberlo deberá ad- 
mitirse en ellos a los mendigos. 

Que los mendigos no lleven consigo niños ni niñas, menores de cinco 
años, aunque sean hijos suyos. 

Deben ademas los Gobernadores llevar un rejistro de esas licencias." 



Policía Jeneral. 

El art. 66 de la leí de 1844 determinaba, lo siguiente: 

"Art. 66. Toca al Intendente la inspección de la policía jeneral de 
la provincia que presido; y por tanto debe cuidar del exacto cumpli- 
miento de las leyes y rexrlamentos de policía en todos los departamen- 
tos cjue le están subordinados; de que en cada uno de ellos haya el 
suficiente número de empleados, y la competente fuerza según la inten- 
sión y localidad para el buen servicio de la policía; de que tod<ts loe 
funcionarios, comandantes y subalternos de este ramo (que deben es- 
tarle subordinados, cualquiera que sea la autoridad que los haya nom- 
brado), desempeñen activa y fielmente sus destinos, pudiendo remover el 
mismo Intendente a aquellos que de el las hubier*en obtenido, e infor- 
mar sobre la mala conducta de los demás al Gobienio Supremo para 
3ue ordene que sean destituidos; y por illtimo, debe poner el mayor cui- 
ado en que las rentas de policía, se recauden con toda exactitud y se 
inviertan en los objetos a que estuvieren destuiadas." 



Exención de loa pou- Por docrcto de mayo 24 de 1830 se dispuso que loa 
^**^®*- funcionarios de policía, no pudieran alistarse en los cuer- 

pos cívicos, debiendo a este efecto pasarse por el Inten- 
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dente de la Provincia al Gobernador una nómina de esos 
empleados. 



Policía Enral. 

La lei de diciembre 16 de 1861 qiie creó lo, Policía Bu- 
ralf estableció en su formación las reglas siguientes: 

Una junta compuesta de dos mayores contribuyentes de cada una Elementos de que 
de las subdelegad ones rurales de cada departamento, citados por el compoo©» 
Gobernador se reunirá el 1." de Marzo (fc cada año en la cabecera 
del departamento respectivo y elejirá la junta departamental de viji- 
laucía. 

La fuerza de policía está a loa órdenes superiores del Gohemadqr del 
departamento. 

El nombramiento y destitución de los Jefes y de los subalternos se 
hará conforme a lo dispuesto en el art. 31 de la lei de 8 de Noviembre 
de 1854, sobre organización y atribuciones de las municipalidades 
sin perjuicio de las ütribuciones que esta lei confiere a la junta depar- 
.t-amental. 



KombramlentOA. 



Entre estas atribuciones, corresponde al Gobernador: Junta de vijuanda 



SUS atribaciones. 



Presentar al Municipio el presupuesto anual que debe pasarle la 
Junta. 

Presidir las sesiones que la Junta celebre para formar los reglamen- 
tos convenientes, y resolver la mejor manera de administrar los fondos 
de la institución. (Art. 4.°). 

La Junta de Vijilancia por resolución de la mayoría de dos tercios 
de sus miembros tendrá derecbo para pedir al Gobernador local la des- 
titución de cualquier empleado de la policía que se ocupare en servicios 
o comisiones ajenas al objeto esclusivo de seguridad pública para oue 
son creadas por la presente lei las guardias rurales, y el Gobernador 
verificará esa destitución, hecbo el reclamo por la Junta en la forma in- 
dicada. (Art. 5."). 



Reglamentando esas disposiciones, el decreto de Abril 
11 de 1882 determina: 

1.° Que las citaciones que el Gobernador debe hacer a los contri- 
buyentes para la organización de la Junta, se hagan por medio de los 
subdelegados; 

2.° Que la Junta de vijilancia sea citada por el Gobernador dentro 
de los quince dias de su elección; 

3.*^ Que la Junta de vijilancia se reunirá por cita/^ion del Gober- 
nador local y bajo su presidencia para dar cumplimiento a la lei de su 
creación. 

El Gobernador queda autorizado para proceder con los que asistieren 
si en dos citaciones sucesivas no se hubiere obtenido la concurrencia de 
cinco mayores contiibuyentes. 



Citaclonea, 



Correos. 

En el ramo de correos corresponden a los Gobernado- sua ^^'^^^^^J*^* 
res marítimos las siguientes atribuciones: tS-í ^*" 

1.° Entregar a los capitanes o patrones de embarcaciones las cartas 
o pliegos sellados por las administraciones de correos; 
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P&goa de samas pre- 
supuestadas. 



2.^ Avisar en las administraciones de correos la salida de los buqnee 
y su destino. 

Recibir la correspondencia del administrador respectivo, y ponerla 
bajo recibo en manos del capitán o contador del buque: 

Kecibir de los capitanes de buqiie, empleados o pasajeros en la 1? 
visita la correspondencia epistolar o impresa que trajeren a bordo. 
(Ordenanza Jeneral de coiTeos, Febrero 22 de 1858. Art. 169 a 173). 

Pueden ademas las autoridades locales ordenar por decreto el pago 
de cantidades que no se lyillen consultadas en el Presupuesto JenenJ 
del ramo, o déficit, que hubiere en las nóminas. 

Para esto un decreto dictado en Mayo 18 de 1870, preceptúa a los 
Intendentes y Gobernadores no espidan esos decretos sin que las cuentas 
sean visadas por la Dirección Jeneral. 



Casos de robo de cor* 
respondencta. 



Corresponden c i a de 
autoridades. 



Dichas nóminas serán presentadas por el Administrador al Gobernar- 
dor para que las vise v las remita a la Dirección Jeneral dentro de loe 
diez primeros días del mes siguiente. 

Cuando se cometa robo, o asalto de balija, los Gobernadores procu- 
rarán con todo cíílo la captura de los delincuentes, pudlendo, de acuer- 
do con el Director Jeneral, ofrecer hasta 100 $ de premio al que lo en- 
tregare. (Art. 19). 

La ct)rrespondencia de los Intendentes y Gobernadores, v la que los 
subdelegados remitan a los superiores y la oficial que se (íirijan entre 
sí, es libre de porte. Leí de Noviembre 19 de 1874. (Art. 12). 

Se conducirá franca la correspondencia particular de los Intendentes 
y Gobernadores dentro del territorio de su mando. (Art. 13). 



Teléfirraíos. 



Preferencia a mensa- 
jes administrativos. 



Avisos para la cons- Coh rel«icion al servicio de telégrafos, la leí de Noviem- 
truccion de telégrafos. ^^^ ^^ ^^ ^g^^ ^^ díspuesto con relacioD a las autorida- 
des locales lo que sigue: 

Ninguna línea telegráfic^i podrá ponerse al servicio del púbBco sin 
haberse puesto en conocimiento de la autoridad superior del lugar de la 
oficina los nombres de las personjis empleadas en la recepción y trans- 
misión de correspendencia. El mismo aviso deberá darse cuando hu- 
biere variación a este respecto. 

La omisión de epte aviso constituye a la empresa o compañía del telé- 
grafo responsable de los abuso» que cometieren los emj)leados encalca- 
dos de dar cureo a la correspondencia. (Ari. 1."). 

Toda oficina t*»legráfica deberá preferir para darle curso, los mensa- 
les dirijidos al Gobienio, y los oficiales dirijidos de autoridades a auto- 
ridad, cuando esta preferencia se redame. Las autoridad que tienen 
este derecho, fuera del Gobierno son: Ioh Intendentes y Gobernadores; 
los Tribunales y Juzgado» para actos propios de su cargo, los jefes de 
un ejercito o división militar o Comandantes de Armaa y los Coman- 
dantes y Gobernadores marítimoH. (Art. 5.")* 

El Reglamento JenerxVL para la administración de 
LOS Telégrafos del Estado, dictado en enero 31 de 
de 1872, contiene por su parte, 1 con respecto a las au- 
toridades administrativas estas disposiciones: 

^'Son de libre y preferente transmisión por la líneas telegráficas los 

mensajes que dirijieren al Presidente de la República y a los Ministros 

del Despacho y los que vengan dirijidos a las mismas autoridades; 

Preferencia a mensa- Gozarán de igual privileiio siempre que se trato de asuntos del 

Jes Judiciales. servicio, los Tribunales y Juzgados, los Intendentes y Gobernadores, 

Comandantes de Armas, capitanes de puertos, Gobernadores marítimos 
y Director Jeneral de Correos. 



45 



Las espresadas autoridades solo deberán hacer uso del previlejio que 
ae les concede^ en caso de reconocida urjencia y esclusivamente para 
asuntos del servicio (Art. 7.°). 



Por SU parte el decreto de Mayo I.'' de 1878, que fijó pagof"*^^* ^'"'^''^^ ^® 
la tarifa de las comunicaciones telegráficas 2)or las Uncos 
del Estado, espresó en su art. 4.** que: 

No pagarán porte: 

l.o Los telegramas í]ue el Presidente^ de la República y los Minis- 
tros del Despaclio dirijan a cualquier funcionario del Estado y loS que 
dirijan a particulares sobre materias del servicio; 

2.° Los que cualquier funcionario del Estado dirija al Presidente 
de la República y a los Ministros del Despacho y las contestaciones 
de los particulares a los telegramas de que habla el número an- 
terior; 

3." Los telegramas esclusivamente oficiales que sobre asuntos de 
sus respectivos ramos dirijan a otros empleados públicos; 

Los Intendentes y Gobernadores departamentales 

El uso que se hnga. del telégrafo para las comunicaciones oficiales Condiciones pw-a el 
de que se trata en elartículo precedente, será limitado a lo estrictamente ^^ ^® ^^^ pnvilcjip. 
requerido por el buen servicio público, cuidando los respectivos fun- 
cionarios de reducir en lo posible la extensión de sus despachos, 
y de no en\'iarlos sino en los casos en que haya necesidad o con- 
veniencia efectiva de anticipar la comunicación ordinaria por correo. 
(Art. 5.0). 



Con relación a este mismo asunto, 'existe el decreto 
de Enero 7 de 1879, cuyo tenor es el siguiente: 

Siempre que se trata de asuntos uijentes relativos a la admiuistra- 
cion de justicia como persecución de reos, aprehensión de delicuentes, 
formación de procesos u otros análogos, los jueces de subdelegacion 
y de distrito, sea que procedan de oficio y a petición de otra autoridad, 
tendrán el uso gratuito de los telégrafos del Estado para comunicarse 
con los jueces o flincionarios del orden administrativo a quienes sea 
necesario dirijirse. 

Esta facultad tendrá lugar solo en casos de, reconocida urjencia, de- 
biendo los espresados iuncionarios usar del menor número de palabras 
para no dificultar el servicio. 

Los Intendentes i Gobernadores pasarán a los jefes de cada oficina , Nómina de privilejla- 
telegráfica una nómina de las personas que desempeñen los referidos ^^' 
cargos de jueces de subdelegacion y de distrito, cuidando de comuni- 
<$arle8 oportunamente en lo sucesivo las modificaciones que sufra el per- 
sonal de esos funcionarios. 



Ferrocarriles. 

Con respecto a Ferrocarriles, la intervención de los 
Intendentes y Gobernadores en su marcha, aparece de los 
siguientes artículos de la lei llamada de Policía de Fe- 
rrocarrileSy dictada en agosto 6 de 1862. 

Son estos: 

El Gobernador puede con previa audiencia de la empresa, otorgar Autorizaciones que 
licencia para cortar árboles plantados a menos de doce metros de la pueden dictar las auto- 
vía. (Art. 6 núm. 3.°). ^^"^"^ administrativas. 

Autorizar por tiempo fijo depósito o acopios de materiales u objetos 



Avlgos. 



InBpeodOD. 



Medidas en caso de 
interrupción. 



Multas en que con- 
curran. 



Conducción gratis. 



Remato de objetos 
perdidos. 



ATlsode accidentes. 



Condiciones para dar 
pasaje libre. 
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no inflainableB, y sienípre que no resulte peligro ni embarazo al servi- 
cio. (Art- 10). 

Autorizar a la Empresa para destruir los trabajos hechos en contra- 
vención a la lei. 

La cuenta del costo visada por la autoridad tendrá el carácter de do- 
cumento ejecutivo para exijir el pago. (Art. 11). 

Disminuir las distancias fijadas para contracciones, acopios, etc. coa 
audiencia de la empresa y n solicitud de parte. (Art. VÁ). 

Compeler a las empresas al cierro i colocación de barreras en los 
caminos carreteros y vías navegables. (Art. 18}. 

Intervenir en la construcción (le ferrocarriles que atraviesen un canal 
de riego. (Art. 19). 

Toda empresa de ferrocarril, antes de poner al servicio del público 
cualquiera parte del camino conHtruido.. dará aviso al Intendente de la 
Provincia respectiva para que bí lo creyere oportuno, haga practicar 
un reconocimiento por injenieros. (Art. 20). 

Los Intendentes inspecci(marán anualmente la vía de los ferrocarriles 
en la parte que los corresponda, para asegurarse de que la empresa ha 
cumplido con la lei. Si el defecto señalado no se corrije y diere orijen a 
acíridenteH, la empresa será responsable. 

Esta inspección se practicará por los Intendentes siempre que la vía 
se corte o se impida el tranco. ( Arts. 22 y 23). 

De toda interrupción de via se dará avfl^o al Intendenta, señalando «1 
término que durará la suspensión. Vencido eee término sin que se haya 
reparado la comunicación, el Intendente exijirá que la emprena justifi- 
que la existencia de fondos suficientes para hacer la reparación y oido 
el parecer de dos injenieros ñjará el tiempo en que deba ejecutarse. 
(Art. 24 y 25). 

Si en GHte tiempo no se restableciere la comunicación, el Intendenta 
(a) aplicará a la empresa una multa de 1,000 a 5,000 $ i trasmitirá los 
antecedentes al Gobernador para que adopte las medidas que fueren del 
caso. 

También trasmitirá los antecedentes al Gobernador, si la empresa no 
justificare que tiene los fondos que la reparación exije, o no se confor- 
mare con el término aue el Intendente hubiere señalado. (Art. 26). 

£1 Intendente nombrará una comisión de injenieros jiara reconocer 
las máquinas i carros destinados a la csplotaciou de un ferrocarril. 
(Art. 29). 

La empresa- deberá dar aviso al Intendente del orden del servicio, 
horas de partida e itinerario de trenes y toda variación que en ello ocu- 
rra. (Art. 37). 

La empresa conducirá gratuitamente: 
A los funcionarios o empleados a quienes el Gobierno comisiona- 
re para inspecciones o reconocimientos. (Art. 53 número 4). 

Los objetos olvidados en los carros, caidns en la vía al ))aso de los 
trenes, et<;, se pondrán, trascurrido im año y tres avÍ8os en el )>eriódico 
oficia], a disposición del Intendente, para rematarlos con inter>*encion 
de este funcionario. (Art. 57). 

En toda estación se llevará un rejistro foliado en que cada pasajeiH> 
p)drá consin.ir sus reclamaciones contra el servicio o los empleados de 
la empresa. El jefe de la estación pagará cada mes copia de este rejistro 
al Intendente de la Provincia (Art. 510- 

De todo accidente que pueda compn>metor la negruridad de los trenes 
o poner en peligro a los pasajeros se dará parte al Intendente o Gober- 
nador por el Jefe de la estación respectiva. (Art. GO). 



Respecto a las ordenes de pasaje Ubre, el decreto de 
Abril 19 de 1872 autoriza para coacederias a los In- 
tendentes y Gobernadores, pero con los siguientes re- 
quisitos: 



(a) Estas multas solo pueden ser aplicadas por el Juez, en cuyo 
conocimiento deberá poneree el hecho. 
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Nombre de las personas, lugar donde se dirijen, y especificación 
del servicio. 

Si algún empleado fuere llamado por el Gobierno, para anintos del 
serrtew, en jen eral, la autoridad gubernativa deberá eepreear por que 
Ministerio se hace ese llamado, i su fecha. 



Los Intendentes de Valparaíso y Concepción son Presidentes del 
Consejo Directivo para la administración de los Ferrocarriles del 
Estado creados por decretos de Abril 29 y Mayo 22 de 1872. 



Caminos. 

Juntas de caminos; 

Los Intendentes son miembros natos de las Juntas provinciales de **** atribuciones. 
caminos establecidos por lei de Diciembre 17 de 1842. (Art. 2.°). 

Dicha junta entre otras atribuciones tiene la de hacer efectiva la 
obligación de los vecinos respectivos a contribuir a la reparación de 
los caminos, puentes v calzadas. 

La misma facultad tiene el Gobernador en toda la esteueion del 
departamento y los subdelegados en su competente distrito. (Art. 6). 

Los acuerdos de la Municipalidad sobre esta materia se pondrán 
en ejecución por el Gobernador o subdelegado respectivo. (Art. 7). Plantaciones en «a- 

Los vecinos que quieran plantar árboles lo harán a la orilla esterior ™"^®•• 
de las zanjas y serán dueños de ellos pero para cortarlos darán aviso 
al Gobernador respectivo o subdelegado, quienes solo concederán el 
permiso con arreglo a las instrucciones que hubieren recibido de la 
Junta Provincial. . Perjuicios, y su san- 

Ks prohibido levantar obras, sacar tierras, hacer escavaciones y der- ^^^^ 
ramar agua en lo interior de los caminos. £1 que causare algún perjui- 
cio de ésta u otra clase es obligado a su reparación y sufrirá ademas una 
pena que en ningún caso bajará de cinco pesos u ocho dias de trabajo; 
y pueae subir hasta cien pesos o dos meses en el mismo trabajo. Esta 
lacultad discrecional la tendrán los Gobernadores en su respectivo dis- 
trito. (6) 

Los inspectores son obligados a dar aviso de palabra o por escrito 
al Intendente, Gobernador o subdelegado de los pantanos, puentes 
rotos o cualquier otro embarazo que ocurran en el transito. (Art. 36). 

Las Juntas provinciales y los Gobernadores de los departamentos 
decretarán y harán ejecutar las restituciones de caminos variados sin 
permisos de autondad competente. (Arts. adicionales 1 y 2). 



Ul Reglamento para la apertura y reparación de ca- a^nSa So^carntoos. ^* 
minos, dictado en Diciembre 23 de IS71, contiene por su 
parte las siguientes disposiciones: 

Antes de procederse a la apertura o reparación de un camino, la 
Dirección de Injenieros dará aviso al Intendente respectivo, y este 
lo comunicará al Gobernador que corresp<mda, para sus efectos consi- 
guientes. (Art. 3.**). 



El Director de injenieros pasará desde luego al Intendente una reía- Visto-bueno de pla- 
cion de los caminos que se encuentren en estado de apertura o repara- °i^^**' 
cion. (Art. 4".). • 

Para j^oder .ser admitidos por el injeniero en comisión, las actas y 

§ lanillas semanales deberán ser visadas por el subdelegado o inspector 
el distrito donde se han empleado los nuiteriales. 
A falta do los subdelegados e inspectores; las podrá visar el jefe de la 
faena resi^ectiva. (Arts. 5 y 6.°). 

(b) Estas facultades están eí^nlícitamente derogadas por el Código 
Penal y Lei de Gai-antíus Individuales, como ya se ha espresado. 
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Facultades 
injenieroa. 



El Golieniador certificará al pié la efectividad de las íinnaB; hará sus 
cargoB y los devolverá al empleado <|ue se los presente. (Art. 8.**). 

El Intendente; recibidos los documentos, v hechos los cargos y ob- 
servaciones los devolverá al injoniero. (Art. »). 
Bobre los Los injenieros residentes en una provincia están subordinados al In- 
tendente respectivo sin que esto obste a su dependencia del Director del 
Cuerpo de injenieros. 

En casos urjeiites los Intendentes podrán indicar a los Injenieros los 
trabajos que hayan de ejecutar. 

Mas. si tales trabajos no revisten carácter de urjencia, no podrá orde- 
nar su ejecución sin dificultar el cumplimiento de las órdenes dadas por 
la Inspección. (Art. 11). 



Eelativamente 
1878 determina: 



a caminos, el decreto de Mayo 7 de 



Dfiberes de los Inten- 
dentes. 



Estados ü informes. 



Resoluciones de las 
Juntas. 



Fondos para caminos. 



Avisos. 



Condiciones de licita- 
ción. 



Facultades de la au- 
toridad para con el con- 
tratista moroso. 



Que los injenieros civiles residentes en la Pi*ovincia después de reco- 
iTcr los caminoH de bu dependencia pasen a los Intendentes un informe 
acerca de su instado, y un presupuesto del costo de sus rei)aiacione8. 
(Art. 1."). 

En el mes de Setiembre los Gobernadores pedirán a los subdelega- 
dos un infoiTne especial del estado de los caminos, puente, pasajes etc. 
de sus respectivos distritos. 

Estos informes deben hallarse en poder de los Gobernadores antes 
del 15 de Octubre. (Art. 2.*). 

Kecibido cHcbo informe los Intendentes y Gobernadores reuniendo a 
a las Juntas departamentales los pondrán en su noticia y le pedirán re- 
solución acerca de la mayor o menor importancia y urjencia de las re- 
paraciones. La Junta nombrará comisiones para exitar el celo y obte- 
ner subvenciones de los vecinos. Estas comisiones serán anxilia<las por 
los Gobernadores. (Art. 3 y 4). 

Con el mérito de estos antecedentes, los Gobernadores indicarán a 
los Intendentes y estos al Gobienio con acuerdo de las Jmitas respecti- 
vas los caminos que deban repararse, informando sobre esto al Minis- 
tro del Interior. (Arta. 5 y 6). 

Previo el dictamen de la Dirección de Injenieros, el Gobierno pondrá 
a disposición de los Intendentes bis sumas necesarias, pero no Re prin- 
cipiarán los trabajos jiasta que los vecinos enteren en una oficina pú- 
bhca las sumas ofrecidas, cuidando los Intendentes de hacer garantir el 
cumplimiento de esas promesas. (Art. 7 a 9). 

El Intendente y Gobernatlores pedirán con 20 dias de anticipación y 
publicando avisos y carteles, propuesta pai*a la ejecución de los trabajos 
públicos que les cerrespondan. 

Dichos aiumcios espresaran: 

1." Que no se aceptará propuesta que exceda del valor fijado a la 
obra; 

2.^ Que, los proponentes recibirán por su valor los materiales o es- 
pecies ofrecidos j)or los vecinos; 

3." Que las obras serán ejecutadas con ari'eglo a las indicaciones del 
injeniero civil; 

4." Que los licitadores deben ofrecer fianza para responder por el 
cumplimiento de la obra encargada; 

5.*^ Que deberán indicar el téimino en que se comprometen a entre- 
gar el trabajo; 

Estas propuestas se abrirán el dia fijado en presencia del Intendente 
y miembros asistentes de la Junta, quienes decidirán cual debe aceptar- 
se considerando el menor pi*ecio y garantías de ejecución; y si no se acep- 
tixre ninguna, se ejecutará por contrata particular entre el Intendente o 
Gobernador, aprobado por el Intendente y de acuerdo con la Junta. 
(Arts. 11 a 13). 

Los injenieros darán cuenta a los Intendentes de la terminación del 
trabajo y de loque ocurra durante él. (Art. 14). 

El Intendente o Gobernador puede hacer construir la obra por cuen- 
ta del contratista moroso, sin caso fortuito, o señalarle plazos para que 
cumpla lo pactado. (Art. 16). 



1^ 
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Si la obra se ejecuta por cuenta del Fisco, será puesta bajo la direc- 
ción de una coiuision de veciuoB nombrada por el Intendente o Gober- 
nador, quienes visarán las planillas y jirarán libramientos para su pago 
disponiendo que éste se efectúe por mitad de las sumas fiscales y las 
erogadíis por los vecinos, dando de todo cuenta mensual al Ministerio. 
(Arts. 17 a 20). 

Para los efectos de lo ordenado créanse Juntas departamentales de 
caminos compuestas del Gobernador y tres vecinos iic nibrados por el 
Intendente a propuesta del Gobernador. (Art. 22). 



Calles. 

Con relación a apertüba de calles, el decreto de Solicitud previa para 
Enero 4 de 1844 tiene ordenado: apertura do caiies. 

^*Que, los que quisieren fundar una nueva población o abríi* bariios 
o nuevas calles, ocurran a la autoridad de la Provincia, esponiendo las 
condiciones de su proyecto, pidiendo que se designe el nombre que se 
ha de dar a la población, y acompañando un plano o diseño de los ter- 
renos en que ésta se ha de e8tal)lecer; y habiendo obtenido el permiso 
escrito que exije el art. 33 de la lei de 17 de Diciembre de 1842, se 
procederá a j)racticar la delineacion por el Director de obras públicas 
del Departamento en que se liallan los terrenos, y si no existiere este 
funcionario, por otra i>erson a nombrada por el Gobernador respectivo. 
(Art. 2.°) 

Ko se espedirá el permiso escrito de que trata el art. 2 de esta Orde- Venta foi*zosa. 
nanza, si los dueños de los terrenos en que se hiciere una nueva pobla- 
ción, no se convienen previamente en vender el número de vai'as que 
se necesite pai*a plazas, iglesias y edificios públicos y municipales, se- 
giui la tasación que se practicará por dos peritos nombrados, imo por 
el dueño de los terrenos y otro por el jefe del departamento en que es- 
tos se hallen ubicados. (Art. 6). 



Pesos y medidas. 

Tratándose de pesos y medidas, el decreto de Junio 
» C de 1859, ordenó a loa Intendentes distribuyeran en 

' las Tesorerías y Tenencias de Ministros las medidas de- 

cimales, y una vez hecha esa distribacion avisaran al 
Ministerio. 



Fieles ejecutores. 

Y el decreto que creó el cargo de Fieles Ejecutores con Hm comuciones y atri 



fecha Enero 25 de 1851, exijió: 

1.° Que estos empleados al recibirse de su cai'go prestai*an juramen- 
to de fiel desempeño en manos del Intendente de la Provincia en que 
van a funcionar (Art. 4). 

2.° Que recorrerán en la época que el Intendente señalare, los distri- 
tos del departamento. (Art. 7 í. 

3.° Que si notaren desconformidad o alteración intencional levanten 
una acta y remiiíin copia de ella junta con los pesos y medidas dentro 
de veinticuatro horas al Goberaador departamental. ^Art. 15). 



bnclones. 



i 
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Que bí encuentran pesos y medidas falsas, y el sello suplantado, loa 
embarguen v pongan mmediatameute en conocimiento del Gobernador. 
(Arte. 16, Í6 y 19). 



Vijilanda admlnletra- 
tiya. 



Que todo empleado de esta cla«e al cojear debe entregar bajo inventa- 
rio autorizado por el Gobernador departamental, los padrones sellos, 
y el libro de actíis, al que le suci-da. (Art. 21 J. 

Que fuera de las visitas peiii»dic;uH, practicará estraordinarias a requi- 
sición del Gobernador, f Arls, 22 y 50). 

Los Intendentetí, Gobernadores, subdelegados, ins])ectores y ajenies 
de policía, vijilarán sobre que no se emplee penos ni medidas falsas. 
(Art. 4í);. 



Y el supremo decreto de Octubre 21 de 1864 a su tur- 
no establece lo siguieute: 

Distribución de pesos. Procédase por lo« Iiiteiidehtes y demás funcionarios a quienes co- 

rrespoMíla a la d'stribiuiou y venta de las medidiis arregladas al siste- 
ma decinuil. (Art. lí>). 



Incompatibilidades. 



Kombramicnto 
brogaciones. 



y 8ü- 



Juzgados de menor cnantia. 

En materia judicial las leyes administrativas, ban con- 
fiado ijíualmente a las autoridades ejecutivas ciertas 
atribuciones, e impuesto ciertas trabas tratándose de 
contribuciones e incompatibilidades. 

Asi la Lei Orgánica de Tribunales determina: 

Art. 16. No podrán ser jueces de distrito 6.° Los que ejercie- 
ren los cargos de subdelegado e inspector. 

Art. 22. De las incapacidades y escusas de los jueces de distrito 
conocerá el Gobernador del departamento oyendo previamente al juez 
de letras de tumo en lo civil, 

Art. 18. Los jueces de distritos serán nombrados por oí Gobernador 
del departamento a propuesta en terna por el Juez de Letras. 

Art. 274. Las disposiciones del artículo precedente (sobre subroga- 
ción por impedimento accidental de oficiales del ministerio público) no 
se aplican at caso de impedimento por licencia; ni al de vacante del 
erapieo por muerte, destitución, jubilación o renuncia del que lo servia. 

En todos los casos a que se refiere el inciso anterior, el Presidente de 
la República en Santiago, y en los demás departamentos el Intendente 
de la Provincia barán la desicrnacion del oficial interino o suplente con 
sujeción a las reglas establecitlas en los incisos 1.**, 2.° y 4.** del men- 
cionado art. 273. 



X)o Fif cales. 



Estas reglas son: 

En las Cortes de Apelaciones el Fiscal será subrogada 
por los abogados señalados entre los recomendados para 
ministro o fiscal de la Suprema Corte. 

De la misma manera los fiscales de las Cortes de Ape- 
laciones seián reemplazados por los abogados recomen- 
dados para ministi'os o fiscales de las Cortes de Apela- 
cionesj y los promotores fiscales por los recomendados 
para jueces de letras. 

La designación del reemplazante se hará por el Tribu- 
nal ante el cual va ejercer sus funciones. 



— 61 — 

A falta de abogados que reúnan la condición espresada 
en los dos primeros incisos de este art., podrán los tri- 
bunales nombrar abogados o, en defecto de ellos, personas 
entendidas en la tramitación de los juicios, que reempla- 
cen a los fiscales y promotores fiscales inhabilitados, 
con tal que ni los unos ni los otros tengan incapacidad 
legal para desempeñar el cargo. 



/ 



Dice el art. 277 del mismo Código: 

No pueden ser oficiales del minií*terio público los que no pueden ser Jueoei de Letras 
jueces de letras. 

Dice el art. 40: 

Para poder ser juez de letras se requiere: 

1.** Ciudadanía natural o legal; 

2.^ Tener veinticinco años de edad; * 

3.° Tener el título de abogado y haber ejercido por dos años la pro- 
fesión. 

Dice el art. 41: 

No pueden ser jueces de letras: 

1.° Los comprendidos en los números 1, 2, 3 y 4 del art. 16. 

(Estos son los interdictos por demencia o prodigalidad; los sordos; 
los mudos V los ciegos. ) 

2.*' Los fallidos; 

3.® Los que se hallaren procesados por crimen o simple delito; 

4.<* Los que hubieren sido condenadCos por crimen o simple delito. 

Esta tiltima incapacidad no comprende a los condenados por delito 
contra la seguridad del Est^ido. 



Minas. 

Al respecto de Minas el Código especial da a los In- 
tendentes y Gobernadores las atribuciones que siguen: 

Art. 20. No podrán abrirse calic^itas, ni otras labores mineras, a me- I^<»ncia« para aper- 
nor distancia de cuarenta metros de un edificio o de un camino de bier- ^'^^ ^® labores. 
ro, ni sobre un terreno en declive superior o inferior a una vía pública 
o canal cualquiera, sin permiso de la autoridad administrativa, la cual 
lo concederá si no hubiere inconveniente a juicio del injeniero respecti- 
vo, y prescribirá las medidas de seguridad que el caso exija. 

Así mismo, y sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso precedente en 
gu caso, se necesita permiso de la autoridad militar respectiva para eje- 
cutar esas labores a menor distancia de mil cuatrocientos metros de ios 
puntos fortificados. 

Lo mismo se observará cuando hubieren de emprenderse trabajos a 
una distancia de menos de cien metros de los canales, acueductos abre- 
vaderos o cualquiera otra clase de vertientes. ' 

La contravención a este art. se penará con una multa de ciento a mil 
pesos, sm perjuicio de las indemnizaciones debidas por los daños oue se 
causaren. * 

Art. 92. Se prohibe adquirir minas. 

..2. o A los Intendentes dentro de la provincia de su mando y a los Adquisiciones inerasr 
Uobernadores departamentales dentro de sus departamentos. 
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Esta proliibicion no comprende las minas adquiridas ánUfs del nom- 
bramiento para los expresados cargos, ni las que durant^í su ejercicio 
adquirieren dichos funcionarios, o sus mujeres o hijos, a título de suce- 
sión por causa de muerte. 

Tampoco se estiende a las adquiridas por mujeres casadas antes de 
su matrimonio. 



Sanción de ese prccep- Art. 2J3. Lamina, o parte de minas, o acciones en socie<lad minera, 
***• adquirida, en contravención a lo dispuesto en el art. anterior, se mi- 

rarán como vacantes 3' serán adjudicadas al que las solicite o denuncie. 



Condiciones para per- No podrán practicarse sin permiso del Gobernador, el desagüe de las 
miUrel dciagüedc mi- minas por medio de trabajos de nivel inferior. 

^^^ En este permiso que se concederá previo informe del injeuiero se de- 

terminarán las precauciones necesarias para evitar accidentes. 

La infracción del presente artículo se penará con una multa de cin- 
cuenta a trescientos pesos, sin perjuicio de la responsabilidad civil j 
críminal en caso de accidente. CArt. 121). 

Si los trabajadles tuvieren que bajar a las minas por piques en cai*- 
ros o jaulas, los empresarios emplearán cables de primera calidad y usa- 
rán los aparatos que para evitar accidentes, les proscriba el Goberna- 
dor, previo informe de injeniero. 
Condlclonea de sega- Cuando de la inspección o visita practicada en una mina por el in- 
rldad; facultades adul- jeniero comisionado, resultare que la vida de las j>ersonas o la seguri- 
nlstrativas. dad de las esplotaciones pueuen ser comprometidas por cualquier 

motivo, dictará las medidas conducentes para hacer cesar la causa del 
peligro. En caso de reclamación, se oirá a uno o mas injenieros nom- 
Drauos por el mismo Gobernador a costa del interesado, y el Go- 
bernador deberá ajustaree en su resolución a la opinión del mayor 
número. 

Si del informe del primer injeniero resultase que hai peligro inmi- 
nente, se ordenará la suspensión provisoria de los trabajos, no obstante 
cualquieiti reclamación. (Art. 129}. 



Sumario 7 penas 
caso de aaddentea. 



gju Si por accident« ocurrido en una mina se hubieren causado la muer- 
te o heridas graves a uno o mas individuos, o se comprometiere la 
se^iridad de los operai'ios o de la mina , los dueños, directores o ad- 
mmistradores deberán, bajo la pena de 100 a 500 S dar aviso inmedia- 
tamente al subdelegado respectivo, quien, asociado del injeniero o 
perito que hubiere en el lugar, proceílwá sin demora a levantar nu 
sumario indagatorio de lo ocuri'ido y sus causas, y a dictar las medi- 
das conducentes a hacer cesar el pelipro y a prevenir las conse- 
cuencias. Al efecto, podrá disponer de las herramientas, operarios 
y animales de la mina, y de cuanto fuere necesario pai*a conse- 
guir este objeto. Del)erá asi mismo, dicho subdelegado, dar parte 
inmediatamente de lo ocurrido al Gobernador v al juez respectivo. 
(Art. 130). 

Las penas que establece este código serán impuestas por el juez. 
(Art. 131). 

Donde no hubiere injeniero del Estado, o siempre que se tratare 
indemnizaciones particulares o de otros actos en que no tenga el Estado 
un interés directo, los jueces o funcionarios administrativos, podrán 
hacer intervenir a simples peritos, los cuales serán elejidos de entre los 
injenieros de minas con título, o a falta de estos, de entre los mineros 
mas honrados, acreditados i competentes. (Art. 146). 



A estas facultades conferidas por el Código, el decre- 
to reglamentando la esplotacion de los depósitos de 
salitre y boratos, espedido con fecha Julio 28 de 1877 
añade las siguientes: 
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Los depósitos de salitre y boratos que se encuentren en terrenos 
eriales del Estado son denunciables ante el Intendente de la Provincia. 
(Art. 2). 

Si el injeniero nombrado para hacer la mensura y dar la posesión, 
hallare ^ue los trabajos de esploracion ejecutados por el descubridor 
no dan idíja alguna del depósito, ni en hondura, ni en la superficie, 
Aplazará la mensura y dará cuentÁl Intendente de la Provincia. 



DenundoB de boratos. 



Informes. 



En este cuso la concesión de esploracion quedará anulada, si dicho 
funcionario no concede un plazo improroffable de tres meses para que 
el interesado ejecute los trabajos que, a juicio del injeniero, sean nece- 
sarios para manifestar el deBcubrimiento. (Art. 7). 

Practicada la mensura y dada la posesión al descubridor, el injenie- 
ro pasará al Intendente de la Provincia un infoi'me detallado de la es- 
tension y condiciones del descubrimiento. Este informe será remitido 
al Minlstei'io de Hacienda, para su publicación en el DiAHio Oficial. 
(Art. 9.") 

El rejistrador tendrá derecho a que se le conceda por el Intendente Plazos, 
de la Provincia el plazo improrrogable de un año p^^ra establecer má- 
quinas de beneficio, i dentro de este plazo se considerará amparada su 
pertenencia, aunque no se ejecuten los trabajos a que se refiere el inciso 
anterior. (Art. 10). 

El Inteiidende puede otorgar permiso por una sola vez para suspen- Suspensión de taraba- 
der los trabajos hasta por seis meses, con justa causa, y previo el infor- 1°^ 
me del injeniero, sin que la pertenencia "se considere* abandonada. El 
decreto que conceda la próroga se publicará en uno de los periódicos de 
la Provincia (Art. 12). 

El Intendente nombrará en defecto del del distrito al injeniero que 
debe visitar todas las pertenencias concedidas. (Art. 13). 

Los que quieran establecer máquinas de beneficio deberán ponerlo en 
conocimiento de la autoridad local, la que cuidará de que se establezcan 
de modo que no perjudiquen a las aguadas públicas. (Art. 15). 



Sociedades anónimas. 

En cuanto a asuntos relacionados íjon las autoridades 
administrativas, el Código de Comercio, contiene las si- 
guientes. 

Eelativamente a sociedades anónimas dice el 

Art. 461. — LosadministradorespresentaránalaAsamblea Jeneral, en Remisión de los ba- 
las épocas que se reúna, uua memoria razonada a cerca de la situación l^^^^ces. 
de la sociedad, acompañada de un balance de haberes y deudas y de im 
inventario detallado y preciso de las existencias, y remitirán una copia 
de ella a la Intendencia respectiva. 



Art. 464.— Perdido un cincuenta por ciento del capital social o dis- id. en caso de diso- 
mmuido éste hasta el mínimun que los estatutos fijen como causa de ludon. 
disolución los jerentes consignarán este hecho en uiía declaración fir- 
mada por todos. 

Una copia de la declaración, autorizada por los mismos administra- 
dores, será elevada a las autoridades que designa el art. 461, y publi» 
da en la forma que previene el inciso 2.° mismo, todo bajo la multa q 
señala el art. 438. 

Consagrada por la costumbre y el hecho, la práctica de i>eiegacione8y susde- 
que el Presidente de la Eepública en ejercicio de la fa- "^ 
cuitad que le otorga el art. 436 para nombrar comisarios 
que vijilen las operaciones de los administradores y le den 



lica- 
que 
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Pvblloaotauei. 



Comprobaoiofi de ca- 
pital. 



Penas do la Infrac- 
ción. 



Obligaciones del dele- 
gado ante Bancos Hi- 
potecarlos. 



Firma de bületee. 



cuenta de la inejecución o infracción de los estatutos^ de- 
signando el mismo la remuneración^ elija para el desem- 
peño (le esta comisión a los Intendentes; es conveniente 
insertar en seguida las disposiciones legales que señalan 
los deberes de los comisionados. 
Aparte de la espresada, e^s son las que siguien: 

EN LOS bancos: 
Leí Setiembre 6 de 1878. 

Para llevar a efecto las publicaciones a que se refieren los arts. pre- 
cedentes Cpublicacion de la cesión de acciones) toda sociedad anónima 

estará obligada 

4." A publicar junto con el balance de las operaciones sociales y 

en las fechas que para la presentación de esos balances estuvieren fija- 
das por ]os estatutos, la nómina de los accionintas que aun no hubieren 
pagado el valor integro de sus acciones o promesas de acción. Esta pu- 
olicacion se hará por ocho días dentro de un mes a lo menos, en uno de 
loe diarios del lugar donde tenga su domicilio la sociedad, y en su defec- 
to en el Diario Oficial. 

Una copia de dicha nónima se remitirá también a las autondades que 
designa el art. 461 del Código de Comercio. (Art. 3."). 

LKI DK BANCOS DE EMISIÓN. 

Julio 23 de 1860. 

Al efectuarse la comprobación del capital el propetario, el director o 
directores del banco afirmarán bajo jui-amento al ájente del Gobierno 
encargado de la comprobación, que el capital pertenece realmente a la 
persona o a la sociedad que se propone tuiular dicho banco; y que debe 
ser fiel y esclusivamente empleado en sus operaciones. El ájente del Go- 
bierno levantará una acta de esta aseveración bajo juramento v de la 
comprobación del capital. El acta fonuada por el propetario o (íin^'tor 
se añadirá a las declaraciones que prescribe el art. 3." (Art. 7.°^. 

El propetario o director de banco que principie sus operaciones sin ha- 
ber cumplido con las prescripciones del art. 3.° será castigado con una 
multa de 100 a 1,000 ^; igual pena tendrá el propietario o dir*ictor que 
omitiere la publicación que exije el art. 12. (Art. 22). 

El propietario, director, comisionado o ájente cualquiera de un banco 
de emisión, que después de haber sido debidamente notificado por el 
ájente del Gobierno comi.sionado al efecto, rehusare comunicarle al 
instante los libros, cajas y carteras del banco, será castigado con una 
multa de mil pesos. El banco responderá por esta multa al Tesoro 
público. (Art. 23). 

Con relación a Bancos Hipotecarios, la leí de Agosto 
29 de 1855 determina en su art. 34 lo que sigue: 

'*La8 socie<lades nombrarán su Consejo de AdminÍMtracion pero el 
Directo!' será nombrado por el Presidente de la República a propuesta 
en terna del consejo." 

Obedeciendo a este precepto, los Bancos Hipotecarios, 
han de consignar casi uniformemente en sus estatutos 
las disposiciones siguientes: 

''En conformidad al art. Z\ de la lei de 29 de Agosto de 1855, S. E. 
el Presidente de la República se dignará nombrar la persona que, con 
el carácter de delegado del Supremo Gobierno vijile las operaciones 
sociales e intervenga en la emisión y cancelación de los billetes espedí- 
dos por el Banco. 

Sus atribuciones son: 

1.° Firmar los billetes que se emitan^ en unión con el Consejo de 
Aduiinistnicion y el Director; 



i 
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2.° Cuidar de la amorti/acioii e imitilizncion de los billetos que deben 
retirarse de la clrculaciuii con los fondos destinados a est*» efecto; 

3.** Visar los balances que en conformidad a la lei del?© periódica- 
mente publicarse. 

Para el mejor desempeño de lo dispuesto en los números precedentes, 
habrá una reunión en el primer día no feriado de cada mes, compuesta de 
loa miembros del Consejo, j el Director cuya reunión presidida por el 
delegado comprobará: 

1.^ Si los bületes emitidos desde la última reunión se bailan repre- 
sentados por igual ralor en obligaciones en cartera: y 

2.** Si ge han inutilizado loa billetes que durante ese período se reti- 
raron de la circulación. De estas operaciones se levantará el acta 
respectiva que suscribirán todos los concurrentes. 

Jbil Gobierno podrá examinar siempre y cuando lo estime por conve- 
niente las operaciones y coutabiüdad de la sociedad nombrando un 
Delegado especial para ello, el que podrá comprobar el estarlo de la 
caja del Banco debiendo serle presentado al efecto todos sus libros, 
documentos y valores de cualquiera espwie. , 



TiJUancfa. 



Examen ú» libros* 



Dercepcion de impuestos. 

En lo referente a percepción de impuestos, los Inten- 
dentes tienen las facultades y atribuciones especiales 
que les asignan las disposiciones que van a continuación: 

Los Intendentes i Gobernadores harán publicar la matrícula (de las Publicación de matrí- 
industrias sujetas a patente), cincuenta dias- por lo menos antes del pe- ^" ® patentes, 
ríodo anual (1. ® de Setiembre) señalando el plazo de un mes para los 
reclamos. (Lei de Diciembre ^2 de 18()6 art. 9). 

Los Intendentes y Gobernadores nombrarán anuahnente una comisión 
compuesta de un comerciante, un empleado fiscal y un vecino del depar- 
tamento para que forme dicha matrícula. (Art. 7). 

Practicada la visita a los establecimientos, la comisirm inspectora 
pasará al Intendente o Gobernador respectivo una nómina de los que 
no hubieren satisfecho el impuesto para que sean retineridos por el pago 
•de patente i la multa con'espondiente. 

oi el contribuyente re<jn crido se negare al pago, se le prohibirá 
seguir ejerciendo su industria o pi'ofesion, hasta que lo verifique. 
(Art. 13). 



Comisiones y visitas. 



Sanción 
ti va. 



administra- 



El Eeglamento dictado para la percepción de este im- 
puesto por decreto de Julio 20 de 18G9, establece a su 
turno que: 

Para la fomiacion de la matrícula jeneral de cada depart^imento el 
Gobernador nombrará el 1. ® de Mayo de cada año una comisión con- 
forme a lo dispuesto en el art. 7. ® de la lei. 

Pero, cuando esta tarea se baga mui laboñosa pbr las circunstancias 
especiales del departamento, el Gobernador podría nímibitir dos o mas 
comisiones matriculadoras, a fin de que los trabajos de que deben ocu- 
parse estén terminados el 1. ® de Junio. 

El nombramiento de estas comisiones se pondrá en conocimiento del 
Gobenmdor para su aprobación. (Art. 4). 

Los que establezcan un nuevo jiro, industria o profesión después de Nuevos Jiros o Indus- 
cerrada la matrícula; los que cambien de jiro o se trasladen a otro de- trias, 
partamento, de manera que les corresponda pagar maytn* patente, i los 
que por olvido no hubiesen sido incluidos en la matrícula, ocurrirán al 
Gobernador antes de abrír su establecimiento o bufete, solicitando que 
les fije la patente que les corresponde, o dentro del termino de ocho 
días después de publicada la matríciüa, si estando establecidos no se • 
lea hubiere incluido en las listas de contribuyentes. (Art. 8). 
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Clasiflcadoncs adrnl- La clasificación de la patente que corresponde al Bolicitante será he- 
nlstratlvas. j.|jj^ ^^^ el Gobernador y el Administrador de Estanco (hoi Tesorero) 

confomie al art. 3. ® de la lei y se levantará una acta de esta circuns- 
tancia firmada por dichos funcionarios i el interesado en la cual debe- 
rá espresarse si éste se conforma o no con la clasificación hecha de su in- 
dustria jiro o profesión. (Art. 9). 
Hedamos y su plazo. Si el interesado no se confonna con la clasificación podrá reclamar de 

ella con arreglo a lo dispuesto en art. 10 de la lei, debiendo contarse 
el mes hábil para entablar el reclamo desde la fecha en que se estendió 
el acta de une trata el art. anterior. (Art. 10). 

Dentro (leí ténnino de ocho dia.<í desiiues de fijada la patente el inte- 
resado cubrirá su importe en la Tesorería que hubiere intervenido. 

Kl Tesorero le estenderá el correspondiente recibo oue le sirva de 
patente provisoria mientras que se espitle a su favor el boleto que le 
corresponde, que será pedido por el Gobernador directamente al 1^ actor 
Jeneral, y por éste a la Contaduría ^layor. 

En el caso de reclamo, los ocho dias concedidos para efectuar el pa- 
go se contaráti desde la fecha en que se notifique al interesado la reso- 
lución judicial. (Art. 1*2). 

Los Gobernadores remitirán al Factor Jeneral, a mas tardar el 15 
de julio de cada año, las matrículas orijiuales y el pliego de las modifi- 
caciones hechas en virtud de los reclamos que hubieren interpuesto los 
contribuyentes. (Art. 13). 

La comisión iiíspectora se nombrará en cada año por el Gobernador 
y funcionará constantemente. Se compondrá de un empleado fiscal y 
de un ájente de policía y podrá integrai*se con el Tesorero un subdele- 
gado o inspector, o con personas que a juicio del Gobernador presten 
las suficientes garantías de buen desempeño en sus funciones. 

Las anotaciones las pasará al Gobernador. 

Estos cobrarán gubernativamente (a) líis multas en que hubieren 
incurrido los contraventores, sin que les sea dado emplear otro apre- 
mio que el que señala el art. 13 de la ley. 

Los Gobernadores son responsables de todo retardo en la forraacion 
de la matrícula, en su publicación y remisión y en el cobro del im- 
puesto. 

Remitirán a la Contaduría Mayor el 1.^ de ma^'o del año que siga a 
la emisión de patentes, las copias autorizadas de la matrícula y respec- 
tivos pliegos de modificacioues, agregando las actas y decisiones judi- 
ciales, y anotando las causas porque no han satisfecho el impuesto loa 
que estando inscritos en ellos no hubieren tomado la patente que les 
cori*esponde. (Arts. 18 a 26). 



Hcraiaion de matri 
culaí. 



Comisión Inspectora. 



Kcsponsabllidad ad 
miuistratlVR. 



Por decreto junio 5 de 1879, se ordena a los Intendentes y Goberna- 
dores que la publicación de las matrículas se haga por uua sola vez en 
un periódico de la localidad o por medio de carteles impresos o listas 
manuscritas, siempre que juzgaren escesivo el gasto. 

Un ejemplar de esas listas o* carteles se fijará en la 
puerfeti de la Tesorería y otro en la iglesia parroquial de- 
biendo espresarse bajo la firma del Gobernador o subde- 
legado el dia que se vence el mes de plazo que hai para 
los reclamos. 

Este Reglamento fué trascrito a los Intendentes con 
la presente circular. 
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'Para la mejor intelijencia de las disposiciones que contiene el Re- 
glamento presente que trascribo a VS. pai*a su cumplimiento, paao a 
esponer a VS. las razones (pie este Ministerio ha tenido en vista al 
formularlo. 



(a) Véase Ley Garantías. 
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'^n él encontrará VS. reunidas en un solo cuerpo, la mayor parte 
de las disposiciones aquí dictadas sobre la materia y todas aquellas 
otras cuya adopción ha aconsejado la esjieriencia. 

"El Reglamento dispone que el pago de las contribuciones se efectúe* Tiempo para la for- 
el 1.° de setiembre al l.*> de octubre, de manera (jue, antes del 1." de macion de matrículas, 
setiembre, las administraciones de Estanco deberán tener en su 
poder los boletos de <patente, tales cuales deben ser emitidas. 

**Esto presupone la formación de la matrícula en cada departamento, 
su envío a la í actoría, junto con el respectivo pliego de moaificaciones, 
y la emisión de patentes hecha por esta ofichia y por la Contadu- 
ría, en conformidad a dichos documentos. La simple enumeración de 
tan diversas operaciones, hace comprender que es indispensable 
que cada una ae ellas se cumpla dentro del término que este regla- 
mento le señala, para que desde el 1.° de setiembre cada contribuyen- 
te pueda efectuar el pago de su patente y recibir al mismo tiempo el 
boleto respectivo. 

"Desde que salo las iudustrias.jiros y profesiones incluidas en la ta- Caso de suspensión de 
rifa de la leí pagan patente, es claro que, aquellas industrias o jiros no negocios, 
comprendidas en la tarifa, no deben píigarla, mientras no se lejisle so- 
bre este punto. 

"También deben patente aquellas que, estando incluidas en la tarifa, 
se establezcan antes de 1.° de mayo y después de 31 de agosto; de 
manera que si un individuo ahre su tienda, por ejemplo, el 30 de abril, 
debe la patente del año, mientras que si la abre el 1.° de mayo, que- 
da exento del impuesto. De la misma manera, si algún individuo sus- 
Sende su negocio, aun cuando sea el 1." de setiembre, siempre que ese 
ia haya funcionado, adeuda la patente. Las mismas reglas ^rijen para 
los cambios de jiro y de localidad. 

"Respecto a la disposición del inciso 2.", art. 2 basta fijarse en la 
tarifa de la lei, pai^ comprender quese ha querido gravar ciertas in- 
dustnas con igual patente en todos los pueblos de la República, sin 
que les valga lo de estar situada en el campo para pagar la mitad de la 
patente asignada por la lei. Un molino, un homo de fundición, en 
vano alegarían la circunstacia de hallarse en despoblado para pa- 
gar media patente, desde que todos los molinos, y todos los hornos, 
desde Atacama a Chiloó, están gravados con idéntica contribu- 
ción. 

"No debe echarse en olvido que la base de la ley se ha de buscar Base do la leí. 
en el dos por ciento de renta neta, y, que al establecerse órdenes de 
pueblos y categorías para establecimientos y profesiones, se ha tenido 
en vista que cada establecimiento y bufete pague mas o menos un dos 

Í)or ciento sobre su entrada neta. Pero, desgraciadamente no siempre 
as comisiones matricul adoras han sabido interpi-etar como es debulo 
el espíritu de la lei; de donde resulta que muchas de las pequeñas in- 
dustrías y oficios, que viven del trabajo manual de las que los ejercen 
han cermdo sus ])uerta8, obligados a ello por el peso del impuesto que 
no podian soportar, llai artesanos que no cuentan con mas capital que 
sus escasos instrumentos de trabajo, y si a estos se les impone el pago 
de la contribución, nuichas veces no alcanzan a efectuarlo ni con la 
enajenación de sus herramieutiis. Por esto, el Reglamento ha creí- 
do justo y equitativo emancipar los oficios manuales de la contri- 
bución. 

"Para evitar, pues, el auiquilamiento de la peoueña industria, las co- Facultades discrcclo- 
misiones matricul adoras procederán con toda aiscrecion en vista de diales de la comisión, 
cada caso particular, desue que es difícil si no imposible fijar una base 
jeneral y exacta de procedimientos sin que esta proteja el fraude o ani- 
quile esta clase de industria, dos escollos que deben a toda costa evi- 
tarse para dar cumplimiento a la mente de la lei. 

"Como es indispensable que la matrícula de cada departamento, esté 
terminada dentro de un plazo dado, bajo la responsabilidad del Gober- 
nador, se deja a este funcionario la libertad de nombrar una o mas co- 
misiones matriculadoras, consultando previamente al Gobierno cuando 
lo estenso o lo poblado del departamento así lo exijiere. 

"Se ha observado que en algunos departamentos de la República se 
lian clasificado entre las últimas categorías todos los jiros e industrias, 
contra la mente de la lei, que toma en cuenta la importancia comercial 
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Xi-r ia, rio a ;j r*- ..:"ra: eí trri Ka*;-- 



ia »« »a ej- --r 



•T í-»''!- 



^rL ia. ts* claro, 

. e! G««^^aador. 

<-* :.f rra^r i «-'"i-. ''/*'.-:»ra la* •*-':!*i»* a «, :•• h jí >r»- '-»rir. Lift/'-'-ridu cer- 
ra»- »-' *-».:a*/"-í-;'x'-f!"i'M <ir ^: ^'•' í^we •!'• ' -'.•': -a í-«r I "-j^j«í a j'j¿r3ir.a. Pe- 

rf/ 'í-í 1. ;.J"J'ia Ixia».»-'"^ a í-r? »4 je »««• L;L4 a'. fU «^tr C-u^'. i*r !•-* c»'miiiia- 

rá «■ /a pr:.-!'iij u o'r»í af»r«-rr.í'». qu« nu iHrtu.'e la »^1, cviüv Ta ha ai.c*nt«- 
ci lo KTi a ^m:ii» «j»*partanjc-'íl«je*. 

*'KI l^irViTií-Ltít h:»rá v^r a VS. qj»*, eí ^íJí^Tarfa t-n ^■J j'ro. ñ p*.»r tal 
ríinvÍMn <!»-?**• r:.'4r«»r f'at*-'iV, |»í*irira la »i."»-'>rTi» 'a- P»-ru c-.-ruo s«* han 
lyyi. IV c«»:!* i^'l r !"^ *-rf-anch»-í« en ¡a* var!.i»*. ••?!•-«» de jir»*?», y c«>aiu lúe 
qtje «rr.-í'.í-r.'rii'j r dau rruvor aiiii .: j«l a js'J v'h) n»! w»'1»»'D r^i**va i«i»>nl*. 
p'ira tri'iíar *l ^ ian». me «— trij«l*-rtr * .í.rv ♦-«t*- j» i 'i'» i. Pa'a m^yitr < 'aridad 
)»r'»f í'i'ln- -in ♦•••firi|.i'«t a la c««'i*',ii^r.: ''«.n «Ir VS. Un c'»:!!*-!!"'!?'!!»*. pré- 
vjif }«iT» iráínit»-!* tj'i»- !a Ih r»-íiu'a. ha y»u-.-«i'-» €[•""-•■♦-'.'••* jh-m»;» «1»- |»al«-o- 
t** fH/F í«-j a!:f.ac»'ii j»<»r mayor «lif in*-'r.i«i»-': i> i!ai-'«»:i.ili/-:i'lai». caiir>rada« 
roíijo f]f l! cat*-^.iri.i mi <¡*'p:i»'t:*j!i»-rjSf» i!»- I' onl^-'j. Map^ turd»' i^e hace 
i!/ijH.i-u Ií>r li»- ii.*-'*«.a*J»-r íai» tr^Taiji^ra^. J*» q !♦• o-: *' í lyt* u:ia variaeiim 
íi»'^irii, »^-j»' ¡V oi''";;a a Kicar iiíifva iiM^'i.t*'. K! Í!.'»-r»-s;i'i«» Ja»-] avido 
<:r>rr»— iMíudií'i.le ái*»*^ «le vanar cj jiro, y el G«»i»f!-!«.i'ior i'«'U el admi- 
iiií-tni'i'^r del e.-;ai!Co tii-»ran la iiü»-va j»at»'iií»' <ri«* le CMrrí-?'P<«?íde. iSu- 
]f*rii]f^ii iin^:if tf] iiii»'re?*;ido r»*.-]am*' d»- la «I.i^'.íiruoi»»»» y «me el juez de 
Coun-rí'U, d»-c'«la <|:ie la *':u*a en cu.'^ti"n es? de "2* cale¿:<ina, el iii^porta- 
dor li'.ittTÍi d»- j»;. j^ar iiiil i»-»»*»*. He jiai^'iite. 

••(.'oriioya |j.¡»«:.i p- ;_':.• lo •J'K> ]m ir rii 1? pa*«'Ti!e. tendrá aun «¡ue ¡ia- 
g:ir l'fi $ iii:^«í, Lr-ial a l.'i, parte qu^ aun adeuda. 

"KrXe cití**t. lo repito a V.S. iru lu debe confundir con el eníianebe 
en el pi--/j. iiid'ihtria o profeí^ion, ixnirrído de:*paeti de la tijaeíon de la 
patente. 

"íiien poco» .<eríín I*»» coau»rciauteí» e índiistriaU-s de mala fé que se 
vaWan de ei»te ailiiírio para í»lcanz.'\r una rebaja íu^¡í_'Tliticante íjue no 
roiiijK'nífa ni lo»» ^aftr^ de oc.iltrtcion ni el bueii níunl'i-e y crüiliU»!* |H»r- 
didoí*. Peí o. aun cuando lo> hubiera, no creo que }>or una rara excep- 
ción deban adoptarle medíd:i« que pui-dan exinnier al comercio de bue- 
na lé a la codicia o mítl'juerencia de los denuncianie», c<»nio suceíleria w 
los. colíK'ur:* en el rai?o de los* que cambian de jiro. De coiií'ikiiícute, loe 
que Mjí«anchan hujiro h'm consultarlo, í|M»r ejemplo el que teniendo mía 
tienda de 3f cateíroría la ]M»ne en el ^li^mo pié (jue la^ de 1? del mismo 
departamento) no pagarán nuera patente ha^-ta la formación de la nue- 
va matrícula. 

**Por otra parte, e?te proceder equitatiro e.«»tablece una verdadera 
conijieníiaciím entre aquellos que ensanchan su jiro, y los que lo dií»mi- 
nuyen, pue«, que a estoti úlliin<n< no se les devuelve una parte de su 
]>atente cuando p or contraste de fortuna u otros motivos vienen a que- 
dar, en realidad, en una categoría superior a aquella que antes tuvie- 
ron, y, spgun la cual pagaron la contribución. 

'*Ud. vei-á que en todo caso la ])atente quedará netamente fijada, ya 
8ea de conum acuerdo entre el inieresatlo y Itw representantes fiscales, 
ya, en diverjencia, por el tribunal designado por la lei con audiencia 
previa de los interesad(»s. 

"Siendo la patente fija y definida, la multa, para el cajso en que la 
contribución no se pague, en paite o en totalidad, es también definida y 
fija. 

'* En tal caso, cumple al gobernador hacerla efectuar, sin que haya 
lugar a duda ni vacilaciones. 

"Lo único que la lei quiere y puede penar es la neglijencia, sea uno 
o no de buena fé, y sin que valga alegar ningún jénero de escusa, por 
que si alguna vez se aceptara se abriría ancha puerta a los abusos. De 
consiguiente, al que debiendo patente no haya dado los pasos condu- 
centes a obtenerla, se le aplicará la multa. 
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"Uno de los principales abusos que el reglamento tiene que correjíp 
-es la desigual condición en que, por mala intelijencia de la lei, se habia 
colobado jeneralmente a los contribuyentes de impuestos. Si todos ellos 
no esturiesen sometidos a un mismo j único procedimiento, si los que no 
tienen su establecimiento abierto a la tormacion de la matrícula carecie- 
ran de la garantía de la apelación ante el juez de comercio, concedida a 
aquellos que tienen en movimiento sus cíipitales, su industria o su inte- 
lijencia al tiempo de fonnarse, la matrícula, hallándose unos y otros 
sometidos a condiciones tan diversas, que la Constitución pecana por 
8US bases, faltando a toda regla de equidad, y lo que es mas, falseando 
principios fundamentales de nuestra carta Constitucional. 

*'Sino hubiera la uniformidad de procedimientos que establece el Re- 
glamento, aquel qu« abriese *su establecimiento después de cerrada la 
matrícula, o fíjaria por si mismo su patente, procediendo por analojía, 
como ha solido hacerse contra el buen réjiraen. económico y en contra 
del espíritu mismo de la lei, o tendría que someterse al espíritu mismo 
de la leí. o tendría que someterse a la voluntad del Gobernador o d« 
quienquiera que hubiera de tasarle su contribución sin que se le diese 
amparo contra los errores y falsas, apreciaciones. Se le colocaría fuera 
de la lei. 13ien comprenderá VS. que la mente de la lei no es ni puede 
haber sido colocar a ciudadanos contribuyentes en tun anómala situa- 
ción, capaz, por si sola de trabar el desarrollo del comercio y de la in- 
dustria, en detrimento de los intereses de la comunidad. re u a a 

*'En resumen, la lei no tiene mas que un solo y linico precepto para míu^ Imponer 

todos los contribuyentes: dá medio para fijar la patente de una manera 
clara y terminante, lo que facilita la aplicación de la multa, haciéndola 
perder aquel carácter de arbitraria que se le ha querido atribuir; y, por 
último encarga a los Gobernadores que hagan efectivas las multas; pero 
Bin autorizarles que entren a calificarla, pues, que tínicamente al Juez 
de Comercio o al de 1? inst^iucia concede facaltad de juzgar y decidir 
■en este jénero de materias. 

'•Hai, sin embai^go, algunos casos en que coiTespoude a los tri- 
bunales ordinarios de justicia entender del cobro y pago de la multa. 

*'Por ejemplo, si ha habido una equivocación por parte de la comi- 
sión inspectora, como la de incluir en sus listas a algim abogado que no 
haga dos años que ha recibido su título, y a quien no le sea dado pro- 
bar inmediatamente tal circunstancia. El Gobernador aun teniendo 
constancia de la veracidad del hecho, no podrá resolver si el multado 
debe o no la patente o la multa desde que la lei del 22 de diciembre no 
le concede semejante facultad. En cambio le cobrará patente y multa, 
conforme a la obligación que le impone la misma lei y a las reglas que 
para ello fija, dejando a salvo el derecho del interesado para ocurrir a 
donde vea conveniente. El interesado, atendiendo a las dispotiiciones 
de nuestra lejislacion civil, ocurrirá indudablemente a los tribunales 
ordinarios en defensa de sus derechos, pues que ya no se trata de si se 
conforma o no con la clasificación que se ha hecho de su profesión ( Art. 
10 de la lei) sino de que se compele al pago de una contribución con que 
la lei no le grava y de una multa en que no ha incurrido. 

"Por último, VS. cuidará de hacer repartirlos ejemplares impresos 
del Reglamento que le remito entre los Gobernadores y Administrado- . J 

res de estanco de la provincia de su mando, y si ocurriere que alguna ' \ 

disposición que no es bien comprendida o se presentasen casos no i 

incluidos en el Reglamento, hágalo VS. saber a este ministerio, a fin 
de que la aplicación de la lei sea justa, equitativa y unifbnne en sus 
procedimientos. 

**La aplicación déla lei de patentes ha ofrecido desde su promul- 
gación, dificultades nacidas, no de la lei misma, sino de la intelijen- 
cia que se le ha dado por los funcionainos y autoridades llamadas a 
«jecutarla. 

"Constantemente se ha visto este Ministerio en la necesidad de 
reglamentar y explicar las disposiciones de dicha lei, a fin de que el 
ñsco no sufra menoscabo en sus rentas ni se establezcan desigualdades 
odiosas. 

"Con este propósito hago a VS. las siguientes observaciones: 
"1? Siendo de la competencia de VS. y de los gobernadores de su 
dependencia el nombramiento de comisiones matrículadoras, cuide us- 
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ted tle que las persoiiaB que se nombren reúnan a su conocida probidad 
el mayor celo por los intereses fiscales, a fin de oue no dejen fuera de 
matrícula ni avalúen en escala inferior establecimientos que coiTespon- 
dan a una superior. 

* 'Acerca de lo primero, este ministerio tiene antecedentes para creer 
que se omite un gran niímero de personas y establecimientos que por 
la leí deben pagar patentes, v ra sobre lo segundo, en el año pasado se 
impartieron a VS. algunas ordenes. 

**2? Ordene V^S. a las comisiones de su provincia que fonnen la ma- 
tHcula por orden alfabético, pam que sea mas esi>edita la consulta que 
quiera hacerse de sus paríidas. 

*'3í* Debiendo concurrir al juzgado Iqs ajentes fiscales i la comisión 
matriculadora a sostener los avalúos, en caso de reclamo, encargo a 
VS., y por su conducto a l(»s Gobernadores de su dependencia, que ve- 
len pei^sonalmente por el cuinplinnento de este deber. 

**4? La comisión revisora que se nombre en cada departamento no 
debe tener otras funciones a mas de las de revisar si los establecimien- 
tos incluidos en la matrícula han tomado patente. 

"Al practicar la visita deben también las comisiones revisadoras fi- 
jai'se en los establecimientos y profesiones que no han sido matricula- 
dos y pasar una nómina de ellos a la Intendencia y Gobematura, para 
que se proceda en conformidad al art. 9." y siguientes del decreto Su- 
premo del 20 de Julio de 18G9." 



^>r - 



Alcabalas* 



• r 



AtIsos de las Rutorl< 
dades Judiciales. 



Confrontación oon los 
estados. 



Respecto ala contribución de Alcahalaj el supremo 
decreto de Mayo 26 de 1877 determina las siguientes 
obligaciones con relación a las autoridades administra- 
tivas: 

Los Jueces de Letras deben enviar el primer dia del mes a los Gober- 
nadores el estado de los contratos míe hubiei*en causado alcabala duran- 
te el mes anterior, acompañado de las boletas orijinales. 

Los Gobernadores confrontarán c<m el libro de los Tesoreros el dia 
de la visita de corte y tanteo, dichos estados y anotarán su acuerdo 
u observaciones, remitiendo uua copia del acta, junto con su orijinal 
y boletas al Intendente, quien remitirá orijinales los estados y boletas 
a la Contaduría Mayor, y Dirección de contabilidad. 



Impuesto de herencias. 

Iguales prescripciones contiene sobre recaudación del 
impuesto sobre herencias, el supremo decreto de Marza 
4 de 1879. 



'■4 . 



Impuesto de Haberes. 



Relativamente a la percepción del impuesto sohrie ha- 
beres creado por Jei de Mayo 20 de 1879, el decreto de 
Junio 4 del mismo año que reglamenta su recaudación 
determinó lo siguiente: 
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Art. 1." El día 20. a mas tardar, del presente mes de Junio, deberán y, ^^*^a^s¿^oí^intemiett' 
pasar los Jefes de las Municipalidades y los presidentes o adminiíftradores ^^ y^ Gobernadores á 
de establecimientos públicos de educación y de beneficencia, a los tesore- loa Tesoreros, 
roe o tenientes de ministros, una razón de los capitales mobiliarios perte- 
necientes a esa» corporaciones e invertidos en títulos dé la deuda del 
Estado y de las Municipalidades, en cédulas de la Caja de Crédito Hi- 

1)otecario u otras instituciones análogas y de los depósitos a plazo en 
)ancos de emisión o en personas y sociedades particulares. 

Dicha razón o estado deberá llevar el visto bueno del Intendente 
o Gobernr.dor del Departamento en que teng* su asiento la institución 
beneficiada, a fin de que esos capitales puedan pozar de la exención es- 
tablecida a su favor por los incisos 1.° y 2.® de la lei de 20 de Mayo del 
presente año. 

En cada una de las ciudades de Santiago y Valparaíso habrá un co- Comisarlos rljilantes. 
misario ntmibrado por el Gobierno para inspeccionar los balances de los 
bancos y sociedades anónimas, los haberes que están impuestos o que 
se impusieren en el Porvenir de las familiíis y casas de seguro sobre la 
vida, a fin de cerciorarse por inspección personal que dichas institucio- 
nes cumplen debidamente con lo dispuesto »n los artículos 14, 15 y 16 
y demás disposiciones de la lei mencionada. 

En las otras provincias y departamentos ejercerán las funciones de 
comisarios, para los efectos de esta lei los Intendentes y Gobernadores 
como deh'gados del Gobierno. (Artículo 5.°). 

Los Intendentes de las provincias suministrarán una nómina a los Te- Nómina de sociedades 

goreros y Teniente de ministros de todas las sociedades anónimas anónimas. 

autorizanas por el Presidente de la Eepública, que tengan asi-ento en 

los departamentos de su jurisdicción afín de que se haga efectivo el 

cobro de este impuesto en conformidad a lo ordenado por ttl art. 15. 

El Ministro de Hacienda transcribirá oportunamente a los Intenden- ,/^!fí; Jr« *^"^*^^®"^ 
1 j . * ^ • 1 « ■ . de Hacienda, 

tes y comisarios, los decreto supremos que autoricen la nueva formación 

de sociedades anónimas en los departamentos que les coiTespondan, 

a fin de que estos los comuniquen a su vez a los Tesoreros o Tenientes 

de ministro respectivos. (Ait. 8), 

Será obligación de los comisarios velar ademas por el cumplimiento «^9!il*^^„ ®* 
xii •• jii'i j. •\ ' X-11V. comisarios, 

exacto de las prescripciones de la leu de contribuciones sobre los habe- 
res, tomando todos los datos y practicando todas las indagaciones con- 
ducentes a su propia y debida ejecución. 

También alarán cuenta a bis autoridades correspondientes y al Ministro 
de Hacienda, de cualquier abuso o aplicación indebida que se hiciere 
de dicha lei, recabando todas aquellas medidas que convengan adoptar 
para su mejor recaudación, así como las mejoras que convenga introdu- 
cir mas tarde en sus disposiciones. (Art. 9). 

Los mismos comisarios estarán obligados a cooperar con los Tesore- 
i*os o Tenientes de Ministros a la formación de la matrícula de contri- 
buyentes que deberá llevarse para la ejecución del art. 18 de dicha lei, 
tomando nota de las pei*s<mas o sociedades que hubieren omitido su 
cumplimiento para aplicarles la multa que la lei impone a los infracto- 
res. (Art. 10;. 



Para que la lei tenga efecto inmediato conforme al art. transitorio de Fomaclon de la ma- 
la misma, los Intendentes o Gobernadores harán publicar oportunamen- ^^^ * ® ^^ ^ uycn- 
te por bando, eii la forma mas pública acostumorada, lo dispuesto en 
el art. 18 antes citado, a fin de que concurran a la Tesorería o Te- 
nencia de Ministros de su localidad todos los individuos que deben 
prestar la declai*acion jurada que determma la disposición ante dicha. 
(Art. 13). 



Los Intendentes o Gobernadores deberán visar los ejemplares au- 
torizados del rol o matrícula de contribuyentes que los Tesoreros 
deben enviar a la Oficina de Contabilidad Jeneral y a la Contaduría 
JVIayor. (Art. 15). 
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Habilitación de psor 
tos menores y caletas. 



Comisoí de armas. 



Aduanas. 



Las atribuciones que correspouden a las autoridades 
administrativas relativamente a las Oficinas y recau- 
dación del impuesto de Aduanas, aparecen de los pre- 
ceptos que van a continuación: 



Log Iiito.^ndenteH y Gobeniadores pueden permitir en canos eípe- 
cialeB, lii internación de animales feroce»: reptiles e inHectos pon- 
zoñosort i pólvora. 

(Ordenanza de Aduana Diciembre 26 de 1872 art 11 N^ 3.")- 

LoB Intendentes o Gobernadores a cuya jinindiccion ente sometido ©1 
puerto mayor de donde se despacha la nave, podrán habilitar como 
menores, en casos especiales, los puertos o caletas no habilit.ados (>ara el 
comercio, concedien<ío permiiso previc» infonne del Jefe de la Aduana 
respectiva, a fin de que los buques vayan a dichos puertos o caletas, 
llevando un guarda a bordo, a espensas del buque para que corra con 
la carga y descarría de la mercaderías que es permitido im])ortar y es- 
portar por los puertos menores. (Art. 25). 

Lo.** Intendentes y Gobernadores podrán así mismo permitir que laB 
embarcaciones que no escedan de 25 toneladas carguen y descai'guen en 
los citaidos )niertos o caletas no habilitadas y cereales u otros articulo» 
del pais libres de derechos de esporlacion, sin necesidad de llevar un. 
guarda a bordo. (Art. 2H). 

No se otorgará el permiso de que trata el artículo anterior, sino se 
rinde nna fianza a satisñicion del J^ie de la Aduana por el valor que el 
Gobernador o' Sub<lelegado mai-ítimo a.'^igue a otra embarcación, en ga- 
rantía-de los abusos que pudierau cometerse destinándola a uu tráhco 
ilícito. (Art. 27). 

Caerán en comiso art. 81 niim. 4. — Las armas de todas clases, 

pertrechos de armas y pólvora, que no se incluyan en el manifiesto por 
mayor, o que se introduzcan sin permiso del Intendenta de Valpa- 
raíso. 



f * 



Instrucción pública. 

Con respecto a la Instrucción Pública, los Intenden- 
tes y Gobernadores tiene las siguientes atribuciones: 

Licencias A emplcadoi. 1. ® Elevar al Gobernador las licencias que por mas de un mes 8oli> 

fiten los empleados de instrucción. (Reglamento Instrucción diciem- 
bre 1. ^ de 1803 art. 10). 
Trabajo j asistencia Durante la permanencia de los visitadores en la capital de la Provin- 
do Visitadores a la In- cia, concurrirán diariamente^ en las horas de despacuo a la Secretaría 
tendencia. ¿g i^ Intendencia, donde tendrán una mesa destinada para sus trabajos 

(Art. 2o>. 

Los Gobernadores nombrarán tres personas idóneas para la elección 
de alumnos normalistas. (Art. 34). 
Calificacton de fianzas. Calificarán las fianzas que otorguen los padres y curadores, manco- 

mnnada y solidariamente, y por escritura pública para responder por 
el cumplimiento de sus obligaciones. (Art. 40). 

Citarán y nombiarán tres personas, según Ioh casos, para formar Iob 
concursos de preceptores de instrucción primaria, y remitirán a la Ins- 
pección el acta respectiva. (Ail. 59 y 60). 

Proveerán interinamente las plazas vacantes de preceptores o ay un- 
dantes. (Art. 65). 

Pasarán en el mes de diciembre, con informes del Visitador de Es- 
cuelas, a Is Inspección Jeneral una lista de los libros que se necesitan 
para el año escolar inmediato y designarán los que deben distribuirse 
gratis. (Ails. 95 y KJO). 



Concursos de preccp 
tores. 



ProTisioa de 
tes. 



vacan- 



♦ . 



CatíRcantn In finiizn que debe rentlint« por el pmplendci que adminis- 
tre Giiidnfl de iiiíCruucion primurin. Eea linnzA tío bnjará de tí, 000 uebos 
(Art. 115). 

Rnnírirliu n In I>ii<pecoinit Jeneml Im preaiipiiralofi He InHlrucuion 
primiiría qiia formen lae MunícipnliilLiites. (Avt. IIU). 

Eele presuniiRHlo debe bhf fiíFiuiuio en e! nies-dx junio, j remitido en 
loítirimpron ¡lias de julio. (Deorelii, marzo 16 de Í-7Ü), 

lYünscñbintn n Iuh Te«iirenu> I''iiien1e8 lus preBupueiiloB de Inalnic- 
cion primaria. (Decreto, abril 20 de lí4T0 art. 3). 

" ' ' ' mpleailua do su depKiidenci^tqne pngn«n 



ni>>ialniet>te, ei 



HÍii»n 
u ilislaiiuia que uo extxla de 



. ..„.,.,»,. ... .., j jt V riihricnntn l:is demás pájinaa de loa Hbmn 

qiio lleven h» TeeiirerinH l^iinieipalea para la conlnbilUlitil <lc fundos y 
moTÍndeiito du libroB, v vÍMirá lint pHtailus qiio vfiaK oHeiiias pIkv<!1i b la 
lDsp<'c<.-i<.n JeiH-ralT-a'laUmiicipalidad. (Id. iil. arr. lOyll). 

\ eliiráii por el exjiclo ouinpliiniunlo de twe deerehí imponiendo en ufo 
de BiiH ulrihnciones las pense » que dé lugar In inubservancin. (Id. id. 
art 13). 

SeguQ decreto de mayo 11 de 1S67: 



dnloM r~lnlivo!' a lue eKL-iie)ii . 

Bemitirtin loe eetailu» Irimuatnilea que deben piis.ir loa T 
nk'i))alep, y Iv» Ki'tneHlralus que les envíen lux direcluri'e 
eflcnelas privadas, con biih refiievllvuri itutoH. 

"" ' ~ que terminará el 30 dujnniu y el 3.' 



El l.er 
ciimbre. 

Ebtuh eslmloí íe enviarlSu 
lailur de etwuula» de la pro^i 

Velaríin por el enacro cnninl i míenlo de todas ecl 
impondrán fus penas a que dé tugar su inobservancia. 



deculejiosjr 
el 31 de .U- 



InHpecoSim Jen eral y otro i 



El decreto de febrero 14 de 1377 les concede el dere- Nnmbramienios da 
chu de nombrar protectores y protectoras de escuelas, ' 
recayendo este nombramiento en 6 personas de condi- 
ción honorable que manifiesten a loa Gobernadores o In- 
tendentes resi)ectivoa el deseo de prestarles el servicio 
referido. 

El mismo decreto nos ordena proporcionar las salas 
en que deban celebrarse las reuniones de dichos protec- 
tores. 



Un decreto de 2v de enero de 1865 determina que los vijiioncia «obre i 
■visitadores de escuelas obrarán, en todo lo relativo al™'""'"'''' 
desempeño de sus funciones, bfoo la inmediata depen- 
dencia de los Intendentes y Gobernadores respectivos. 



Según otro decreto de noviembre 29 de 1865, las auto- 
ridades respectivas espedin'fn, y los Intendentes remiti- ^' 
riin al Ministro de Instiiicciou los certificados de visita, 

1 los que no se abonarán viáticos a los visitadores de 



1- «f ' 



i*t^ 



» \^ 



' 4 .- 
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Lüi« Iiiteiuleiiteg dar/iii cuenta de los einplt'ndos de Iiitítrucciun Pri- 
luaria que i)or carecer de la competencia necesaria encomienden la en- 
señanza de ramos que la lei ordena a persímat» (jue no tengan nombra- 
mientoB del Gobierno. (Decreto Noviembre 16 de 1867). 



Solicitudes para el ca- 
so de traslación. 



Los i)rece)ítores que deseen su traHlacion deberán dirijir í*u Bolicitud 
al Ciobicnio por conducto de los Intendentes. 

Estos las enviarán en el papel selbido competente, con informe del 
visitador de escuelas, eertificaiío del tesorero en que conste que el soli- 
citante no adeuda cantidad al«runa ni tiene retención j)eñoiente. Los 
interinos y ayudantes carecen de este derecbo. 

Tina que el precej>tor trasladado })ueda gozar sin iíiteiTU])CÍon de su 
sueblo. debe presentarse al G()berna(b)r con el objeto que éste le fije 
MU término ]>rudente para trasladarse al lujíar de su nuevo destino. La 
'.i ^iiiriuicion de este termino se liará ni j)ie del cese (pie d<í el tesorero 
imn!Íci}>al y empezará a contarse desde la fecba de ese cese. 

»Si se e^•{•ede de ese término, no se le abonará sueldo por los dias es- 
cedidos. (Decreto Mavo 20 de 1867). 

Los Intendentes, de los datos recojidos y los suministrados jwr los 
Vis¡ladí>res y Gobernadtires ])asarán en Noviembre de cada año a la 
Inspección Jeneral una nómina de los preceptores interinos o normalis- 
tas (pie convenga reemnlazar o bayan terminado su empeño. 

Indicarán tand)ien a la Inspección las nuevas escuelas que convenga 
fundar pi'eíi riendo aquellas en las que ofrezcan los vecinos gratuita- 
mente el local y los muebles. (Decreto Mayo de 1868). 



Sueldos do nonualls- Los alumnos normalistas en servicios de escuelas de instrucción }>n- 
tas; condiciones para su maria, solo ganarán sueldo desde (lue se pi*esenten al Gobeniatlor o In- 
^^S^' tendente que les baya sido designado. 

Los Intendentes coiiTunicarán es» fecba al Ministerio respiK-tivo. 
(Decreto Febrero 22 de 1867). 






Bibliotecas populares. 

Con respecto a la creación de bibliotecas populares, 
el decreto de Agosto 22 de 1866 que las reorganizó es- 
Ijresa: 

Que los Intendentes piocederán a entregar al Rector del Liceo res- 
pectivo, o a la persona tfesignada por éste, b.ijo un prolijo inventario, 
los libros V útiles de la biblioteca popular establecida en la ciudad en 



(pie funciona el Liceo, remitiendo al Sluiisterio de Instruccien Pública 
una co])ia autorizada de dicbo inventario y dejando el orijinal en la 
biblioteca del Liceo. 

Aparte de estas atribuciones, y de las que se indican 
al tratarse de las Comandancias de Armas, existen las 
que dan a las autoridades administrativas, las leyes es- 
peciales y decretos que se enumeran a continuación. 



^' 



Precios corrientes. 

Datos mensuales que Un decreto dictado en setiembre 27 de 1850, ordena 
ied^de Haífendá.^^'' a los Intendentes formar y remitir mensualmente al Mi- 
nisterio de Hacienda para darles publicidad al fin del 




mes, un estado de los precios corrientes de los produc- 
tos de los diferentes ramos de industria de ca^a uno de 
los departamentos de su dependencia. 



Corta de bosqneS' 

Para reglamentar la leí de corta de loa bosques, dicta- 
da en julio la de 1872, un decreto cuya fecha es la de 
mayo 3 de 1873, determinó; 

BoIo en 1»» coiaarofts situada» al aur de Bio-Bio podiia hacewe Pennl" »»ral».™™ 
_ _ r. __í -_ .1 - _ 1 1 í> .1 a ■ r 1 1 .a fu«ro y bus «moldó- 



la roía a fuego, previo el permiso del Goberoador, quien lu coiicedi?rá ng^"^"' " 
cuando se trate uiiicnNeiite de habilitar terrenos para la agrículluin; 

QilH eBtft licencia no abarcará, ai loa arbolee eituados a menos de 400 
TnvtroB Bobre los Dianantiales que nazcan en loa cerros, ni los situados a 
méDoa de 300 de bub urilliu; 

Sj<i tampoco podrá otui^tse permiso para deatruír los úi'bolee b¡- 
oa a menos de SOO metros de radio oii terrenos plauua uu rt^gadus; 

Que en loe bosques pertenecieiitea al Estado, el Intendente de la pro- 
Tincia un que se encuentre el bosque, lo arrendará Rjnndo los condicio- 
nei del contrati) ; Bometiéndolo a la aprobación del Óubienio; 

Que los Gubei-nadores departamentaleB deBetii peñarán el curgo de <|^í"' impueitoB por 
Inspector de bosques cuya tnisíoii es cumplir lan instrucciones que ^ les 
dé, 7 Buministraral Inspector Jeneral cuantos dalos óste le|>Lda o ellos 
crean conducentes a la conservación 7 fomento de los bosques; 

Que loa subduleifados ejercerán las funcione» de jiuardoB, es decir, 
obrarán e "■>' ... ,,,, 



sutHldeifBdoB ejercerán las funcione» de jiuanlaB, es de 
coutbnuidad a fas inslrucioues que les dé el Inspector. 



Marcación de animales. 

El decreto de noviembre 17 de 1874, reglamentando 
las disposiciones de la leí de noviembre 13 del mismo 
año sobre maTcacion de animales, contiene con relación 
a Intendentes y Gobernadores las disposiciones siguien- 
tes: . 

Se publicará por ói'dcn del Gobeniaiior deparlanienlal en lui perií- PublICBclon de listín 
dico del di'partann'i.to 1, del mas inmcaiato, una raiun de todos los lUií- -l^ aniniBleí citrartnaos. 
males vacunos y cali.illaii* que se lia7an renuido y tuyos dueños no Be 
■.'□Docieren, h pesar de tener la marca cuufoi-nie a In cisse de este Regla- 
mento, espresándoee en el aviso el departamento y el niunero de útilen 
que la marca re]ireíientn. Esta publiuaciou se liará indefectiblemente 
cada mes por el lériníno de ocho dias. (Art. 13). 

En el CBM) wñalado ¡lor el articulo aiilerior, y ei el Gobernador co- BcBlilocaoiM™. . 
nociere al duefio del animal o la propiedad de donde procede, pondrá 
en cnnocimieiilü de aquel o de su adniínist radar, el enronlrarsc en la 
OobemocLun un animal que lleva su marca, si el propietario pertenecie- 
re a su departamento; o tiieii lo pondrá en conocimiento de la autoridad 
a CU70 departamento corresponde la marca, a fin de que diclia aulori- 
dad lo haga saber al ¡nteresado. (Art. 13). 

Todo pi'opieiorio, en cuyo fundo apareciere un animal ajeno, con 
morca re)ÍBtradB, deberá inmediatamente dar cuenta de ello a la autorí- 
tlad local mas inmediata para que sea remitido donde corresponda, 
(Art. 14). • 

Solo después de trascun'idos tres meses desde que se Imj'aii efectim- piojos y «mdlcloncs 
do lo» dilijenciaa a que se refieren loa orllculos anterioree, podi-íin ven- pai» la vcbIb. 
dtrae ea pública subasta los animales cuyas marcas estén rejistrudaa 
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conforme al presente Reglamento, y siempre que no bayan eido recla- 
mados por sus dueños en ese lapso de tiempo. (Art. 15). ^ 

Si se presentare alguna persona a reclamar ae la autoridad ^bema- 
tiva un animal de los anteriormente señalados, presentando la marca 
sellada, o el certificado del rejistro, en cualquier departamento de la 
República, le será entregado ¡inmediattunente si hubiere conformidad 
entre esos comprobantes y la marca que lleva el animal, previo el pago 
de los gastos de mantenimiento de éste. (Art. 16). 



Obras fiscales. 

En materia de construcciones y obras fiscales el decre- 
to de octubre 15 de 1861, prescribe para la construcción 
o reparación de ellos, las reglas siguientes: 

Planos. ^^ E^ Intendente de la provincia respectiva hará formar por un inje- 

niero del cuerpo, si lo hubiere, o en su defecto por una persona compe- 
tente el plano y presupuesto detallado de la obra que se tratare de eje- 
cutar; 

2* Ejecutado este trabajo, llamará por los periódicos de la provincia 
a hacer propuestas ceiTadas para la ejecución de la obra, indicando el 
lugar en que loa interesados puedan eximiinar Ioh plano» i pn^siipueit- 
to», y el (lia y hora en que deben abrirse las propuestas presentadas 
dentro del plazo que se hjare. 
Propuestas; su plazo La Junta examinará las propuestas y las pn#ará al Ministerio de Ila- 
y téiinlnos. cienda con todoa los autfcedenteí». (»mitii*ndo su juicio acerca de ella:». 

Cuando no se presentaren propuet?tas dentro del plazo, o las que se 
presentaren fueren inadminibles ajuicio de la Junta, el Intendente con- 
vocará de nuevo a concurso en la forma prevenida, y ni este hecho vol- 
viere a repetirse dará cuenta al Gobierno para que resuelva. 

w-..-'*..^„ ^ ..„o «/x« Una' vez aprobada por el Gobierno la propuesta o ne considere mas 
Eflcntura y sus con- . it*i*ii •• i^*ii 

didoncs. venta)oí»xi, el Inten<lente de la pi*ovincia mandara entender la coiTegpoii- 

dieníe escritura pública, insertándoÉ¡e en ella las consideraciones del 
contrato, y exijiendo al contratista la lianza respectiva. 

Ejecutada la obra, el Intendente nombrará una comisión de injenie- 
roe u otras pereonas idóneas para que, en caso de haberse cumpliilo eu 
todas sus partes con la» condiciones del contrato, proceda a su recep- 
ción con citación del contratista y llevándose una acta de lo obrado. 
Una copia de esta acta se remitirá al Ministerio de Hacienda. 

ComlBlon receptora de Si la comisión tuviere reparos que hacer, no se dará por recibida de 
obras fiscales. la obra sino que pondrá deírte luego esos repaiotí en conocimiento de la 

Intendencia, quien dictará las nicdidas necesarias para el exacto cum- 
plimiento de la contrata. 

BoparoB. Kn toda contrata deberá estipularse la responsabilidad del contratista 

por los daños o deterioix)s que Ja obra sufra durante los seis meses sub- 
siguientes a su entrega, siempre que provengan de defectos de construc- 
ción o de la mala calidad de los materialeb enqdeados. 

Responsabilidad civil El Intendente queda encargado de hacer efectiva esa responsabilidad, 
de los contratistas. (Art. 10). 

OoandO nnede omitir- Cuando el valor total de la obra qtie se proyecta no exceda de 500 
8C el concimBo. pesos, podrá el Intendente omitir el triruite de llamar a «mcurso, y en 

tal caso, la Junta a que se refiere el inciso 4.° procederá a celebrar con- 
tratos especiales, dando cuenta al Ministerio de Hacienda. 



Oficinas de tesorería. 

Las atribuciones correspondientes *a autoridades ad- 
ministratiyas en sus relaciones con las oficinas de T£< 



67 



80REBÍ A Y coNTABiLiBADy constan de los sígiüentes pre- 
ceptos legales: 

La leí de enero 20 de 1883, en sus art. 10, determina 
que: 



Nombr&mtentoB de te< 



En caM de aoBencia o imposibilidad para desempeñar sus funciones, _Q>.g.Q- laterinoa. 
los Tesoreros serán reemplazados por la persona que ellos propongan 
jr que nombre el Presidente de la Kepública. 

Si no pudiera tener lugar la propuesta 7 fuera urjente el nombra- 
miento de Tesorero suplente o interino, podrá hacerlo el Gobernador 
del departamento, dando cuenta inmediata al Presidente de la Bepúbli- 
ca para que apruebe el nombramiento, o haga otro. 



Art. 17. La Dirección de Contabilidad abrirá también cuenta a todo Cuenta qne se abre a 
funcionario, establecimiento o persona a quien se hubiere mandado en- {Jf ^tendentes y Go- 
tregar fondos para que los invierta en un objeto del servicio público. El "C^*""^***^®^ 
que este cargo acepta, contrae la responsabilidad propia de los adminis- 
tradores de reutas fiscales y queda sujeto a las mismas obligaciones: y 
deberá en consecuencia, pasar mes a mes a la Dirección de Coutabilidad 
ana cuenta en estracto de lo invertido, sujetándose esa cuenta, según 
los casos a lo dispuesto en este articulo. 






^'>i 
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'r>\ 



Kecaudacion de multas. 

Respecto a recaudación de multas, el decreto de oc- 
tubre 11 de 1878, establece: 

Que los Jueces, (incluso los subdelegados), p.-ií^arán dentro de los b¿éípS^lS?ye°¿&*' 
primeros í^ias de cada mew, al Intendente o Gobernador del departa- 
mento, una lista detallada de las multas que impongan a favor de la Mu- 
nicipalidad durante el mes anterior. 



Casas de prendas. 

El Reglamento dictado con fecha de setiembre 1.° de 
1877 para las casas de prendas, da a los funcionarios 
administrativos las facultades y les impone los deberes 
que se espresan a continuación: 

Art. I.** La persona que desee establecer una casa de próstanioe sobre ^^^í*"^ previo y bus 
prendas, sueldos o salarios, deberá presentarse por escrito a la primera '■®^""^"*^ 
autoridad del d^artaraento, dando en la solicitud una noticia de la 
calle y niimero de la casa en que se abrirá el establecimiento, y éste 
principiará sus operaciones en el jjia señalado en el decreto de autoriza- 
ción espedido por aquella autoridad. 



Art. 22. En toda casa de prendas se mantendrá en un lugar visible Publicidad e inamovl- 
una tarifa clara v detallada de los intereses que en ella se cobran y de ^^*^^^ d® ^ tarifa. 
las condiciones de los préstamos de la que se entregará un duplicado a 
la Intendencia o Gobernación. Esta tarifa y condiciones no pueden 
«er variadas sin haberse dado aviso a otras oficinas con ocho dias de 
anticipación, y sin tener el certificado competente de haberse cumplido 
con ese requisito. . 



Arl. S7. Li>B ínltndi^ntFa 7 Giiliernntlnres tendrán faciiUnd de 
nr st o p<ir dclv^iiidos ¡im eatnbli'cimiviilas de preslnmos, de vei 
liroH He llevan i'ti In tlebida furmii, xí las prvriitus Be guardan < 
■gurirladcs neceaai jaa, j velarán por la ñi-1 obeerranuia del pi 



Espropiaciones. 

En materia de espbopiaciones para ferrocarrili 
jpremo decreto dejuuio 18 de 1857, impone a lo 
mdentes los deberes que se euumerao en seguida; 

ilidad pública pur unu lei. He denunciará y pedirá run vota objet 



id publica pur unu leí. 
endenté de la wspecii» 



e la propiedad denunciada, 
lora aue ee tea deoigne, t 
la, harán la o 



1, y de loa diñas J perjuii 



rt. 3." Dicha es 
itilñrla. J aclo continuo aera [uiesta la empresa di 



I auípeiiderín loa procedí mi enti» de la] 



Huelles particulares. 

Loa que pretendan la construcción de muelles pi 
'LARES, necesitan, sesun el Supremo Decreto dej 
lie 1883, UDir a su solicitud 

Iiirumie» de la niitoridnd adniniiMmllra j capilanfa del p 

ire la iilra en proyecto. (Art. 1." nfiio. 7). 
5ue el Goliernadur ilel Di^iiitHanieDlo en unión del capitán de p 
leí iiijenie™ de la piovincia. fijen el punto donde del.e conslriii 
:elle y pongHii al iiiteresadu en pusel^lon del terreno que a 
iceda. (Art. 7.") 



Visitas de corte y tanteo. 

ReglamentantJo la forma en que deben hacerse 
51TA3 DB CORTE Y TANTEO que están ordeoadas, se 
art. 9 de la lei dj 18H. uu supremo decreto díct 
a fecha diciembre do l^íJl dutermina lo que sigue: 






■» I 
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Art. 1.° Los Intendentes y Gobernadores al pasar en las oficinas fis- 
cales de la ciudad de sn regidencla la visita mensual de corte y tanteo 
que previene la leí, deberán: 

1." Examinar escrupulosamente si los estados que en ese acto les Examen de estados, 
presenten los jefes respectivos concuerdan en todas sus partidas con los 
correspondientes asientos de los libros de la oficina; 

2.'^ Contar el di ñero y especies y revisar los documentos, comproban- Cuenta de dinero y 
do si las paríidas que figuran en los estados guardan conformidad con especies. 
las existencias que resulten; 

3.° Examinar si los asientos de los libros están suficientemente lega- Inspección do libros* 
lizados; 

4.° Mandar bacer la translación de fondos, según esté ordenado, a Traslación de fondos. 
las oficinas respectivas. 

Art. 2.*^ Si no resultare reparo, los Intendentes y Gobernadores pon- 
drán su visto bueno en el estado de la visita y en los libros de la oficina; 
en caso contrario, babiendo mérito para suponer ocultación, estravío 
de fondos o cualquier manejo fraudulento, dictarán las providencias ne- 
cesarias a fin de esclarecer tales liecbos y para que desde luego se rein- 
tegren por quien corresponda, las sumas que faltaren, o sean sometidos 
ajuicio los que resultaren culpables, previa su suspensión que decreta- 
rán eu el acto. 
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Art. 3.° En las ciudades en que haya mas de dos oficinas fiscales Facultades de la au- 
que vi.'íitar o siempre que el Intendente o Gobernador respectivo lo es- toridad. 
time conveniente, podrán estos funcionarios asociarse con mío o dos 
empleados competentes que les presten sus servicios al practicar las 
visitas. 

(E¿ art. 2." núm. 3.^^ del Decreto de ahril 27 de 1880 que reglamentó 
los dcbcé'cs de los anttfjuos romísar'ws, ordoia a tsioa funcionarios *'a^om- 
pañar y aseverar a los Intendentes y Gobernadores ea las visitas de corte 
y tanteo en eualquier departa menlo donde a la saion se encuentren). 

Art. 4." Cuando hubiere fundado motivo, o i)or lo menos cada tres Visitas estraordlna- 
meses, practicarán los Intendentes y Gobernadores visitas estraordina- ^^^ 
rías en las mismas oficinas a que'se refiere el art. 1.** y con las formali- 
dades que en él se prescriben. 

Art. 5.** Si por no haber dado cumplimiento a lo dispuesto en los Responsabilidad civil 
artículos que pivceden, contribuyeren los Intendentes o Gobernadores do Intendentes y Gober- 
directa o indirectamente a que se defrauden las rentas fiscales, una vez ^^"^^®^* 
comprobada la defraudación y la circunstancia de que ésta pudo evitarse 
en todo o parte habiendo dichos funcionarios practicado las visitas de 

2ae habla este decreto en la forma prescrita, el Intendente o Gobema- 
or omiso en el cumplimiento de sus deberes, responderá conforme a lo 
dispuesto en la real orden de 31 de julio de 1791 y en el artículo 64 de 
la leí del Réjimen Interior, por el déficit que resulte al Tesoro Na- 
cional." 



> 
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Juntas de hacienda. 



Las JUNTAS DE HACIENDA Y ALMONEDAS, SCgUn Cl SUpr^- Elementos que las 

mo decreto de julio 3 de 1852 deben componerse, a virtud ^^^^p®**®"- 
de lo determiuado por el artículo 1.° de ese decreto, del 
Intendente, Juez de Letras, Teniente de Ministros, Ájente 
Fiscal y Notario público. 



«.• 



DEPÓSITOS JUDICIALES. 



En materia de depósitos judiciales un supremo decreto 
de abril 6 de 1870 ordena que: 



Aviso que de sn exis- 
tencia debe darse a la 
autoridad. 



■^i 



_ ^^*^ 
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sadoB Jusffoilog darán aviso a la auloridkd gubemsiiva del lagar en 
que Mté situada la Teeorería o Tenencia de HinistroB ; Umbien í la 
Tesorería de que depende la Tenencia, d ñn de que los referidos dep6- 
eitoa puedan aer tomados en cuenta al practicar loa viailas de corle J 
tanteo que ordeca la leí J de qne ee formen los respeclivos cargos. 



OTRAS ATEIBDCI0NE8. 

Correaponde también a los Intendeotes y Goberna- 
dores segua el art, 1 1 de la lei vyente: 

tabled- Art. 11. Viailar con frecuencia las ntícinas del rejistru civil, de cor- 
reo*, de telégrafos y de hacienda, las escuelas, cárceles r demás e^U- 
blecimientoB públicos ñecaies del departamento, y comprobar la exis- 
tencia de fondos. 

Si notare irregulitridaileB □ faltos, dará inmedintamente cnpnla al 
Intendente; ; si estuviere comprobada la sustracción de fundos fiscales, 
Buependerá al empleada culpable y lo someterá a la justicia ordinaria, 
dando cuenta a la dirección del tesoro. 



Acaba de verse por la enumeración que precede cua- 
les son los deberes de tuición, vijilancia y fiscalización 
que leyes y decretos patrios encomiendan a la autoridad 
administrativa. 
B em- La lei en vijencia dá a loa Gobernadores e Intendentes 
la facultad de suspender a los empleados culpables de 
sustracción de fondos fiscales. 

Estas mismas facultades confiere a la Sección de Ini- 
peccion, en cumplimiento de la lei de 20 de enero de 1883, 
el decreto de julio 2 del mismo año en au artículo 43 
números 6 y 7. 

A este respecto, y para mejor medir la responsabilidad 
de esos actos, importa tener presente las disposiciones 
del Código Penal que tienen relación con esta materia, y 
son las siguientes: 

¡^ Art. 333. El empleado público que, teniendo a su cargo caudales o 

«fectoB plíblicns o de particulares, en depósito, consignacioii o seci'.ai- 
tro, los sustrajere o consintiere que otro los sustraiga, será castiga \<K 

l.° Con la pena de presidio menor en au grado medio si la suatrac- 
caon no eseediere de cincuenta peeos; 

2." Con la de presidio menor en su grado míximo, si escediere da 
cincuenta y no pasase de quinientos pesue; 

3." Con la de presidio major en aiut griuloS mínimo a medio si eace- 
djere de quinientos peeos. 

Eu todos los casos con la pena de inhabilitación absoluta temporal 
en su grado mfuimo a inhabililaciuD absoluta perpetua para cargos j 
ofidos püblicoB. 

Art. 234. El empleado público que, por abstidono o neglijencia inea- 
eusables, diere ocaaion a que se efeclüe por otra persona la auslraccion 
de caudales o de efectos públicos o de particulares de que se trata en 
loa tres números del artículo anterior, incurrirá en la pena de suspen- 
sión eu cualquiera de sus grados, quedando ademas obligado a la devo- 
lución de la cautidad o efectos sustraídos. 
ie can- Art. 235. El empleado que, con daño o 

público, aplicare a usos propios o ajenos lo ._ , 

a BU cargo, su&irá las penas de inhabilitación especial tempond pars 
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.<»1 cargo u oficio en bu grado medio y multa del diez al cincuenta por 
ciento de la cantidatl que hubiere BUBtraido. 

No verificado el reintegro, se le aplicarán las penas señaladas en el 
art. 233. 

Si el uso indebido de los fondos fuere sin daño m entorpecimiento del 
servicio publico, las penas serán suspensión del empleo en su grado 
medio y multa del cinco al veinticinco por ciento de la cantidad sustraí- 
da, sin perjuicio del reintegro. 

Art. 236. £1 empleado público que arbitrariamente diere a los cau- Aplicación distinta de 
dales o efectos que administre una aplicación pública diferente de aque- caudales, 
lia a que estuviesen destinados será castigado con la pena de Suspen- 
sión del empleo en su erado medio; si de ello resultare daño o entorpe- 
cimiento para el servicio u objeto en que debian emplearse, y con la 
misma en su grado mínimo sino resultare daño o entorpecimiento. 

Art. 237. El empleado público que, debiendo hacer un pago como ¿^f|J**^* pagoor- 
tenedor de los fondos del Estado, rechazare hacerlo sin causa bastante, 
sufrirá la pena de suspensión del empleo en sus grados mínimo a 
medio. 

Esta disposición es aplicable al empleado público que, requerido por 
orden de autoridad competente, rehusare hacer entrega (te una cosa 
puesta bajo su custodia o administración. 

Art. 238. Las disposiciones de este párrafo son estensivas al que se 
halle encargado, por cualquier concepto, de fondos, reutas o efectos mu- 
nicipales o pertenecientes a un establecimiento público de instrucción o 
beneficencia. • . 

Art. 239. El empleado público que en las o{>eraciones en qiie interW- va^^iJaje lucro!' 
niere por razón de su cai^u, defraudare o consintiere que se defraude al 
Estado, o las Municipalidades o establecimientos públicos de in^tnic- 
cion o de beneficencia, sea orijinándoles pérdida o privándoles de un 
lucro lejítimo, incunirá en las penas de presidio menor en sus grados 
medio a máximo, inhabilitación pei*petua para el cargo u oficio y multa 
del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado. 



También y sobre el mismo punto es conveniente y 
guarda estrecha relación, lo dispuesto en la lei patria de 
junio 23 de 1868, por la cual se autoriza la prisión por 
deudas. 

3.^ Contra los administradores de establecimientos de educa- 
ción o de beneficencia creados o sostenidos por el Estado o sujetos a 
la inmediata inspección del Gobierno .... 



Eemocion de empleados administrativos. 

£1 art. 11 dice: el Intendente es responsable de los abusos que, con Orljen fllosófico i cons' 
su tolerancia, cometan los Gobernadores. ÜSlí?**** ** *^*^ 

Deberá amonestarlos, o llamarlos al cumplimiento de su deber; y po- 
drá removerles de su empleo en caso ffrave, dando inmediata cuenta al 
Presidente de la República para obtener su aprobación y para que se 
les someta a juicio, si hubiere causa bastante. 

£1 Intendente ejercitará estas atribuc'iones procediendo de oficio o a 
petición de parte. 



cuitad. 



Este artículo como los que con él tienen conexión di- 
recta y que van a apuntarse en breve, deriva de los si- 
guientes preceptos constitucionales: 



Art. 118. 

Los Gobernadores son nombrados por el Pre- 
sidente de la República, a propuesta del respec- 
tivo Intendente, y pueden ser removidos por és- 
te, con aprobación del Presidente de la Repú- 
blica. 



Las Snbdelegaciones son rejidas por im Subdele- 
gado subordinado al Gobernador del departamen- 
to y nombrado por él. Los Subdelegados dura- 
rán en este cargo por dos años; ])ero pueden ser 
removidos por el Gobernador dando cuenta mo- 
tivada al Intendente; — pueden también ser nom- 
brados indefinidamente. 

Art. 121. 

Los distritos son rejidos por un Inspector bajo 
las órdenes de un Subdelegado que éste nombra 
y remue^'c, dando cuenta al Gobernador. 



Consecuente coa este principio, lalei actual consigna, 
bajo el Dúm. 9 del art. 2, y bajo e! rubro jeneral de "De- 
beres y atribuciones del Gobernador", lo siguiente: 

9.° AmoiiMtar. ap^rcLliír y Bonieler a ¡"icio, según los i-"'-^' « Ií." 
Subdílegailo» e Iiisiiíclnreí', prweclimiilo direttameiite i-eii| 
prímeniH, y por nieclio He 6stna rmpecLo He los Iiinpeclnreí. 

AlvnHürá ¡as queins cjtie ne prpBeiitt^n contra ratos fuiícioi 



«olverii. (>}^ii[lo]iH rrévÍHtni^nle: ppro citaiidü los hechos denunciados 
roii»lÍliiv«n.'ii 1111 delito, el coiiücimienlo del negocio correxponderá a lot 
TñbuiialoH de Jii«ticia. 

,1 Estos mismos preceptos se hallaban consignados en la 
leí de 1844 en los articuloa siguientes: 

Art. 67 El Intendente, como reiireíentanta del Poder Ejecutivo en 
la provincia que le eetrt confiada, celará la conducta iniaisl«ríitl de 
todoB los fuDciouarioB que ejercen en ella bub deslinoa, para instruir at 
Préndente de In Bepública Ue loB excresos o fallas graves caque incurren 
loe de primer [írden, j proceder reipectu a los luferioreB j a Iub suLal- 
tenios suyos del modo que se espresa en Iub ai-|fculoa que siguien: 

Art. SO. Los Intendentes han de remover a loa Gobernadores departS' 
mentales, para cuyos destinos propoiidrAn siempre personas que tengan 
las ciiolidailes que la presente leí requiere, i cuando observaren quo 
descuidan éstos gravemeute el fiel cumplimiento tía sn ministerio, j 
quH no es bastante para llamarlos a su deber, la reconvención que de- 
ben houKrleB antes de removerlos: llegado esle caso, dar^ cuenta ■! 
Fresidenie ds la Kepública de la remoción y de sus motivos, para i]ue 
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preste su aprobación rí lo hallare justo, y mande, si la gravedad de 
taleá motivos lo exijiere, que se siga la correspondiente causa; siendo 
los mismos Intendentes responsables deilios abusos y lalías de los Go- 
bernadores y de los demás funcionarios de su dependencia, si han sido 
cometido]^ o han quedado impunes por la tolerancia o poco celo de 
aquellos jefes. 

Art. 6Í). Cuando se hallareiL en el caso de cumplir con lo dispuesto 
en el art. 129. deberán precisamente pedir el informe al Gobernador de 
quien se hubiere interpuesto queja, y en vista de lo que esponga, deci- 
diríin lo que encuentren justo, ciñéndose a lo que previene el artículo 
citado; pero si la reclamación fuere sobre materia contenciosa provee- 
rán: ocun'a el querellante al juzgado competente. La ejecución de lo 
mandado en el presente CVkligo está sometida a los Intendentes, siendo 
ellos rí^sponsabies, no solo de toda falta de observancia en que incurran, 
sino también de las del mismo jénero que cometan sus snbalternos y los 
particulares, siempre que haya sido descuido o tolerancia de parte de 
dichos Intendentes. 



Existe un punto relacionado con el que acaba de de- 
batirse; el de la obediencia absoluta que se debía a las 
órdenes superiores. 

El art. 84 de la Lei de 1844, se espresaba en estos- tér- 
minos: 

Art. 84. Cuando un Intendente diese a cualquiera de los funcionarios Obediencia y subordi- 
o particulares de la provincia que le está confiatla una orden, que ha de nación Jerárquica, 
cumplir aunque no sea legal, podiá pn*sentarlacon el debido re^peto a 
la antorídad de donde emano, pero si ésia d¡>»pusieve que lo ordenado se 
lleve a efecto no obstante la esposiciou que se le halla hecho, deberá 
dársele pleno cumplimiento pudiendo el encargado de la ejecución y to- 
do aquel, a quien tocase lo dispui^sto, quejarse en términos decorosos 
al Presidente de la República contra el jefe que espidió e hizo cumplir 
la mencionada orden, el cual será responsable de lodo atropellamiento 
o desafuero que se cometa en vii-tud de las disposiciones que emanaren 
de él mismo. 



Respecto a este deber de obediencia pasiva a las órde- 
nes y mandatos de las autoridades en su orden jerár- 
quico el Código Penal contiene las disposiciones siguien- 
tes: 

El art. 159, espresa que si el inculpado de infracción o limitación res- Exendon de resron- 
pecto de los ciudadanos en algunos de los casos constitucionales enu- J^^bllldad de loa subal- 
merados en el art. 158, jusliKcare que ha obrado por orden de sus •"^**®* 
superiores a quienes debe obediencia disciplinaria, las penas señaladas 
en otros artículos se aplicarán solo a los superiores que híiyan dado la 
orden. 

Art. 160. Si un empleado publico acusado de haber ordenado, auto- Ordenes arraneadas 
rizado o facilitado alguno de esos actos, pretende que la orden le ha ^^^ Borpresa. 
8Ído arrancada por sorpresa, será obligado, revocando desde luego tal 
orden para hacer cesar el acto, a denunciar al culpable; en caso de vo 
denunciarlo, responderá personalmente. 

Art. 161. Cuando para llevar a efecto alguno de los delitos enuncia- Ordenes faifliflcadas. 
dos, se hubiere falsificado o supuesto la firma de un funcionario público, 
los autores y los que maliciosa y fraudulentamente hubieren usado de 
la falsificación o supesiciou, serán castigados con presidio menor eu su 
grado máximo. 



Art. 226. Eu la mismas penas (suspensión y multa de 100 a 1,000 Casos do lejitima' de- 
pesos) incun'irán los empleados públicos cuando no cumplan las 6r- ^obedlemcla. 
ueues que legalmeute se les comuniquen por las autoridades superiores 
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competentes, a menos de ser evidentemente contrarias a las leyes o que 
haya motivo fundado para dudar de su auteuticidad, o oue aparescan 
que se han obtenido por engallo, o se tema con razón que de su ejecución 
resulten gi-aves males que el superior no pudo preveer. En estos casos 
Facultad del TribunaL el tribunal, suspendiendo el cumplimiento de la orden representará 

inmediatamente a la autoridad superior las razones de la suspensión, y 
si esta insistiese, le dará cumplimiento, libeitándose así de responsabi- 
lidad, que recaerá sobre el que la mandó cumplir. 

Pena de la verdadera Ademas de estos aitículos se encuentra el 252, que 

desobediencia* i . 

dice como sigue: 

El empleado público que se negase abiertamente a obedecer las órde- 
nes de sus superiores en asuntos de servicio, será penado con inhabili- 
tación especial perpetua para el cargo oficio. 

En la misma pena incurrirá cuando habiendo suspendido con cual- 

auier motivo la ejecución de órdenes de sus superiores, las desobedeciere 
espues que éstos hubieren desaprobado la suspensión. 
En uno y otro caso, si el empleado no fuere retribuido, la pena será 
reclusión menor eu cualquiera de sus grados o multa de ciento a mil 
pesos. 



Comentando el primero de estos artículos, el señor 
Fuenzalida dice lo siguiente: 

Comentario de estos En este artículo se establece la irresponsabilidad absoluta de los em- 
prcceptos. pleados superiores de todas las jerarquías, menos la judicial, que ejecu- 

ten cualesquiera de los delitos en contra de los derechos garantidos por 
la Constitución de que hablan los artículos anteriores de este párrafo, 
cuando proceden por orden del superior jerárquico a quien deben obe- 
diencia disciplinaria. Sin embargo de esta irresponsabilidad, no se 
sigue que la obediencia sea de tal modo pasiva que los inferiores no 
puedan suspender una orden ilegal. El art. 252 solamente impone pena 
cuando hai negativa abierta a obedecer las órdenes de los superiores en 
asuntos del servicio, y cuando, habiéndose suspendido por cualquier 
motivo la ejecución de órdenes emanadas de los superiores, la desobe- 
decieren los empleados inferiores después que aquellos hubiesen desa- 
probado la suspensión. 

De aquí resulta que los empleados de oue hablamos tienen derecho 
para suspender dichas órdenes, mas no obligación de hacerlo; de suerte 
que si no usan de su derecho no incurren en responsabilidad, aun cuan- 
do las órdenes sean ilegales. 



Por SU parte el señor Vera, al comentar el art. 226 
arriba citado emite el juicio que sigue: 

La Comisión redactadora del Código Penal estableció a este respecto 
que era necesario que la orden fuera comunicada por el conducto dia- 
puesto por la lei: asila Excma. Corte no estaria obligada a respetar un 
indulto trascrito por el Intendente de la provincia. Se requiere ademas 
que la orden se refiera a asuntos de la competencia del que la dicta; 
pues si un Gobernador, por ejemplo, le manda a un Juez letrado fallar 
una causa en tal o cual sentido, practicar tales o cuales dilijencias, so- 
bre las cuales a él solo le corrasponde resolver, no estará obligado a 
respetar el mandato. Esto, por desgracia, no es i*aro entre nosotros: no 
hace mucho tiempo que un Intendente quiso obligar a un Juez de letras 
en lo criminal a que procediera en ciertonegocio apesar de haber habido 
fkllo. £1 Juez hizo respetar sus providencias, el Intendente se quejó al 
Ministro de Justicia y éste hizo llegar a la Excma. Corte los anteceden- 
tes y el Tribunal declaró que no habia mérito para proceder contra el 
Juez: eu una palabra, aprobó la conducta mncionaria de ese majis- 
trado. 
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Por lo demás el articulo ee bien fácil de comprender. Toda autoridad 
inferior debe dar inmediato cumplimiento a las órdenes superiores, pero 
si cree que lo mandado es contrarío a las leyes o que puedan resultar 
perjuicios graves en su ejecución, o si duda de la notoriedad de tales 
mandatos o que descansan en un error en que se ha hecho incurrir al 
superior, su deber es entablar su reclamo en el acto, y si a pesar de es- 
to, se le ordena que lleve a efecto lo mandado, debe hacerlo sin dila- 
ción: su responsabilidad queda a salvo, las consecuencias pesan en- 
tonces en el qiie ordenó tales cosas y no en el que las ejecuta. 

£1 juez de letras debe obediencia a las Cortes de quien depende, se- 
gún la materia de! negocio. 

El Intendente al Presidente, el Gobernador al Intendente, el Subde- 
legado al Gobernador del departamento y así sucesivamente; pero una 
autoridad no debe mezclarse en las atribuciones de otra porque esta 
abrogación de facultades trae fatales consecuencias y el desquiciamien- 
to de todo poder bien constituido. 

La anarquía y el despotismo no tardan entonces en presentarse en 
todo lo que tienen de feo, repugnante y desmoralizador. 



A SU turno el señor Fuenzalida en sus comentarios al 
Código Penal, se espresa con relación al art. 252 en la 
forma siguiente: 

Según este artículo, los empleados públicos solo tienen facultad de 
suspender las órdenes de sus superiores y con la obligación estricta de 
dar cuenta y de ejecutArlas inmediatamente que el superior desapruebe 
la suspencion. Mas, dichos empleados no tienen deber sino derecho pa- 
ra suspender las órdenes de que hablamos; y, en consecuencia, si un Go- 
bemauor ejecuta la orden del respectivo Intendente, dada en asuntos 
del servicio, no tendrá ninguna responsabilidad por. mas ilegal y aten- 
tatoria que sea. 

Esta doctrina que ya el Código ha dejado sancionada en el art. 159, 
no es la que había aprobado la comisión redactadora si hubiese sido 
consecuente en la idea prudente y conciliadora que consignó en el art. 
226 como lo hicimos notar en el estudio de éste y del 159 recordado. 
No hay razón, en efecto, para que solo los empleados de la jerarquía 
judicial incurran en pena sino suspenden las órdenes de los superiores 
jerárquicos, habiendo motivo para ello; y no los demás empleaaos que, 
en igualdad de circunstancias, solamente tienen el derecho de suspen- 
sión, del cual pueden o no usar discrecionalmente sin incurrir en nin- 
§una responsabilidad, aunque se trate de un gran crimen. Esta infim- 
ada diversidad de disposiciones parece que provino de haberse toma- 
do a la letra los mandatos de los códigos de Béljica y de España sobre 
este punto, sin fíjar la atención en el art. 2^ que habla reconocido las 
ideas que mejor concillan el ónlen con la libeilad. 



Besponsabilidades. 

Mas allá, y siempre en el mismo sentido la lei actual 
contiene el siguiente precepto. 

Art. 38. Los Intendentes, Gobernadores, Subdelegados e Insnecto- 
res, son responsables de los delitos que cometan en el ejercicio ae sus 

funciones. 

Su responsabilidad civil o criminal se hará efectiva antes los triba- 

nales establecidos por la lei. 

Esta acción prescribirá en seis meses contado desde el día en que tu- 
viere lugar el acto u omisión que se les imputare. 

A este respecto la Constitución de 1833 establece 
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Art, 38. 

reSoaTiono^cSÍ-°de*^^ Son atribucíoTies esclusivas de la Cámara de 
KdeX. *'''°*''* ^^^ Diputados 29 Acusar ante el Senado cuan- 
do hallare por conveniente hacer efectivo la res- 
ponsabilidad de los sio[uientes funcionarios. . - . 
A los Intendentes de las provincias por los 
crímenes de traición, sedición, infracion de la 
Constitución, malversación de los fondos públi- 
cos y concusión. . . . 

En los tres últimos casos la Cámara de Dipu- 
tados declara primeramente si ha lugar o no, a 
admitir la proposición de acusación, y después, 
con intervalo de seis dias, si ha lugar a la acusa- 
ción, oyendo previamente el informe de una co- 
misión de cinco individuos de su seno elejida a 
la suerte. Si resultare la firmativa nombrará dos 
diputados que la formalicen y pongan ante el 
Senado. 

Art. 39. 

Trlbonales a quleues ci j*i* ii/^* i a i 

toca Juzgarlos. bon atribucioncs de la Cámara de benadoi'es 

2'?. Juzgar a los funcionarios que acu- 
sare la Cámara de Diputados con arreglo a 
lo prevenido en los artículos 38 i 98. 

Art. 98. 

Carácter y atrlbudo- t^i oi i . / i • • . t t 

TribimS ^**^^ ^^^ ^'^ benado juzgará al mmistro, procediendo 

como jurado y se limitará a declarar si es o no 
culpable del delito o abuso del poder que se le 
A . ^ imputa. 

Quorum noceaariopa. í-ii . i ii*i'iiii / 

udad '*"° ^^ cuipabj- j^a declaracion de culpabihdad deberá ser pro- 
nunciada por los dos tercios del número de Se- 
nadores presentes a la sesión. Por la declaracion 
de culpabilidad, queda el ministro destituido de 
su cargo. 

El ministro declarado culpable por el Senado 
será juzgado con arreglo a las leyes por el tribu- 
nal ordinario competente, tanto para la aplica- 
ción de la pena señalada al delito cometido 
cuanto para hacer efectiva la responsabilidad ci 
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vil, por los daiios i perjuicios causados al estado 
o a particulares. Lo dispuesto en los art. 95, 96, 

97 y en el presente, se observará tamhien respecto 
de las demos acusaciones que la Cámara de Dipu- 
tados entablare en conformidad a lo dispuesto en el 
inciso 29 art. 38 de esta Constitución. 

Abt. 104. 

Son atribuciones del Consejo de Estado ,, 

— .6? Declai-ar si hii lugar o no, a la formación " 
de causa en materia criminal contra los Inten- 
dentes, Goberuadores de plaza y departamento. 
Esceptúase el caso en que la acusación contra los 
Intendentes se intentare por la Cámara de Di- 
putados. 

... .8? El Consejo de Estado tiene derecho de 
moción para la destitución de los Ministros del 
despacho, Intendentes Gobernadores y otros 
empleados delincuentes, ineptos o neglijentes. 



Antes de entrar en el terreno de tramitación que co- 
rrespoude al artículo en exámeu, es deimperiosa necesi- 
dad, transcribir aquí loa iateresaotea comentarios que 
el autor de la Constitución ante el Congreso, liace a pro- 
posito de este cuestión. 

Son Io3 siguientes: 

Par el momento nos cormipundi^ i'eoordar Ins cuesMonsB a que han 
daclu luKHr InH áciisacinni-H cuntra Iub liitcniliíiiltn! y Mujintradoi' de loe ^ 
tribunarpH Bupi-riiir««, IdsciihIh. del raii>nio niixlo que Ium ii\k \a Cá- 
mf^iL (le Dipiilodus iIiTOCLi«f rutiti-a lúa miruibroa de la Cuiiiifiíiu Ciin- 
B«rvadora |H>r grave luniniuii en e\ eiimplimietitu del de)ier que les im- 
pone la purtu 'fí del iirt. ñ'*, ee Hiijeiau a Ina funimliiUdeH ebpeelitlea 
que ««taulvcu el úlliino pArratü del art. 36, 

NutarcnioH dewle luego, j piir {iimFujeneral, quo la Climnni de Di- 
putado» ejereein facultad dti n<^iiitBr bien nea que w ennieiilre l'uncio- 
Daado en «eHÍuiiea nrdmiuiíM o OHliiuinliluii'iBii. viii necefidnil de que 
el cJFGUtivu incluva I» BCUBvIoneTiIncoiivocalurln. Ak! «e deiliire de las 
pKlábrae runiufq ín//ar«}»r lUnrmieuM que emplea 1» coiiKtttuciuii en 
el primer ¡MÍri'ato de la aliílinciiin quees tniitería de nuei^tm» ubserva- 
ciouea, ¡- aáí lii resuelve la práL-tica cuiiataiite de niiesli'as Camnnw, 

Í)ráclica que es peifeclamente con-ecta y ciinHllluiñntial, como lo mniii- 
iíetareulas clI eetudJar las cueHliuiiiw que lia sujerido la aplicación del 
srt. 53. 

No ha ocurrido ca£o atgitiiu de ariiflaciou eonlrn miembroH de la Co- ' 
uíhüh Coiieervadui-a. Alriidida lu naturaleza de su» funcioiicü qtie a ^^ 
stn eocomienda el ait. 58, y lomando eti cuenta que solo son aciisablea 
1U8 niiembrog cuando omiten dirijir al Pt^'sidentf de la Kepúbüca re- 
presentaciones conducentes a velar por la obeervaticia de !a Constituciun 
j- de las leyes, y a prestar protección a las garantias indiTiduales; nos 



78 



parece poco menos que ímpoBÍble aue ocurra el ca8o de tal acusación, 
pues, para aue ella tuviere algiin lundamento, sería menester probar, 
no solo que iiubo una infracción de la Constitución y de la lei, y un 
atropello de las garantías individuales de cierta gravedad, siuo que los 
miembros de la Comisión Conservadora tuvieron noticia del hecbo, que 
lo caliücaron como tal infracción o atropello, y que, a pesar de esto, 
incurrieron en la grave omisión de no representarlo al Presidente de la 
República. 



* 



La Constitución después del párrafo destinado a la acusación contra 
los miembros de la Comisión Conservadora, respecto del cual es inútil 
agregar cosa alguna a lo ja dicho, establece que los Intendentes de 

Srovnicia pueden ser acusados ante el Senado por la Cámara de Diputa- 
os por los crímenes de traición, sedición, infracción de la Constitución, 
malversación de fondos públicos y concusión. 

De estas acusaciones iia habido mas de un caso y ellas han suijido 
las dificultívdes siguientes: 1^ ¿Dentro de qué término puede un Inten- 
dente ser acusado por la Cámara de Diputados ante el Senado? 2? ¿Qué 
se entiende por cnmen de infracción de la Constitución para los efectos 
de tal acusación? 3^ ¿Puede la Cámara de Diputados proponer votos 
de censura contra un Intendente? 4? ¿Puede dicha Cámara acusar ante 
el Senado a un Gobernador? 



« 



Tiempo en quo se pue- Primera cuestión. — En cuanto al tiempo dentro del cual pueden ser 
de acusar a un Intea- acusados los Intendentes, obsérvese que la Constitución guarda com- 
^®^*^ pleto silencio, y otro tanto sucede respecto de todos aqut»llos funciona- 

rios que son acusables ante el Senado por la Cámara de Diputados con 
escepcion solamente del Presidente de la República y de los Ministros 
de deripacho. En cnanto al primero, el art. 6',l fija para la acusación el 
año inmediato a la espiración del período presidencial; en cuanto a los 
último», el art. 101 señala el ténnino del ejercicio del cargo y los seis 
me^es siguientes a la separación. 

Kada dice la Constitución respecto al plazo dentro del cual son acu- 
sables por la Cámara de Diputados los' Intendentes, niojistrados de los 
tribunales superiores y demás funcionarios a que se refiere la parte 
segunda del art. 38 (Cousejero.s de Estado, Jenerales de Ejército o ar- 
mada y miembros de la Conii.-<ion Conservadora), parece evidente que 
solo pueden ser acusados mientras ejercen sus funciones, ya que una 
vez que hubieren cesado de desempeñarlas desupareceria el funííameuto 
en que descansa princi})alniente la facultad encepcional de acusar, que 
en lodos los paires sujetos al sistema representativo, corresponde y debe 
corresponder a la Cámara de Diputados, de Representantes o de Comu- 
nes, ante la otra Cámara. Ese fundamento es necesario obtener que un 
funcionario indiiíno sea separado del puesto «jue no podria continuar 
desempeñando sin grave ofei.sa para la vindicta pública. 

He aquí ponjue eí art. 98 de la Constitución, al detenninar las facul- 
tades (jue el Si luulo ejerce en el Juzgamiento de los funcionarios que 
aate él, puede uciisar la Cámara de Diputados, establece que la decla- 
ración lie culj)al)ilidad hecha |>or aquel cuerpo prodúcela destitución del 
acusado, el cual j)inHle ser juzgado con arreglo a las leyes por el tribu- 
nal ordinario competente, tanto para la aplicación de la pena señalada 
al delito conietidíí, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil 
por los daños yperiuicios causados al Estado o a particulares. Así, 
como sucede en Inglaterra, según dice Macaulay, desde la caída de 
Roberto Walpole en 1742, debe reputaree la pérdida del cargo y la de- 
saprobación pública como un castigo suíiciente para los errores de la 
administración, no imputables a hechos peraonales de corrupción. De 
estos últimos, toda vez que constituyan delitos, debe buscarse el casti- 

Ífo ante el tribunal ordinario competente*. Luego, pues, y esceptuando 
08 casos de acusación contra el Presidente y sus ministros, porque 
respecto de ellos la Constitución dispone otra cosa, por motivos que, a 
su tiempo indicaremos, es obvio que un Intendente no pue<le ser acusa- 
do por la Cámara de Diputados una vez que hubiere dejado de serlo. 
La Constitución autoriza a dicha Cámara para acusar a los Inteuden- 
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tee, mas no a loe Ex-Intendent«s de provinoia. Otro tanto decimos de 
los maUstrados de los tribunales superiores de justicia, de los Conseje- 
ros de Estado, jenerales de ejército o armada y miembros de la Comisión 
Conservadora. 

La opinión que acabamos de emitir, fué sostenida en sesión de- la Oplnloies ele eetadia- 
Cámara de Diputados de 3 de Julio de 1849 por el senador don Juan ím. 
Bello, 7 la de 7 del mismo mes y año por el señor don Victorino Lasta- 
rria. 

En idéntico sentido discurrió el señor Marcial Martínez cuando, al 
dar cuenta el Sr. Ministro del Interior, don Luis Amunátegui a la 
Cámara de Diputados, en sesión del 27 de Noviembre de 1869, de que 
el Intendente del Maule, señor don Nicolás Figueroa, acababa de ser 
reemplazado, declaró en el acto que no tenia otrp objeto; y que no po- 
día ser ventilada la acusación; que su proposición contra dicno Inten- 
dente pendía ante la Cámara. Ésta aceptó, en su sesión inmediata del 
29 del mismo raes, la manera de ver del Sr. Martínez, admitiendo el 
retiro de la acusación por 44 votos contra 6, y sancionando así la teoría 
que dejamos espuesta i cuya verdad nos pareoe iucontravertible. 

Esta teoría es tanto mas necesaria cuanto que la jurisdicción verda- 
deramente eecepcional que, en virtud de sus atribuciones respectivas, 
deben ejercer las Cámaras, la una acusando y la otra juzgando, no 
conviene sea ampliada mas allá de lo estrictamente necesario, a fin de 
que haya algún limite para el ejercicio de tan estraordinarias facultades 
y se evite el peligi'o de que la justicia que administran las Cámaras, sea 
frecuentemente poco justa, y se inspire, como de ordinario sucede, en 
pasiones políticas del momento. 

Una vez separado del puesto el funcionario que se intenta acusar, 
está satisfecha la razón en que reposa el sistema de acusaciones estra- 
ordinarias a que se refiere la parte 2? del art. 38 y debe cesar o suspen- 
der la acusación, menos en los casos en que la Constitución misma 
dispone otra cosa. 



* 



Scffunda cuestión. — ¿La infracción de una leí, y especialmente de ¿Qué so denomina In 
aquellas a que se refiere la Constitución, importa oríuit'n de infracción fracción de la Consti 
de ésta para los efectos de una acusación contra Intendentt«s de provin- tuclon? 
cías? 

Esta cuestión se debatió estensamente en sesitm de la Cámara de 
Diputados de 29 de abril de lb64, con ocasión de las acusaciones enta- 
bladiií^ contra los Intendentes de Aconcagua y de Col chagua, señores 
don José Antonio Pérez Mascayano i don Anjel Prieto Cruz. 

!Nof<<)tros soíítuvinios que la infracción de una lei, como la de eleccio- 
nes, a la cual se refiere la Constitución espre.sauíeníe en varios de sus 
artículos, importa infracción de la Constitución, y llamábamos la aten- 
ción de la Cámara a la importante circunstancia de que si a-íí no fuera, 
no He c<miprenderia por qué la Constitución autorizaba la acupacion 
contra Intendentes por infracción simplemente de ella, y no por infrac- 
ción abierta de la misma, como sucede tratándose del Presidente de la 
República. 

Ijok Ministros del Interio^y Hacienda, señores don Antonio Tecomal 
y Doniinj^o Santa María, sostuvieron la opinión contrana, apesar de 
que la Cámara, por el hecho de haber admitido a examen las proposi- 
ción ch de acusación contra aquellos Intendentes, se había pronunciado 
implícitamente en un sentido conforme a nuestra manera de ver. 

Los fundamentos en que ésta descansa se encuentran en el discurso 
que tuvimos el honor de pronunciar en la sesión citada, y que reprodu- 
cimos íntegro al fin de este volumen. 






Tercera cueHion. — La facultad de las Cámaras de votar proposiciones ¿Puede la Cámara 
de censura contra los Mñiistros de Estado, aunque fué puesta en duda 2®°?J5^' * ^° Int«n- 

Sor los señores Santiago Concha y don Domingo Santa María en sesión ^^'^"^^ 
e la Cámara de Diputados de 25 de agosto de 1865, es incuestionable. 
Mas aun, ella es la esencia del sistema representativo, como lo es la 
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facultad de lo» Diputados y Senadores para f»)niiii1ar interpelacioni». 
Quien puede inspeccionar la conducta de los funcionarios públicos, 
puede pedir explicaciones para formarse juicio cabal de los becho« sobre 
que recae la intüpeccion, y puede manifestar también la conciencia que 
Be ha fonnado acerca de la conducta del funcionario cujros actos se 
fiscalizan. 

Debe notarse, sin embargo, que la facultad de i^iternolar 1 de propo- 
poner votos de censura cuadra mejor a la Cámara de Diputados que al 
Senado. Llamado este cuer))o a juzgar a los funcionarios que ante él 
acusa aquella Cámara, es cuestión de prudencia de sus miembros abs- 
tenerse de manifestar opiniones anticipadas que pudiera implicarla para 
pronunciar sentencia nua vez llegado el caso ue conocer en una acu- 
sación. 

La Cámara de Diputados ha votado proposiciones de censura en 
rarios casos conti*ael Ministerio encabezado por el »eñor don José Joa- 
<]iiin Pérez; en 1870 contra el que precedia el señor Amunátegui; en 
1875 contra el Ministerio del señor Altamirano;y en julio de lt?78 contra 
el encabezado por el señor Vicente Reyes. 

No puede pues ponerse en duda, ni ante la teoHa ni ante la práctica, 
la facultad de interpelar y 'de proponer votos de censura que corres- 
ponde a los miembros de ambas Cámaras. Estas no podrían, sin ella, 
ejercer debidamente las altas atribuciones inspectivas que les confía 
el art. 58 en su primer párrafo. 

Pero esta facultad ¿llegará hasta el punto de proponer votos de cen- 
sura contra un Intendente de provincia o un Gobernador de departa- 
mentof El señor Manuel Antonio Matta sostuvo que sí, en sesión de la 
Cámara de Diputados de 20 de octubre de 1873, formulando una pro- 
posición que desaprobaba la conducta del Intendente de Valparaíso y 
de los Gobernadores de Quillota y Casablanca. 

Nosotros tuvimos el honor de ¿efender la pnmosicion contraria en la 
misma seiúou, sosteniendo que la Cámara de Diputados carece de la 
propiedad de proponer votos de censura contra todo funcionario que 
no sea Ministro de Estado. La razón eu que fundábamos y fundamos 
hoi, nuestra manera de ver se reduce a una sola, que nos parece de- 
cbiva. 

Aprobada por la Cámara una ])roposicion de censura contra un In- 
tendente o Gobernador ¿qué efecto produciría el acuerdo de la Cámara, 
si el funcionario censurado, no depende de ella ni está con ella eu rela- 
ciones directas, cuenta con el apoyo decidido del Ministerio? Contando 
el Intendente o Gobernador censurado con la aprobación o apoyo del 
Ejecutivo, es posible y aun probaV)le. que baria poco caudal el votí) de 
la Cámara. Ese voto tendría entonces que dai-ne contra el Ministerio 
mismo, y solo así seria eficaz y conducente. 

La proposición del señor Matta fué rechazada eu la sesión del dia si- 
guiente C'^ü de octubre de l'i7C)) por 'M votos contra 8. 

• 
« « 

Acusación de Gober- 4." Cuestión, — ;Puede la Cámara de Diputados acusar ante el Seua- 

nadorca i)or la Cámara* do a un Gobernador, a un juez de letras o a cualquiera otro funcionario 

que no esto espresanicnte mencionado en loa arts. 38 y 83 de la Cons- 

titucionf 

Nos parece que basta plantear la ciiestii)ii^}>ara decidirla negativa- 
mente. La facultad de acusar que la Constitución confiere a la Cámara 
de Diputados, y la de juz^rar que atribuye al Senado, cónfomie a los 
arts. 38 y 3^, es una verdadera escepcion al principio jeneral consig- 
nado en el ail. 108, de que solo a los tribunales establecidos por la leí 
corresponde el juzgamiento de todas las causas civiles y criminales, no 
pudiendo el Congreso, ni por consiguiente las Cámaras que lo forman, 
ejercer tales funciones, sino en los casos que la misma Constitución 
escej)túe espresamente. Luego, no estando incluidos los Gobernadores, 
jueces de letras, etc., entre los funcionarios que mencionan los arts. 
38 y 83, es claro que respecto de las causas en que ellos tuvierea 
parte rije «1 precepto jeneral del art. 108. 

Así lo ha decidido también, y no podia decidirlo de otra manera, el 
art. 5.° de la lei de 15 de octubre de 1875, refiriéndose en la primera 
de las escepcionea solamente a los espresados arts. 38 y 63 de N Cons- 
titución. 
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Acusaciones. 

Según los testos que preceden, un Intendente o Go- 
bernador puede ser acusado civil o criminalmente. 

El artículo que sigue, establece los tribunales que en- 
tienden en esos juicios según su naturaleza. 

Dice así: ^ 

Ai't. 39. Pura inptaurar acción civil contra Inteinl«Miíc <» CJohcrna- 
(lor será necesaria la declaración previa ile la Corte de Anelaciouey de 
8er admisible la demanda. 

Para proceder criminalmente, deberá preceder la declaración del 
Consejo de Estívdo de liaber lugar ít tbnnacion de cansa. La re8])ectiva 
Corte de Apelaciones recibirá bif* iníbnnaciones qne 8e le ofrecieren pa- 
ra acreditar los lieclios en qne la petición de de?iafnero pueda fundarse. 

El Concejo de Estado deberá })ronunciai*í'e sobre la solicitud en el tér- 
mino de sesenta días, y no se entenderá denegada sin el voto de las 
dos terceras palles del numero total d** los miend^ros de que se conipo- 
ne el Cou^ejo. 



Las disposiciones citadas a propósito del artículo an- 
terior, convienen y so aplican perfectamente al que se 
llalla en examen. 



.. -ij 



Doble acción. 



■\i 









,V-' 






Se ha visto ya, cual es el tribunal encargado de enten- 
der en las causas, y por delitos previstos por la Consti- 
tuciqp. 

Ahora, tratándose de delitos del fuero ordinario,' esos 
Tribunales, son, según la lei de octubre 15 de 1875: 

En 1** instancia la Corte de Apelaciones respectiva. 
(Art. 67). 

En 2^ instancia la Corte Suprema. 



* t ■ 



La lei de 1844 en su art. 28 decia: 

De Ia« causas civiles y de bus crinnnales por delitos comunes en P^'^ceptos de la lei do 
que fuere parte un Gobernad»u*, conocerá el .Juez de letras de su pro- 
vincia con apelación ante la Corte de Apelaciones, verificándose \nv- 
viamente respectí) a las últimas la declaración que compete bacer al 
Consejo de Estado con arreglo al número 6 art. 104 de la Constitución. 

8i la causa criminal que se nromovieiv a un Gobernador, fuese por 
traición, sedición, infracción de las leyes, o por cuabiuier abuso o ma- 
la administración de su cargo, Címocerá de ella en primera instancia la 
Corte de Apelaciones y en scejunda la Suprema de Justicia. 

El art. 23, a su turno había establecido que: 

En las causas civiles y criminales en (jue fueren ])arte los Intenden- 
tes, conocerá en primera instancia la Corte do Apelnciones. y en segun- 
da la Suprema de .Justicia, previa en las criminales la declaración de 
que babla la parte ü'^ art. 104 de la Constitución. 

Esccptúase el caso preveiddo en el párrafo 5." del número segundo 
art. ÍJ8 del mismo Codillo. 
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A propósito de los artículos de la lei orgánica de Tribu- igualdad de acción, 
nales arriba citados, el seüor Lira habia hecho ya notar 



que ae han igualado las causas civiles y las criminale» 
en que sean parte o tengan interés los Gobernadores de 
departamento con aquellas en que tengan interés o 
sean parte los Intendentes de provincia. 



" La innovación principal qiiü se encuentra en el aiií- 
"■ culo consiste en la iuiposicion de reglas que se bace 
al Consejo de Estado, tanto Respecto al término del pro- 
cedimiento, como al quorum necesario para absolver. 
El primero es el do itos meses; el segundo os el de dos 
terceras parles del número total de miembros de que se 
compone el Consejo. 

De suerte pues, que los votos, para producir absolu- 
ción deberán ser ouce. 



Dereolio de i-eciaiiiaeion 



Si éfUm pcrBÍi<te]i fii kilb rcHiluriiinm. vi i|iitMvllBiile tendía derecho 
psra uciirnr a In niiluriilad iiiitmlfHlHuii-iilM «iiiii-iiiir. 

Si ÓKta npniFlm lo ohrndo, )MKlra el itvinii imite acudir <le grailv en 
gradu iiuítn llegar ni Prtftldpiitt! ile In ürpiiblii-a. 

Este precepto do la leí es evidentemente pleonástico 

Otuerradoues; larcn- J" slo objetO. 

da da íSDcion. Desdo luego, en él, ni se ordena, ni poilria ordenarse 

al funcionario atender el reclamo, ni tauípoco se le cas- 
tiga por no hacerlo. 

Es pues, un derecho poteattiliro de los funcionarios 
ante loa que se reclame; o mas bicu diclio un autece- 
dente que el reclamante aconi]i;iñ;ir;i si desea, a bu soli- 
citud ante el Presideutí) de la Be pública. 

Su oríjen puede encontrarse en los artículos S3, 84 y 
128 de la lei de 1844. 



Otras facultades (le luliiiinisfracitin 

La lei impono ademis a los Intendentes y Goberna- 
dores los deberes sigílenles: 

:- Kiiiii. 16 art. 21. Pnii.v iiu« w ivt<|ii¡H'ii .v ci.nsm-i-ri .^ii el upo b 
que Fi>táii dw>tiiiiii)'ií< 1'm I> ' .< lívialirK j' iinuiíiiiHln' de usi, [iiilillio. 

Impedirá imperial iii^nti' ■, 'i:- si- ociijjv jinile slftuii.i de filos; v i|Ue ee 
hngnii obmv niiv miiiiduii ti i»<ii ciiiiiun. tiiiieitdu )ir<»eiit« In d'it'piK-sui 
en el Htulu 3." <U\ lil.ro II <Iel C»d¡g.> On-ii. 



He aquí esas di3p< - 

Arl. Sffi). Se llaiiiaii t¡ ■ 



1 ha lUO pertenece u tcMlos Ins habilantea de la noción, comn 
plazas, puentes y caminos, el mar adyacente ; bub playas, 
icneí TiairioBoíe» de uiopúlilico o Iñenti públitot. 
■a nacionales cuy» um> uu perteuece jeiieralmeiite a loa linl)i- 
iniaii bUnei del Ettada o iitaeí fisctde*. 

Sun bienes del Estado todas In» (ierrsB qne, estanilo sitúa- Bienes del Retado, 
de loe liiniteB tertitnriules carecen de otro dueño. 

Lúe puentes y caminos cotistruídos a e«pensas de jiereonas Fuentes ; camlm». 
I en tierras aun les purtsuecen, no son bienes nadonalus, 
duefioa peruntan su uro y goce a tudoH. 
u se fsttende a cualesquiera otras cdiiHtruccLaues beclins a 
particulares y en sus lierrau, aun cuando bu uso sea públi- 
miso del dueño. 

El mar adyacente liasta Is distancia de una legua marina, Derecho de pollcia< 
de la linca de mas baja marea, es uiar lerritoriaTy de domi- ™"" 
J; ñero el dereclio de policía, para objetos concernientes a 
d del país y la observancia de las leyes fiscales, se esliende 
«lanciu de cuatro leguas marinus niedldas de ta misma nia- 



. Los ríos y tudas las aL'uaa que corren por cauces naturales, Ríos y TerUcntes. 

nacionales y de uso público. 

IU8« las verlLeiiles que nacen y mueren dentro de una misina 

i pro¡>iei1a<l, uso y goce pertenecen a los dueños de las ribe- 

n con eslas a loa lieredel'OB y demás sucesorea de los dueiios. 

, LoB gran Jes l:igOB que pueilen navegaras por buques de mas Lngns naTegablcí ; 

leindas, son bienes nacionales de uso público. privados. 

iedail, uso y gooe de los oíros la(;os pertenecen a los pi-opie- 

. El UBo y goce que para el tránsito, riego, navegación, y Calleo, plazas j ca- 
ra otros objeto» lícitos, corresponden a los ]>artieidares en las mlnoa. 
las, puenles y caminos públicos, su el mar y sus playas, en 
IS, y jeneralinenle en tollos los bienes nacionales de uso pfi- 
ráu sujetos a las disposiciones de este Código, y a las Orde- 
erales o locales que sobre la materia se promulguen, 

'. Nadie podrá construir, sino por permiso espe<:ial de autori- Oonslmcclonea on Ih- 
■tente, obra alguna sobre las callea, plazas, puentes, playaB, 8"^' prthlLcos. 
jcules y demás litj^Bres de propiedad nacional, 

I. Las columnas, pilastras, gnulas, umbrales y cualesquiera Columnas y pLlaalros 
IniccioneB que sirvau para la comodidad u onl.ito de los edi- en odlHiaM particulares, 
igan parle deellos, no poílrfin ocupar ningim espacio, por 
He sea, de la Buperlicie de las callea, plazas, puentes, eaini- 
^_ lugares de propiedad nacional. 

HcioB en que se ha lolerado l.t prilc ticn contraria estarán snjs- 
spiísicion del precedente incisf^ ni se ivcoustruyei-eii. 

1. En los edificios que se construyan a los costados de calles Ventanss, balcones y 
no podrá liaber, hasla la altura de tres metros, ventanas, nlradorea. 
miradores u oti'Ob obras que salean mas de medio decímetro 
plano verilea! del lindero; ni podrá liaberlos mas arriba, que 
dicho plan» vertical, sino liasla la distancia horizontal de 

posiciones del artfculo precedente, inciso %", se aplicarán a Bccooatnccloncs. 

trucciones de iliclios e<li(icios. 

i. Sobre las obras que con permiso de la autoridad compe- 

H construyan en sitios de propiedad nacional, no tienen los 

■es que han obtenido ese permiso, sino el uso y goce da ellas, 

'opiedad del suelo. 

>uadas las obras, y t^miiiiado el tiempo por el cual se concedió 

lo. Be restituyen ellas y el suelo por el ministerio de la lei al 

;uce privativo del Estado, o al uso y goce jeneral de los habi- 

seguD {prescriba la autoridad soberana. 

1 se entiende lodielio si la propiedad del suelo ha sidocoacedt- 

MnenlB [lor el Eslaib. 

¡■i. No se podrán sacar canales ds loa nos para ninguu objeto Apertura de caoalei. 
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industrial o doméstioo, sino cou arreglo a las leves u ordenanzas res- 
pectivas. 
Lugareí de descxn- Art. 604. Las naves nacionales o estranjeras no podrán tocar ni acer- 
bai-que. carae a ningún paraje de la playa, escepto a los puertos que para e6t« 

objeto liava dcHignado la lei; a menos que un j>eligpo inminente de nau- 
frajio, o (le apresamiento, u otra necesidad semejan fe las fuerce a ello; 
y los capitanes o patrones de las naves que de oti-o modo lo hicieren, 
estarán sujetos a las penas que las leyes u ordenanzas respectivas les 



SocoiTO a náufragos. 



mi pongan 



Quo debe liacerse en 



Los náufragos tendrc^íu libre acceso a la playa y serán socomdos por 
las autoridades locales. 

Art. Gí)3. No obstante lo ))re venido en este título y en el de la acce- 
sión relativamente al donnnio de la nación sobre rios, lagos e islas, 
subsibtiiáu en ellos los derechos adquiridos por })articulare8 antes de 
la promulgación de este Código. 

Art. 654. Si un rio varia de curso, podrán Ioh propietarios riberanos. 



las varia cloncé del cur- ^jq^ permiso de autoridad conij»etente, hacer las obras necesarias para 
80 de ríos. restituir las aguas a su acof*tumbrado cauce; y la paite d« éste que per- 

manentemente quedare en seco accetlerá ala* heredades contiguas como 
el terreno de «luvion en el caso del art. 650. 

Concurriendo los riberant)s de un lado como los del otro, una línea 
lonjitudinal dividirá el nuevo teiTeno en dos partes iguales y cada una 
de éstas accederá a las heredades contíguíis, como en el caso del mismo 
artículo. 



TlciTindicacioncs 
Llenes. 



Se ha visto ya las atribuciones que leyes y decretos 
especiales hau dado a las autoridades locales sobre 
calles, caminos, poblaciones, etc. 

La lei de 1844, a su turno, confiriéndoles estas atribu- 
ciones decia en su art. 126 lo siguiente: 

Les corresponde igualmente impedir que se cien*en las calles o ca- 
minos públicos, V que en estos lugares y otros de uso común, se edifique 
o se construya alguna obra. 

Sobre este misnoio punto un decreto de mayo 31 de 
1882, encarga a los inspectores de oficinas fiscales 
que: 

. Art. 2.^ Cuando se denunciaren bienes que pertenezcan al Estado, 
o acerca de los cuales hubiere liíijios y fundados títulos j)ara reivindicar 
BU dominio, lo pondrán en conocimiento del Intendente o Gobernador 
respectivo. 



Prohlblcionei de ena- 
jenar. 



Atribuciones Municipales. 

También conviene poner a la vista de las autoridades 
locales, que tienen la Presidencia y dirección de las mu- 
nicipalidades, los siguientes preceptos extractados de la 
lei Orgánica de 1854 sobre enajenaciones, arriendos y 
gravámenes de esos bienes. 

Esos preceptos son los siguientes: 

Los bienes destinad<»sal nso público y común de los habitantes, como 
plazas, calles y pasóos, no piuíd^m ser enajenados por la Muiúcipali- 
dad. Le corresponde conservarlos, mejorarfos y hacer en ellos las mo- 
dificaciones que los hagan mas adecuado a su destino, y aumentancLo 
según lo exija el bien de la localidad; y respecto de las calles y plazas. 
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recnpprar las que hubieren sido cerrailae u ocupadas. Sin embarco, 
podrían enajenarse con autorización del Presidente de la República 
para regularizar las poblaciones y proporcionarse al incremento o 
nuevas necesidades de las mismas. (Art. (>5). 

Los bienes destinados a un servicio público especial como cárceles, ^,V^Í^ 7 ^^^ **"^ ^^^* 
mercados, etc., podrán ser enajenados siempre que se proporcione otro ™^ uades:' 
local o etlificio para el destino especial con ventaja del servicio muni- 
cipal, o para dar alas cálceles, mercados, etc., la estension v commli- 
dades que requiere el aumento de la población; sea necesaria la ena- 
jenación. (Art. 6(5). 

Los bienes raices que poseen las Municipalidades y oue no estuvie" Subasta; declaración 
reii afectos a un servicio público especial, y que estándoíos se hallaren P*^^**« 
en el caso del artículo anterior, podrán ser enajenados en subasta pú- 
blica en la forma que establezcan las ordenanzas municipales. La uti- 
lidad de la enajenación deberá ser calificada por los dos tercios de los 
municipales en ejercicio. (Art. 67). 

Cuando la conveniencia de la localidad exija la enajenación de loS 
bienes que habla el artículo prec?edente por permuta u otro contrato 
qiie no pennita la subasta, deberá calificarse la utilidad de la enajena- 
ción por los dos tercios de los municipales en ejercicio y obtenerae la 
aprobación del Intendente de la provincia. 

Si este fíincionario creyere la enajenación perjudicial a los intereses Facultades del Inten- 
de la localidad, volverá el acuerdo a la Municipalidad para que lo re- dente, 
considere, y si insistiese ésta por mas de las tres cuartas partes de los 
municipales en ejercicio, se llevará a efecto la enajenación. (Art. 66). 

La adquisición de propiedades para abrir calles, plazas u otras obras Formalidadefl para la 
análogas,. o dar ensanche o comodidades a las que existan o para situar adquisición de bitncB. 
un establecimiento municipal destinado aun uso público especial, se lle- 
vará a efecto acordando la compra los dos tercios de los municipales 
en ejercicio. Pero si la adquicision no tuviere nincuno de estos objetos 
será necesario para la compra que el Presidente de la República aprue- 
be el acuerdo. (Art. 69). 

£1 arriendo de los bienes raices a que se refiere el artículo 66 debe- id. para aiTiendos. 
rá verificarse en subasta, previo el acuerdo de las bases del contrato 

Í>or la Municipalidad. Podrá omitirse la subasta si los dos tercios de 
08 municipales en ejercicio lo acordasen, y el Intendente aprobare el 
acuerdo. 

El término de los arriendos no exederá de seis aiios. En casos espe- Términos para orrlcn- 
ciales y por grande utilidad, puede estenderse este término hasta por dos. 
nueve años con acuerdo del Intendente de la provincia. 

Art. 70. La municipalidad no podrá acordar rebajas en los annendos Trámite» para lias re- 
de propiedades ni alterar en perjuicio del municipio los contratos ce- bajas de cánones, 
lebrados ni dispensar de obligaciones contraidas en su favor. Si hubiese 
casos en que tales medidas fuesen escluidas por graves consideracio- 
nes de equidad, podrá adoptarse acordándola los dos tercios de los Mu- 
nicipales en ejercicio, y autorizándolas el Presidente de la República. 
Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a los remates o arrien- 
dos u otros contratos relativos a ramos municipales. 

Art. 71. Los bienes raices no podrán ser gravados con hipoteca si Hipotecas, 
no fuese acordado el contrato por los dos tercios de municipales liá- 
biles y en ejercicio. 

Art. 72. La enajenación de censos u otras rentas análogas que per- Enajenación de censos, 
tenezcan a las municipalidades, se someterá a las fonnalidades que pres- 
criben los artículos anteriores j>ara la enajenación de bienes raices. 

Art. 74. Los anuncios para subasta de bienes raices se j)ublicarán Publicaciones. 

Í)or lo menos tres mef^es antes del dia en que deba verificarse aqiie- 
la. Si grave inconveniencia de la Municipalidad exijiese en casos de- 
terminados que se reduzca este plazo, podrá limitaiHe a quince días, 
acordándolo los d<>« tercios de los Municipales en ejercicio. La misma 
regla se aplicará para los trabajos u obras municipales que deben eje- 
cutai-se por subasta y para los remates de ramos de arbitrios. 

Art. 83. Cuando la conveniencia de la localidad exijiere que se den Arriendo de entradas, 
en arriendo los ramos de entradas municipales, se liará siempre en su- 
basta, fijando la municipalidad el mínimun. El término de Ja subasta 
de estos ramos no exederá de tres años. Podrá sin embargo en casos es- 
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jjecíales y por gran conveniencia de la localidad estenderse al doble 

tiempo, con acuerdo del Intendente de la provincia. 

Personas Inhábiles pa- ^^ podrán subastar ni tomar en administración ramos municipales 

ra tratar con Manicl- de los miembros de la c<)q>oracion, el procurador, los ascendientes y 

P***^ descendientiis de cualouiera de éstos, sus otros parientes basta el cuarto 

prado de consanguinidad, o segundo de aíinida<]; sus socios; ni ser fia- 
dores de los rematantes ni tener ninguna parte en estos negocios. £1 
remate y subasta hecha contraviniendo a esta disposición será nulo, y 
responsable de los perjuicios que se sigan a la Municipalidad el que 
teniendo alguno de los impedimentos indicados hubiese tomado parte 
en la subasta. 
Acuerdos relativos a Art. 84. Los acuerdos relativos a enajenación, o adquisición de pro- 
de^ttet ral^a piedades r^ces o a su arriendo, se pondrán precisamente en noticia 

del Intendente de la provincia con todos los comprobantes de haberse 
conformado la Municipalidad a lo prescrito en esta lei a este respecto. 
Si en (quince dias el Intendente no hiciere observaciones^ se procederá 
a la ejecución de los acuerdos. 



Aceptación de herencias. 

Aparte de estas disposiciones, se hallan igualmente 
los preceptos siguientes: de cuya ejecución están encar- 
gados los representantes del Fisco y los Municipios: 

Sanción penal de la Las herencias del Fisco y de todas las corporaciones y establecimien- 
infracclon. tos piiblicos se aceptarán precisamente con beneficio de inventario. 

Se aceptarán de la misma manera las herencias que recaigan en per- 
sonas que no pueden aceptar o repudiar sino por el ministerio y con la 
autorización de otras. 

No cumpliéndose con lo dispuesto en este artículo, las personas na- 
turales o jurídicas i*epreñentaaas, no serán obligadas por fas deudas y 
cargas de la sucesión sino hasta concurrencia de lo que existiere de la he- 
rencia al tiempo de la demanda o se probare haberse empleado efectiva- 
mente en beneficio de ella. 



Funciones Judiciales 

Dice la lei vijente: 

Art. 17. El Gobernador no podrá ejercer funciones judicial«i ni resol- 
ver asuntos contenciosos y en resguardo de sus atribuciones podrá 
Ín*oniover contiendas de competencia, teniendo presente lo dispuesto eu 
os artículos 10 y 11 de la lei de organización y atribuciones ae los tri- 
bunales y en el articulo 222 del Código Penal. 

Art. ló. Cuando surja contienda de competencia entre un tribunal de 
justicia y el Gobernador, éste suspenderá la ejecución del decreto, ma- 
teria de la contienda, y remitirá o pedirá que se remitan los anteceden- 
tes al Consejo de Estado. 

Dice el art. 160 de la Constitución: 

oiíjen constitucional. "La facultad de juzgar las causas civiles y 

criminales pertenece esclusivamente a los tribu- 
\ nales establecidos por la lei. Ni el Congreso ni 

el Presidente de la República puede en ningún 
caso ejercer funciones judiciales o avocarse cau- 



k 

h. 






sas pendientes, o hacer revivir procesos feneci- 
dos." 



Ninguna majistratura, ninguna persona, ni reu- 
nión de persunas pueden atribuirse, ni aun a 
pretesfo de circunstancias estraordinarlas otra au- 
toridad o derechos que los que espresaraente se 
les haya conferido por tas leyes. Todo acto en 
contravención a este artículo es nulo. 

La lei de Eoero 10 de 1844 por su parte dispoDia: 

Art. M. Asi como caila Inteiiili^nte en obligada n cuidar de que eti Preceptos do 1» I 
su provincia Be admiuietre la Justicia con la debida pureza y legali- ''^ ^^**- 
dad, del mismo modo debe evitar loda injerencia de su parte y de 
la de todos los funcionarios que dependen de él en to que oorrespon- 
de a las atribuciDUCB eBcluBÍvae del Poder Judicial, bíu que iiiugu- 
Do de elluB ni dicho Jefe puedan caiio<%r en negocios conlenciueos, a 
iiu ser con el carácter de jueces arbitros, arbitradores y amigables 
compcnodoreB; pero no ee leiidrá por asunto contencioso laexttwion da 
las multas en que incurrieren los irifrac^oree de las 1e,veB y reglamen- 
tos de policía, ni ninguno de aquellos en que, por la presente toca co- 
nocer j decidir gubenialivameute R lüseuipleadoa del urden ejecutivo. 
Tampoco se reputará incontpatible el destnia del subdelegado o ins- 
pector con el de juez en negocios de menor cuantía. 



Consecuente con la escepciou iodicada en los artículos 
anteriores, la misma tei establecia los siguientes precep- 
tos: 

La de imponer mnltas, que no vscedan de 05 pesos, o en defecto una 
priaiou que no eseedn de cuarenta y ocho lioms, a Iiis que le desobede- 
ciesen o altasen al rexpeto, o n loa que turben el órdm o el aosiego 
páblico, cometiendo contravetieíotiea o delitos, sobre loe ciukles xe deba 
¡amar causa, por tener una pena iletermiiiada en las leyee, 

Ai't. 120. Ademas tienen los Gobernadores la facullnd de castÍBar 



do, o las otras obligaeionug que lee eslltn inipueslae, con tal que dichas 
fáltae u omisiones no sean de lax que tienen penas (telenninailas en el 
Código Cnniiual, o de tal graveilad por lae circunstancias que las 
acompañen, que merezcan un castigo mas serio que el que pueile im- 
poner el Gobernador, quejamos pnaaril de un mes de prisión, o de vein- 
te palos respecto a los solilados de policfa u oíros ajenies de la misma 
clase, debiendo en aquel caso entregar al delincuente a la jiiBtícia ordi- 
naria, para que se le siga la causa correspondiente, 

Art. lOT, Fuera de laa focultades que tienen los Gobernadores para 
hacer efectivas en su caso las penas inpueetas por las leyes y reglamen- 
tos de policía, la tienen también para imponer proporcionadas multas 
que jomas pasen de cincuenta pesos y en su detecto una piision que no 
«soMa de dos mcees, o los qae quebranten las disposiciones jeneralea 
concernientes a dicho ramo que partieren de los mismos Gobernadores, 
(ñendo obligados a hacer publicar en los perládicus al principio de ca- 
lla mes, Ina multas que en el anterior, ellos, loe subdetegacios o ins- 
pectores de su dependencia bnyan cobnulo, lo que eiempre deben veri- 
ficar dando recibo a los que las paguen j llevar ana cuenta exacta j 
fuflcientemente detallada de esas multas, ezijiendo que las lleven tam- 
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Preceptos de lei Orgá- 
nica de Tribunales. 



bien los otros fnncioiiarioft mencionados de las que saquen^ y que se 
las remitan a debido tiempo para gue los Gobefnadorea las pasen to- 
das mensualniente a las municipalidades, con lat< sumas que en ellas 
aparezcan, las cuales serán aplicadas con preferencia a objetos de Poli- 
cía por eí<t(>3 cuerpos, y servirán ademas para ciertos gastos indispen- 
sables de loíi gtíbienios de departamento, como premio a los individuos 
que hubieren aprehendido o cooperado a la aprehensión de im delincuen- 
te, pago de portadores de comunicaciones* en ca^os urjentes o a punton 
d<mde no pudieren ser conducidas por los correos establcí'idos etc., pa- 
ni cuyos fines solicitarán de los cabildos la« cuotas necesarias. 

Art. 154. A]^licarán los subdelegados que ejeix'en sus funciones fue- 
ra de los lugares de rei^iilencia (lo los Gobernadores, y harán que se 
apliquen por los inspectores que les están subordinados, las multas que 
las (íisposiciones de Policía impongan a los que las infrinjan, evitando 
cuidadí>samente todo abuso en el particular, exijiendo que los inspectores 
le remitan cada mes las que hayan cobrado con la correspondiente cuen- 
ta, en que se especifique las personas a quienes se haya exijido, en qué 
día, y por qué motivo, en cuya fonna llevarán también los mismos sub- 
delegados la cuenta de las multas que ellos saquen, para los efectos 
prevenidos en el art. 127 al que cuidarán de dar perfecto cumplimiento 
en la parte que les toca. 

Los artículos de la lei Orgánica de Tribunales que la 
lei cita dicen así: 

Art. 10. Para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar o hacer 
practicar los actos de instraccion que dec^jeteu, podrán los Tribunales 
requerir de las demás autoridades el ausilio de la fuerza pública que de 
ellas dependiere, o los otros medios de acción conducentes de que dis- 
pusieren. 

La autoridad legalmente requerida debe prestar el ausilio, sin que le 
corresponda calificar el fundamento con que se le pide, ni la justicia o 
legalidad de la sentencia o decreto que se trata de ejecutar. 



Lcl de 1644. 



La lei de 1844 tenia preceptuado sobre este particular 
lo siguiente: 

Art. 111. Los Gobernadores son obligados aprestar a los jueces de 
los departamentos el ausilio que les pidieren de la fuei*za que esté a sus 
órdenes pai*a practicar cualesquiera diligencias judiciales, y en especial 
para la a]n'ehension de delincuentes, la que aquellos deben procurar 
con actividad cuando al efecto sean competentemente requeridos por 
alguno de los mencionados jueces. Lo son también a facilitar el mismo 
ausilio a los empleados fiscales encargados de perseguir los contra- 
bandos. 



Disposiciones del Có- 
digo Penal. 



AiweheBsion de delin- 
cuentes. 



Como sanción de este precepto, se encuentran en el 
Código Penal las disposiciones siguientes: 

El <jue, desempeñando un empleo público no perteneciente al orden 
judicial, dictare a sabiendas i)ro videncia o resolución manifiestamente 
injusta en negocio contencioso administrativo o meramente administra- 
tivo, incurrirá en las pena» de suspensión del empleo en su grado mediu 
y multa de ciento a quinientes pesos. 

Si la resolución o providencia manifiestamente injusta la diere por 
neglijencia e ignorancia ineseusables, las penas serán en su grado mí- 
nimo y nudta de ciento a trescientos pesos. 

Art. Í¿á9. Sufrirán las penas de suspensión de empleo en su gi'ado 
medií) y multa de ciento a quinienttís pesos los funcionarios a que se 
refiere el artículo anterior, que, por malicia o neglijencia inescusableí* 
y faltando a las obligaciones de su oficio, no procedieren a la aprehen- 
sión y i)erKecucion de los delincuentes después del requerimiento o de- 
nuncia formal hecha por escrito. 
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Art. 230. Si no tuviere renta el funcionario que debe ser penado con 
suspensión o inhabilitación para cargos y empleos públicos, se le apli- 
cará ademas de estas penas la de reclusión menor en cualquiera de sus 
grados y multa de ciento a mil pesos según los casos. 

Art. !¿53. El empleado público en el orden civil y militar que reque- 
rido por autoridatl competent**, no prestase en el ejeixiicio de su minis- 
terio la debida cooperación para la administración de justicia u otro 
servicio pííblico, será penado con suspensión del empleo en sus grados 
mínimo a medio y multa de ciento a quinientos pesos. 



Relativamente a la formación de competencias, con- 
viene dar aquí ciertos datos aclarativos. 

Es el señor Lira quien va a proporcionarlos. 

En punto a competencia se denomina así toda contro- Qué es competencia? 
versia que se suscite sobre el derecho de juzgar en ciertos 
negocios. 

Estos conflictos pueden ser de jurisdicción o atribu- 
ciones. 

Conflicto de jtirisdiccion es el promovido entre auto- Qué, conflicto de ju- 
ridades, jueces o tribunales que ejercen jurisdicción de clJSesT"* ^ ^^ ^^^^"' 
diferente orden, como la militar y la civil; y conflicto de 
atribuciones es el que tiene lugar entre autoridades, tri- 
bunales o jueces de un mismo orden o de una misma 
clase, como entre un juez de letras y una Corte de Ape- 
laciones o entre dos jueces de letras, porque en realidad 
la cuestión no versa sobre jurisdicción sino sobre quien 
debe ejercerla, sobre a cuál de los contendientes atribu- 
ye la lei la facultad de conocer en el negocio. Ambos 
conflictos pueden ser positivos o negativos. Llámase 
positivo el conflicto cuando los dos o mas jueces conten- 
dientes pretenden ser competentes para entender en el 
negocio; y negativo cuando ambos sostienen que no les 
corresponde su conocimiento y se inhiben o declaran 
incompetentes. 



Por estas esplicaciones, puedo verse que las contien- 
das de competencia de que habla el artículo en examen, 
tiene por objeto la facultad de juzgar un asunto dado, 
siendo por lo tanto verdaderos conflictos de jurisdic- 
ción. 



Estos conflictos tienen establecido su Tribunal, según Tribunal quedcijc re- 
la Constitución y la lei. solverlos. 

El núm. 5.®, art. 104 de la Constitución reformada es- 
tablece entre las atribuciones del Consejo de Estado, la 
de 

''Conocer igualmente en las competencias en- 
tre las autoridades administrativas, y las que 
ocurrieren entre (ístas y los Tribunales de Jus- 
ticia." 



La lei de 1844, previeodo solo el caso de competen- 
cias militares establecía en su art. 88 lo sigiiieate: 

MapOElclonca de la leí Pura evilnr todo mol! 
^ (Itil fuero inilitnr se haya cié proceiler de un modu úiv 

cada Inlviidenle pedirá ni Comandiiiile Jetiernl dp Aniins de eu provin- 
cia, j b\ él miHitio ejerciere tnmliit-u este destino, a lo» ComaiidanteE Aa 
l'iB cuer|ioa afurailos niiu eKislaii en ella, una copia de Íoí lífllns ile t«- 
viütn un que consten lus nombres }' apellidos de loa individuos tpie loa 
componen con sus medias filiaciones y espresiun de su rexideiiclH, para 
que remitiendo a catla Oobernailor un tanto de la parte de díclia copia 
que corrrKponda al cuerpo o cuerpos que poKan de fuero y «e hall"u en 
su dqmrlanieiilo, no sea neceeario iilra prueba para coiioeder la excep- 
ción o prerrogativa extablecida a fnvor de Ins aRiradoe; prerinióndoee 
que los indicacluB jere« militares delien cutilar de trasmitir con oporlu- 

nidiHl al conocitnimitode los lat^ndeutealasaHéraciüiieí ' 

en las menciunadaa listns. 



Hoi, y dictada la lei OrgAoica de Tribunales, el fuero 

militar solo existe para las causas siguientes: 






tarea o que consistan en la infracción 
_ no pTi la de las leyes comunes da las 
cuales cüuueerSu loa Tribunales que el Código Militar d.-signa. 

Las uausns por delitos comunes que cometan loí mililnres estando en 
campana o en actos de) servicio niililar. o deiilro de sus cuarteles, todas 
las cuatea quedardn sujetas al conocimíeuto de los Tribunales que el 
Código Uililar desigua. 

Quedarán asimismo sujelas a los Tribunales que el Ciídif^ Militar 
ilesigna, lae detnaudas por deudas procetienles de la adniinistradiin mi- 
litar, cuyo valor no esceiln de doacieiitne pveos. siempre que fuereu 
inteipuextas por loa subalternos contra hus su|ieriorea. 

juirioi militares, r Bn Complementando esa espücaclon, se da eu seguida el 
tramitnciott. capítulo del mismo señor Lira refereute a los juicios mi- 

litares para cuyo conocimiento y fallo tiene competencia 
el Comandante Jeneral de Armas, y la ritualidad de esos 
juicios. 
Dice así: 



aUniie 





nlo corresponde por la lei al 


aiile Jeneral de Armas «e iiiteqi 




1 lo hemos indicado, ordena él q 


e posen al auditor de guerra, 


que este funciouaiiu los sustauci 





U-- 



lo la cuantta <1e estos juicios no llega lioi a Irescieutos pesos, se 
euiiocH de la demanda en juicio verbal. 

£1 decreto referido del Comandante Jeneral de Amian basta para 

Iue los (lucíales y demás dependientes cumparezcati a declarar a la caca 
el auditor desde subteniente hasta capitán inclusive, y a la Coman- 
dancia Jeneral de Armas desde sárjenlo mayor arriba; pero debe ciutr- 
selespormedio de oficios," 
'' En las causas militares los individuos de tropa que linn de declarar 
como testigos liaceu la sefial de la cruK y prometen a la patria decir 
la verdad; los oficiales o individuos graduados punen la mano dereciiB 
aobre el ptiíio de la espada y prometen bajo su palabra de bonor decir 
Ib verdad. 
Los demás testigos declaran en la forma ordinaria seguu su clase. 
Kednctada y firmada la sentencia por el auditor de guerra, la pre- 
senta éste al Comandante Jeneral de Armas, el cual, nistmido por el 
mismo auditor del mérito del proceso, la ñrma en lugar prominente. 



Eelá onlenaiío cjiir en eslas caneas se nfíora ol hecho y se cite la 
lei como las de fuero ordiiinrio. 

Como Ib cuantía de esloe j uicio" no puede llegar liiiy a treacLentoB 
pe«OH, DO hay recuran alguno contra In seutencia d«I Comacdaute Je- 
ueral de ArmnB. 

Art. 772. Las canans criminales de la eorapetPncla del Comandanta Pr"*"» t'*^"' 
Jeneiitl de Armas sobre falloe que no merezcan olm pena riue una li- 
jera advertencia o corrección «confíniica se sustancian también en pro- 
ceso verlial j se fallan sin apelación ni recnrsn alguno. Las demás 
causas cnminaleí de qne conoce el Comandante Jeneral de Armases 
BUHtanoiaii por el auditor de gueiTn, prÉTio el permiso de aquel majis- 
tredo; j la sentencia se redacta y se arma como en las causas crímina- 
leSQUe acabamos de tratar. 

TÍenen-tambien lugar en estos juioioe los recursos de apelación y de 
nulidad en la tonna ordinaria. 

8i la sentencia de! Comandante Jeneral de Armas impusiere alguna 
de los penas de muerte, degradación, destierro, suspensión o privación 
^-' nipleo, debe'consnlinrse a la Corte de Apelaciones, caso de no in- 
— "le apelación contra ella. 
_ . .. causas civiles o criminales de f|ue conocs el Comandante Je- 
neral de Armas actúa el escribano de Guerra. 
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Por su parte y en materia de competencias con aotori- toSSM^dmtaSraS- 
dades admÍDistrativas, la Corte Suprema, con fecha 22 ™». 
de Diciembre de 1863, ha espedido elauto acordado que 
seiusertaa continuación: 

Es deber de los jueces el defender con celo su iudepenpencla y sus 
atribuciones sin consentir jamas en la intrusión de un poder eslmño; 
lo cual, como han dicho distinguidos jurisconsultos, no es una prero- 
f^tiva de BU 6rden, sino una garantía que la sociedad tiene, de iine la 
justicia serñ bien adnnninlrada y ni que el temor al poder, ni las influen- 
cias del poderoso serAn bastante a e|ercer nna coacción moral en el fa- 
llo délos tribunales. Por esoT en eiercicio de la atribución que el art. 
146 de IttConslilucion de 1823 le confiere para protejer. hacer cumplir 
y («clamar a loa otros poderes por las garantías individuales y judicia- 
les ha amrdado la Corle Suprema: .■■... Dol»re.del«.ütorí- 

1." Que en las competey cías que las autoridades admimatrativas an¿jnd|iaai, 
promuevan a las judiciales que conozcan en alguna causa por senten- 
cia confínnatoria o revocatoria espedida por un tribunal superior, los 
jueces de primera instancia remitan los antecedentes al tribunal que 
pronunció ta sentencia para qne éste jeatione en el recurso entablado. 

2. ' Que, sin peTJuicio de lo anterior, lodo juez a quien se forme 
competencia por una autiiri dad adniinistraliva dé cuenta de ella a la 
Corle Suprema. fAulo aconlailo el 23 de Diciembre de 1863). 



Heqnei'imiento de servicios.— Gratitnidad de los 
negocios guberoativoa. 



Art. 19. E! gobernador no podrá requerir ningún a 
No podrá enijir erogaciones de ningim jénero. ni i 
Todos los negocios gubernativos se despacbaráu gri 

El precepto que antecede tiene su oríjeu en el pacto 
fundamental. 

Dice el artículo 149: 

No puede exijirse ninguna especie de serví- 



cío personal, o de contribución, sino en virtud 
de un decreto de autoridad competente, deduci- 
do de la leí que autoriza aquella exacción, y 
manifestándose el decreto al contribuyente en 
el acto de imponerle el gravamen. 

Dice el 150. 

Ningún cuerpo armado puede liaccr requisi- 
ciones, ni exijir ninguna clase de ausilios, sino 
por medio de las autoridades civiles, y con de- 
creto de éstas. 

Lalei de 1844, coasignaba el mismo precepto en st 
articulo 9 que dicei 

" Todos loB negocios pubenintivoH se despacharán gmlia, ubi en loi 
gobiernos de las provincins como en lo» da <lepartanieuto, ni que biiji 
niugii[i preleslo se pueda exijir por el desjuiclio dereclio o emolnineuti 
alguno. ■' 

I a propósito de las visitas, espresaba en el articule 
' 47 que: 

Vi el Intendente, ni ninguno de loe que lo acompañan en la vinta. 
orijiuantn gravamen alguno alo« |>urticulares o a loe puebloa, ni po 
drill recibir itAiliraa ni regalos de cual(|uiera especie que fueren, direc 
la ni indirectamente, con ningún preleslo o causa 

Bandon eitabiecida Fur SU parte el Código Penal contiene para los infrac- 
por (1 Código Pen«i. tores de ese precepto las disposiciones siguientes: 

Art. 147. El que bajo cualquier pretestn, impusiei-e a otros contri 
biicioues o les exijere, sin titulo pnru ello, servicios personales, iucurri 
rá en las penas de reclusión menor ni sus grados mínimo a medio ¡ 
multa de ciento a mil pesos. 
> Contrlbudonei. Art. Iñ?. Todo empleado pliWieo que sin un decreto de autoridat 

coin¡ie(etite, dediu:idi> de la leí que autoriza la exacción de una con 
triliucion o de un survlrio pei-sonal, Ins exijiere bajo cualquier pretesto 
serji penado con inhaliilitauiun e«pec¡al Jiara el empleo en cualquiera di 
los grados,; multa de ciento a mil [leHos. 

til la exacción de la coutñbudoii se hieierc con Animo de lucrarse 
el empleadlo culpable serfL considei'ado j penado como reo de estañi. 

Art. I5l*. CJufrirá la pena de suspuucion en hus grados minimo i 
medio si Buzare ile renla, ; la de reclusión menor en tu grado mínin» 
o multa lie ciento n mil peso», cuando prestare servicios gratuitos e 

empleado público que amiraríauente: 

EBpropíHdonps. Siím. 6." Esprapiare a otro de sus bienes o le perturbare eu pt 

posesión a no »er en U* caeos yne |wmiite la lei. 
Vejación. ,^<^- '■^^- El empleado piíblieo qne, desempeñando un acto del ser 

vicio, cometiere cualquiera vejación injiieln contra laa )iersoiins o usan 
de apremioe ¡kjílimos e innecesarios para el denenipetio del eervlcii 
respectivo, üemcasiigailo con las penas de siii<pencion del empleo ei 
oualquieru de sils gi'ndos y multa de cíenlo a mil peíos. 
Betardoi. Avt, Uü6. Kn iguales penas incurrirá twlo empleado piíblieo del or 

den adniinislmtivo que luallclosaniente retardare o negam a los partí 
ciliares la protección o servicio que deba dispensarles en conformidad i 
las leyes y reglamentos. 
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Tratado ya este puuto ocurre tratar aquí una cuestión 
^ue tiene una importancia a mi juicio suprema, puesto 
que se roza con los intereses de la clase mas meneste- 
itjsa y desvalida. 

Esa cuestión es la siguiente: , nad^ a'°ck7¿i%rden 

Pueden los reos de /a7¿a5, y por tanto sujetos a las ser obligados a trabajos 
penas alternativas de prisión o multa establecidas por i^"'^"^^^'' 
los artículos 494 a 496 del Código Penal, ser obligados 
por orden de la autoridad administrativa o judicial, a * 
barrer calles, o ejecutar otros trabajos correspondien- 
tes a la policía de salubridad, aseo o limpieza, fuera del 
establecinuento penitenciario al que han sido enviados, 
y del que no han podido exonerarse por falta de pago 
de la multa? 

Pueden esos funcionarios, sin incurrir en las penas de 
que tratan los artículos anteriores requerir los servicios 
personales y en las calles, de jen tes condenadas simple- 
mente a prisión conmutable en multa? 

Por osada que parezca y por nueva que sea la cuestión fund^rntS!*"^*'''*"* 
al enunciarla yo me Inclino decididamente a la nega- 
tiva. 

Los fundamentos de esta opinión son los siguientes: 

Dice el Código Penal: 

Art. 87. Los coiulenados a presidio menor y reclusión menor cum- 
plirán sus condenas en los presidios; los condenados a prisión leu cum- 
plirán en las cárceles. En unos y otros establecimientos deberá raante- 
iierse con la correspondiente separación a los reos menores de dieziseis 
aüos, mientras no se construyan otros especiales para ellos. 

Dice el art. 32. 

"La pena de presidio sujeta al reo a los trabajos prescritos por los 
reglamentos del respectivo establecimiento }>enal. Las de reclusión y 
PRISIÜX no le IMPONEN TRABAJO ALGUNO. '* 

Añade el art. 89. 

''Los condt'iiados a reclusión y prisión son libres para ocuparse en 
beneficio propix) en trabajos de su elección, siempre que sean compatible 
con la dÍKCÍj>lina reglamentaria del establecimiento penal; pero si afec- 
tándoles la^i responsabilidades de las regrhis l'.^ i 3?del artículo anterior, 
carecieren de los medios necesarios ])ara llenar los compromisos que 
ella* les imponen O no tuvieron oficio o modo de vivir conocido y no- 
nesto. estarán sujetos forzosamente a los trabajos del estahlefimiento, 
liaeta liacer efectivíus con su producto aquellas responsabilidades y pro- 
curarse la subsistencia." 



Código Penal. 



Comentando el art. 32, el señor Vera dice literalmente 
lo que sigue: 

''Las ponas de reclusión y prisión se diferencian déla de j)residio en 
que aquellas no imponen al reo trabajo aUjuno como esta última. El 
condenado a reclusión o prisión es libre para ocuparse de trabajos propios 

si le atjrada, o para pasar en la ociosidad si así lo prefiere " (Vera, 

páj. «8.) 



opinión del Sr. Vera* 



Del conjunto de estas disposiciones se desprende pues Beaúmen. 
lójica y evidentemente la injusticia e ilegalidad de las 



I'. 
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órdenes que obligan a los condenados a prisión a traba- 
jar, cualquiera que sea su naturaleza, y ya tengan éstos 
lugar dentro o fuera del establecimiento: 1.° porque la 
leí lo prohibe absoluta y repetidamente; 2.** porque ese 
trabajo no es compatible con la reparación de edades 
preceptuada por la lei; 2° porque él equivale a la pena 
de vergüenza pública, borrada por el art. 21 del Código 
Penal del catálogo de las que pueden imponerse en 
Chile. 
De consiguiente pues queda demostrado: 
1.** Que los condenados a prisión no pueden ser obli- 
gados a trabajo alguno dentro ni menos fuera del esta- 
blecimiento; y 

2.° Que las autoridades que impongan esos trabajos 
violan los artículos constitucionales y el de la lei de 
Eéjimen Interior que se examina, y se hacen acreedores 
respectivamente a las penas designadas por los artículos 
arriba citados del Código Penal. 



Estando ya en prensa este trabajo, ha aparecido el si-^ 
guíente voto especial de la Corte de Concepción, que' 
trae un importante apoyo a las opiniones ya emitidas 
por el autor, bajo su pobre e individual responsabilidad. 

Dice así: 

VOTO ESPKCIAL. 

En el proc(*sí) segiiitlo en Linares contra José Tomas Valdés por ha- 
ber matado al }*eo de presidio menor, Vicente Carrasco Parada, loa in- 
fi-ascritOB opinaron, como los demás miembros del tribunal, por confir- 
mar la sentencia que absuelve a aquel a virtud de constar que si ejecu- 
tó aquel hecho fue en cumplimiento de su deber de custodio para impe- 
dir la fuga de Carrasco. Pero constando también que esto ocuriúó con 
motivo de haber sido sacado ese reo y otros mas de la cárcel a trabajos 
públicos en las calles de la población, opinaron también que se dirijiese 
nna comunicación al Supremo Gobierno solicitando alguna medida que 
impida estas salidas de reos a trabajos públicos, que' envuelven en sí 
mismo una nueva pena a mas de lasque les imponen las sentencias con- 
denatorias o, por lo mdnos, una agravación de la de pi'esidio menor ira- 
puesta por los tribunales que lo juzgan, agravación que no espresan las 
sentencias y que 1(8 infrfiscritos no encuentran autorizada por el Código 
Penal; siendo así que en materia de penas, no puede ejecutarse ningu- 
na que no la presciiba la lei, y que ese mismo precepto rije, según el 
artículo 80 del Código citado, no solo con la peua misma, sino tambieu 
con la forma de la ejecución y con las circunstancias y accidentales oue 
puedan de algún modo modificarlas o alterarlas. La indicación que hi- 
cieron con este objeto no fué aceptadapor los señores Martines, Escobar 
y Novoa, considerando que la medida observada no es contraria al cita- 
do artículo 80. 

Creen los infrascritos que el Código Penal ha derogado la pena de 
trabajos o de obras pi'ibliciis que autorizaban leyes anteriores, tales co- 
mo el Senado Consulto de 20 de marzo de 1824 y el supremo decreto de 
22 de julio de 1837, pues no la pone entre las que taxativamente enume- 
ra, y (jue t.impoco puede suponerse incluida en las de presidio mayor o 
menor que con diversos grados prescribe. 

Respecto del presidio mayor es espreso el artículo 86, pues dispone 
que los condenados a esa y análogas penas "cumplirán sus coudenas en 
las cárceles penitenciarias" etc. Otio tanto sucede ivspecto de los con- 
denados a presidio menor, pues dice que cumplirán en las cárceles, miéu- 
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tras no se construyan los departamentos especiales pai*a los presidios que 
a ese efecto prescribe el artículo 87. No autorizando esos artículos espre- 
sameute la salida a trabajos u obras públicas, no es de lei la tal medida^ 
pues como queda dicho, todo lo que de alguna manera pueda en la eje- 
cución alterar o modificar la pena impuesta debe estar prescrito por la 
lei. 

Este priucipio del art. 80 no se altera con lo que dispone el inciso 2, ® 
del mismo, mandando se observe ademas lo que determinen los regla- 
mentos especiales dictados para el gobierno de los establecimientos en 
que deban cumplirse las penas, ni méuos con el hecho de estar autori- 
zada la salida a tales trabajos por los reglamentos de cárcel. Siendo to- 
dos esos reglamentos anteriores al Código Penal, ellos dictarcm reglas 
para una pena autorizada en aquella fecha por las leyes que estaban 
vijentes; pero quedaron en esta parte derogados, lo mismo que las leyes 
cuya ejecución reglamentaban, una vez que el Código Penal rijiendo 
desde el primero de marzo de 1875, acabó con la mencionada pena. 

Ademas, esa referencia del citado artículo a los reclamantes se refie- 
re a lo relativo al gobierno délos establecimientos, a los castigos dis- 
ciplinarios, a la naturaleza, tiempo y demás circunstancias de los tra- 
bajos, a las relaciones de los penados con otras pei^sonas, al rejimen 
alimenticio, sin decir una palabra sobre el lugar de los trabajos; lo cual 
manifiesta que sobre todo esto la lei habla en el supuesto ya sabido de 
tener lugar dentro de los presidios. Y esa misma idea se confinna en el 
art. 88 que, disponiendo como debe distribuirse el protlucto del traba- 
jo de los condenados, destina una parte a indemnizar los gastos que 
ellos ocasionen al establecimiento, y las restantes a favor de los dete- 
nidos y de sus responsabilidades civiles. Y nótese que ei<tos artículos 
son comunes a los presidios mayores y meuores, y también a las casas 
de corrección, y híista aquí a nadie se le ha ocurrido que los enceiTa- 
dos en las penitenciarias y en las casas de (jorreccion puerlan ser saca- 
dos a ejecutar trabajos u obras en calles u otros lugnres públicos, ¿y si 
a alguien se le ocurriere tal medida, se cree que seria aceptada? ¿Por quó 
esta diierencisil 

En cuanto a la oportunidad de la reclamación, liai lo siguiente: 
1. *^ Las Cortes de Alzada tienen que velar por el cumplimiento de las 
sentencias que pronuncian y porque no queden sin ejecución, ni se 
agraven o alteren las penas que imponen sus sentencias; 2. ® en los 
once años que lleva de vijencia el Código Penal, ninguna niuni<Mpali- 
dad ha dictado todavía los reglamentos que el nuevo orden de ésas re- 
quiere, y bien puede atribuirse en no pe(jueña partw esta omi.sion a la 
idea de convenir a los intereses locales la subsistencia del orden anti- 
guo; y X ® Ya que esas salidas dan ocasión ti desgracias como laque 
ha dado mérito a este proceso, no siendo el único que ocurre, conm que 
se presta a hechos de m.as o menos gravedael. se iin])one como un de- 
ber aprovecharlo para solicitar que la lei tenga su ejecución en la for- 
ma que la entienden los infrascritos. — Concepción mayo 7 de 1886. — 
Carlos liisopatron. — Galeañno Gallardo. 



Inspección judicial. 

8.® Velar por la conducta ministerial de los jueces y demás emplea- 
dos judiciales del ílepartamento. 

De las faltas que notare en aquellos dará cuenta al Presidente de la 
República, j)ara loa efectos del art. S'¿, inciso 3." de la Constitución. 

l)ará cuenta también a los jueces de letras de las faltas u omisiones 
en que incurran los jueces de subdelegacion o de distrito, para los efec- 
tos prescritos en los arts. 45 y 40 de la Lei de Organización y Atribu- 
ciones de los Tiibunales. 



Por la Constitución, según lo consigna el art. 81, inc. Orijen constitucional. 
3.**, se declara que, sun atribucioues especiales del Pre- 
sidente de la Kepública 
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**Núra. 39 Velar por la conducta ministerial 
(le los jueces y demás empleados del orden judi- 
cial, pudiendo al efecto requerir al ministerio pú- 
blico para que reclame medidas disciplinarias 
del tribunal competente, o para que, si hubiere 
méiito bastante, entable la correspondiente acu- 
sación." 

Comentarlos del scuoi- Coineutando esto texto el señor Iluueeus se espresa 

Himecua. 

asi: 

Ksta atribución entaha redactada áiite« de la reforma de 1874 en los 
túrniinotí sií;uiíMit«»s: 

felar Süfti'C la pronta y rumplida (Kinuni.itranon de justicia y sobre 
la coudiK'tii iiiini:<fcrial de los jueces. Hoi dice ajsí: *^ Velar por la con- 
ducta uiniftc'ial de los ¡urces y demás empleados del orden judicial; pu~ 
dicnd'f. al ejfvto, re<iucrir al ministerio público para que reclame tncdidas 
disciplinarias del trihunal competente, o para que, si h ubicre mérito 
bastante, entable la correspondiente acusación.'* 

13a;4ta comparar entan dos relaciones para comprender la enorme dife- 
7'encia <jue entre ánibaa existe. Hoi »e ha qnitado al Presidente de la 
liepública la atnbucion de velar sobre la pronta y cumplida adminis- 
tración dcjusti/'ia (jne ante?* tenia, y se le lia reservado solo la vijilancia 
ftobre la condarta ministerial de Iok jueces y empleado» imblicos, y aun 
esta vijilancia no produce otro efecto que el de tacultar al PreMÍdente de 
la Ke])iiblica para requerir al ministerio ])iiblico en la forma que la 
segunda parte de la disposición reformada determina. 

Limites de la autori- Esta reforma es doblemente importante, en primer lugar, 8Í hoi no 
dad ejecutiva. puede el Presidente de la Kepública injerirse, a título de vijilancia, en 

la pronta y cum})l¡da administración de justicia, es evitlente que menos 
podrán aun hiu-'erlo sus ajentes subalternos, y que, por consiguiente, 
están dero^^adas las disposiciones de la Lei del Jiéjimen Interior, que 
conferían aquellas facultailes a loa Intendentes y demás subalternos del 
Ejecutivo, habien<lo (iue<lado esta limitada en la misma forma que la 
del Presidente, de quien todas ellas dependen. 

¿Puedo lí-sta suspender ^^ segundo lugar, hoy no seria posible sostener que el Presidente 
a lia juez? de la Kepública, ni nién()S sus }»jentes; pueden decretar la suspen«iou 

de un juez del ejercicio de sus funciones. Para nosotros semejante 
atríbuci<ín jamas la ha tenido el Presidente de la Kepública ni aun 
bajf» el imperio de la j>rimitiva parte 31* del artículo H2dela Consti- 
tución, ajíesar (jue nos vemos obliga<los a reconoc<.*r (pie la puso en 
ejercicio en varios casos. Es bien conocido el decreto del 4 de octubre 
de 18l>l>, en que se mandtS jtoner inmediatamente en arresto a ios Mi- 
nistros de la Corte de Apelaci«mes de iSautiago, señores don María 
Villarreal, don Manuel Kecabarren. «ion IJeniardo Cáceresy don Ra- 
món Zarricurreu y se les susj>eiidió del ejeivicio de sus funciones hasta 
la resolución de la causa (jue se les maiuló formar, en el mismo deci*e- 
to, por torcida a<liniiiistraci(»n de justicia, que se hacia consentir en 

Ejemplos prácticoíi. ho haber condenado a nnierte a dtm Ambrosio Acosta, a don Joaqnin 

Arteaga y a otros como reos; y en cual se ordenaba pasar el coitcs- 
])ondiente oficio con copia de autos, a la Cámara de Diputados respec- 
to de don Kafael Valdivi<'so y don Pedro í^ira, que también concurrie- 
ron al }»ronMnciamiento de la sentencia. No lo es menos el famosísimo 
decreto del i¿4 de Diciembre de l-SiO en que se mandó suspender, poner 
en arresto y enjuiciar otra vez a los señores Kecabarren y Cáceres, y 
pedir la C(M-res]>i>ndiente declaración al ¡Senado y a la Cánuira de Di- 
putados, para (jue, igual cosa se hiciera respecto a los Ministros de la 
citada (.*orte. señores don ¡Santiago Echeverría y don Lorenzo Fuenza- 
lida. senador el ])rimero y diputa<lo el segundo, )>nr re])utarse discon- 
forme con las leyes la sentencia (jue, por mnyoría formada con los vo- 
tos de los mencionados cuatros señores, habia lu-ominciado dicha Corte, 
imponiendo al Capitán Jeneral don Knniou Freiré la pena de destierro. 



1 fué. — ¡A Dios 

- — „, ... .,J6,'sií ilediice 

lie obtuvo de Él idéntica decloraciuii rtüipMta dol x 

Posteiiunueiite no linn fnltado cosos aislados, m rai'oa y dt> nieuor 
importaiioiB, porque se lia tratado ya de Corlea SujierioiTH, eu que el 
PreBideiite ie la República decretó todavía la simpeníioii ile sl^iii juez 
de letras, antes d« la refuiuia conaliiuciouBl de 1874. El t'diimo ijue 
iioBotroe conocemoB sucedió en Mayo de 1873, teclia en que se espiíliú 
iiu decreto suspendiiindo de BUS fmioiODes al juez letrado ile la Ligua, 
don Diisu Cavada, maadiudosele eucaiiear, porbabei- inñinjido ajui- 
cio dei Oobiemo una aenleiicia de la Curtü Kupreina, al coucnler un 
plazo de tres meses a dos condenados a destierro, áules de salii' del 
lemloño de la Bepliblica o cumplir esa pena. 

Asi oamo, en los dos primeros caaos de los tres mas arriba cilndus, < 
la Corte Suprenia no ¡lensó como et Presidente déla Eepública. pues- 
to que en elloe absolvió n los MinUtros de la Corte de Apelaciones, 
íu^ndidoi, arretladot y encauíadoi; asi, en el tercero y él último la 
Ilustrísima Corte de eeta capital tampoco pensó como el Ejecutivo, 
pues inmediatarneule mío eiitrú n conocer la causa formada coulm el 
señor Cavada, le niaudú re^tier en sus íuiicioiies, y dejó wn efecto la 
suspensión decretada administrativamente. Y nos pnivce <¡iie, en este 
caso, la Corte obió bien, porque la facultad de suspender a inijuez eii- 
CHUsado no puede ni debe coiTeKpoiider sino al tiibiiiial que le juzga, y 
SQ ejercicio depende de circunstancias relativas. Cnandu la causa nue 
se promueve contra un juez se funda en hechos ocurridos dentro del do- 
partanieuto donde funciona y que en el mismo deben probarse la sus- 
penuon del juez y salida del denartnmeuto serian necesaria, por<ii|é 
de otra manera podría influir en la prueba que se rindiera. 

Pero cuando la acusación del j uez Be funda eu mi error de mero beclio 
o de simple concepto; cuya apreciación pueile liacer el tñbuual íiii ne- 
cesidad de ^>niel)a, la suspensión del enjuldado seña, en tal caso, de 
todo punto inmotivada y no podría va Imponerse como medida precau- 
loria, sino como vei-dadera pena en la eeiiteiicla defluitlva. 

Contra nuestra upiniuu iiu babria podido muirse, antes de 1874. nt 
con la parte :i? del arlfcuto S2 de la Consritucion, ni con la disjHistcIim 
contenida en el articulo 70 de la leí de Béjliueii Interior, que faculta 
a los Intendente? para tuipeniler jtrofanauífiíle a los jueces que come- 
tan algún delito airo;, y que, por <íslu u otro motivo, no puedan con- 
tinuar eu et ejercicio desús fuuciones sin grave ofensa de la moral pfl- 
hlioa. No con la antigua liarte 3» del artículo 88, porque rtlar slfiidtl- 
ca solo cuidar, ohurrar, e Implica iLa<lamasque una atribución iiii]fiee' 
tlva. Y no es cieno que la fiícaltad de iHtpeeeionar lleve envuelta la de 
iiujieiHÍfrdesus iuncionesat Ins[iecei<madu. S< la Couslltuciun linlilere 
- querido dar al l^eculivo una atríbuciou tan «norme, uue cou vlla lia- 
brfan llegado a ser cünii)tetaineiite ilmtorias la iudepeudencía y la iua- 
Dvilidad de los jueces, liabiia cimlado de espresarlii dato y cnlegó- 



Ni la Consiltuoion ni leí alguna bao conferido jamas al Prwiilente 
de la Repíiblica la faciillod de luipoidei- Jueixi. luego, ha carecidii siem- 
pre de ella y los casos en uuelo lia puesto en ejercicio enuí iiiacejitnbles, 
aun antes de la Reforma Üonstituciuoalde 1ST4. 

Tampoco pneile aivilirse en cniítra nuestra opinión con ainilnipiitos 
derivados del artículo 70 y aiiii ilel 1!« de la leí de Hójimeu Interior, 
jMirque es evidente que, al liublar ésta de delilo «íi'o;, tie tía refeiido a 
aquellos delitos comunei- que comete et jilea fuei-a ilii ijrreicio dti»nt 
fHMlooe». V. gr.; un asesínalo, mus no cuando dellnipie raiaojur-.. por- 
(jiie, enestecaní, su resjioiisnbllidad se reclaria por l»dlsniie«ii euel 
itrt. 111 de la Coustíl lición. NI seria poiiIVIe 'pie f\ indlvidno que ha 
niaiiclimlu sus manos con la aikugiv de su seinejiiiile. turnara asiento eu 
iin sillón de majiatrodo íiiijmire ofeina ala moral pública que es lu úiií- 
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Ld de 1844, 



co qxie la lei citada ha querido y ha dehido evitar. Cuando el juez de- 
linque como tal, no puede, en caso alguno, ser suspendido por la auto- 
ridad administrativa Esta no puede noi, vista la letra de la nueva 
dispot^icion constitucional, sino velar sohre su conducta ministerial, 
sin que le sea lícito pascir mas allá. 

Si el juez administra torci<lamente justicia, si trasmita mal, si es 
cohechado, si prevarica: en íin el art. 111 de la Constitución, la lei 
Oi^ánica de Tribunales, en sutítuh)IX.y el Código Penal facilitan 
los medios de pedir y de obtener su castigo ante el Poder Judicial. 

Por lo demás en el estaílo actual de nuestra lejislacion, las funcio- 
nes del juez no se suspenden sino en alguno de los cuatro casos espre- 
samente previstos en el art. 171 de la ya citada lei Orgánica de Tiíbu- 
nales de 15 de Octubre de lt*75. Si se presentase el caso de un juez 
que hubiere cometido, lo que la lei de Rcjimen Interior llama delito 
atroz (denominación (pie suponemos corresponda lioi a la del crimen en 
nuestio Códip) Penal), es claro que debería proce."*ársele y que enton- 
ces no podriun continuar de.»*empeñando sus fiuiciones, a virtud délo 
dispuesto en el inciso 3.'* del art. 41 y en los arts. 15U y 103 de la lei 
Orgánica de Tribunales. 

La lei de 1S44 decía a este respecto lo siguiente: 

Celarán (los Gobernadores e Intendentes) sobre la conducta admi- 
nistrativa <le los jueces de su provincia, poniendo en conocimiento del 
Suprenio Poder Ljecniivo toda falta grave que cometieren dichos jue- 
ces contra las obligaciones de su oticio; como inasistencia a su despa- 
cho en los dias y horas que deben funcionar; parcialidad evidente co- 
metida en los juicios a favor o en contra de alguna de las partes; cohe- 
cho aunque no haya correspondido el juez a los deseos del cohechador; 
omisión de algún trámite necesario en la formación de \ni proceso o es- 
pediente, y en una palabra, todo aquello que se llama prevaricato en 
el Derecho, teniendo la facultad de suspenaer 'provisoriamente- a cual- 
quiera de los mismos jueces que cometa algim delito atroz y que por 
este u otro motivo no ])ueda continuar en el ejei*cicio de sus funciones 
sin grave ofensa de la moral pública: pero semejante providencia la to- 
marán solo en los casos urjentes, y de tal calidad, que no pennitan 
consultar antes al Ministerio respectivo. 



Orinloncs 

Llru. 



del señor 



Preceptos de la lei or- 
gánica do Tribunales. 



El señor Lira, anotando este artículo espone que ''en 
cuanto se refiere a la vijilancia de los Intendentes so- 
bre la conducta ministerial de los jueces y de la suspen- 
sión de los mismos en el caso de un delito atroz, cree 
aun vijente esta disposición. 

La creencia del señor Lira debiera haber desapareci- 
do, visto el espíritu que caracterizó y dio oríjen a la re- 
forma del núm. 3 artículo 82 de la Constitución pero 
de todos modos, toda duda desaparece eu vista de la 
redacción dada al artículo de la actual lei que en nin- 
gún caso faculta a la autoridad administrativa para im- 
poner la pena de suspensión al Juez sino que a lo mas 
lo autoriza para denunciar sus faltas al Presidente de la 
República. 

Esta opinión por absoluta que parezca, cobra mayor 
fuerza y vigor desde que reposa en testos espresos de 
la lei Orgánica de Tribunales. 

Dicha lei contiene sobre este particular disposiciones 
obstativas a toda preteosion de parte de la autoridad 
administrativa a someter a su jurisdicción al Juez. 

En efecto, la lei dispone: 



Art. 68. CorreapondealaaCortMdBApelucioneB manleuer la dU- FacultidoídelMCor- 
dplina jiiaicUl en todo el diatiito da bu reepecliva juriadiccion, velan- "»''« ApelndoM* 
do inme<liiitam«nte la cuaducCa miníateríal d« loa juec» de letras J 
httciéndoleB cumplir lodos loe deberes que Ina leyes les imponen. 

Art. 69. En Tirtud de la atribución de que habla el anfcidi 

rior, Ina Cortes do Apelaciones oirán y Jespacliarán BUmarian 
ña fomia de jiüciu laa quejas que las partm ugraTÍadae interpueiereu 
contraloB jueces de letrae por cualesquiera taita o abuso q^ie comelie- 
ren en el ejercicio de bus túnciones; y ilielarán, con pi'évia audiencia 
del jnez respectivo las meflidas convenientes para poner pronto reme- 
dio al mal míe motivare la queja. 

Art. 70. Las follas o abiiaos de que Labia el artículo anteiior nodrán Medios de cotreeclcm. 
correjirlos las Corlee de Apelacioues por uuo o mas de los medios ai- 
gnieutes; 

1." Amoneatocion privada; 

3.° Censura por escñto; 

3.0 PaKO de costas; 

4.° Miilla que uo eaceda de 200 peeos. 

Lo dicliu cu eate articulo se entiende solo respecln de aquellas faltos 
O abuíne que Ibb leyes uo califiquen de crimen o simple delito. 

Art. 71. Pueilen las Curtes do Apelaciones ejeitrer ds oficio las facul- 
UdcB que se le coufiereu por los dos artículos anteriores. 

Art. 67. Las Cortes de Apelaciones cotiuceráu: 

... iiúm. 3." en primera inslaucia las... y de las acusacioiiea o de- 
mandas civiles que se untablai'eii contra los jueces de leti'as para hacer 
efectiva la responsabilidad criminal o civli resullanta del ejercicio de 
■US ftinciaues. 



En cuanto a las atribuciones de la Corte Suprema, Facultades de la cor- 
aparte de la de conocer en segunda instancia de los " sup""»- 
asuntos fallidos en primera por la Corte de Apelaciones, 
la leí declara: 

Arl. 108. Corresponde a la Corte Suprema, en virtud del 
de la Coustituciou Política del Esladu, ejercer la jurisdicción ce 
nal disciplinaria y econúmicH sobretodos los tribunales de la iiaciou. 

En raKou de esta atribución puede la Corte Suprema, siempre que 
notare que alguu juez o fuucioDaño del orden judicial ha cometido al- 
gnn delito que uo ba redbido la confección o el castigo que corresponda 
eegun la lei, reconvenir al tribunal o autoridad que haya dejado impune 
el delito a liu de que le aplique el castigo o corrección debida. 

Art. lüU. La Corte Supitma puede ademae, siempre que lo jujeare 
conveniente a la buena administración de justicia, con-ejir por n laa 
&ltas o abusos que cualesquiera jueces o funcionarios del urden judicial 
cometieren en el desempeño de su miuislerio, usando piu^ ello de las 
Acutlades discrecionales que corresponden a las Cortes de Apelaciones 
con arreglo a los aiis. (¡O y 70. 

Art. 163. Niuguua acusación o demanda civil entablada contra un 
juez para hacer efectiva su respensabilidad criminal o civil, podrí tra- 
vaitai-se sin que previamente sea calificada de admisible por el juez o 
tribunal que es llamado a cotiocer de ella. 

Por liltirQO, i tratándose de la suspensión, el art. 171 caioi da iniptiDaiaQ 
eapresa que las funciones del juez se suspenden '*"' l™"- 



2." Por hallarse el juea procesado por crimen o simple delito como- 

lido en el ejercicio de sua funciones, o a que se aplique pena aflictiva. 

Be entiende, para el efecto da esto artículo procesado el juez, desde 

Joe es ejecutono el auto en que se declara admisible la acusación o que 
á lugar a ella, ei fuere meuesler, o desde que ae libra el decreto de 
prisión, si aquella declaración na fuere necesaria. 

3." Por sentencia judicial que imponga al juez la pena de suspen- 
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'"' La otra parte del artículo que Be refiere a la vijilanci 
sobre los jueces de menor cuantía, se apoya en loa art 
45 y 46 de la leí Orgáoica de Tribunales, que otorgan í 
juez de letras sobre los jueces de distrito y subdelegacio 
las mismas facultades de vi,iilancia y fiscalización de qu 
están investidas las Cortes de Apelaciones sobre los ju< 
cea letrados. 



í' Ademas de estos preceptos se encuentra, prescrit 
por !a 9" parte del núm, 2:°, art. 21, lo siguiente: 

"Ciwpernr, fn la órbila de »UB atríbiicionpB, a la aplieaclon i1» li 
érdenea j decreloa de ]ag auloridades püblícBd. Con ivapecto a laí ji 
dicial«s, cumplirá con lo présenlo en el art. 10 de la Leí ite Organiz: 
c!oD 7 Atribucionea de loi Tribunales. 



El articulo a que se refiere la leí se halla ya inserto 
comentado mas arriba. . 
Pero, para mayor claridad, va a continuación: 

Art. 10. Para hacer ejecutar bus Beutenciaa y para practicar o liac< 
practicar los aclm du instrucción que dearetpn, podrán lúa Tr¡butia1< 
requerir de las dmnas autnridadeB el auxilio de la fueiia pública que i 
ellas dependiere, o loa otros medios conducentes de que dispusiere 
La autoridad lesalmente requerida debe prestar el ausilio, sin que 
corresponda calificar el flindarneuto con que se le pide ni la justicia 
legalidad de la selilenda o decreto que ee trata de ejecutar. 



Desacato y sa pena- 
Dice la lei vyento: 

). Las personas que iatieu al respeto debido al Gobernador, i 

._.. j L._T-. — j-.„. -íu castigadc ' 

iiütueros 3. 



lespHcbo o luera de ella, neráu castigados por la a 



culo 495 d«l Código Penal. 

Dice el Código Penal: 

Art. 2C(Í. El que ocuciouare tumulto o exitare el desorden en 
despacho de una aiitai-idad u coi-iiorHcian pública hasta el punto de ii 
peiUr o interrumpir sus actos, Herá caxtigado con i'eclusiou menor < 
cualquiera de bus grados, y multa de cieuto n mil pesos. 



Art. 266. Para toilos los etitctiisde las diiipotiicionei! penalti respi 
to de los que cometen atentado o desacato contra la aulürídad o fiiDCi 
narioH públicos, se entiende cjue ajercen aquella constauteuieule los i 
iiistros de Estado 7 lai> autoridades defunciones permanentes o llam 
dos a ejercerlas en todo caso j circunstancias. 

EntiéudesB también ofendida la autoridad en lyercii'io de siie funci 
nee cunndo turierelugar el atentado o desacato con ocasión de ellaí 
por rozón de su cai^o. 



"■ Comentando esa disposición el señor Fuenzalida 
espresa así: 



La dUposicion del inciiw l.<* del artículo ^73, ee conveniente para 
determinar en qub oaww tienen apiicacion las presPiipcionea dsl nume- „„„ 
ro2Biiículo26Íy3."ae12«4. Mas, loiuUfB eon «Ras auloridndBB da '^"' 
funcionen p«rniaueiilee. o llamadas a tjercertaa en todo coso y circuns- 
tancias Pomo dice la leii Kti la jprarc]ufa administrativa tenemos al 
PresidwLli-dBla Repúblíi-a; al()plut*iidenteti, Goljeruadoree, Siibilels- 
gados e InspecIoitH; en 1n juiUcial a los jueces que conocen de causas 
ctiminales; ^en In eclrsiántica a lus Obíípoa delegados y párrocos, 
bien entendido que el carácter de autoridad solu pemiaiicce deulro del 
liigar en que se ejerce el imperio o jurisdicción y que cvía luego que 
Balen de 61. (Chavean Helio número 2,055). 

En cuanto al segundo incieo, loa mismos autores citados en la nota 
dicen; "que el ultraje se comete con ocacíou o por razón de Ins fiincio> 
oes, siempre que ae reitera a un acto de esas funciones" asi una injuria 
que se profteta en contra de uti Juez por negarse a proveer en escrito 
en su propia causa, es por ocasión de loa fuitcionee; y por razoa del 
cargo si ae pruflere por haber decretado una prisión. 

Las innovaciones de eate articulo son eii consecuen- pi™*^*^"^ ^° "*" 
cia sustanciales: '' ' 

1." Limita el delito de desacato a las faltas de respe- 
to; 

a.° Hace juez esolusivo para su represión y castigo, a 
la autoridad judicial; 

3." Declara/aiía lo que el Código Penal llamaba y pe- 
Daba como delito 

Kn efecto, segim el artículo en examen los desacatos 
deben castigarse con la pena de prisión en au grado mí- 
nimo a mecÜo es decir cárcel de uno a cuarenta días, 
conmutable en multa de uno a sesenta pesosi 

En este caso se encuentran 

Art. 495.,.. nüm. 3."... El subordinado del urdan ciíil que (Hilare al Preceptos del Oúdlgo 
respeto y sumisión debidos a sus jetis superiores. PenaL 

S." 4. El particular que cometiere igual taita respecto de cualquier 
liiucionario revesüdo de autoridad pliblica. mié otros ejerce sus funcio- 
nes, y respecto de toda persona constituida en dignidad, aun cuando 
no sea en el ejercido de bus fiuicioues, «erapre que fuere conocida y se 
anunciare como tal; sin peritiJoio de imponer, tanto en este caso como 
en el anterior, la pena correspondiente al crfmen o simple delito, ú Ío 
hubiere. 

A este respecto debe también tenerse presente I o dis- ll de la lei de oar aa 
puesto por la lei de Garantías Individuales en en art. 7." "™ '""H^"»!»»' 
nüm. 3." 

Cice asi: 

Tienen facultad de arreatar; 



aatoridadea constituí ifiíí podrán decretar el a: _, _, 

conducir ante el juez comitente a los que se hubieren hecho culpablí 
de delitos en la sala o recinto en que dichos jueces o autoridades desera 
peñen sus funtdunes y en los momentos que la ejercen, aun cuando ni 
'— -ircuiiBtancia* de delito iutraganti. 
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Deberes jenerales. 

TIJILAKCIA E IKSPECCIOy. 

Art. 21. 6<iii dpljpren y alríbucioiies dr\ Gcibeniailor: 
N." 7... Vijilar fl tumplimienlü Je Ifts oblignciuues de lodoB 1 
pleadua públicos del depaitnnitiito. 

Son infinitos los artículos de la lei de 1844 que 
diversos rubros y formas, imponen este deber a loi 
ciooarios administrativos reciproca y jerárquicau 

Compren dense entre ellos los arts. 42, 57, 5S, 6 
63, 66, 66, 67, 70, 71, 72, 73, 74, 82, 114, 117, 118 
128 y 137. 

Comentando el primero de ellos, el ilustrado 
Latorre dice lo siguiente: 

i "líor Como se tí. el objeto de eMe nrlfoulo ee N^lampiilar el 11 
Cotiilit lición, derivamlo de los lérminop [¡lie éste iiín y qua se n 
cen a la cabeaa del aetiial ccinio causa, opeiiar de haberse repetid 
precepto en el nrt. 3." de enla lei, Ib» ntribiirione* jeneralee de 
tendente»; y fijar In manera romo deben iSutog procñler en cada 
los particulares indicados. 

jHaMa necesidad de Inl numeraciont Creetiios que nú, poi 
ctro, se);uii loa priiicipins de la ciencia administratÍTa, que Ina 
deslíelos ajentes del Poder Ejecutivo son Tas mismas que la 
tucion detallada para el Jefr Supremo de la Nación, con tal qi 
Eerrtinddse el sistema unitario del Gubienio, ellas uu competH 
rentenieiite al Pivsideiile de la RepúblicA o n alpunos de lo 
fiineiotinríoR iW miemii orden, a que estén subordinados. 

Por cciiisigiiiente, na fláci!. dentro de esta iicii-ina Ifijica y sepi 
sarmllar la et^rle de ar|uellas ati-ibiiciones que corresponden a 1 
de tas pi'orineiaR: y la lei. eii realiilsd. no tenia para qué entrar 
«DuncitLcinn que, atendida la Taslíaima eslension de la maleríi 
nlstralira, no puede ser completa. Ftleiv de vete defecto, se 
prolijidad en del lodoinconduceiite, desde que desde el lestii m 
ios articulas siftuienles se desprenden aquellas c|ue con mas det< 
cían j propiedad que de un reslíinen aníHcial y escnsailo. 

El proyecto de ll^Ü, eliminando esta nomenclatura, lia cliisif 
naturalesa de la» funciones de los ájente» administratiros iiiiiFom 
en la persona de Gobernador, que es en 61 la eulidaJ jeneral , 



El Gobernador, dice, en efecto, sn artículo 13, el primero i\ 
II destinado a los delieres y atriliiiclones de los Oobemadon 
ájente del Poiler Ejecutivo para Lacer olwerrar en su ilepartaní 
leyes y decretos jenerales, el representante y delegado del F 
tede laKepúlilicaparB atenderlas necesidades locales, y ele 
trador encargado ile vijüar y íeirir loa intereses particulares 
partamento. 

Los motivos que se ban tenida en vista jiarn constituir a los 
nadores en el eje de la lei cu provecto, lian sido espuest os ei 
ámbulo de éste, en la forma siguiente: 

Establece fel Proyecto) como punto de partida las focnllades 
res de loa Oobei-nadorea de departamento en Indo lo que ae n 
acierto, la prontitud y de la eficacia de las medidas administro 

Confiere a estos funcionarios toda la amplitud de acción i^ne 
ren los servicios que les están encomendados, pues que m ti 
prácticamente Uai razones que justifiquen la reserva de alguiu 
ladee que la leí actual atribuye al Intendente de la Provim 
distancia qus separa a los Gobernadores del Intendente impide 
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conocer las iiecesiclades especiales e iumediatas, vijilar conveniente- 
mente el Bervicio público, y dictar las medidas proutas y adecuadas 
que, a cada momento, el interés público reclama. 

La vasta est^íusion que por lo jeneral tienen los departamentos, ha- 
ce débil, lenta y a veces estéril la acción gubernativa, en las subdele- 
gacioues lejanas. Y esos inconvenientes se agravan si la acciou directa 
en ciertos casos se aleja mas todavía, raili candóla en el Intendente. 

Para consultar la unidad administrativa, y facilitar la acción del 
Presidente de la República, basta la inftuencia jeneral que se reserva al 
Intendente sobre los Gobernadores; y para evitar los devíos y errores 
en Que estos pueden incurrir basta también la facultad que se confie- 
re al Intendente de rectificar los actos de loa Gobernadores, proce- 
diendo de oficio o a petición de parte. 

Nosotros agregamos que, la circunstancia de ser los Intendentes Go- 
bernadores del departamento en que se les cieuta la capital de la pro- 
vincia, y de que, en consecuencia, los Intendentes y los Gobernado- 
res tengan en este sentido atríbuciones que les son comunes, justifican 
sobre manera esta exacta concisión del proyecto. 

De este modo se evita el grave inconveniente de la lei de 44, que se ha 
visto obligada a rej)etir lo que dijo en el presente respecto de los jefes 
de las provincias, porque no atinó a desbordaí' con propiedad el doble 
carácter de estos funcionarios, mezclando sus facultades y deberes siu 
lójica ni dicernimiento. 



A la luz de estas ideas han sido redactados los artículos siguientes: 
Alt. 69. El Intendente es el jefe administrativo de la provincia y a 
i la vez el Gobernador del departamento en que esté la capital de la pro- 

i vincia; 

I Art. 70. Sus facultades y deberes como Gobernador son los que espre- 

I sa el título II de esta lei. 

Como Intendente ejerce la dirección e inspección administrativa en 
i" los deparlamentos de la i)rovincia, pai*a mantener el imperio de la 

I Constitución y de las leyes, la paz y el orden público, y hacer que los 

\ Gobernadores cumjdan puntualmente sus deberes y no se excedan en 

I el uso de sus atribuciones. 

i El artículo 13, inciso final, del mismo Proyecto, ordena, al Gober- 

I nador ejercer sus funciones con arreglo a los preceptos de esta lei y a 

I las órdenes del Presidente de la República. 

Hemos dicho que la acción administrativa es vastísima. En ténni- 
1108 jenerales, ella está constituida por la jestion de la gran mayoría de 
los servicios públicos de la connmidad y de aquellas funciones que son 
■ ^ propias de la naturaleza del Poder Ejecutivo. Toda esta amplia esfera 

J de atribuciones no e.'ítá circunscrita en su ejercicio, solo por los pre- 

ceptos de la lei de Réjimen Interior y las órdenes del Presidente. 
. En cuanto a los detalles del ])resente artículo, anticiparemos aquí 
que la obligación de los Intendentes de velar sobre la pronta y recta 
administración de justicia está derogada por la refonna constitucional 
de 1874. 

La puntual observancia de la Constitución, de las disposiciones lega- 
es y de las que emanen del Supremo Poder Ejecutivo, objeto impor- 
tante sobre el cual la lei encarga a los mismos funcionarios velar aten- 
tamente, lia sido reglamentada con esmero por el proyecto en la forma 
siguiente: 

El Gobernador debe procurar que se observen la Constitución, las 
leyes, los decretos supremos, las decisiones u órdenes del Presidente 
de la República y las ordenanzas, leglamentos y acuerdos municipa- 
les. 

Debe comunicar a las pei-sonas a quienes concierna por medios de avi- 
eos, publicaciones y notificaciones, según su naturaleza, los actos que 
emanen del Poder Legislativo y Ejecutivo. 

Debe tomar las medidas necesarias para la ejecución de las leyes, 
decretos y aun de las decisiones del Presidente (te la República. 
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Instalación y rejistrode empleados públicos 

Dice el artículo 21 núm. 6 eunmerando entro las atri- 
buciones y deberes de los Gobernadores e Intendentes: 

... Níim. 6. — "Hacer tomar razón en pecretaría ile todo norabra- 
mit^iito (le empleado níiMicü (jue liajk'ado ejercer bu cargo en el depar- 
tamento; e impartir ia« órdenes necei*aria8 para su int^talacion, 8Í el 
emjdeo en adminintrativo. 



Leí do 1844. 



Los artículos 101 y 146 de la lei derogada estableciau 
la necesidad y el deber que pesaba sobro los Gobeniado- 
res e Intendentes de llevar libros en que se asentaran 
por orden todas las comunicaciones y actos oíiciales. 



Juramento. La Icí habla solo de la instalación de los funcionarios 

administrativos. 

Autoridades ju'iiciaiop. Eu cuauto a los judicíalcs, puodcu según lo dispuesto 

por el artículo 142 de la lei de Octubre 15 de 1875 — 
**prestar su juramento ante otras autoridades guberna- 
tivas y judiciales que las indicadas (Cortes de Apelacio- 
nes), siempre que el Presidente de la República por 
consideraciones de economía o de conveniencia para la 
administración de justicia, asi lo ordenare. 

En tal caso la autoridad que haya recibido el juramen- 
to dará lo mas pronto posible el respectivo aviso, a la 
que según dicho artículo, habría correspondido interve- 
nir en la dilyencia, remitiéndole lo obrado para los fines 
del artículo 98. 

Existe ademas sobre este mismo particular la dispo- 
sición contenida en la misma lei bajo el artículo 140, y 
que dice: 

Hecho el nombramiento por el Prcísidente de la Eepública y e8pe<H- 
do el correspondiente títido a favor del nombrado, prestará éste el ju- 
ramento prevenido por el art. 163 de la Constitución. 

Art. 145 Todo juez prestará su juramento al tenor de la fórmula bí- 
guiente: **Jni*aÍH por Dio» Nuestro Señor y por eetoa Santo» Evange- 
lios míe, en el ejercicio de vuestro ministerio guardareis la Constitución 
i las leyes de la Kepública? 

El inten-ogado re>ponderá: *'Si juro;'' y el majistrado que le toma el 
juramento añadirá: "yi así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, os lo de- 
mande.'' 

Alt. 146. Prestado que sea el juramento, se hará constar la dili- 
jencia en el libro respectivo, y de ello se dará al nombrado, el cual en- 
trará inmediatamente en el ejei^cicio de sus timciones. 



Fórmula 
ramcnto. 



do dicho ju- 



Sanción: 



Por su parte el Código Penal espresa: 

Art. 216. El que hubiere entrado a desempeñar un empleo o carga 
público sin haber prestado en debida íonna el juramento o fianza, o 
llenado las demás fonualidades exijidas por la lei, quedará 8USpeiií»o 
del empleo o cargo hasta que cumpla con aquellos requisitos, incurrien- 
do ademas en una multa de cien a quinientos pesos. 



¡ 



Administración de fondos 

Dice el artículo 14 de la lei vijente qae el Intendente 
puede: 

Jirar contra las lasord-ínn naciuiiulps haslii por tu «itma de dos 
mil peiMjfl, en casos entraordinarioí, pravee y urjeiites, como alnque «a- 
leiíor, coiiDiocti»! inteiioi-, itiDuadacion, incendio ii olroB en que no 
punía retardare» el gasto íin grave daño, dando inmediata cuenta al 



La leí de 1844, decía respecto de loa Intendentes: — 

' iirjente 

iiecpsiciad no pemiiía deniunir ungaetoeítniordinario Bín grave pegni- 
cio lie la caiisa publica, que entoucce podrán librar contra cualquiera 
oücinafiecal do la provincia liaeta la cantidad de ouinientoB pesos, v 
uUieu el de ataque estcríur o conmoción interior ii otros de 



. . .le ataque eí _ ... 

ignnl naturaleza, gravetlad y tirjencin, en iu» cuales IcudrJin fiícultitd 
jMirajimr libraniienlog contra lae oficinan fiscales por la simia qno He 
tiecesitnre invertir para atender a la defensa de la pn>vÍDcia atarea y 
para conservar el orden plíblico, debiendo en ambos cosos los Intenden- 
tes pniceiler con acnenlu do la re^ectiva juntn Pi'ovincinl de Hacienda, 
y dar innieiliataniente cuenta al Ministerio que corresponde de la me- 
dida que lian tomado para su aprobación, quedando responsaliles de la 
enma invertiiln sin prérin automación liasla que se obtenga aquella, 
cuya rvsi>oneab¡Udad aléela igualmente a cada uno de los miembros de 
Ir espresada junta. 

I respecto de los Gobernadores añade: 

Art. 116. Solo en los casos de estar autorizado por el Supremo I.lmltacloni 
Gobierno o por el respectivo lutendenle poilrá un Gobeniador disponer bcvnaaorca. 
de alginia parte de los caudales p(iblÍcos, advirtiéndose que para que se 
repute válida esta segunda aatorizacion, ha de ser arreglada al articulo 



Por SU parte el se&or Latorre al comentar esta dispo- 
sición dice lo siguiente: 

Se han igualado asi todos los casos en qtie el jefe administrativo pue- Comcnl 
de verseen la necesidad de jirar contra lis oficinas públicas; pero se ba I'"*""'''- 
elevado en el intertanto el monto legal de la sunia. Suprimiendo la 
junta Provincial de Hacienda, cine, eu yenlad solo podin tener cierto 
importancia en la época colonial, en qiia e! Rei estaba a mil quinientas 
leguas de distancia, se han conservado las verdaderos garantías que 
la leí vijente consulta, esto es, la cuenta inmediata que ho de rendirse 
h1 Presidente de la GepfiblicH, puro su aprobación, y la responsabili- 



Fianza de empleados páblicos. 

Determina el artículo 12 que el Intendente debe: 

19. Dar aviso al Presidente de la Reptibiica, siempieque disminuya 
o desaparezca la solvencia de los fiadores de empleados públicos; 

Respecto a ellas, el decreto de Noviembre 3 de 1869, 
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Lei Patria. 



Libro Uc fianzas. 



Deber del Intendcutc. 



dá a los funcionarios administrativos las atribuciones 
siguientes: 

Art. 1." Todos los empleados públicos dependientes del Ministerio 
de Hacienda, y en jeneral los administradores de rentas ñscales a 
(luienes la lei impone la obligación de rendir ñauza para el desempeño 
de las funciones que les están encomendadas, darán aviso en el mes de 
Noviembre de cada año a la Intendencia de la provincia en que presta- 
ren sus servicios, del nombre, apellido y domicilio del ñador y monto 
de la fianza. 

Alt. 2." Se abrirá en las Intendencias un libro en que se anoten loa 
datos que deben contener los avisos a que se refiere el número anterior, 
y se dará conocimiento u la Intendencia de la Provincia en que reside 
el fiador de las inscripciones que se hicieren. 

Art. 3.° Anualmente en el mes de Diciembre se harán por el Inten- 
dente de la Provincia en que residan los fiadores las indagaciones ne- 
cesarias para averiguar la solvencia de éstos; y el resultaclo de las in- 
vestigaciones se pondrá en conocimiento del Contador Mayor y del 
Intendente de la provincia en que reside el empleado, dándose al es- 
pi'esado Intendente todos los informes necesarios. 

Art. 4.® Si la fianza ajuicio del Intendente de la provincia en que 
resida el empleado no ofrece bastante garantía para el desempeño del 
destino, dará cuenta inmediatamente al Contador Mayor para que este 
funcionario disponga la renovación de la fianza. 



I 



Obligaciones de 
Tesorero». 



A este respecto, el Reglamento dictado en Julio 2 de 
1883, para las Oficinas de Tesorería y Contabilidad, or- 
dena a los Tesoreros: 

los Art. 42. Informaree de la solvencia de los fiadores de los empleados 

f)úblicos, dando inmediatamente cuenta del resultado al Intendente de 
a Provincia y al Contador Mayor cuando encontrare deficientes las 
fianzas u otras cauciones prestadas. 



Prisiones y allanamientos. 

Determina el art. 21 que los Gobernadores pueden: 

21. Expedir órdenes de arresto en los casos en que la lei de Garan- 
tías Individuales le conceda esta facultad. 

22. Decretar allanamientos, en los casos y en la forma indicados en 
el título V de estalei; 

Art. 29. El subdelegado podrá expedir órdenes de arresto en los ca- 
sos establecidos en el inciso 4.^* del artículo 8." de la lei de Garantías 
Individuales de 25 de Setiembre de 1884. 

Podrá ademas ordenar la captura de los delincuentes infraganti, en 
los casos y en la forma previstos en el título III de la citada lei; 

Art. 31. El inspector tendrá la facultad que concede al subdelegado 
el inciso 2." del artículo 29. 



Dice la Constitución: 



Akt. 135. 



pixíceptos constiiucio. ^^^^ quc una órdeu de arresto pueda ejecu- 
"'^^^"- tarse se requiere que emane de una autoridad que 

tenga facultad de arrestar, y que se intime al 
arrestado al tiempo de la aprehensión. 
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Akt. 136. 

Todo delincuente infraganti puede ser arres- 
tado sin decreto, y por cualquiera persona, para 
el único objeto de conducirle ante el juez com- 
petente. 

Aet. 139. 

Si en algunas circunstancias la autoridad pú- 
blica hiciere arrestar a algún habitante de la 
República, el funcionario que hubiere decretado 
el arresto, deberá dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes dar aviso al juez competente 
poniendo a su disposición al arrestado. 

Aet. 142. 

Afianzada suficientemente la persona o el sa- 
neamiento de la acción, en la forma que según 
la naturaleza de los casos determine la leí, no 
debe ser preso ni embargado, el que no es res- 
ponsable a pena aflictiva o infamante. 



A su turno, la lei de 1844 establecía: 

Si Be denunciase al Intendente con alguna probabilidad, ya se deduz- Preceptos de la Icl de 
ca ésta de las circunstancias de las personas que hacen el denuncio, de * 
la clase de presunciones que se le suministren, o de la detallada y ra- 
zonable relación que se le haga, que se trama alguna conspiración con- 
tra las leyes y contra las autoridades constituidas, ordenará la prisión 
del denunciado o denunciados, y los pondrá dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes a la disposición del juez competente, trasmitién- 
dole las noticias que en el particular haya recibido, y, si la causa hu- 
biere de seguiree de oficio, dará también oficio de lo ocurrido al funcio- 
nario a quien por derecho toca fonnalizar la acusación e intervenir en 
ella; sin olvidarse, antes de verificar todo esto, de la cautela con que 
es preciso proceder en materia de delaciones, para no ser arrastrado de 
la torpeza de unos, ni de la suspicacia de otros, o instrumento de ven- t 
ganzas personales. 

Art. 106. Los gobernadores tienen por regla jeneral las siguientes 
facultades: 

La de arrestar no solo infraganti sino en todo caso que aparezcan in- 
dicios de culpabilidad en algim individuo. I sea preciso asegurar desde 
luego su persona, dando parte al juez competente, con espresion de 
causa, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, y poniendo a su 
disposición al arrestado. 

Esceptúase de esta disposición, los Senadores y Diputados al Con- 
greso, los cuales podrán ser arrestados solamente, cuando fueren sor- 
prendidos infraganti. 

2* La de dar orden al juez competente para que proceda a la averi- 
guación de cualquier hecho criminal y forme la correspondiente causa. 

3* La de hacerse dar cuenta por los jefes respectivos, una o varias 
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veceB, o en períodos detenninado», del estado y progreso de cualquiera 
causa que dependa ante ellos. 

4? La de imponer multas, que no exedan de veinte y cinco pesos, o 
en su defecto una prisión que no exe<la de cuarenta y ocho ñoras, a 
los que le desobedecieren o faltaren al respeto, o a los que turben el 
orden o el sosiego público, no cometiendo contravenciones y delitos 
sobre los que se deua formar causa, por tener una pena determinada 
en las leves. 

El Gobernador en estos casos procederá gubernativamente, sin fi- 
gura de contienda ni juicio, y estando a solo la verdml pi-obada por 
la constancia notoria del hecho, o por cualquiera otra clacede prue- 
ba pronta y sumaría. 

Art. 1*20. Ademas, tienen los Gobernadores la facultad de castigar a 
todos los funcionarios de policía por las faltas que cometan u omisiones 
en que incurran, contravniiendo a las órdenes que hayan recibido o a 
las otras obligaciones que les están impuestas, con tal que dichas faltas 
u omisiones, no sean las que tienen penas determinadas en el Código 
criminal, o de tal gravedad por las circunstancias que las acompañen, 
que merezcan un castigo mas serio que el (fLw pueda imponer un Go- 
bernador, que jamas pasará de un mes de prisión, o de veinte y cinco 
palos resi)ecio a los soldados de Policía, u otros ajentes de la misma 
clase, debiendo en tal caso entregar al delincuente a la justicia ordi- 
naria, para que le siga la causa que corresponde. 

Art. 149. Deben los 8ubdelega<los velar sobre la conservación del 
orden constitucional en las subílelegaciones; pero si se les delatare al- 
guna conspiración, u ocumere en ella algún movimiento que altere la 
tranquilidad pública, no podrán tomar otras meilidas que las que ten- 
gan por objeto impedir la realización de planes sediciosos que amena- 
cen con tal urjencia que no haya tiempo para esperar las ordenes del 
Gobernador respectivo, limitáiulose, aim en este caso, a aprehender a 
los conjurados para ponerlos inmediatamente a disposición de aquel 
funcionario, debiendo en todos los demás, menos urjentes o de menor 
peligro, obrar de conformidad con lo que él mismo ordene a virtud del 
aviso que debe dársele tan luego como se sospeche que se intenta sub- 
vertir el ónlen que las leyes han establecido. 

Art. 165. Está en la facultad de los inspectores tomar las meilidas 
del momento que fueren indispensables para la conserviuíion del orden 
en los distritos, para impedir cualquier atentado contra la seguridad 
de los individuos o de las propiedades; para evitar la fuga del que de- 
linque en ellos, y para perseguir v aprenender, catla uno en su aistrito, 
a los criminales que se asilen a cf, aunque hayan cometido su delito en 
otro, ya sea que seles requiera^ile efecto por la autoridad del lugar en que 
se delinquiere (a la que en toao caso aeben pasarlos sufícientemente 
custodiados) o que de diversa manera sepan la existencia de tales cri- 
minales en el territorio de su jurisdicción; pudiendo dicha autoridad v 
sus comisionados, para aprehender algún malechor, pasar eu su segui- 
miento de un distrito a otro aunque éste pertenezca a distinta provincia 
sin mas que manifestar su objeto, o la orden por escrito de que los se- 
guudos han de estar provistos, al jefe del último, si lo pudieren hacer 
sin peligi'o de que se escape el delincuente perseguido, para que los 
ansí lien del modo que esté a sus alcances; pen) si hubiere semejante 
peligro se levantarán a dar aviso al inspector del distrito en que se ha 
verificado la introducción después de realizar el objeto que ha tenido, 
para que éste lo dé al respectivo subdelegado. 

Entre las atribuciones conferidas a los Gobernadores 
por el artículo que precede se encuentra bajo el ^número 
21 la sígnente: 

"Espedir órdenes de arresto en los casoa que la Lei de Garantías In- 
dividuales le conceda esta facultad. 

En el ejercicio de est* atribución se ajustará a lo dispuesto en la ci- 
tada lei." 

Ahora, he aquí ese testo junto con los comentarios da- 
dos a luz por el autor de este trab{\jo: 
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TITULO III. 



Del arresto o prisión. 

Art. 6.° Ninguna órdeu de arresto o prífiion podrá llevarse a efecto Con dlci enea del 
si no reúne loa requisitos siguientes: arresto. 

1." Que emane de autoridad o fuucionarío que tenga facultad de Autoiidad compe- 
arrestar, espresamente conferida por la lei. tente. 

2.^ Que se halle estendida por escrito y que esté firmada por la auto- Firma, 
rldad o funcionario que la hubiere espedido. 

3.° Que designe la persona a quien debe aprehenderse por su nom- Designación o IndlTÍ* 
bre y apellido, o por circunstancias que la individualicen o detemn- dualizaclon. 
nen. 

4.° Que esprese el motivo de la prisión, siempre que alguna causa Oiijen y causa, 
grave no aconsejare omitirlo. 

Si la orden de arresto o prisión se dictare para la aprehensión de Eücepciones para el 
malhechores que anduvieren en cuadrilla, bastará oue (lesigue deter- caso de cuadrilla, 
minadaraente a uno o varios para que se pueda apreliender a los demás 
que se encontraren en su compañía. 



La disposición que precede, tiene por orejen nn pre- orijon consütucienai 
cepto que viene repitiéndose casi en idéntica forma en "^^^ «i'^^cuio. 
la Constitución, desde que Chile tiene un pacto funda- 
mentíil. 

El de 1828, consignaba ese principio en su artículo 13, 
en estos términos: 

"Ningún habitante del territorio podrá ser constitución de im. 
preso o detenido sino en virtud de mandamien- 
to escrito de juez competente^ previa la respectiva 
sumaria, escepto el caso de delito infraganti." 

El 135 de la Constitución de 1833, a su turno, lo repi- 
te de esta manera: 

"Para que una orden de arresto pueda ejecu- constitución de \m. 
tarse, se requiere que emané de una autoridad 
que tenga facultad de arrestar, y que se intime 
al arrestado al tiempo de la aprehensión." 
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caráctto- del «resto Estas precauciones son tan preciosas como necesarias. 
aun proTtóoiio. ^^^^ j^ ^.^^ ^^ Célebre tratadista, "el derecho exor- 

bitante de disponer de la libertad de los ciudadanos no 
debe ser otorgado sino a los funcionarios que reúnen a 
la garantía de la inamovllidad, todas las garantías de la 
magistratura judicial. Un arresto no es un simple acto 
de conservación; es un acto de jurisdicción. Arrestar un 
ciudadano, aun preventivamente, es, en muchas situa- 
ciones sociales condenarlo al deshonor y a la ruina." 

• 
* * 

Funcionarios que te- ¿Q"^ fimcionarios tienen facultad de arrestar conferida 

gun la lel tienen facul- por la Icíf 

taii (le arrestai*. j^^ enumeración es difícil atendida la vaguedad y con-^ 

fusión de nuestras leyes. 

Así, sin ser precisamente limitativa, creo que pueden 
mencionarse a los siguientes: 

Por jurisdicción propia: 

1.'' Lo8 jueces en lo criminal (artículo 7.°) 

2.° Los ajeiites administrativos, tratáiidof^e de los crímenes o delitoa 
que «ípecitica el artículo 8." 

3." Los jueces que no ejercen jurisdicción criminal en los casos de- 
signados por la lel, como el de comercio en cano de quiebra, Código de 
Comercio 1350 y el 1391 al 1394; el Civil en caso de abuso o falta en 
8U despacho (L. O. artículo 43), o quiebra de tutores o administrado- 
res fiscales. 
Lci de Jimio 18 do ^-^ Los jueces de subdelegacion y de distrito en los que estén fuera 
J868. de la cabecera del depart^^imeuto, conociendo de asuntos criminales por 

faltas, es decir, susceptibles de multa de uno a cien pesos, salvo la de 
desacato desiiniada por el número 4.° artículo 495 del Código Penal 
(L. O. artículos 33 7 25). 

5.*^ Los mismos jueces y los de distrito por faltas o abusos cometidos 
dentro de la sala de su despacho. No podrán hacer uso de esta facultad, 
sino después de una amonestación que hubiere resultado inefícoz (L. 
O. artículos 34 y 23). 

Los alcaldes, en los departamentos que no poseen juzgados de letras, 
en los mismos casos que ios jueces de tetras (artículos 53 y 37 de la 
Lei Orgánica de Tribunales). 

Las Cortes de Apelaciones en los mismos casos (articulo 73 de la 
Lei Orgánica de Tribunales). 

La Corte Suprema (artículo 100 de la Lei Orgánica de Tribunales). 

Los conductores de trenes en marcha y jefes de estación dentro de su 
recinto (Lei de policía de ferrocarriles artículos 76 a 81). 

Los capitanes de naves mercantes, por delitos cometidos en alta mar 
;. (Código de Comercio, arts. 890 y 898.) 

Los pi*esidentes de juntas de contribuyentes, de comisiones ejecutivas 
y de calihcacion y de elección, de juntas calificadoras, receptoras y de ee- 

f crutiino, para la represión de delitos contra el orden y libertad electo- 

rales, y con el acuerdo de la junta (arts. 85 y 89, lei de Enero 9 de 
1844). 

Los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados, y de co- 
h misiones de estos cuerpos y de municipios, por abusos en la sala, y en 

los momentos de ejercer sus funciones (Código Penal 264 a 268). 

El Presidente de la República, en virtud del estado de 
sitio, según la facultad que le otorga el núm. 1.**, art. 
116 de la Constitucien, en estos términos: 

T 1? La de aiTestar a las personas en sus pro- 

pias casas o en lugares que no sean cárceles ni 



otros que estén destinados a la detención o pri- 
sión de reos comunes. 

I de Estado, por nliuMis o 

Por último, y para mejor esplieacion de lo que la lei 
ha querido denominar "autoridades constituidas," creo 
conyeniente reproducir el siguiente texto del Código 
Penal. 

Art. S66. "Pura lodoB Iob efmtox de la» dlHpwicii 
prcto lie loe que cometen aletilado o desacato cniítra la 
cioiiBríoB piiblicoí, se eiitiemle <jue ejercen aquella, cuiinmuieriiemí;, iuh 
UiiiielruH de SbIiuId floa aiilunilades (le fuDcimiee permaiietiteB □ 11a- 
nadHB a ejereerlas pii tmlo caso □ t.'JrciiiiBtnnclni>. 

''EiiticiideHH tnniUioi oFiitidida la nutoi'idrul eit ejercicio de sus (un- Tiesm 
«ioiiií*, cuando tuviere lugar el alentado o desacato eou ocasión de ellas t'onde t 
o por razón iie su cargo. 'T 



La diferencia entre una y otra manera de proceder, y jj^^^'j^"'^'" "^ ''™'^ 
una y otra atribución salta a la vista. 

Como se verá por los artículos, cuando el arresto o Prjfioa por ii» . 
prisión es definitivo o jioí'Dí'ífíiejíeMa, como por ejemplo '"'"'■ 
el quebrado fraudulento en materia comercial; el admi- 
nistrad or-inüel en materia civil; el reo de abusos o faltas ^"' •^'™''i<='°'"»- 
a corporaciones o funcionarios, puede imponerse por el 
funcionario después de una sentencia ejecutoriada, y lle- 
varse a efecto por el mismo juez. 

Así en los casos de arresto o prisión que inciden o se msion por coiis 
derivan de juicios civiles o comerciales, es el mismo juez "''''"• 
quien hace ejecutar la pena, enviando la orden o fallo 
directamente al encargado de la prisión. 

Puem de estos casos, todas otras autoridades judJcía- caacigado faltas. 
les que no ejerzan jurisdicción criminal; carecen de fa- 
cultad para arrestar por via depena, y para castigar laa 
/altas, áeUlos o abusos cometidos en su despacho aun 
cuando no concurran las circunstancias del in/raganti, 
haciendo arrestar provisoriamente al reo y conducirlo 
ante el juez competente (art. 7." inc. 3."). 



La orden de arresto debe ser escrita y firmada por la Firma de u dmende 
autoridad o funcionario que la hubiere espedido. nrrotto. 

El art. 138 de la Constitución vyente establece.- 

IjOS encargados de las prisiones no pueden *^'i«" comütucionai, 
recibir en ellas.a nadie en calidad de preso, sin 
copiar en su rejistro la orden de arresto, emana- 
da de autoridad que tenga facultad de an-estar. 
Pueden, sin embargo, recibir en el recinto de la 
prisión, en clase de detenidos, a los que fueren 
conducidos con el objeto de ser presentados al 



juez competente; jiero con la obligación d 
cuenta a éste dentro de veinticuatro horas. 

Comentando este testo, el señor Huneeua, dice 
Z." páj. 333). 

«■ '-La Coiiiililuciüii pmplMi a cmla nionipiilo liie palnlii'tií preio 
niiloi, <• arretlado cnmo ai fui^rau eiiióiiLiU]^ citandu po rt^ntidnil 
can bif II liÍBtiuta cti«s. Pt-ro, «ii lodo caso, y tiittandu íiolo do 1( 
ladoi a dtíeiiidoi, t\ aii. 138 ta doblemente útil en Ku primen 
1." porque de la palabra copiar en e\ empleado Be infiere, ooni 
iiioB dicho ya al ocii|innioB del un. 135 que iwu iiiconítitocioii 
6rdeneB de airesto rerbalts: y 2." poi-qae nada ee aranzana coi 
(liepueeto que lae órdenec de arresio deben llenar ciertos y det 
do» recjuÍBitoa, sino se dejara de ellaa la debida cüiiManoia, par 
el peligro de que deBannrezcau deppneB de e¡ecuta<lBB, y de qUe i 
medio, ai hubieren eido arldtranae o indebiilaa, de hacer e&cl¡ 
tiumpo la reaponíabilidail <U1 ftiDcionario o anlorídad qne las d 

at Mas adelante, y tratándose do los artículos 13, 1' 
babril ocasión y necesidad de e^lanar mas este ] 



La urden de nrr 
circuiiBt anclas que 
de Bpreheudei-se." 

Este precepto no admite comentario. Las iudiy 
zaciones vagas y confusas, son motivos de vacilaci 
el aprehensor y pueden dar lugar al ejercicio del di 
de resistencia. 

;. No se podrá, pues, ya espedir órdenes daarresto ■ 
sa, como ha ocurrido en Chile, u ordenar la prisión 
dos los que se encuentren en un sitio designado. 

Ese mandato de individualización y especiflcac 
admite mas que esta escepcion: 

,r El de delincuentes que oljreu eu cuathllJas o set 
de tres. En este caso, designado e individualizad 
señas de uno, puede y deberá aprehenderse a I( 
andan en su compañfa. 

Para aprehender a otro individuo que el desigus 
necesita que el delito sea o se considere iufraga 
los casos que se verán en los arts. 15 y 18 de esta 



Por último la orden, de arresto deberá espresa 
regla jeneral, el motivo de la prisión. 

Esta espresion de causa puede no obstante on: 
cuando esa revelación pudiera perturbar lasinvest: 
nes de la justicia, o poner eu aviso a los reos para 
su castigo. 

Art. 13. Kl Diref'la i. pri^iciii pn-veiiiii-a de('i-ei.i<k por olra.ii 
niie la del jueí a qnieii cuinspciude foiiinfi' 



.iiipo neceimrio ]>ni-a que el nii'eí'ladu antyi 
jnea. Sin nueva ilearvto de érli, el aiTeüIado 

Jja autoridad que liubielT decretado el an 



iiienrio al juos compeleiitü. acoiii|i.i>umdo 1os <locumíiil< 



Ift autoridad ailminUli'atíra, <|ueda a su di^poBioiou vi pivini, si In úrdeii 

.._ 1...1.-... . jLJ^utady y bBJn su rp*]mn8abil»lnd la ejiwiicioii da «aa (írdm 

f le bubier» ifndo eumpUmitutu. D«bírá, en ci 



a]ji'«ciar Ina jiiczas o aiitec^deiites ijue hv )e hubii-rfu tnuitiiitiilo ,v luau- 
1«ner 1^1 (Itcrelu iIp príaiun □ au»'peuderln. (^niivirtiéudolo eu BÍiiipl>; cita- 
ción parn que el reo cuuipai-ezca el dia y liora <[iie li^ eeiude. 

Como Be desprende con toda claridad, el testo que an- TcinitínciaidocBteí 
tecede revela con evidencia el espíritu de la lei arrancan- '^" "' 
do de manos de la autoridad administrativa, la facultad 
de arrestar, sino a lo maa preventivamente, y depositan- 
do la misma facultad en manos de la autoridad judicial. 

Este articulo tieude evideutemeute a ratificar sustan- 
cialmente aun en su forma lo dispuesto por el íuUculo ' 
139 de la Coustitucion, • 

Hé aquí el testo de dicho artículo: 

'-Si en alguna circuuMaucia la autoridad pAUtca blciere arreBlsr al- ^» «rljcn coiutUuc 
gnu haliitaiile de la Kepúblit-a, erfhncioiiariu que huUert! decretado el ""'- 
arresto, delmrá dpiilru de las ciiareula y '«lio hora» sigiüeiilei< dar aviso 
al juKz competente poniendo a su disposición a] arrestado." 

Este es, en efecto, ese espíritu, tanto, según el espíritu 
de la lei, como según el sentir de los mas célebres y 
modernoa tratadistas de derecho público, 

Eu efecto, según lo dice una de esas autoridades y en soio la a 
tesis jen eral, la autoridad administrativa no tiene ni de- los'dciitoa!" 
be tener bíijo el imperio de la Constitución ningún de- 
recho sobre la libertad de los ciudadanos; ese derecho 
no pertenece sino a la autoridad judiciai, segua los li- 
mites j" eu los casos previstos por la lei. 

Esa regla fundamental e imperativa, es lo que pide se 
esponga con toda claridad en la lei, el actual Presiden- 
te de la Cámara de Diputados, en los elocuentes térmi- 
nos que se trascriben literalmente a cootinuaciou: 

'■Lo iine se jipceíitii especialmente es f|i!e di-íniKirezpn ile la Cinistl- Oi'lnlan il 

del Ejecutivo, no mjIo la faridtadde decimal arreijto« prerentivos (rumo 
coila corriente, ^itin lo que es venla'lerameute moiibtruusu. la ile iinpo- 
nerloo por vía dv puiia; eoea que la Constiluei'in uiisma rerliaxn eu In 
parte 6.' ivfnniuidn ile su aitirnio % aun en li» Aiat» n>f e|H.'i<ina1i>« n 
que ésra se ■■eüere, urílenanilo qui» W |ienM que dichim leruí íeiialnveii 
aerin HÍeni|ire atilicoda» pur los tril>iiindeíi estahleeiiloB. 

A la «ouilira ilel articulo 1:<!I, que eoniuntamoH, se liaik dictnilu i1í--)m>- ■'^l")^" " ' 
«icione» tan enormes, como loa anícidos 50. 106, inciso 1." v 4.°; WD. ' "'^'"'"' '" 
IZ7, 149 y 100 de la Leí ilel Itájimcn Interior, f|iie lian entrejrado 
mamaiada Ib líl>ertB[l de lo* chidiulanna ni cupriclio hasta de los úlll- 
mos BJentea del Ejecutivo, din duda eaan leyes liau creidu 'jue Ins rír- 
eunitaarUui a que m refieren witi alyunia de la» ijiis previ» el luencio- 
iiado artículo couslitiicloHol en sus primeras y ilei^racinilli'nnnii pnln- 
braE. Esto Bulii bnstaria ])ara ooiit^nuriaH." 

Ya se ha visto en el exámeu de los artículos 6." a S." ¿ '¡'^u^i 
cuáles son las autoridades que pueden decretar arresto; 
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cuál es su jurisdicción según la naturaleza de la delin- 
cuencia, y cuáles los límites deesa jurisdicción. 

Se ha visto, ya, también, tratándose del artículo 9.® 
que según él, dictada una sentencia por juez competen- 
te, y ejecutoriada ésta, toca al juez que la dicte, el ha- 
cerla ejecutar. 
Reo enviado por otra El CRSo de csto artículo cs cl dc uu TOO euviado a dis- 
«utoridad que la judí- posiciou del jucz, por Otra autoridad que la de aquel a 
^*'*^* quien compete conocer en la causa que ha motivado su 

arresto. 

En virtud de ese arresto, que solo puede durar cua- 
renta y ocho horas a mas tardar debiendo solo ser de 
veinticuatro^ es deber de la autoridad administrativ^i 
acompañar y remitir a la judicial todos los documentos 
o antecedentes que han dado oríjen a la prisión. 
Tiempo de esa pri- Esos documeutos dcstinados a ilustrar y formar la 
»i^"- conciencia del juez, son absolutamente indispensables, 

pues que en todo caso deben formar parte de las condi- 
ciones indispensable de toda orden de arresto, según 
se ha visto al tratarse del artículo 6."* 

De su examen pende que el juez, haga suya la orden 
do prisión emitida por la autoridad administrativa, la 
suspenda, o la revoque. 

Desde cuando comien- Dcsdc CSC momento comicuza SU responsabilidad. Pue- 
za la autoridad del Juez, qq g|j (>QQgg(jm3Q(>jr^ y ¿^^ ^ÍP^u^l (Jq q^q dorecho, Ordenar 

la libertad del reo, y adelantar la investigación, hacien- 
do comparecer al presunto reo, en los términos que él 
fijare. 
Facultad del Juez i-es- Así luismo, cs facultati vo cn el jucz süspcndcr la eje- 
pecto a prisión por au- cuciou dc órdoDes de arrcsto espedidas por la autoridad 

torldad administrativa. -,..,,. i_i_.ji t 

administrativa y que aun no se hubiere dado cumpli- 
miento, siempre bajo su responsabilidad, si tomando co- 
nocimiento de los antecedentes, y apreciada la naturale- 
za del delito, y situación y circunstancia personales del 
reo, encontrare que el delito no lo hace acreedor a ma- 
yor pena que la reclusión menor en su grado mínimo. 

• 
• * 

Art. 14. Toda orden de prisión o arresto, debe intimarse al tiempo 
de ejecutarla al individuo o individuos en quienes debe cumplirse. 

El individuo a c(uien 8e liubiere hecho la intimación, tiene derecho a 
que se le manifieste o notifique la orden escrita que ha debido espedirse, 
y a que se le dé copia de ella por el encarga<lo do cumplirla, y bajo su 
íinna, a mas tardar al tiempo de la j)rision, y, si esto no fuera posible 
al dia siguiente. 

El alcaide de la cárcel, o la persona encargada del lugar de deten- 
ción en (jue se recibiere el preso, al copiar la orden de an'esto en el re- 
jistro que debe llevar, hará mención de la persona que lo ha conducida 
o aprehendido, y será obligado a dar copia de la pai'tida que sentare, 
al aprehendido que la pidiere. 

El que deci'etare arresto, salvo el caso de delito infraganti, sin suje- 
taree a lo dispuesto en el artículo 6.° de estalei, y lo mandare cumplir, 
incurre en responsabilidad criminal; en conformidad a lo dispuesto en 
el aiticulo 148 del Código Penal. 
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tn latlmldKlan. 



La leí no usa jamaa de celadas. 

He aquf por qué, procediendo con la augusta m^'es- 
tad y lealtadgue es timbre de sus actos, y obrando en '' 
BU nombre y representación, es prohibido a los funcio- 
narios a quienes encarga la tarea de aprehender a los 
delincuentes, el proceder por sorpresa, sino al contrario, 
obrando con entera y absoluta franqueza, y notificando 
al delincuente la orden de arresto espedida en su contra. 

Esta medida se uspUca perfectamente, atendiendo a su oriíen, 
qne hai casos en que se necesiterá usar medidas com- 
pulsivas para la conducion del reo, y otros en que no se 
exija ni sea necesario el uso de prisión alguna. 

Notificada verbalmente la orden de prisión, el arres- 
tado tiene derecho: 

1." A que se le manifieste o exhiba dicha orden, para „^«'^'" *«• ' 
observar si ella se conforma a los requisitos que pree- "■ 
cribe el artículo 6.°; 

2." A que se le dé copia de ella. 



Como esta copia, intimada la orden de arresto en la ^ 
calle u otros lugares inadecuados, encontraria dificulta- ""'^ 
des para efectuarse, puede exijirla del encargado de la 
prisión al tiempo de penetrar en ella, y solo en caso de 
absoluta imposibilidad, al día siguiente. 

La disposición de que se trata, arranca de precectos 
constitucionales repetidos. 

Ha podido verse en las primeras pajinas de este estu- onien 
dio, la trascripción literal de los artículos de la Consti- '"' '* ""*' 
tucion de 1S38, que mucho mas celosa en este punto 
que la de 1833, tomaba sólidas y repetidas precauciones 
contra el abuso de las detenciones o prisiones arbitra- 
rias 

Pero seria injusto atribuir al Pacto Fundamental vi- 
jente, una omisión absoluta a este respecto, pues ella 
contiene las siguientes prescripciones: 

Art. 135. 

Para que una órclen de arresto pueda ejecu- ^J'^^'' 
tarse, se requiere que emane de una autoridad 
que tenga facultad de arrestar y que se intime 
M arrestado al tiempo de la aprehensión. 



oonitltuclon»- 



Los encargados de las prisiones no pueden 
recibir en ellas a nadie en calidad de preso, sin 
copiar en su rejistro la orden de arresto, emana- 
da de autoridad que tenga facultad de arrestar. 



1 



— H6 — 

Pueden, sin embargo, recibir en el recinto de 
la prisión, en clase de detenidos, a loa que íiie- 
ren conducidos con el objeto de ser presentados 
al juez competente, pero con la obligación de 
dar cuenta a éste dentro de veinte y cuatro ho- 
ras." 



Adelautando un poco m as allá en este trabajo, habrá 
necesidad de volver a estudiar estas disposiciones oons- 
titucioualea. 

Por ahora, es menester iudicar que tales preceptos, 
aunque consignados en la Constitución del Estado, ca- 
recían hasta aquí, en absoluto de toda sanción. 

Hoi, a virtud del Código Peual, la situactoD ea distin- 
ta, pues dicho Código contiene loa preceptos que van a 
ooutinuacion: 

Banelon eatablíclda Art. 14H. Todo rni])leailo público que ili^.il y arMlrnriaiuíiite dratp- 

por el Código Penal. rrare, otTf»tara o deliiviere nalguiift peraiina, sufrirá la pmia de r«- 

cIui'Ídu menor y hiikjiviihíoii del empleo en sus grailoe uiiuimo a medio. 

tíl el am'í'lo o Jeleuciiiu wseediere de treinta diae, la» penas serán 
refliiaiou niwior y siiupriision pii su« «radoB iiiáxiiuoi'. 

Art. Hií. Serán eaMligadiB cdíi las peno» ile rwlusiua menor y pua- 
peusinn en íug gradoit mfnimoA a medií»: 
ObUgadon de loa al- 1.° Lii» qub, encargados de un estnblecimiclilii penal, recibieren en él 
calilcs. a un imrivlilno en calidad de preso o detenido sin haberse llenado lua 

reqiñsituHprBrenidiis pur la leí; 

¡j." Los ^ue halñend» recibido a una pertuma en eloae de detpniíta. no 
dtereii parle al tril>utial ciHiilietcnle, dentro de las veinte y ciintro lia- 
ras fijtLÜenteH; 

3." IjOitiiiie iiu]iid¡ereii cotnimicarHe a 1» detenidos con el juez qua 
conoce de un ntniía. ^v a lu8 ■'einalados con los ni^iMtrados encargados 
de visitar lo» re»|>i^-liriH i-stubleeiniienlox ¡leiiale»; 

4." LiH oueaiiiudiBf delip Iniíarv» (ledi-InLi-lononeseiiPL'orena iroí- 
niitiral tríimual. a reijuisii-inn ilel pi'i'su. ('i)]iia ilel decreto de prípioii, 
u n rei-lumar para que m- dú diclm cii)i¡a, o a ilar ellos luiítmiM im cenifi- 
cailü lie liallurse preso aipiel Individiui', 
A vl»}9 necesarias. 5." Ijoi'qne teniendo n sit cni^'n la pul leía nilunmKlratlva o judicial 

y Bulieilim.í. de rual(|uiera ileteiiciini arbitniria. ni) la hicieren cesar te- 
iiieiiiiii tiic-nltiul ji.ira ello, u en laso contrario dejaren de dar parte a la 
autoridad iintH-nur coin]ieteiile; 

6." Los que lialñendo lieclio am-srar a uu indinituo no dieren partt 
al tribunal coin|>e1enlu dentro de la^ cuaieiua y urhu horas, punieiido 
al ari'eaiadoaHU dis[insic!i>n. 

En loícmoíB'ineBBrefiereiilosniímerosS.", 5.'',v6.''dB este ar- 
ticulo, lo» cul|Mible» incurrirán respeclivamvnle en las penas del artí- 
culo antei'iüi', si ¡Misaren ina* de trcrf días fin cumplir ton las obliga- 
ciones cuya ejecnglon se caslifia iHi tales núnieros. 

penadc loamajist™. AJemas, esísten los ftrtíciilos 224 y 335: el 1." de loa 
'!'». cuales castiga con inhabilitación absoluta temporal, pa- 
ra cargos y oficios públicos en cualquiera de sus grados 
y la de presidio o reclusión menores en sua gradoa mí- 
nimos a medios, a los miembros de tribunales de justi- 
cia, colejiados o unipersonales {Ministros de corte o jue- 
ces letrados o de primera instancia en bu caso) cuando 
número ñ." '■Maliciosamente retuvieren en cali- 
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dad de preso a un indivicluo que debiera ser puesto e 

libertad con arreglo a la lei y el 2." impone la pt 

Da de suspensión de cargo o empleo en cualquiera d 
B«8 grados y multa de 100 a 1,000 pesos o solo esta u 
tima, cuando los mismos por negligencia o iguoranci 

inescusables número 5." "retuvieren preso po 

mas de cuarenta y ocho horas a un individuo que di 
biera ser puesto en libertad con arreglo ala lei. ..." 

Mas atrás, se ha hablado de la distinción y diferenci 
que existe entre prisión ilegal y prisión arbitraria. 

Ambas infracciones abarca y castiga el artículo 14 
del Código Penal, citado por la lei, y cuyo tenor liten 
es el siguiente: 

Art. 143. Todci empleado público que ilegal y arbitrariamenle deei 
iraro, arrestare o detuviere a uua persona, Buirlrá la pena de rectiisia 
menor y saspeneion dfl empleo en pub grados mínimoti a medios. 

Si el arresto o detención escediere de treinta diaa, las penae SSrí 
reclusión menor y euRpenaion en bus grados míximos." 



Ahora cabe examinar una objeción relativamente a u 
caso de mui frecuente y diaria aplicación en los ,luzgí 
dos de Chile. — Esa cuestión es la siguiente: 

Una orden de tíiacion o la de conducir a un indivídu 
a la presenciar judicial, importa o equivale auna tirde 
de arresto o detenciont 

Evidentemente nó, si en la Orden para llevar al reo, n 
Be han llenado todas las formalidades y requisitos prt 
venidos por el articulo 6." de esta lei. 

No teniendo ordinariamente tales citaciones y decn 
tos, otro propósito que el de tomar su declaración i 
presunto reo, éste no puede ser considerado tal, y pt 
consiguiente no puede ser mantenido preso. 

Si por accidente, el juez no se hallare en el moment 
en la sala o a la hora de la citación, y si la orden no coi 
tuviera escepcion alguna, el citatlo quedaría en liberta( 

A lo mas y en todo caso, si fuere vago o desconocid< 
podria mantenérsele detenido en el circuito de la pr 
sion, pero de ningún modo encarcelársele o ser tratad 
como reo. 



TITULO IV- 

Del arresto o prisión en caso de delito Infragi 

Art. 15 El Borprendidu en flagrunte delito podrá ter arrMtat 
CUSilguierai persunapara sur cunducidu BnU el juez cumpetente. 
funcionario ft quieu correepanila cuidar del ónlen público, debei 
ra el mismo fin, ordenar el arresto. Seráu obügadoa a «ireatar 
lincueiite iufra^snti loBftjen(i)Bd« pulida de seguridad, sea ol 
por b! o a requisiciou de cualquiera persona. 

Pars loe etwlos de eele articulo De considerará delíucueute 
ganti: 

1.° AI que actual m en fe e»lá cometiendo el delito; 

a." Al que que acaba ile cometerlo; 

3.*> Al que en los inomentos de cometerse éste, huye del luf 



con objelOB proceiFei 

<e emplearon p»ra cometerlo, eii t 



. del delito, ( 



inmediato a su ¡wrpetra 

G." A! que personas asatladaa, heridas o rohodas que reclama 
ülio, u!üatareu coiao autor o oámplice del delito que acaba de 



KnturaLoiaiglUTCdsii El delito flagrante, dice con razonun célebre I 
Jci delito inrragsntL ¿jgta, 68 uTi doble delito, pues que agrega a la viol 
del precepto legal, la publicidad y el descaro coi 
éste Be ejecuta. 

De aquí que se empleen para su represión medie 

traordinaríoa, si asi puede decirse. 

FaciiHídes comunes a ^^ represión de esosdeütos, es/acultaliva opotesl 

'03 ^dállanos para su en jeoeral respecto de los ciudadanos, pero puede 1 

"" ' ""^ a ser igualmente obligatoria aun en este caso, com 

cede en el de que trata el art. 496 del Código ] 

y art. 166 del Béjimen Interior que penan la fal 

auxilio de los particulares a la acción de la autoi 

en el caso de aprehensión de criminales, o de ince 

naufrajio u otra calamidad. 

Diatiataa tmicioaca de Pei'O, tratándose de autoridades o funcionarios 

FíSucilÜ '' ""*"''"' misión es, y a quienes incumbe especialmente el cui 

del orden público, la misión de arrestar a los deiim 

tes infraganti, asume las proporciones de un ímpe 

deber. Tales son las autoridades administratiras. 
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Igual deber pesa sobre loa ajenies de seguridad, o sea 
la policía, sea en virtud de propia autoridad, sea en caso 
de queja, peticiou de auxilio, o a requisición de cualquie- 
i-a persooa, ya sea ésta la ofendida o nó por el delito. 

Esta prisión, o mejor dicho detención, no tiene mayor ^"""P" ^ '» '*'*™' 
duración que el espacio de un dia, según lo determina el 
art. 19. 

No obstante, su amplitud es tal, que, sin respetar fue- corActer lenerai. 
ro alguno, pesa aun sobre los representantes del pueblo, 
ya sean éstos Diputados o Senadores. 

Así lo establecen los artículos constitucionales que 
van a continuación: 

Art. 136. 

Todo delbicuentc infra^aníi pucí 
sin decreto y por cualquiera persona, para él único 
objeto de conducirle ante el juez competente." 

Art. 15. 

Ningún Senador o Diputado, desde el dia de 
su elección, podrá ser acusado, perseguido o 
arrestado, salvo el caso de delito infraganti, si la 
Cámara a que pertenece no autoriza previamen- 
te la acusación, declarando haber lugar a forma- 
ción de causa. 



En caso de ser arreatado algún Diputado o ^,„^'"'*'^'"! '" p* 
Senador por delito infraganti, será puesto inme- 
diatamente a disposición de la Cámara respecti- 
va o de la Comisión Conservadora, con la infor- 
mación sumaria. La Cámara o Comisión proce- 
derá entonces conforme a lo dispuesto en la se- 
gunda parte del artículo precedente. 



Comentando estos últimos artículos el señor Hunneeus 
añade lo siguiente: 



i y IC lio se aplicBU Juicio del leHor Hu- 
e! Senador o Dipii- neeui. 
lado puBdt! sor arrullado iteade luego y puesto a <lupaBicÍun de la Co- 



cusiido H« trata ile <le1ita iiifra^aDlí. Ei 
' üdt! sor arreciado iteade luego y 

'ouitervadorBcoii la iufonuuciou , , 

a dol ielito y la cÍrciiuatancÍBd« haber sido sürpreiidído iiifra- 



la iiifonuucíou Bumaria qiie, para acreditar la 
oirouuatandadehabersido Bürpreiidído iiiP - 
(lanti el Bireítndo, debe levantar el juez que decretó el arreslu o ai 
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quien fué conducido el airestado, con arreglo al ai't. 136. La Cámara 
o la Coniiííion, en vista de esa información, procederá entonce» 

Y, en otra parte y examinando los preceptos de este 
mismo artículo, añade: * • 

Necesidad de una re- "Estas reglas guardan conformidad con los principios que deben re- 
Slft fiJí*' jir en la materia; pero como aun no son lei de la Hepüblica, es evidente 

que hai mucho de discrecioiuU en la calificación práctica de lo que es o 
nó delincuente infraganti, viniendo a hacerla, en i'ealidad, el tribunal 
que aprecia la constitucionalidad del arresto liecho en la forma escep- 
cional prevenida en el ai*t. 136. 

La necesidad de qne la lei hable claramente en esta 
materia, es tanto mayor cuanto que el art. 143 del Códi- 
go Penal, castiga con la pena de reclusión menor en su 
grado mínimo o multa de ciento a trescientos pesos, al 
qu€y fuera de los casos permitidos por la lelf aprehendie- 
re a una persona para presentarla a la autoridad. No es 
posible que la aplicación de una pena quede entregada a 
la discreción de nadie. Debe establecerse de un modo es- 
plícito y que esté al alcance de todos — ya que todos son 
en tal caso representantes verdaderos de la autoridad 
—quienes son reputados delincuentes infraganU, a fin 
de que se sepa con claridad también en qué casos puede 
arrestar cualquiera persona sin decreto previo, al sor- 
prendido en flagrante delito." 
Resumen. -^-SÍ, pucs, seguu las disposicioues de esta lei, un indi- 

viduo delincuente infraganti, puede ser arrestado por las 
siguientes personas: 

1,'* Por los funcionarios encargados de la custodia del 
orden público; 
2." Por los ajentes do policía de seguridad; 
3.** Por cualquiera persona, bajo su responsabilidad. 



Principios legales ro- Quiéu es el delincuente cómo se comete el delito m- 
^^ntu' '""'" ''''"'■ fragantif 

La lei sienta en este caso dos principios: uno de evi- 
dencia y otro de presunciones. 

El 1.** es el que se refiere al que en los momentos de 
pasar, por ejemplo, un transeúnte o una autoridad, está 
cometiendo actualmente el delito, robando, hiriendo, gol- 
peando, etc. 
Ejecución instautánca En CSC caso el hccho OS indiscutible y no puede acep- 

y palpitante del hecho, ^r^j» ¿u(Ü£^. 

3Ias, como ese hecho sucede rara vez, y como los cri- 
minales asechan las ocasiones íaw)rables para ejecutar 
el delito, a la vez que asegurar su impunidad, la lei co- 
loca en seguida una serie de presunciones o indicios 
precisos, para reputar delincuente infraganti a aquel que 
los reúne todos o aisladamente en su persona. 
Indicio?» Estos indicios son: 

El que acaba de cometerlo, como por ejemplo el que 



i 

i 



MÉ. 
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cou una arma en la mauo, observa al herido o moribuu- Annns. 
do, o loa efectos de im incendio. 

Entrando en seguida a la prueba circunstancial, la lel 
presume reo de delito ínfraganti: 

Al que huye del lugar del delito en los momentos de Ftigo. 
ejecutarse, o después de ejecutado; 

Al que las víctimas u ofendidos seüalan y designan De'iBnacion «>r im 
como autor o cómplice; *°* " ' 

AI que reuniendo las dos circunstancias, la de desig- 
nación de parte de los ofendidos y aun de un tercero, 
simple espectador, y la de una apresurada fuga inmedia- 
tamente de cometido el crimen, es aprehendido durau- 
te ella. 



Nada mas preciso, grave y conforme a la filosofía que 
las presunciones que preceden. 

Ellas reúnen prima facic todos los caracteres que 
presenta, ora el temor, ora el remordimiento que es una ' 
consecuencia casi siempre natural del crimen. 

Ellas podrán quizas no hallarse en un criminal audaz, 
descarado o empedernido; podrán alguna vez ser causa 
de errores, pero en la mayor parte de las ocasiones in- 
dicarán con plena seguridad al verdadero delincuente. 

Ademas, y en caso de error, su resultado no es de ^ 
temer, pues no siendo presuntivas sino para la apréh&a- ' 
SMW y no para X&pena pueden desvanecerse por el ino- 
cente cou facilidad durante la investigación sumaria. 



Hai también otra presunción que arranca, puede de- 
cirse, de la lel. 

La lei presume con fundamento que los compañeros iprehen^on 
del delincuente, son también criminales y lo acompañan ^J^j^"'*"'"' '""^ 
en su propósito, o por lo menos procuran protejet su 
impunidad. 

Por esto es, que, en los casos de-tumulto, faculta la m^w^irtmies 
aprehensión, no solo de los autores, sino de los que se ''''" ''^"° ' 
haüen en su compañía (art. 18), y respecto de malhecho- 
res en cuadrillas, espresa que (art. 6.") la designación e 
identiñcacion de uno, autoriza la aprehensión de los de- 
mas. 

Así también lo ordena, respecto de los delitos de le- 
Biones, el siguiente artículo del Código Penal. 

Alt. 392. Coiiietiéiiiiose im lioniiciiUocn riña o peí™, y no coi 
do el aator ilc 1» imieile, pem af ]□■ yiie caiis;irriii Itsioiies gra 
ocds». Be ¡iu|)ini(lrá n tniioH e^toe la pena da ptveiiiio nieiinr en si 
do nuliciiun, 

Si no couMnrf tampoco quieiipHcaiifnron leBioncs grates al ofendido 
te impondrá a IikIos Iob que liubiereii ejercido vloleucia en su peraona 
la de presidio menor en su grml'i medio. 



Por Último, la lei establece también una presunción 
de delito iufraganti de los que se encuentren con objetos 



del dctllo. 



122 



Disposición del Códi- 
go Penal. 



procedentes del delito, o con las armas o instrumentos 
que se emplearon para cometerlo, en un tiempo inme- 
diato a su perpetración. 

Como la anterior, esta presunción arranca también del 
Código Penal, pues éste determina: 

Art. 454. Se presumirá autor del robo o liurto de una cosa a aquel 
en cuyo poder ee encuentre, salvo que ju!«tifique ku lejítima adquisición 
o que la prueba de bu buena coiulucta anterior establezca una presun- 
ción en contrario. 

Se castigará como encubridor del robo o Uui^o de una cosa al oue la 
compre o reciba a cualquier título, sabiendo su oHjen o no pudiendo 
menos de conocerlo. 

El mismo Código establece: 

Disposición P*r* ^^ Art. 445. El que fabricare, eepeudiere o tuviere en su poder llares 
peolKfsc^. '^ ^^' falsas, ganzúas u otros iuslruraentos destinados conocidamente para 

efectuar el delito de robo j no diere descargo sufícieute sobre su fabri- 
cación, espendicion, admiiHÍcion o conservación, será cajití^ado con 
presidio menor en su graao mínimo. 

Art. 448. El oue hallándose una e.*«pecie mueble, al parecer perdida, 
cuyo valor exceda de diez pesos no la entregare a la autoridad o a su 
dueño, siempre que le conste quien sea este por hechos coexistentea o 
posteriores al hallazgo, será considerado como reo de hurto, y casti- 
gado con presidio menor en su grado miniuio. 

También será considerado i*eo de hurt<> y castigado con presidio me- 
nor en im grado mínimo el que se hallare especies, al i)arecer perdidas 
o abandonadas a consecuencia de naufrajio, inundación, incendio, te- 
rremoto, accidente en ferrocarril u otra causa análoga, y no las entre- 
gare a los dueños o la autoridad en su defecto. 

Las concordancias citadas, apoyan, pues, como se vó 
las reglas citadas por la leí, reglas que, como lo dice mui 
bien el señor Huneeus, vienen a llenar un vacío de nues- 
tra lejislacion, y evitar, asi la impunidad como la arbi- 
trariedad. 



Id. de 
didoa. 



objetos per- 



* 



Uso do medios 
pulsivos. 



•oni' 



Art. 16. No podrá emplearse medios compulsivos para conducir an- 
te el juez competente, al delicuente infraganti que espresase estar dis- 
puesto a obedecer la intimación que el aprehensor le hiciere de compa- 
recer ant« dicho juez en el dia y hora que se le señale: 

1." Si solo fuere culpable de contravención a ordenanzas municipa- 
les, de policía local o ae 8imj)]e falta que no sea hurto o estafa, salvo 
que para el aprehensof el culpable aparezca como persona sin hogar fi- 
jo ni jiro u ocupación conocida, o que la contravención se couietiei"e 
causando dasórdenes o perturbando la tranquilidad pública. 

2," Si fuere culpable de delito que la lei solo pena con inhabilitaciou 
o suspensión de cargos, oficios o profecion titular o con multa. 

En los casos a (jue se refiere este artículo, bastará para que se deje 
en libertad al delincuente infraganti, que persona de responsabilidad ee 
comprometa ])or escrito a que el delincuente comparecerá dentro de 
veinticuatro horas ante el juez competente, y a responder de la multa 
que se le aplicare. 



La forma en que se encuentra redactado el artículo, 
puede prestarse a confusiones que desaparecen ante ua 
simple estudio. 

Según él, todo delincuente infraganti, cuyo delito sea 

1.** contravención a ordenanzas municipalesj 

2.^ Id. a ordenanzas de policía local; 



3." Simples f 
4." Delitos qi 
nsion de cari 
Puede queda 
n hogar üjo i 
mparecer aa 

Ofreciendo c 
r la multa qi 
Esta ñanzíi 1 
de una suma 
le fuere acret 
En caso que 
tido desórdec 
lede rechazar 
Qcia. 



Ea esa mism 
a especie dé i 
Así, pues, co 
Lsma de la Ce 
s citado, en < 
do deliocuen 
¡lote, una vei 
iividuo conoi 
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desorden, y 
presada, deb 
receral llam 
Mas aun: en 
3tída sea solc 
ntravencioae 
ede quedar e 
a en manos i 
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teadUo •obornn. 



Pero, Bi es verdad que ello pnede suceder en pequeño 
número de casos, por qué haíía de suceder lo misino 
con el 8ai:iento o el oücialt 
T- Y nótese que este temperamento seria adoptado aolo 
por las personas de delicadeza y pundonor, qO por aque^ 
llaBJentesa quieues nada importe el bochorno de una 
aprehensión. 

En seguida se agrega que con ello va a intentarse una 
especie de cohecho o soborno del guardián de policía. 
c Este defecto se evitaría estableciendo que el 
dldo debería esijir en ese caso un recibo de la 
positada, dado y firmado por el aprehensor. 

Estas observaciones podrán parecer, quizás, 
Ulguoos. 

En cuanto al que esto escribe, su esperiencia 
abogado le hace ver todo lo contrario. 

Y eo todo caso, iree como el romano, que 
fVfvolo de lo que se roza con la libertad. 



Art, 17. El delincuente i tifr^^ ti <le cual cjuií'ra de ¡US ci 
neíoinfrHccioneB etipreKiiilKS eti h1 artictilo anterior, que fu^r 
<to (lor sjent i'B de policía de seguridad en dreempeño de bu cari 
dueidii ante «I jefe de dicbos ajenies, siempre qne jwr» eltoa 
desconocida, y no Be presentare ]>er)H»ia cunocida f|ue < 
compruniiao previsto en la líitinia parte del citado artículo. 

El jer« mantendrá el arréelo o pondrt al arreBlado eu 1i 
míudole que comparezca deutm de veinlicuatro huras ante 
pélente, eeguu lu considere o uo necesario, para que la inl 
obedecida en risla de la clase de coulraveuciun cometida ; 
cunstanciaa personales del culpable. 

Si fuere persona ccmocidn, o si perdona que reúna esta c! 
se hiciere responiuible en la forma previslu en el artículo 
dejará en liliertad, limitándose a haberte la intimación de < 

Cuando el aprehendido conio delincuenle ¡nrraganti eeiin 
persona establecida en el lugar, a cuth familia perteiiexca, i 
vicio esluviere, el ajenie de la policía u el jete en su casi 
arrestado en libertad, si tuviere cunocimieulo de esa circnn 
se |>er8uadieren deque es vfecliva. Tampoco se poilré llevs 
arresto ni manleiierlo sin fiicililar al arreutado loB medios qi 
re pora comprobar su aserción. 



a Como se espresaba en el exAmen del articule 
el culpable infragauti de infracciones u orde 
por los delitos en él espresados podía y debía ( 
libertad siendo persona conocida, u ofrecieudc 
suficiente en persona qne lo fuera. 
1 Mas, en la hipótesis que ni uno ni otro caso í 
" re, es a saber, que ni el aprehendido fuere pers 
cida para el aprehensor, ni ofreciere Üanza di 
que reuniera los requisitos que la iei exije para i 
podría ser conducido a una casa de detención. 
Parece, pnea, que mas exactamente que la fi 
debería haberse dicho podrá ser conducido ant 
de los ajentes de policía de segurídad, a cuy 
pertenece su aprehensor. 
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Como se vé, la lei establece, puede decirse, entre los , condición privuejiada 

<¡. • j. ' j T ' ' .del guordian. 

mismos guardianes o ^jentes de policía, una especie 
de tribunal, o sea una doble instancia, para los dete- 
nidos. 

Si para el guardián aprehensor, el detenido presta ga- 
rantías, ya por sí mismo, ya por medio de fiador conoci- 
do y responsable, queda en libertad, siempre que su de- 
lito no sea superior en gravedad a los enumerados en el 
artículo anterior. 

No siendo conocido, o no otorgando fianza suficiente, 
el detenido es llevado a la presencia del jefe de dichos 
ígentes. 

Quién será este jefe? 

La lei al emplear las palabras, '^ Je/es de dichos ajen- carácter dci jefe de 
tes/' parece que quisiera conferir tal facultad únicamen- p®"^^*- 
te al comandante de policía. 

Pero tal interpretación demasiadamente ajustada a la 
letra, seria restrictiva, y opuesta al espíritu de la lei. 

Desde luego, ella obligaría al jefe de policía, a consti- concentración de fa- 
tuirse permanentemente en su oficina, lo que se opon- c^^i^»<^<^«- 
-dria al buen servicio. 

Y en seguida, ella concentraría en un solo individuo, 
facultades que ese mismo buen servicio exije se divida 
entre muchos. 

En Francia existen les postes o lugares de retención. Medios fáciles de ob- 
'diseminados en toda la población, como los antiguos re- ^'**^' ^^ <i*ficuitad. 
tenes en Chile. 

Pero a falta de esto, nada es mas sencillo que delegar 
las facultades del jefe, en el sarjento u oficial que ronde 
las calles, el que podría, como el jefe, mantener el arresto 
y conceder la libertad, en vista, como lo ordena la lei, de 
la clase de contravención cometida y de las circunstan- 
■cias personales del culpable. 

Una última disposición del artículo, es la que estable- ^^,^J^^^^*^'^'^^ '^^^ aprchen- 
ce a ídvor del detenido el derecho, e impone al ájente o ' ''^* 
jefe de la policía la obligación do ''facilitar al arrestado 
los medios que 2)r opusiere de comprobar su aserción." 

Estas medidas pueden ser tomadas ya antes o ya des- e;c doreciio se ejccu- 
pues, pues que la lei determiua que sin ellas— wo sepo- \xIq\Í£''q\2vy¿7u^'^^ ^ 
drá llevar a efecto el arresto— o manreuerlo, y consisten 
en acreditar, corno en los eijemplos que la misma lei in- 
serta, que reside en casa de i)ersona establecida en el 
lugar, o que pertenece a una familia conocida o que sir- 
ve en calidad de doméstico en una u otra parte. 

La sanción de estos preceptos, se encuentra en los si- 
guientes artículos del Código Penal. 

Art. 255. El empleado público que deseinpinmmlo un acto (Ic'l servicio Prcacpto del OuÜgo íá 

ftnnetiere c'ual<juier vejación injusta contra la»? ])ersonas o usare de ^^nal. J 

apremios ilejítiniot* o innecesarios paní el desempeño del servicio i-es- 
pectivo, será Cíisticado con las penas de sus])ension del emjdeo en cual- 
<iuiera de sus grados y multa de cincuenta a cien ])esos. 

Art. 258. El empleado público que arbitrariamente rehusare dar cer- 
tificación o testimonio, o impidiere la presentación o el cui*so de una so- 
licitud, será penado con multa de cien a qidnientos peso». Si el testi- 
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monio, certificación o solicitud versaren eobre un abuso cometido por 
el mismo empleado, la multa será de ciento a mil pesos. 

Y en el § 13 establece como 

DISPOSICIONES JBNERALRS. 

Art. 260. Para los efectos de este artículo, y del párrafo IV, del títu» 
lo 3.", se reputa, empleado todo el que dept»mprña un cargo público, 
aunque no sea de nombramiento del jefe de la República, ni reciba 
sueldo del Estado. 



Facultades con res- Art. 18. Los ajentes de policía de segundad podrán arrestar como 
pecto a vagos y autores delincuentes infraganti, para conducir ante sus respectivos jefes, a los 
de tumultos. individuos que anduvieren disfrazados y rehusaren darse a conocer, y 

a los que se hallaren a deshoras de la noche o en lugares o en circuns- 
taucias que prestaren motivos fundados para atribuirles malos desig- 
nios, si las esplicaciones que dieren de su conducta no desvanecieren las 
sospechas. 

Ll jefe ant€ quien fueren conducidos, mantendrá el arresto o pondrá 
a los detenidos en lihertínl, sei^un las es])licaciones que de su conduc- 
ta dieren y el mérito que arr(»jen las circunstancias que han motivado 
BU prifíion. 

Serán también conciderados delincuentes infraganti y para el mismo 
fin, los que. en caso de contravención infraganti a reglas de policía, de 
orden o de seguridad, cometidas causando tumultos o perturbando la 
tranquili<lad pública, se hallaren en compañía de los autores de dicha 
contravención. 



Ocultación de nnm- En cste «irtículo, la Ici establcce una presunción de 
bre, es presunción de dcrecho, eii Cüutra de los vaííos o sospechosos. 

delito y verdadera f al t»i. ,,. i nx ií - i^ i 1^-4.1 11 x* li. / 

■" \a el Código Penal, en el titulo de las taitas, numero 

5.°, artículo 496, habla calificado como tal, el hecho de 
"ocultar su verdadero nombre ala autoridad o persona 
que tenga derecho para exijir que lo manifieste", pero 
ademas había consignado las siguientes disposiciones: 

Art. 305. 8on vagos los que no tienen hogar fijo ni medios de subsis- 
tencia, ni ejercen habitualmente alguna profesión, oficio u ocupación 
lícita, teniendo aptitudes para el trabajo. 
Disposiciones del Có- Art. 3(K5. El vago será castigado con las penas de reclusión menor 
digo Penal sobre vagos, en su grado mínimo y sujeccion a la vijiluncia de la autorida. 

Art. 307. Kl vago a quitan se aprehendiere disfrazado o en traje que 
no le fuere habitual, o i)ríjvistode ganzúas u otros instrumentos o arma« 
que inspiren fundada sospecha, sufnrá las penas de presidio menor en 
BU gríufo mínimo o mwlio v de sujeccion a la vijilancia de la autoridad. 

Iiruales penas se impontlrán al vago que intentare ])enetrar en casa, 
habitación o lugar cerrado, sin motivo que lo escuse. 






La lei, como queda demostrado con las citas anterio- 
res, es perfectamente lójica. 

Siendo acreedor a la pena de j^;re5¿rí¿o menor el vago 
disfrazado, no puede pedir el beneficio de la libertad. 

Siendo persona desconocida, tampoco pueden otorgar- 
la los ajentes de policía ni su jefe, a menos que con las 
esplicacionesque diere de su conducta, desvanezca las 
presunciones legales, y las sospechas de la lei: 

Toca ahora plantear una cuestión, que quizas para al- 
gunos será fútil, para otros, simplemente de oportuui- 



r 
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dad política, pero que para el autor de este trabggo 
tiene uu gran alcance de moralidad pública. 

Acaba de verse por la cita literal del Código qué es lo 
que la leí califica y áenomineivagancia, las presunciones 
que la lei establece en su contra, y los castigos que ella 
misma 1© impone. 

Ahora bien, un individuo que muestra al ájente de un calificado es vago? 
policía su boleta de calificación, debe ser comprendido 
en el número de aquellos que aparecen sin hogar fijo ni 
jiro u ocupación conocida, y a quienes la lei niega, sin 
fianza, el beneficio de la libertad inmediata? 

Para solucionar esta cuestión, es preciso saber que es 
lo que importa y contiene la papeleta de ciudadanía ac- 
Uva, que se llama en Chile boleto de calificación. 

Según la lei especial, ella espresa que el individuo en condiciones de la caii- 
ella anotado, posee por lo menos las siguientes condicio- *^^^^^^°- 
nes: 

l'^ Edad. 

2* Conocimiento de lectura y escritura. 

3* Besidencia en la subdelegacion respectiva. Residencia afirmad». 

4* Profesión u oficio. 

Esa residencia, en caso de duda, ha debido ser, según 
la misma lei, comprobada con la declaración de los voca- 
les o los vecinos. 

Por otra parte, ese documento se halla revestido de 
las firmas por lo menos de tres individuos residentes en 
el pueblo y que poseen las condiciones do integridad 
suficiente para desempeñar el cargo elevado y de con- 
fianza que les ha sido encargado por la lei. 

Ahora bien, en posesionóle este requisito que de- gi^if^jerboietoí^ ^^^' 
muestra la residencia del individuo en un barrio y sub- 
delegacion determinada de la población, la posesión de 
los derechos de elector y el ser conocido para los cinco 
o tres vecinos que forman lajunta que ha emitido ese 
boleto, el individuo que lo exhiba a su áprehensor y cu- 
yo delito, atendidas las disposiciones de la lei, no sea de 
aquellos cuya pena no exceda de reclusión menor en sus 
grados mínimos o multa, podrá quedar en libertad o de- 
berá ser conducido preso sino rindo fianza? 

Dígase lo que se diga, atendido el espíritu de la lei, y la ml^Sd.'^™''**''** "^^ 
hasta su letra misma, parece que el aprehendido que se 
encuentre en las condiciones enumeradas mas arriba de- 
be ser puesto en libertad si exhibo su boleta de califica- 
ción y presta a la vez garantía de comparecer a los de- 
mas actos del juicio. 

* * 

Esta opinión ha encontrado naturalmente objecio- objeciones. 
nes. 

Se ha dicho que es menester comprobar la identidad 
del que muestra su boleta 1.**, y que ella puede referirse 
a una residencia que realmente se tenia en los momen- 
tos de ser calificado pero que se ha perdido después. 



. Ca^. -t ■ i-T >ir ti-f--' '- -•■■'^■^ .-"-"-* — - 
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Pi-esuncloii ilegal. 



Yo creo que respecto a lo primero, ateniéndose al pre- 
cepto de la leí, no puede establecerse la presunción de 
criminalidad suponiendo autor de una impostura o de 
un hurto al que exhibe y mantiene en su poder un docu- 
mento oficial de esa especie. 

Si la lei presume dueño, aun al poseedor de un bien 
raíz de que se encuentra en posesión y mucho mas en 
los bienes muebles, con qué derecho una autoridad, su- 
pliendo el silencio o el vacío de la lei, iria a establecer 
una presunción jeneral de delito que no admite la lejis- 
lacion? * 

Relativamente al cambio de residencia, la objeción 
parece mas fundada, pero se salva a la vez, restrinjién- 
(iola y haciendo que la presentación del boleto, para ob- 
tener la libertad no valga sino en el mismo punto donde 
fué esteudido y donde, en caso de duda fundada, seria 
íi\cil, bien al acusador probar la impostura o bien al 
confoniüdad de esta acusado acreditar la verdad, entrando entonces en la 

doctrina con la lei. ^ ' ^ n j. x> i^. j.* i 

categoría de aquellos medios que es facultativo en el 
arrestado comprobar, y deber de la autoridad prestarle 
facilidades para ello, según lo determina literalmente la 
parte finai del art. 17 de esta misma lei. 



Cambio probable de 
reslíicncia; medios com- 
probatorios. 



Alcance Bocial y poli, 
tico de Cbta cuestión. 



En todo caso, es un deber del autor de estas líneas 
volver a repetir: 

El no soluciona una cuestión, no hace sino sencilla- 
mente plantearla, pensando que el estudio de ella no 
puede ser indiferente para todos los que se preocupen 
con sinceridad de buscar los medios de impedir el desa- 
rrollo de la inmoralidad poética y electoral, a la vez que 
de buscar garantías para la libertad. 



Dudas 

«lo ]icrtui" 



sobre el 
bacloncíi, 



dciiio Queda también una última especie de sospechosos y 
presuntos delincuentes infraganti ante la lei, y son los 
infractores de reglas de policía; de orden o de seguridad 
cometidas ^^causaudo tumulto o x^cr turbando la trang[uU 
lidad xmhUcaJ^ 

Francamente, el testo no es suficientemente claro a 
este respecto. 

Y no obstante, valia bien la pena de encerrar la apre- 
ciaoion del tumulto o perturbación de la tranquilidad 
Xmblica dentro de límites bien definidos y precisos. 

Todas las arbitrariedades se han escudado siempre 
tras ese fecundo pretesto del orden y tranquilidad pú- 
blica. 

Como lo recuerda el señor Hunneeus en su interesan- 
te libro, a nombre de ese especioso c>rfZc»2)?/¿>//co, se han 
dictado órdenes de arresto en masa, y se ha negado 
apriorij el esjercicio de derecho de reunión, consagrado 
por un precepto constitucional, diciéndose que podía 
esa reunión cambiarse en tumultuosa. 
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Entregada la apreciaciuu ae este punto, a la policía ^^ 
o ajenies de seguridad, dependientes, subalternos, y su- u 
niisoa ejecutores de su superior jerárquico, que es !a au- 
toridad administrativa, Intendente, Gobernador o sub- 
delegado, nada seria mas fácil que burlar las garantías 
de los ciudadanos, en época de escitacion, declarando 
tumulto toda reunión, y delincuentes in/raganli a todos 
Jos que formaran parte de ella. 

Es menester, pues, restriujir la facultad de libre apre- 
ciación, y ya que la lei especial no contiene esos pre- 
ceptos, ir a buscarlos en la ¡ei pena!. 



Para el Código, ]n perturbación del orden público, se . 
divide en tres grados o jerarquías, que según au caríic- ¡^ 
ter y gravedad, califica y castiga: como crimen, como 
eimple delito, o como falta. 

Pertenecen a la l", la asonada o sublevación, descrita 
y castigada con las penas correspondientes, por los ar- 
tículos 121 a 136, 

Forman la 2", los atentados o desacatos contra las au- ^^ 
toridades o cuerpos colejisladorea de que se ocupan los 
artículos S63 a ü68. 

Todos estos delitos de la 3" especie, tienen la pena de 
reclusión menor en cualquiera de sus grados. 

En cuanto a las perturbaciones graves del orden pú- 
blico, con el objeto de causar mal a alguna persona par- 
ticular de que trata el artículo 269, bajo el título jené- 
rico de "Desórdenes públicos", su pena es reclusión 
menor en su grado mínimo, y por consiguieote, según 
lo dispuesto en el inciso 3.° del articulo 11, sus auto- 
res, siendo conocidos o rindiendo fianza, debeii quedar 
en libertad. 

Esta misma parece haber sido la mente de la comi- 
sión redactora cambiando, a indicación de uno de sus 
miembros, el señor GandarÜlas, la palabra "tranguiti- 
dad", por la de ófden público, que tenia primitivamente 
el rubro del artículo. 

Por último, baj desórdenes públicos que la lei estima 
únicamente como falta. 

Tales son, como ya se ha visto, los que se promueven 
en un espectáculo público (494 núm. 1."). 

Los que perturban el sosiego délas poblaciones por 
medio de cencerradas u otras reuniones tumultuosas 
(núm. a." art. 494^. 

El infractor de laa reglas dictadas por la autoridad 
para la conservación del urden público. 

El desorden, por violación de los reglamentos sobre 
espectáculos públicos (495 núms. 1 y 8). 

El que con rondas u otros esparcimientos nocturnos 
altere el sociego público, desobedeciendo a la autoridad 
y el que tomare parte en cencerradas u otras reuniones 
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ofensivas a alguna persona, no estando comprendido en 
el núm. 2.* art. 494 ^"496 núms. 7 y 8). 






Hal Juccoii tic tcarro? 



oi'iiiion del sr. Vera. El señoT Vera, comentando estas disposiciones, cree 

que los desórdenes en un teatro, deben ser juzgados y 
penados por el juez de teatro, a virtud de^ art. 5.** de la 
lei Orgánica de Tribunales. 

Apesar de la autoridad deesa opinión, ella es bien dis- 
cutible. 

Desdo luego, el artículo de la lei que se cita, no enu- 
mera a los jueces de teatro, en el catálogo o lista de tri- 
bunales con jurisdicción. 

En seguida, colocadas, como se ha visto, esas infrac- 
ciones en la nominado las faltaSj su- conocimiento co- 
rresponde al juez do subdelegacion, según lo ordenado 
espresamente por el inciso 1.° artículo 33 del ya citado 
Código. 

Nohai, "pueSj jice¿} de íca^ro, después de ese Código. 
Para la represión de desóixlenes ii^ tragan ti está la poli- 
cía; para el castigo de h\^ faltos, la autoridad del juez de 
subdelegacion, o del crimen. 

Esta disertación podría parecer pleonástica, sino se 
tratara de la existencia de una autoridad msis, con facul- 
tades de arrestar, en cuyacreacion conviene ser tan par- 
co cuanto lo permitan los testos de la lei. 

Así, pues, segim la doctrina sentada, quedaría acre- 
ditado el principio de que solo los autores de desórde- 
nes graves contra el orden público, merecen ser reteni- 
dos en prisión; que cuando no liai daños, pueden ser 
puesto en libertad, y que aun en caso infraganti, deben 
serlo, si son conocidos o rinden caución suficiente. 

• * 

Art. 19. El aiTestadü como delincneiite infraganti <le simple delito o 
de ci-ímeii. deberá. í<er coiidiieido inmediatamente ante el juez que cono- 
ce del delito. 

Si por no eetar funcionando el juez no pudiera cumplii*8e con lo dis- 
puesto en el inciso aiitei'ior, el arrestado será deixisitad*» en uua cárcel 
o lugar público de detención psira ser presentado ante el juez denti*© 
de las veinticuatro horas siguientes. 



MotiT(vi y fnndamcn 
toii de In negativo. 



€oncIu«iou. 



Sltnactoii pena! rrc- 
TttU por el iurticulü. 



Se ba visto ya, al tratarse del artículo 16, en que cla- 
se de delitos, faltas e infracciones el culjíable puede 
quedar en inmediata libertad. 

El artículo preveo y regla el caso, en que tratándose 
de delitos simples que merezcan ^6'7¿a mayor que la de 
reclusión menor en su grado mínimo, o multa o de críme- 
nes, el acusado no puede obtener su libertad. 

En tal caso, conforme al mismo artículo constitucio- 
nal tantas veces citado, el reo debe quedar detenido 
ba&ta no ser interrogado por el juez respectivo y com- 
petente. 
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Se ha dicho detenido y no preso y esta distinción es 
harto importante. 

En efecto, no existiendo en Chile, como en otros pun- pJo.i^^rtiíoso ^ *^' 
tos, lugares especiales de detención, ésta se ha interpre^ 
tado y ejecutado ordinariamente como verdadera prisión, 
no solo tomando medidas rigorosas de seguridad contrae! 
reo, tales como la de ser encerrado en un estrecho cala- 
bozo, sino imponiéndole un verdadero tormento, cual lo 
es el ponerle esposas, grillos, u otros instrumentos aná- 
logos. 

El carácter de mera y simple detención que reviste el *^,f J^^i^^/auva*"^^"' 
reo de delito infraganti, antes de que el juez lo inten-o- ^^^"^ ^^^^^ ^^' 
gue, así como al aprehensor, o tome conocimiento de los 
antecedentes de la prisión, no autoriza en manera algu- 
na, y por el contrario rechaza y escluye todas estas me- 
didas de apremio personal. 

A mas de la sanción establecida por el artículo 255 ¡|^bio ''^ ei oSf ? ^°° 
del Código Penal, ya trascrito literalmente, los ajentes ^ ^ ^^^ ^^' 
de policía que tales medios emplearan sin orden o auto- 
rización competente caerían de lleno, ba^jo el peso de 
las sanciones establecidas por el Código Penal en los ar- 
tículos que siguen:* 

Art. 150. Sufrírán las penas de presidio o reclusión menores (presi- Tormentos indebidos, 
dio de 51 dias a 5 años) y suspensión en cualquiera de sus arados: 

1." Los que decretaren o prolongaren indebidamente la incomunica- 
ción de un reo, le aplicaren tormentos o usaren con él de un rigor in- 
necesaiio. 

Si de la aplicación de los tormentos o del rigor innec<>sariamente em- 
pleado, resultaren lesiones o la muerte del paciente, se aplicarán al 
culpable las penas señaladas a estos delitos en sus grados máximos. 

2." Los que arbitrariamente hicieren arrestar o detener en otros lu- 
gares que los designados por la lei. 

Art. 152. Los empleados públicos oue arrogándose fiícultades judicia- AiTogacion do facul- 
les, impusieren algún castigo equivalente a pena coi-poral, incurrirán: tades JndlcialeB. 

1.'* Én inhabilitación absoluta temporal para cargos u oñcios públi- 
cos en cualquiera de sus grados si el castigo impuesto fuere equivalen- 
te a pena de crimen; 

2.** En la misma inhabilitación en sus grados mínimo a medio cuan- 
do fuere equivalente a pena de simple delito; 

3.° En suspensión de cargo u oficio en cualquiei-a de sus grados si 
fuere equivalente a pena de falla. 

Art. 153. Si el castigo arbitrariamente impuesto se hubiere ejecutado 
en todo o en parte, ademas de las penas del artículo anterior, se apli- 
cará al empleado culpable la de presidio o reclusión menores en cual- 
quiera de sus grados, atendidas las circunstancias y naturaleza del cas- 
tigo ejecutado. 

Cuando no hubiere tenido efecto por revocación espontánea del mis- 
mo empleado antes de ser intimtwio al penado, no incurrirá aquel en 
responsabi iidad. 

Art, 154. Si la pena arbitrariamente impuesta fuere pecunaría, el Aplicación Indebida do 
empleado culpable será castigado. maltas. 

1." Con itdiabi litación absoluta temporal para cargos y oficios pú- 
blicos en sus grados mínimo a medio y multa del tanto al triple de la 
pena impuesta, cuando ésta se hubiere ejecutado. 

*Z." Con suspensión de cargo u oficio en su grado mínimo y multa de * 

la mitad al tanto, si la pena no se hubiere ejecutado; 

Cuauilo no hubiere tenido efecto por revocación voluntaria del em- 
pleado antes de intimarse al penado, no incunirá aquel en responsa- 
bilidad. 
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Orijen 
de ellos. 



constitucional 



'' Comentarios del señor 
Ilunceus. 



Distinción de estable 
cimientos i)enales. 



Estos preceptos no son sino la aplicación práctica y 
detallada del principio consignado en el artículo 145 de 
la Constitución del Estado que determina que: "no po- 
drá aplicarse tormento, ni imponerse en caso alguno la pe- 
na de confiscación de bienes'' y del 137 que prohibe que 
"ninguno pueda ser preso o detenido, sino en su casa, o 
en los lugares públicos destinados a este objeto". 

Comentando este testo, el señor Hunneeus se espresa 
de esta manera: 

'*^^o ba^ta dar garantías que tiendan a evitar prisiones o detencio- 
nes arbitrarias. Aun suponiendo que ellas se decreten con arreglo en 
todo a la Constitución y a la leí, es menester todavía que el preso o de- 
tenido quede a salvo del riengo de ser encen-ado en un calabozo o maz- 
moiTa inmunda o mal sana que ponga en peligi'o su salud y su vida. 
La Constitución debió asegurar al preso o detenido, no solo la garan- 
tía de que la prisión o detension deberá efectuarse en su casa o en los lu- 
f[ares públicos destinados a est4» objeto, sino también la de que estos 
ugares serán sanos y limpios. Sin esta última garantía que falta en 
'nuestra Constitución, la leí podria establecer en Chile verdaderas Casas 
Matas, como las que tuvieron los españoles en el Callao, para que en 
ellos sean encerrados los presos y detenidos. Podria también establece 
una Bastilla, como laque tuvieron a su disposición los reyes de Fran- 
cia hasta ñnes del siglo pasado, en donde desaparecieron mas de una 
vez los infelices que a ella eran arrastrados. * 

Es ñor lo tanto insuficiente la disposición del ait. 137 de nuestra 
Carta Fundamental para realizar el propósito que, sin duda, se preten- 
dió conseguir con ella. 

Nuestro Código Penal determina, en sus arte. 86 y 87, que los conde- 
nados a presidio perpetuo, reclusión perpetua, presidio mayor y reclu- 
sión mayor, cumplirán sus condenas en las cárceles penitenciarias, es- 
ceptuándose las mujeres, quienes, mientras no se construyan en aqué- 
llas departamentos especiales, las cumplirán en casas de corrección, lo 
mismo Que la de presidio menor, reclusión menor y prisión; que los 
condenados a presidio menor y reclusión menor cumplirán sus condenas 
en los presidios, y que los condenados a prisión las cumplirán en ZíM 
cárceles. 

Pero debe aíjvertirse que no existiendo todavía establecimientos espe- 
ciales para arrcjttados o detenidos^ éstos sufren, en jeneral, la privación 
temporal de su libertad enío* cárceles, que, como se acaba de ver, estáu 
destmadas a los presos. 

Freso es el míe sufre la pena impuesta por sentencia de término, de 
estar privado de su libertad por un tiempo mas o menos largo. Deteni- 
do o an^estado es aquel (uie está privado de su libertad temporalmente, 
mas no pov vía de pena nnpuesta por sentencia, sino como medida sini' 
plementc precautoria, para mantener ase;/urada, su persona mientras se 
falla la correspondiente causa o mientras se llenan los fines especíale* 
determinados por las leyes. Tal seria el caso previstp por el art. 1,39S 
del Código de Comercio* que nos parece mas oue dudoso haya sido dero- 
gado por la lei de 2:3 de Junio de 18(i8 que abolió la prisión por deudas — 
salvo en los cuatro casos que ella misma detennina — ^y que se refiere al 
arresto del fiíllido, considerado como providencia preventiva y nx) como un 
medio de coacción pam obligarle al jiarfo de sus deudas. 
PrlHloncs militares. Debe tenerse presente <jue los cuarteles, los buques de guerra v los 

castillos son también lugares públicos destinados a los presos y detenidos 
que gozaren de fuero militar, conforme a nuestras ordenanzas del ejér- 
cito y de la annada; y que el ai-t. 150 del Código Penal castiga con las 
penas de presidio o reclusión menores y suspensión en cualquiera de sus 
m grados a los que arbitrariamente hicieren arrestar o detener en otros 

lugares que los designados por la lei." 



Diferencio entre 
tención y prisión. 



de- 



« w 



A estas sensatas y elocuentes espresiones del comen- 
tador citado, no cabe agregar sino estas otras, de otro 
comentador de igual celebridad en su pais. 



Dice Chaveau y Helié: 

Ba eridente que en «fta materia la Icl pena! no debe ser aplicada coa Clinton de ChsToiu 
todo rigor. La* cireunalnnoia», tales como la urJBnsitt déla aprelieneion, *í.níí"^ sobre esto 
V el destino ptiblieo, aunque no Be halle autorizado, del local eu que se 
ha efectuado el depóeilo, deben moUerar BU aplicación. ¿b( sucede que 
en tisis jeneral, el fnculpailo, BOrprenilido sn intraganti delito o per- 
seguido por el clamor publico, debe aer conducido inmediataiuenle a 
la presencia del oficial de policía judicial mas próximo; miéotraa no ee- 
lén eetsndidas las (ordenes de arreMo o de priuon, el inculpado no pue- 
de ser eucerrado en cárcel o en calabozo alalino; permanece bajo la vijí- 
IsDcia y laguardiade laFuerza pública. Na obstante, sf, sea áiilee de 
— TaBlacior, sea durante ella, e^a guardia, lo depoaila por algunos 

■^* -u depósito u otro lutrar Beeuro, no puede reputar" ■ — 

— '- - '---y-- - cesiJad '' =-•■"- 



iidad lo justiñcn bajo 

f „, r r ■ ^ *" ^"0 "^ 

Teallr loé caractereB de un crimen. 



cierto punto y, por otra paiie, nobiü eu ésto iofi'acciou queptiedaí 
' ractereB de u ' 



Allanamientos- 
Dice sobre este punto el Sr. Vera, lo siguiente; 
Aht. 146. Constitución. — "La casa de toda ^S^'" conetitudo- 
peraona que habite el territorio cbileno, es un 
asilo inviolable, y solo puede ser allanada por 
un motivo especial determinado por la lei y en 
■virtud de autoridad competente." 

El allanamiento Bolo punte ser decretado por los Intendentes, Go- Quiénes pueden deore- 
bemadoroB, jueces del crimen, y para hacerlo, debe exislir semiplena tar allaaamlentos, se- 
prueba. No pueilen, pues, ni los Bubdelegailos e iiispeclweB. ni mu- ^™ ^' '^'^°^ Vera, 
cbo menos los jefes de policía, violar el domicilio de nadie, sin hocerae 
rwe de un delito. 

Todo dueño de caaa deberá exijir efita ónlen yei uo ae la presenta, Derechos del daello 
pnede oponer resistencia y obrar bÍii consideración algiuia contra el do coas, 
qne, siu titulo, trate de violar su dotoicilio. 

Empero no debe olFidurw que tratándose por on juez de subdelega- 
clon o de distrito de dar cumplimiento a lo juzgaiio, tienen facultad de 
ordenar el allanamiento si fuere necesario, como se ordena eu el articu- 
lo I." de la lei de Organización y atribnciones de loe Tribunales. 

La lei de 1844, tenia a este respecto, y conio precep- ra^inMiicione» de ia lei 
to jeneral la disposición inserta en 8u articulo 112 que '''^""*' 
es ia siguientei 

Eb prohibido a todo funcionario disponer que se allane una casa par" 
ticular eino en los casos que prevenga la lei wpeclal de allauanilenlua' 
•nbaistiendo, mientras tanto se dicta dicba lei, el orden que aclualmen' 
te se observa a este i-eppecto. 

Por SU parte el Código Penal vijente contiene a su 
■'Timo las siguientes disposiciones: 

Art. 144. El que entrare eu morada ajena contra la volun 
lorodor, será castigado con reclusión menor en «ii grado 
mita de ciento a IreBcieutos pesos. 

Si el hecho se ejecutare con violencia o intimidación, el tribunal 
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podrá aplicar la reclusión meuor hasta en sil grado medio j elevar la 
multa hasta quhiieutos pesos. 
Casos de esccpcloi). Ail. 145. La disposiciou del artículo anterior no es aplicable al que 

entra ^n la morada ajena ])ara evitar un mal grave, a los moradores 
o a un tercero, ni al que lo hace para pi*estar algún ausilio a la huma- 
nidad ola justicia. 

Tampoco tiene aplicación respecto de los cafées, tabernas, posadas y 
demás casas públicas, mientras estuviei'en abiert^is j no se usare de vio- 
lencia inmotivada. 
Pena de los infroc- Art. 153. El empleado público que abusando de su oficio, allanare 
^^^^ un templo o la casa de cualquiera pereona o hiciese rejÍ8ti*o en sus pa- 

peles, a no ser en los casos y formas que prescriben las leyes, será cas- 
tigado con las penas de reclusión meuor en sus grados mínimo a medio 
o con la suspensión en cualquiera de sus grados. 



Comentando estas disposiciones el señor Vera dicelo 
siguiente: 

Solo la autoridad puede allanar el domicilio ajeno o conceder permi- 
so para ello. Al decir autoridad, se entiende a<]uella en quien reside 
esta facultad y que por nuestras leyes solo son los jueces que ejercen 
juridiccion crimina), los Intendentes y los Gobernadores, y sería de 
desear que al hacerlo obraran con mucha prudencia y bajo la garantía 
de una nem i -prueba y, en todo caso, que el solicitante arrastrara la 
responsabilidad que pudiera sobrevenir. £1 allanamiento es un veja- 
men: todo ciudadano debe resistir a él v rechazarlo con eiterjía, salvo 
el caso que se le exiba 6i*den escrita de la autoridad, puesto que de lo 
contrario hay un ataque notorio a la tranquilidad, al goce de un dere- 
cho garantido por la Constitución y afianzado ^ por la leí penal. El do- 
micilio es el centro, la reunión de la familia y por lo tanto mas digno 
de protección cuanto mas se quieran establecer las prácticas republica- 
nas en un pais libre y culto. 
CaAOB que autorizan Se requiere por fin, para que este delito exista, que el morador »« 
€l allanaoücnto. haya opuesto y manifieste su voluntad de negar este derecho, puesto 

que si no se-opoue y guarda silencio, es natural suponer que presta ea 
conseutimiento al allanamiento 

Las lej lalaciones mas antiguas han consagrado la inviolabilidad del 
domicilio de todo ciudadano. £1 hogar doméstico entre los romanos era 
un refujio, un asilo sagrado donde nadie podia penetrar por fuerza ni 
arrancar de él a su mirador. La lei inglesa tiene t4in alta idea de la se- 
guridad de un particular en su casa, que la llama su fortaleza y jamas 
penuite que ésta se viole impunemente. 

Nuestro Código ha venido a establecer la pena que asegura tan pre- 
cioso derecho el que, sin embargo, se viola a o^da instante, porque las 
autoridades no tienen todavía la alta idea de este principio y del respeto 
que deben por él. Nosotros aplaudimos la pena y de desear habria sido 
que para consagrar esa iuviolabilidad al estremo que la lleva el pueblo 
inglés, hubiera sido todavía mas severa pai*a el infractor de esta dispo- 
sición. 

* Diflposicionefl de la lei La lei actual, dispone sobre este particular lo si- 
vijentc. guiente: 

TITULO V. 
De loa aUanamientot. 

Art. 33. Corresponde a la autoridad judicial dictar los decretos de 
allanamiento. 

£1 gobernador podrá espedirlos solo en los casos en que este titulo lo 
autoriza. 

Corresponde solo por Como se colíjo de la rodaccion del artículo que precede, 
ju^cfaL * ^* aw^ort™ la regla jeneral que en él se inserta, es que de derecho so- 
lo la autoridad judicial debe decretar los allanamientos, 
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y que solo por escepcion, y en casos determiaados, preci- 
sos y señalados, ooiTesponderá tal facultad, a las autori- 
dades administrativas. 

Abstractamente considerado, es el mismo principio que 
domina en la redacción y espíritu de la Lei de Garantías 
Individuales, sobre todo"^ en el art. 8." 



La lei, reaccionando contra la inmensa suma de facul- ^.S*£|JÍ^ "^^ ^^ "^^^^ 
tadesde que* se encuentran investidas las autoridades 
administrativas, y deseando consagrar en el hecho, la 
separación de poderes establecida en la Constitución, ha 
querido consagrar el principio de que el allanamiento, 
como acto escepcional, a la regla jeneral de la inviolabi- 
lidad adoptada por la Constitución, debia ser facultad de 
la autoridad judicial. 

Tal es la regla. Ahora he aquí las escepciones: 

Art. 34* Los establecimientos destinados a espectáculos o al servicio E<»oepcionea. 
y recreo de toda clase de pei^sonas, podrán ser allanados por orden es- 
crita del gobernador, siempre qne se estime necesario para asegurar el 
cumplimientos de las leyes y ordenanzas; )>ero en caso de desórdenes o 
exesos, se podrá penetrar sin necesidad de orden especial. 

El art. 27 de la lei orgánica de Municipalidades, de 
fecha noviembre 8 de 1854, declara que a las corporacio- 
nes como cuerpos administrativos encargados de la po- 
licía municipal, corresponde proveer por medio de orde- 
nanzas y reglamentos: 

"1.** Al buen orden de las calles, plazas, espectáculos y 
demás lugares destinados al uso público y común de los 
vecinos. 

Se entenderán públicos para el efecto de esta disposi- Eát^biccimicntoA pú- 
cion los cafóes, posadas, mercados, casas de diversiones ^H^^f ^^^^ *^ ^^^^^^^' 
públicas y demás lugares a que se concurran libremente 
siyetándose a las condiciones establecidas de un modo 
general para los concurrentes por los dueños o empre- 
sarios." 

La lei derogada de 1844 imponía a los Intendentes y 
Gobernadores el deber de vyilar las funciones y est-a- 
blecimientos públicos, en sus artículos 42, 121, y espe- 
cialmente en el 123 que dice: 

Celarán las fondas, cafées, posadas, establecimientos públicos de T)ei>or do vljllanda 
diversión y cualesquiera otros a que puedan concurrir indistintamente sobre ellos. 
luuchas personas, a íln de aue se observen en ellos los reglamentos de 
lK>licía, y de evitar los desordenes y demasías. 



A este propósito se encuentran en el Código Penal las 
siguientes disposiciones: 

Art. 494. Sufni-án la pena de prisión en sus grados medios a má- Disposiciones del Có- 

ximo o multa de 10 a cien pesos. n!5?o^'*^^** ^ ^^^^ **^*' 

—El que asistiendo a un espectáciüo público provocase algún desór- ^ 

<len o tomase parte eu él. 

Art. 4d5. Serán castigados con prisión en sus grados mínimos a me- 

^o conmutable, en multa de uno a sesenta pesos. 
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2. ^ El que por quebrantar los reglamentos, sobre espectáculos pú- 
blicos ocasionaFe algún desorden. 

3. ® El que diere espectáculos piíblicos sin licencia de la autoridad, 
o trappasando la que se le hubiere concedido. 

Art. 49H. Sufrirán la pena de prisión en su grado mínimo conmuta- 
ble en multa de uno a tmnta pesos. 

5. ® El que infrinjiere las reglas de policía relativas a posadas, fon- 
das, tabernas, u otros establecimientos públicos. 



^■^ 
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Cuando pueden ser Como 86 véj estos establecimientos puedcD ser allana- 
auanado8 sin orden es- ^^^ g- ^^ ^ ^^^ ^^^^^ escrita (leí Gobemaáor. Ed el pri- 
mer caso según la lei es menester que exista desórde- 
nes o exesosque comprometan aun momentáneamente 
la tranquilidad pública o la vida de alguno de los asis- 
tentes. En ese caso puede decirse haiun delito infragan- 
ti y por consiguiente no solo la autoridad del Goberna- 
dor sino la de los ajentes de policía y aun la de un sim- 
ple particular basta para arrestar al individuo y condu- 
cirlo ante el juez competente según lo dispuesto en el 
articulo 15 de-la lei de Garantías Individuales. En el 
Razón de la cfccpcion. g^g^Q^Q cggQ es dccir cuaudo uo cxistau esos desórde- 
nes o exesos sino que se trate de asegurar el cumpli- 
miento de las leyes y ordenanzas se necesitará orden 
escrita de la autoridad gubernativa la cual deberá in- 
timarse en la forma que se efectúa con las órdenes de 
prisión y de la manera que determina el inciso 1.** del 
art. 37 de esta lei. 



Cas as; ))nrticularcs: 
«uando pueden ser alla- 
iiada». 



Art. 135, El Gobernador podrá decretar el allanamiento de una pro- 
piedad particular, contra la voluntad de sus moradores, en los casos 
ííiguieiite:^: 

1. ^ Para hacer cumplir los decretos que legalmente se dictaren en 
tiempos de epidemia: 

2. - Para impedir la propagación de incendios o las inundacio- 
nes; 

3. ^ Para extraer un delincuente infraganti por hechos que consti- 
tuyan un crímen o un simple delito; 

4. • Para arrestar a delincuentes en los casos en que el Gobernador 
tenga facultad para ello ccm an-eglo a lo dispuesto en el artículo 8. ® de 
la lei de Garantías Individuales ele 25 de seliembi*e de ViHA) y 

5. ^ Para extraer un contrabando. 



^•■•v. 
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Tratándose ahora de domicilios o casas particulares la 
lei establece los casos precisos y limitados en que la au- 
toridad gubernativa puede proceder a su allanamiento. 
Estos son: 

1.° Para hacer cumplir los decretos relativos a epi- 
demias. 
Epidemias. Esta disposiciou ticuc SU oríjen en el precepto con- 

signado en el artículo 124 d(9 la -lei de 1844 que dice 
así: 

Orilen* de esta faeul- Cuando en algún departamento apareciese alguna epidemia, el Go- 
j^j " bernador tomará con la mayor prontitud todas las medidas que ci*ea 

conveniente para atajar el mal y para proporcionar los oportunos au- 
silios: y dará frecuentes avisos al Intendente de la Provincia, para que 
ausilie en cuanto ftiere necesario los esfuei'zos del Gobernador, de lo 
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que ocurra en el particular, ile laa precnnoioneB que se tomen y de Ion 
BUBÜiog que ne neceeiteii, d^bietidoen te) caso nrreglaree a to que ente 
prevenido en 1d« rvgl^mentoB de salud pública, qae se observarAn con 
todo rigor. 

A este particular convieiie tener presente las disposi- preceptoE Abi oMig. 
■ clones del Código Penal que con él se rozan y que son ^'■'""'' 
las siguientes: 

Se castigará cnu la pena de recliiKiun menor en su grado medio j mul- 
la de 100 a 500 *. ■* 

Art. 317. 1.° Al que escondiere J su6trajei«, para vender o comprar, 
objetos desliuadoB a ser iuutilizaduB o degíufeccioitados. 

2." Al que arrojare en fuentes, cisterna o canee de agua destinada a 
la bebida, algún objeto que la haga nocivapara la salud. 

Art. 318. El que ínMnjere loe regla» hljiéiiicas o de salubridad acor- 
dadas |ior la autoridad en tiempo de epiciemín o contajío, será caatipido 
con reclusión menor en sus grados miniíuo a medio o multn de cieu a 
mil petffls. 

Art. 319. Las penits designadas en este' párrafo, se entenderán híli 
perjuicio de las que correspondan al hecho o hechos que sean con secneu- 
ria de tales delito». 

2." Para impedir la propagación de los incendios o in- cbso <tc mcendfo. 
Dundaciones. 

A este respecto el Código de Comercio eapresa a pro- ^"^"^ 'i""'íí'"' p™ '' 
pósito de incendios y de aegurost po i- a o m ros. 

Art. 582. Que son de cargo del asegurador: 

1." Todas las pérdidas j deterioros cansailns por la acción directa 
del incendio, aunque este accidente proceda de culpa leve o let-isima 
del asvgnradn, o de hecho ajeno del cual seria ente en otro caso civilmen- 
te responsable. Las pérdidas y deterioros que sean una concevuencia in- 
mediata del inoeniUo como los causados por el calor, el humo o el va- 
por, los nieilioB empleados para estinguir o cimtener el Fuego, la remo- 
ción de muebles y las demoliciones ejecutadas eii virtud de urden de 
autoridad competente. 

En casos como estos y otros semejantes, en que se 
trata de la salvación de la propiedad de muchos, indivi- 
duos y de una localidad y no- de la captura de un delin- 
cuente presunto o real, nada mas natural y justo que el 
que los ajenies de la autoridad administrativa tengan 
todas las facultades necesarias para el desempeño de su 
tarea salvadora. Creo pues, no avanzarme mucho al su- 
poner de que en el caso particular de que se .trata, no son 
de trasmitacion forzosa y obligatoria las reglas de inti- 
mación trazadas por el artículo 37 para el allanamiento 
de casa particular, y que la infracción de ellas, constatada 
la utilidad y necesidad de la medida, no baria al infractor 
acreedor a la pena establecida por la lei. 

Se ha visto ya al tratarse de los arrestos, los casos en 
que un Gobernador puede tomar tal medida, que son: 
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I." Contra los deliDCueotes infraganti; 

2." Coutralos autores de hurto robo o Inceuc 

3.° Contra loa que ilelinquen causaado tumul 
turbando sériameute la traD(|UÍliclad pública o 
cíeodo grave alarma eutre los ciudadanos; 

4." Contra delincuentes a quienes deba proc< 
oficio. 

c El subdelegado que según el articulti 29 de 

'' puede espedir órdenes de arresto, en los casos 

cides en el inciso 4." art. 8 de la de Garantías li 

les, no podrá por consiguiente, dictar órdenes d 

miento, sino, igualmente, en esos casos que son 

1." Asesinato. 

2." Accidentes intencionates en ferrocarril; 

3." Robo coD violencia o iuiimidacion en I 
uas; 

4." Incendio intencional. 



Pero a la vez podrá aegun el artículo 36 dict: 
órdenes: 

1.° Para hacercnmplir sus órdenes en tiemp 
demia; 

2." Impedir que se propaguen innundaciones 
dios; 

3." Para estraer delincuentes infragauti poi 
que constituyan crimen o delito. 



ir lenilrá la ñictiltad ijuec unciídt! a! aubdelegí 



Es decir: 
,, Podrá ordenar, como cualquier ájente de f 
captura de los deliucueutes infraganti, en los 
forma de q,ue tratan los artículos 15 a 18 de 
Garantías Individuales. 



Inserto el testo y comentarios de esta dls 
maa arriba, creo inútil volverá reproducirlos er 
gar, remitiendo al lector a las pajinas en que ell 
cuentrau. 



Bitnalidad y forma de los allanamientos d 

Art. 37. El aUanamieuto de cutt particular se veiificarii t 
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1.** El ejecutor presentará copia autorizada del decreto judicial e del 
maudato del Guberuudor al dueño de casa, o a falta de éste, a cualquie- 
ra de las personas que ne encuentren en la casa. 

En caso de no aparecer ninguna persona, lo leerá en alta voz y lo fi- 
jará en la puerta de calle; 

2.® Acto continuo procederá al rejistro, sin emplear fuerza sino pa- 
ra abiir las puertas o penetrar en los lugares que se le resistieren, respe- 
tando las personas o cosas que no le ordene tomar el mandamiento; 

3.° Terminado el rejistro, el ejecutor se retirará, tomando precau- 
ciones, en caso necesario, para evitar peijuicios al dueño de la casa alla- 
nada. 



No habiéndose dictado áiites de ahora, ninguna lei, 
como lo ordenaba la de 1844, sobre allanamiento, por 
vía de ilustración, se insertan en seguida, las definicio- 
nes dadas por Escriche, sobre este particular. 

Son las siguientes: 

Allanar sujetarse o rendirse a alguna lei, decicion o convenio; e igua- Definición legal del 
larse el que es de clase distinguida con algunos del estado llano renun- allanainlcnto. 
ciando sus privilejios. 

La facultad o permiso dado a los ministros de justicia para entrar en 
alguna casa, iglesia u otro edificio y el mismo acto de entrar los mi- 
nistros en dichos lugares con el objeto de hacer alguna prisión o reco- 
nocimiento. Ningnu ministro inferior puede por sí allanar casa alguna 
no llevando auto del juez que espresamente lo mande; {nota 9, tituLo 
60, libro 4, NoHsima Becopilacion, ) 

Cuando los alguaciles y escribanos vayan a hacer ejecuciones o a Casos de embargo o 
sacar prendas y estuvieren ausentes los deudores y sus casas cerradas, ©Jecacion. 
deben dar aviso a los jueces, dejando giianla a la puerta, para que 
manden lo que se ha ae hacer y, si fuere en alguno de los lugares déla 
jurisdicción, deben dai* aviso al alcalde del pueblo, y en su defecto a 
un rejidor, y no hallándose uno ni otro a dos vecinos honrados, que 
concurran a ver abrir las puertas, y asistan a la formación del puntual 
inventario gue harán dejando entregadas las llaves al alcalde, rejidor o 
vecinos, bajo pena arbitraria en caso de hacerlo contrario; (¿n 11. titu- 
lo 29, libro 11, Novísima Recopilación). 

Constando por smnaria información que en las casas de particulares 
se contravienen a la pragmática de juegos, pueden los jueces allanarlas 

f>ara hacer «jl reconocimiento y aprehensión i*eal; pero para hacerlo en 
ugares públicos, y en tabernas, figones, botillerías, cafées, mesas de 
tritco y billar y oti-as semejantes, basta que precedan noticias o funda- 
dos actos de la contravención. 

Las casas de embajadores no puetlen allanarse sin su consentimiento, PrirtleJIos • diplomá- 
pues que según la lei, título 9, libro 3, Novísima Recopilación, solo ticos. • 
pueden ejercer su oficio los ministros de justicia hasta las puertas de 
ellas. 

Según real orden de 18 de Enero de 1834 no piíede rejistrarse ni alla- 
nerse por el resguardo, a pretesto de buscar contrabando, ningmia ca- 
sa o almacén dentro de las cireunfereucias de las mui*allas, casetas de 
resguardo y cercas de las capitales o puertos habilitados, a escepcion de 
aquellos casos en que el seguimiento ue una causa requiera (|ue se bus- 

3ue el cuerpo del aelito o, que de hecho se persiga al bulto o jéuero, des- 
e el punto por donde se introdujo o por liallarae en la calle. 
El artíctilo 306 de la Constitución española prevenía que no podía 
ser allanada la casa de ningún español, sino en los casos en que aeter- 
mine la lei para el buen orden y seguridad del Estado;^ y en 29 de 
Octubre de 1822, decretó que se puede catear toda casa por contraban- 
do o en persecución de otro delito o delincuente, siempre que por pre- 
via sumaria u otra causa conste la verdad del hecho y de la ocul^ion 
del mismo o de la persona que le cometió en la casa que haya de catear- 
se. Sobre este punto, y por ser necesario para el rejistro de casa de 



«Mranjero, citni a 1o« cénsulee d« lu naciun, ni para hnc^rlo t 
quim gifza fiirm privítejiado pedir venia a snjui'Z, (Véaiv el 
mejicano, lomo 7 pajina 2T3, párrafo 90. ) Uliimamnin- la Ici » 
lucional eii su aru'culo 2 párrafo 4. Hwlara dcrerli» clfl ciudada 
cano, fI do pinlir entrar bu ciwa y *us pnrwl», i^i nu es en toa 
requieiloH Uttraliiienl» prvTfuidoii en liu leyi«. 



Permiso para el nso de armas prohibida 
Dice el núm. 18 del ftrt. SI: 

Vi. ConcetUr p^nniso pam cargar armas probibtdai<, para hi 
espevial ii ocii|>ar alguna parw <1« !oa bieim nacionatm d«t ii«< 
co hasta piir un año, con i;^>'pcii>n ile laa plazas y Has públic-oi 
r» lodo acto qiia la Ici lo caija de auloridad com]>etenle, siii i 



tu Para coaocer, cuales sod según la frase legal, i 

jM-oAifiídos necesitase insertar aqui el Senado Co 
de marzo 20 de 1824 cuyo testo va a contiouacion 

OJJo mi consejo de Entatlo, lie propuesto, y el Senado Con» 
7 lej¡>']ad<ir ha aanciunado lo íiguienlc: 

1." Queda absolutamente prullibidodMile la publicación de 
civlo. el caldcar cuchillo, puñal, daga, baj>lon cuii extoquc. y ' 
ma corta, bhí en la capílal como en lus denioa pueblos de . 

2." Nu son comprendidos en el artícnlo anterior luí canitcer 
dadores, verduleros y toda persona cuyo ejercicio necfüile pre» 
te el uso de esta clase de anuos; pero soto pmirári llevarlas ei 
na cjue previene el art, 8.". 

6." Ninguno de lúa eBcepluados en el art. 2. ^ , podrá carga 
chillo a la cinto, debiendo usarlo sulauíenle para el caso de reiii 
ne. verduras, pescado, en el mei'cailu y eiii punta; y ios reto 
deberán llevarlocnn las demás liernuuTenlas ile su ejercici 
que Be les ofrezca trabajar, v no en ulraforma. I ' ' 
cidas en los articules ai 



A este respecto se [encuentran eu el Código Peí 
disposiciones siguientes: 

^. Art, 132. Cuando en las sublevaciones de qt;e trata e:ite 1 
supone uso de armas. Be comprenderá biyo esta palabra, loila 
na, lustruniento. qteusilio u objeto cortante, punzante, o con 
te que se haya tonindu para mular, herir o golpear, aun cuanii 
haya hecho uso de Él. . 



ComeDtaDdo esta disposición el señor Fuenzali 
ce lo siguiente: 

Con el Ün de evitar las controversias i)iiceii otras lejixlnciimei 
Buciladü Hülire el alcance du la palabra "arma'' el C'iclípo lin ■ 
ser bien eíplícilo, comprendiendo en lot lénninoa de e^Ie «rlii 
cañones, fusiles, eBCojielas de fueyo y ile viento, espad]». cu 
navajas, cortaplunius, eatoqneB. tijern», bnstone?, manoplas, ei 
piedras, y, en una palabra todo objeto que no sean los miem 
nuestro cuerpo y qiui puedan servir para matar, heriro golpear 



Exiatea ademas en el mismo Código las disposiciori( 
siguiente: 

El que faliñeare, veudiereo distribu.vsm anuas ul)Bol\it ámenle prol 
Udae por !a leí o por los reglnnienlos jmieraleB tjue ilicle el Presider 
de laBepública, sufnrá la pcun de recUisiou iiifiioi' en en grado n 
nitDO omilta deciento a quíiiieutuB peaos. 

r Vera emite el juicio qx 

Sobre fabricación de anuas no conocemos disposiciun alguun qiio 

Sobre introducción y veuta creemos que nelán prohibidas las anii 
de fu^o que liii-iesen sin cauí^ar detmiuciun, como ser czvrtos liasluno 
IiuB«cas ont^ladas que hacen el dleparu sin ruidu. * 

El número 3 del articulo 490 establece pena para el que cargu nm 
pruliibidas [Kir la leí sin licencia de la autoridad competente que, en • 
tos caeoí, lo eiin lu« Gobernadores e lutendenteti, en cuyos uliciiiaa i 
be llevante lui libro en que se nuuteii eeoe penníaosT dume por escr 
la licencia al interesado, después une la autoridad La calillcado la i 
cesiikod de olorfrsr ese permiso, el que se concede solo a personas ht 
radas y de buena conducta. 

El Senado Consulto de 20 de marzo de 1634 eatá rijente eu lo relí 
vo a los arlículos 1.°, 2."! y 8.". Losreetanlea lian quedado derogai 
por el Código Penal. 



En el mismo Código se encuentran los siguientes ar 
culos con relación a este punto: 

- Art. 494. Sufí-irán la pena de pnsíon en sus grados medio a máxii 
o multa de 10 a 100$.. 

3." El que sin licencia de la autoridad compeleute cargare ara 
prohibidas jiof la leí u por los Reglanientos Juneralea. 

4." El que amenazan! a otro con anuas blancas o de fuego 7 el <; 
ríñendo con otro, las sacare, como no sea con motivo justo. 

Art. 496. Sufnrán la pena de pi-ieion en su grado mínimo coumu 
ble en umita deuno a treinta tiesos. 

S." El que deniro de )as poblaciones j en contrarencion a 



Art. 31. 



isirtirare aiinos de fiiego. coheles, petardos y otros proyectil 
.. Toda pena que se impiHiga por un crimen o «Imple delito, 1 
va consigo la ¡lérdida de los etcoloa que de él provenga y d« los i 
truinentos con que se ejecute a mónos que pertenezcan a un tercero 
lesponsnlile del crimen o simple delito. 

Ai-t. 4<J9. Caerán en comiso: 

1." Las armas quu llevare el ofensor al hacer un daño o infiriere 
jurias si las hulii^ji- inuatrado. 

Art. 500. El comiso ite los iiiatrimieiitos y efectos de Ina taime eap 
nadas en el nitículo anterior, !o decretoi-á el tribuual a su prudente 



Kl autor de este trabajo cree recordar una dispo 
clon de la Corte Suprema, por la cual se ordena a los ji 
ees del crimen que las armas decomisadas se pong 
por el juzgado a disposición de la municipalidad respi 
ti va. 



Por lo que hace a autorizar los actos eu que la lei, i 
■determinar cual sea la autoridad competeute, estable 
la necesidad d^ acudir a ella, los lectores eucontraríiu 



aplicación oportuna de este precepto en las diversas- 
atríbuciones enumeradas en el Código Civil. 



Por lo demás, el arttciilo en esa primera parte repro- 
duce la atribución que concedia el articulo a2 (le lalei 
de 1844 sin la limitación que éste establecía, respecto a 
las liceucias concedidas paia el uso de ciert'HS armas du- 
rante un Tia¡6, que serán válidas mieiiti-as éste dure, 
cualquiera quesea el Intendente o Gobernador que las 
concedió, y sin mas requisito que presentarlas a las au- 
toridades del ti'ánsitü en caso que lo ex^an < 
mente. . .- ■ 



Memorias y visitas. 

iiitcndcn- Sobre este particular se encuentran eu la leí los pre- 
ceptos siÉ!UÍeutes: 

Art. 15. Ln» n-l.ii-int.™ ciiicTos. 111111.?™ 1.", 4." y 13 áe\ articulo 91 
retRhlrc>ii mitra le» UuheniS'liiri^s v A liiluucleiiLf; afiwtai'áii a éste cun 
re»i>ei:tu al I'i-vBÍilfiiti; <lt- lii Kft>fi lidien. 

Ln mfiHoria quf prttt^'ibe rl númrro 1& del artínilo 21. defn-rií potar- 
la el Iiílendrate en la j¡TÍatera qvinfena dvl met de abj-il. hañeucbi eiteit- 
•iro tat daiat y otitrrracivtift a Unía la prorincia. 

La visila que uMpiia el niiraeru 15 ilel artículo 31 deberá practicar- 
la el Iiit en dente en tuda 1» pnmiicia al baceree cai'po do mi empleo. 



Para dar fiel y oportuna ejecución a ese mandato, la 
misma leí ordeua al Gobernador: 

¡- Art. 21. Pilcar anunltneiile en el mf» d« fébrern al Intetidi-nte de la 
provinc'ia una inemuria sobre laa inejuras realiíadas en el departamen- 
to durante el año aiiterioi-, y Bobre las nBCesiiludo* ([ue el gubiemo de- 
ba atender. 

15 _"VÍB¡iar el terr 
CÍ<ines que le itn|Kiiie h 

Sobreesté particular, la lei de 1344, conteoia las si- 
guientes disposicioues que interesa tener pWsentes: 

No piidiendo el Intendente llenar esto» objeloB rd pnnniiterla jiroe- 
pñl<lad d« U pmviiicia ^iie preniiie, corno m ile bu oblíjiacion, md te- 
ner un {lerferlo j niiiincioiHiciiiiuciniientii de todmt lo« üepiirtamento* 
qiie la coinpnaeii, el <|ne fuere nundirailn para lal dvslinu. principiará n 
wercer Riü funcionen por practienr |wrBOnalnienIe una vieita personal 
dw tíldala provincia c|iiet»t(it a ku cargo. 

Ail. 44. Enta vigila lendilt por ulijetu que til que f1 jefe que la liare 
examine porirf niismo rn el lenitorío encomeiiilailu a fu velo el estad» 
de lodiiR fox negocios ^ ramoH p«rteiiee¡eiil«« a la adiniíiiiitracioa piibli- 
ca; se instniyadel clima, sitaacion f eatubinilad ite lug pueblos, y de 
la» ciift uní lints ridiii>_f pre«nlpadnn«ii que dominan a bus lialiila'iilee, 
yre iiifonnedu las cniídiulea de Ibh tierras, de sus priHluccinnüs natu- 
rales; del estallo de Ib iuduiitriH; de los nos que convenga j m pueda 
íngiiisnr n comunicar, J| de Iw piiettm que sea necesario construir o re- 
paiiM-; de los pueiios, si los bai que tengan capacidad para que en eljus 
se alberguen embarcaciones, J que convenga abrir, ensanchar, ineiu- 



rar, o tmegurar; y de los oue fuere fitil cegar por peíjudicialeB; de los 
caniiíjOB niie convimie irabBJnr, darlre otra dirvcríon purtt evilur rmltvs 
ortpsT-arloB, del modo lii- provenr n In aeguriilml y conservación de es- 
t08. j lie lo qtiB importnrí aproximnl i vilmente cada una de elloB; do 
manera que, con Benicjantf conocliiiieiilo. piieila arreplar bub jniiriilen- 
cine Clin el dedillo acierto j priitiiover el bieuexlar <Ie la proTiiicJa; ha- 
ciendo ndo de laa noticias que lia adi^uiriiio en lo que toque n eue atñ- 
buciones, j traKinitiéndoíelns al Gobierno Supremo en lo que currett- 
pon<la a oírn aiitoi-idail, 

■ Alt. 45. Fuera de la vieitn pemonal que habla el artículo 44 «1 Iiiten- A'líLtna catriorclliia- 
ilente deberá también vinitur el departamento u ilepartaineiilon ile la '^'^'''■ 
Provincia de sumando en cualquier tiempo en que suprcaeiicia eii elioB 
~ i, pem pnva veriHcarlo ha ile obtener la aprobación del 
'■•'"■ • '■ ' a ello algún motivo 

a al mili ¡litro reepec- 

Ai-l. 46. Acompañai-An, en ta1eB vicitas. bu secretario y oficial de la co. Pcrnonaii que deben 
iTeepondiente Becrelaría que deuijjnarc; j cuando lo creyere ni-cesario, »c|>iii|>ori,nr n Ja aoto- 
sollcltarí d»l Gobierno Siiprenioque eele penuita llevara uno délo* '"' ■ 
iiijenieros o (lirectoren jenenilm de obrae ptililicn?; jnmaa ee «mpleal'dli 
en ella maa de lof dio» que futiré aliHolutaini'nle preciso. 

Arl. 47. Ni «1 Intendente, iii ninguno de los que lo aci>mpañnn en la Kscnrli'n ilo Sf'l*' 
víella. orijinará grevánien slgnno a los porli ciliares o a los pneblí*, ni "™¿ Iilwi'vní 
pudntti recibir daiUvas ni regalos de cualquiera especie que fueren di- 
recta ni indirectamente, con iiiii^n prrtesto o causa iicro para los gas- 
to* peiijonalcH m abonarán al dicliojefe ochocientos p«tiuB je Ion fondos 
píiblicotí calla vez que la pi'actique. itiu que sea obligailo a renilir cuen- 
ta de KU invertiiiiti y cuando solo hiciere la (le uno o mas departamen- 
tos, el Gobierno Supremo le manttarA entregar la cantirlad que estime 
con ven lento, calculándola con reapeclo a la eslejision que lia de reco- 
rrer, el lientpii que prudeiilemeiite se conjeture que emplee hará en es- 
ta visita parcial, y el aliono que queila nienciunadu. 

Art. 11)4. Cuando alguno luere noiubrado Gobemailor de un ilepar- 
tameiilo que no cimoce haitlante par» iimler orreglar sua providencias y 
trabajoa en laa necesarias mejoras, deberá llar principio |>or visitarlo 
iwmuiial mente, propon iéiidose en esta visita los miamos nnea que de- 
ben tener lo« Intencli-ntea en la jenernl que les está obligado practicar, 
y trai«^li1eiidu ni jeféde BU piiivincia el conocimiento ilé todo aquello 
que sea pretiso liacer en bien del departamento, pero cuja ejecución no 
esté al alcance del Gobernador. 



Por lo demás, esta disposición deriva y tiende a dar 

oportuna ejecución al precepto contenido en el artículo 
89 de la Constitución que dice: 

Luego que el Congreso abrasas sesiones de- 
berán los Miftistros del despacho darle cuenta 
del estado de la Nación en lo relativo a los ne- 
gocios del departamento de cada uno. 



Empleo de la l'nerza armada. 
Dice leí vijente: 

■ [■umpll . . 

icional j policía e; 

os de la guardianacional r de policía solo podrán reque- 

ecion a las leyes que tas rijan. 

iiador no es cotuandaule de anuas, se ililijirá al que lo sea, 



— tu — 

, f.,erz& arniatla, o que la mueva 

" ' " V. •./•/"•■ . ,,..« rtííuviere a sus órdenes a los Go- 

iijentes, salvo el caso 




p,. uso de la fuerza públi- 
artículo 128 del Código J 

i Vil.»/- 

• j g preceptos que anteceden guardan entre sí, como 
«/. vé nva estrecha correlación. 

Kilos tienen su oríjen en la disposicioiT constitucional 
o ue lleva el número 82, y que declara entre las atribu- 
. ciüues especiales del Presidente: 

jg.— Disponer de la fuerza de mar- y tie- 
rra, ORGANIZARLA Y DISTRIBUIRLA, SEGÚN LO HA- 
LLARE POR CONVENIENTE. 



Para la aplicación de este precepto la lei de 1844 de- 
terminaba: 

prccci'tos lie la Icl do Art. 48. El Inteudeute es responsable de la conservación del orden 
3844. legal y de la tranquilidad pública en la provincia que preside y debe, 

por consiguiente, celar y cuidar deque los funcionarios aesu dependeu- 
dencia celen atentamente, para que no sea perturbado, impidiendo que 
ninguna pei-sona o reunión de j>ei-aonas se tome el título o representa- 
ción del pueblo, se arrogue sus dereclios, o haga peticiones a su nombre 
y pudiendo emplear para este objeto, para sofocar toda asonada, motin 
o tunndto, y para repeler cuabpiiera imprevista invacion estranjera, la 
fuerza armada que hubiere a su disposición, y si esta no bastare, pedi- 
rá el competente ausilio, que le deberá ser dado sin péi*dida de tiempo, 
a la autoridad de su provincia o de las inmediatas a cuyo cargo estu- 
viere alguna parte de la misma fuerza; pero en estos casos y pai-ticu- 
lannente en los dos primeros, ha de proceder con la mayor prudencia y 
circunspección, no haciendo uso de los medios violentos sino cuando 
fuere absolutamente necesario por habei*se agotado sin fruto las medi- 
das pacítíoas y moderadas. 

Art. 49. Si el Supremo Gobierno no hubiera tenido a bien nombrar 
al Intendente (lo que puede hacer o nó según lo creyere mas conforme 
al buen servicio público) Comandante Jeueral de Anuas de su provin- 
cia, el que lo fuere pondrá en noticia de aquel Jefe que es el superior 
de la provincia y como tal debe velar dentro de los Iknitesíle ella sobre 
todo lo que concierne al mejor servicio del Estado, el modo como se hu- 
biere distribuido la fuerza armada, a fin de que, si por el conocimiento 
que mejor que;jinguna otra autoridad del territorio de su mando debe 
tener sobre las necesidades de óste, reputai"e inadecuada esa distribu- 
ción, lo manifieste al Ministeño <}ue corresíponde, para que, en vista de 
lo que esponga, resuelva el Presidente de la Rej>ública lo que hallare 
mas oportuno. 



Esto mismo, con sujeción al Intendente se ordena al 
Gobernador por el artículo 107. 

Art. 107. Siempre que los Gobernadores se hallaren en la necesidad 
de observar en su departamento lo que está prevenido a los Inteudeu- 
tes en los artículos 48 y 50, darán inmediato aviso a éstos de las ocu- 
rrencias que los hubieren movido a obrar, y sin su anuencia, no debe- 
rán usar la fuerza armada a no ser que el orden piiblico esté urjente- 
mente amagado de un peligro gravísimo y notorio; en cuyo caso po- 



Jrinií Bervirae no Bolo de laque tienen a bu <r[KiiO''ifion, bího <lf la une _ C«os do n*» áe I» 
MI. en ,1 .01.1,10 liemmmi.iiTo o lu.t. ,fc íl Aa Hnbii.. o ,1. «lil- ~mil»rtiirl«ai»i «,1 
quiera üTra nutorídiul, que deberá al efvcto franijuenrla al Gubeni&dur 
que la pidiere. 

ComeDtaDdo la primera de estas disposiciODOs el seúor 
Latorre dice lo siguiente: 

La primera y nmR elemental de latí nlribncioiieti del Intendente em- 
pieza desde efile srlicnlo a ner difuRaineiite Irjitadn; la coiiKervadon del 
líi-deu V la ti'anquiüdad pública en la pravineia que ureaide. 

De Am inanerii» pueden Hei- allerados el urden j la paü de ta pvoviii- 
fia; |.icir coumixáün interior y |>ur atacjiíe del i'nemigí) esteriw. La 
creación misma de la autoridad publica, llamada por la natnraleía de 
^üfl cocas a «alvar a ia sociedad de eetaa courulsione», a la tuición clel 
dereclio individual, a la vijilancia sobre liui fiíiee de la iiiatilnciva eociul, 
esplica claramente tan naturales atribnrionea. • 

Para con^eHuireBte fln, y porqne ea forzoso poner a e»te fnnciuuario 
i-n Bituaciou de liacer frente ala reíponenlálídnil que le incumbe, la lei 
le lia dado, en este artículus loe siguientes medios: — 1." Celar y cuidar 
da que los funcionarios de su dependencia celen ateuiamente para qus 
!io sea perturbado, impidiendo que ninguna persona o reunión de per- 
Ronas He tome el titulo j representación del pueblo, se arrogue sus de- 
rechos o llaga peticiones a su nombre; — S. ° El empleo de la fuerza 
armada, en conformidad a las reglas qre xe establecen. En verdad, sa 
ba encubado al Intendente velar porque no ee veiitiquenactos que el 
ailfculofóO de la Constitución cnliíicaconioBediciosuai pero, nodebe és- 
te entenderse, en el estado actual de nuestro derecho positivo; de inane- 
n que pueda prohibirse el ejerdcio del derecho de reunión, ymi imaji- 
iiarHe que havu de revestir los caracteres de ese delito. , 

La Coustitucion política refomiada por la lei de 13de agosto de 1874. a„^í!í|^° "^ aercch» 
asegura a todos los habitantes de la República, el de reunirse sin el 
permiso prério y sin armas, BUJetándose, empero, a las diaposiciones de 

Elida siempre que las reuniones se tengan en las plnzo!, calles u otros 
rares de uhq público. 
Se deduce de aquf que la autoridad administrativa no tiene facultad 

Sura impedir el libre y público ejercicio del dereclio de reuuion. Las 
iaposiclDneH de policia local, que etlp está encargada de cumplir, no 
pUeden reglamenlar sina lan reuniones que aolualnieiite se celebran ea 
, ugares a que está afectada la calidad de bienes nacionales. Todo pre- 
cepto de policía o disposición transitoria de ta autoridad, diiipUa a 
limitar o restrinjir ese derecho, es, pues, profundamente inconstilucio- 

Hoi no podria declararse, sin atentar contra tan interesante &cnltaiT 
natural, garantida espresnmente, jior fortuna, en nuestro Código Pulí- 
tico, un decreto como el de TSt de octubre de 1S50, )ior el cual la Inten- 
dencia deSantii^ reclámenlo a su esclusivo arbitrio y discredon las 
reuniones de la Sociedad de la ^ualdad, en uso de loa atribuciones qne 
le confiere el presente ailiculo de la 1h. 

En cuanto al derecho de petición, no comprendemos como pudiern Til. al durcoha ús pu<. 






n persona lo ejerciera arrogándole repr 



D en ttírminos irreapetuosos o inconveniente, salvo que tie nion- 
lara una inqiiiatcion, con mucho, mas perfecta que la de Turqueniadn. 
Tales pelici mies, una vez que están consumadas o veriticnitos, serán re- 
primidaH, notilicnnilo a siu> auloreB el delito de sedición que eoTuelven, 
• bien desdeñáu dulas o devolviúndolas. La lei ha si<lo inspirada por ' 



antiguo y absurdo sistema lie pn-sencion, cuya exajeroda a)>licacion Im 
llevado muí idos a algunos |>aises, como la República veneciana de 
toB Dux, donde fii6 necesario, en cierto modo, mantener un esbinM 



- Ea cuanto al testo del Código Penal citado ea el 1S3 
que dice como sigue: 
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Cuo do sableradon. Luego que Be manifieste la Bublevaclon, la autoridad intimará hasta 

dos veces a los sublevados que inmediatamente se disuelvan y se retii'en, 
dejando pasar entre una y otra intimación el tiempo necesario para ello. 
8i los sublevados no se retiraren inmediatamente después de la se- 
gunda intimación, la autoridad hará uso de la fuerza publica para di- 
solverloB. 

No serán necesarias respectivamente, la primera o la segunda inti- 
mación, desde el momento en que los sublevados ejecuten actos de vio- 
lencia. 



ComcntarloB de Bcfior 
Fuenzillda. 



Sobre este particular el señor Fuenzalida en sus co- 
mentarios en el Código Penal se espresa así: 

Lalei, que al penar a los sublevados no tiene otro ñn que mantener 
el orden público, hace bien en esceptuarlos de toda pena cuando antes 
de ejecutar actos de violencia, se consigue que se intimiden con el apa- 
rato de la fuerza pública, y que, perauadidos de que el Gobierno no ac- 
cederá voluntariamente a sus pretensiones, se disuelvan y sometan a la 
autoridad lejítima. Esta es ima medida de alta política no solamente 

{)orque con ella se puede evitar los p*avísimos y sucesivos males que 
as sublevaciones siguen causando mientras no terminan, sino porque 
la oferta de perdón puede producir indecisiones entre los asociados y 
dar opoi'tuniaad para combinaciones políticas que suelen tener por re- 
Bultado la tranqiulidad del pais, objeto primordial de las penas. 



Cuestiones de Ágnas. 

Dice la lei vijente: 

Art. 22. En épocas de escasez de agua en los rios, el Gobernador 
deberá hacer cumplir las leyes y ordenanzas vijentei?. 

Si surjieren cuestiones entre particulares sobre derechos de aj^na, o 
sobre su facultad para ejecutar obras dentro de la caja del rio, el Uober- 
nador se limitará a impedir que en ella se ejecute toda obra nueva que 
no sea ordenada por un tribunal de^asticia. 

Si el derecho a las aguas diere máijen a cuestión entre la autoridad 
y los particulares, el Gobernador solo podrá tomar medidas provisiona- 
les con el fin de conservar los derechos de agua de las poblaciones. 

Las medidas gubernativas cesarán desde que los tribunales de justi- 
cia dicten resolución sobre eUas. 



Se ha visto ya por el artículo 595, que los rios y todas 
las aguas que corren por cauces naturales son bienes 
nacionales de uso público." 



Disposiciones de la lei La Leí Orgánica de Municipalidades contiene a este 
Biimicipai. respecto las disposiciones siguientes: 

Dominio de los ríos. Los rios y demás corrientes de agua del uso común de los habitantes, 

están sujetos a la acción de las Municipalidades en cnanto a establecer 
reglas para el buen uso de las a^uas mientras corran por el cauce na- 
tural y ordinario, y para deteiinniar jeneralmente las formas y segori- 
dades con que deben eonstruií'se las tomas o los marcos de las acequias 
o canales que de dichos rios se Bacai*en. 

Sacada el agua de la corriente común, solo quedará sujeta a la acción 
municipal en cuanto lo exijieren las reglas jenerales de policía de salu- 
bridad y las que se dictaren para mantener espedito el tránsito por loe- 
caminos del departamento o temtorio municipal. 
cArresnonde "^^^ mercedes o permisos para sacar agua de un estero o un rio, co- 
dor mercedes de s^as. ireeponde al jefe del departamento en que el saque o toma haya de es- 



r 



(ablecerse, án qne en virtud de e«tBB mercedes se adquiera mas dure- 
cboe que el que corresponda por Ihb layes comunen, atendida la anti- 
güedad J preferencia en la merced eulre varíua inleresadoa. 

An. llü. El dictarregloa de poHcía ruapecla a W ñoB que dividan 
departamenlos o provincias, sobre actos que no eean el aimple uso de 
Ibs riberas, corresponde al Preeideute de la Rupública, ; si esati reglas 
Mcajesen sobre la policía de nav^ncíon de loa mismos u otro semejan- 
te, y se asignase penas de pollcia, deberá procederae con acuerda del 
Consejo de Estado. 

En punto a mercedes de aguas, la Orden dictada en 
Enero 3 de 1873, dá a los luteadentes y Gobernadorea 
las atribuciones, o les impone loa deberes que se inser- 
tan a contíuu&cioD: 

Los jueces de aguas, por ella eslsblecidofl, y cjue Begnn la opinión caricter de loa U». 
del señor Lira en su compelacion eon funcionanos adminiatrativus, t midoa Jueoes ds agOM. 
■absisten, no obstante lo dispuesto en el articulo fi," de la Lei I Orgáni- 
ca de Tribunales, debiendo Art. 2." número 3.°.— "Propooeca 

1m Gobernadores de ambos dt^rtamentos (riberanos) lodo lo que fue- 
re conveniente para bacer efecüvo el mas squilalivu y fácil reparti- 
miento de las aguas. 

Art. 9." El dueño o dneños de cada canal deberán eapresar por f 
MÓlo al Intendente, si el rio divide en dos deparlHmenUM de una mi 
lUB provincia, sn el término que éste Sje, siempre que se decrete tumo, 
cuafea la persona encargada de representar loa intereses de sn canal. 

81 el ño fuere divíeoriu de dos departaraenlus de diversas proviuciaa 
H dará en la misma forma el avieo al Giobemador de la cabecera mas 
inmediata al rio. 

Los procuradores municipales serán los represenlaatee de los dere- 
chos de las tomas de ciudad. 

El canal que no tuviere represejitante constituido en la forma indica- 

^no tendrá part« en la distribución de las aguas. 
I canal cuyo representante no pagare la cuota que le ^corresponde, 
conforme al artículo?, aera privado del agua. 

Art. 14. A fin fie fijar la porción de a^ua que ordinariamente lleva Fljadoa á 
cada canal para que sirva de baae a la distribución en casua de turno, de agua, 
Mgnn ee establece en el articulo 1 de esta Ordenanza, se tendrá una 
nnnion de los representantes que deben tener los canales oon arreglo a 
la disposiciun del artículo U. 

tea esta reunión, teniendo a la vista los títulos de cada canal, si loa 
Jinbiere, ae pondrán de acuerdo loa interesados en la cantidad de agna 
que deba asignarse a cada uno como dotación ordinaria, sin perjuicio de 
Im derechos de preferencia u otros que algunos pudieren almiar y que 
•ean de la competencia de los Tribunales de Juatlcia. 

Loa acuerdos que ee celebren en la forma indicada obligarán a los 
canales cuyos representantes no hubieren asistido a la reunión. 

Los Intendentes y Gobernadores a quienes corresponda «eaun lo es- 
tablecido en el ya citado artículo 9 harán la citación con la debida opor- 
tnnidad deaignaudo el diay la hora en que debe celebrarse la reunión 
que tendrá lugar bajo la presidencia y en la sala de su deapacho. 

4 arribare a acuerdo eu la reuniotí, se levantará acta para 
ilPro- 



constancia, remitiéndose al Ministro de lo Interior, a fin de que el P 
Rdente de la República nombre un injenieru o comisión de injenleroa 
le proceda a determinar la cautidaiL de agua que ordinariamente debe 



que proceda a delermmar la cautidaiL de agua que ordinariamente debe 
corresponder a cada canal, teniendo presente las bases establecidas en 
«1 articulo 1.'*. 

Art. 15. Los Intendentes y Gobernadores a quienes corresponda, 
" 'n de avisar oportunamente cuando convenga establecer o si 
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>uestos se relacioDan, y la parte de la Ordenanza J 
-al del Ejército que trata de los deberes de los Col 
lantes Jeoerales de Armas. 
Son estos: 

Art. I," Encada provincia hnbntan Comandante Jensral dea 

Iue lo eeri el Intendente de la minna, a quien estarán subordinac 
os loB individuos militam que tengan destino o residencia accii 
m ella, incluBo los Jetierales. 

Art. 3." A. cada Comandante Jenera! de annas ne le dea 
ino o dosOficialüB (según la necesidad) para que, en calidad de 
lanles, llenen loa objetos del servicio de la jilaza, como repartir 
lo ñrdenes etc. 

Art. 3.° Loe Cotnandanlee Jeoerales de loa proHociaa solo p 
■emorer dentro de la* de su mando, las tropas que sirven a sus ón 
iuando el destico que tuvieren na procediese señaladamente de r 
:Íon suprema, y en los chiüob en que (esceptuando éste) las muí 
larán parte de ello al Minialru de la Guerra. 

Por 8u parte el Supremo decreto de Diciembre H 
1858, establece lo que sigue: 

Art. 4.° Todo militar que detieiupeñe el carso de Qobemu 

lepai-laniento. gozará a mas dfl xueldu correspondiente a su grt 
1," parte det que pudiera caberle según los precedentes dispoais 
ia ningún cuso su sueldo será menor que el que habría correapo 
i gobernador civil del departamento. 

£1 Supremo decreto de Junio 30 de 1848 dispone 
;unio, que cuando no se hubiere espedido nombran 
.o especial para Comandante de Armas de un dep: 
aento. se entenderá que reasume esta autoridad el 
lemador del departamento conforme a lo dispuesto 
il articulo 1.° título 53 de la Ordenanza Jeneral 
ijjército. 



Otro Supremo decreto de Agosto 30 de 1S48 dis] 
i su turno que: 

1.° Si se establecieren Comandante^ de alta o baja fi-onlera □ C( 
antes de Cantones, se consr<leraráu éstos por loe Comandantes J< 
w j particulares de armas, en el mismo caso que a los Jefes a q 
elieren los artículos S." y 19 del titulo 59 de la Ordenauzs Jensí 
uilo Ins Comandantes de frontera como los de Cantón ubservaí 
revenido en el artículo 7." del titulo 66 con el Cumandaote Jeni 
tié hiyo cuja dependencia se hallen colocados. 

2.° A los Gobernadores, Comandantes especialee de plnaaa fue 
e urden inferior declaradas por tales, y que tuvieren nombran 
orno tales Jefes por el Supremo Goliierno o Jenerat en Jete, tes o 
> dentro del distrito o comprensión que les estuviere señalado o 
ire In misma facultad y deberes señalados a los Comandantes pa 
ires, de ai'mas, ci>a sujeción al Comandante de armas jeneral de c 

de frontera, aiite quien se encuentre iumediatamenle subordinad 

"i." El mando accidental o interino de los puntos mencionados t 
os arlfoiilos anteriores, cuando no hubiere inimbrado suplente, se 
laráa lo dispuesto en loa articulos 6.° del titulo Slj 5.° del 6( 



Art. 13. Luego que el Iiijeuiero participe al Comanfiame Ji 
Itar cciucluido alcun edificio mililnr, y obtenga su permiso pon 
oner la entrega sJ Gobernador de la plaza a que corresponda, p 

éste la orden conveniente al Comandante Jelieral, prvviuiéudtu 



el Inj«n!ero encargado de la obra, furmalíce este acto, hitcienda hivenla- 
riu Oh todo, 7 incluido de él dos copias, de la» cuales cooeerrará una en 
su poder, j entregará oira ni Gobernador o Comandaiile de Amias. 

_Art. 13. Siempre (jue el Injeniei'ü haya de salir a viwlar las fortifica- lolenicro» milltarNi. 
dones de la provincia de su dcsllno, ]>ara jveouocer sus obras, lernnlar 

SlanoB, n otiMs encargos de su instituto tomará el peiTniso del Coman- 
aute jeneral, esplioándolea sus ideas, en cu.va virtud comunicará éale 
sus órdenes a los Gobernadoi-esdelaa pinzas y Coiuandanles de froBtera, 
a tin {te que auailien aquella comisión, y de los planos r relaciones qtie 
Re formasen en su visita para el caso de una guerra defensiva, que ins- 
trujan de loe defectos y ventajas de las fortiücacioiies de la prorincia, 
su fronteras o costas marítimas, quedará con el duplicado en forma el 
Comandante Jeueral. para archivarlo eu su secretaría; sin que de ella 
ial^ ni se permita sacar copias, sin espresa 6rdeu del Gobierno. 
Art. 14. LosComnDdantesJeueralHS de provincia j los que fueren Juriúlícdoa de loi Co- 
'— ■ ■-•■-.'- 1 1.- - - mandantes Jencrelea de 



^ 



jefes de un ejército en campaña, no jiermitii'án quií 
e alteren in releen tas reglas que en esta ordenanza se prescriben, ce- 
u vijilancia su esaclo cumplimiento, castigando con seceridad 
!tr obedecerlas, j disipando con su autoridad toda con- 
— conspiren a interpretarlas, pueB siempre se 



ni que lullai'e et 

versación o discurso q... _ _ 
han de entender lileralmeule. 

Art. 15. Los Comandantes Jeaerales de cada provincia tendrán ju- 
risdicción para conocer de lodos las causas de los Oficiales y demás in- 
dividuos militares, en los términos espresndos cu esta Onlenanza. 

Art. 16. Siempre Que en los puertos o ciistas de la esteusiou del 
mando de los Coinandaules Jenerales oeunieseu varados algunos baje- ' 
les, o iiaufnyio, Ininetliiil amenté que llegare a su noticia remitirán una 
partida de tropa, que deberá estar a la /míen del Juef de Marina, o 
iiersona que deba conocer del nauirojio, con am>gloa lípreveliido a ta 
;a de Marba, para- impedir los robos y excesos que pudieran 



; 



Rcranoclmlento de al< 



Art. IT. Los Comandantes Jenerales de provincia hnrán poi 

Houalmente en el mes de diciembre de cada añii un recuuocÍmten<f r^nv 

to de los almacenes y repuesto de municiones de la» fuitilicacioiies, \teT- 
trechos, y de cuanto condnüca a lamejor defensa do la prorincia de su 
careo; y do lo que considerare preciso proTeer, fonnará relacioa indivi- 
duai, fundando la necesidad y su remedio, calculando el gasto que se 
necesitare, i-eudticndulo todo al Oubiemo para la debida ■«solusion. 

Art. IS. ICnouatniíiera dudn o disputa que ocuiTa sobre la int el i ¡en- Dniliis sobre InlcUJen- 
cia de esta Onlenanza, tenilráu los Comandantes Jenerales de Artniís la '^ '"^ '" "-''' 
Ruloridsd de decidirin provisionalmente dando cuenta al Gobierno de la 
disposición inlema que Layan tomado, a la que deben sujetarse todos tadepcudencla lis los 
loa individuos militares; pero de nin^maiodo podrán introducirse en el leles de los cu 
mando econlímico r gubernativo de loe < 
va del Inspector Jeneral del E¡Ército. 

Art. 1." Los Gobernadores de plaza o Comandantes de Armas par- 
ticulares, que lu serán de los departamentos, estoráu inmediatamente n 
sujetos a los Comandantes Jenerales de HU respectiva provincia, debien- 
do iliiijir su correspondencia y representaciones que hagan al Gobierno 
u a cualquiera otra autoridad, por conducto de eatos jetes. 

Art. 3." }¡\ Gobernador de una plaza o comanilaiile de armas par- 
ticular, mandará a todo oficial qite exista eu el departamento de sn cai- 
go, de cualquier carácter que sea, sin escepcion de los Jenerales. 
ArL 3." Los Comandantes de anuos o Gubeiiiadures interinos de las 
plazas durante la ausenc'a de loa pmpetaríus, y a menos de una preci- 
sión indispensable, no han de vanarel úi-deii, y regla que el Goberna- 
dor en propieilad hubiere e8l-,Lb1ecido. 

Art. 4." No se efectuarán fiestas ni acto ninauno pfiblico, que pueda 
ser motivo de juntarse inucbo pueblo, donde hubiere guamicicui, sm que li 
el Gobernador o Comandante de Armas tome con antieipaciuu las pre- 
cauciones convenientes a evitar todo desúnlen. 

Art. 5." Las tropas que se linllareti en una plaza o guaniicioti. no 

Íodráii, ni en el todo, ni en iia ' '" - ' ' 

eniador o Comaud.ijite de Inf 

Art. 6.° Todo jefe de tropa la hará tomar los armas para lo que 
ofrezca del serVicio, bien sea en patte o en todo, siempre que lu mi 
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daré el Comandautt» de Anima, sin que éste tenga obligación de esplicat 
el motivo del servicio, que tuviere para ello. 

Sucealon en el '.mando, Art. 7.® Siempre que por algim accidente vacare el empleo de Go- 
bernador o Comandante (le Anuas, pasarán al que le suceda los papeles 
de oficio según inventario formal. 

Reparaciones de edi- A»t. 8," De los reparos ordinarios qiie las obras necesiten, en vir- 
*<^os. tud de los r*»conocimiento8 que hiciere el Injeniero, y de las nuevas oue 

proyectare, dará cuenta el Gobernador de la plaza al Comandante Je- 
neral de la provincia pasándole las relaciones y planos con'espondien- 
tes pero en los reparos de e<lificio8 militares, que fueren ejecutivos, y 
no den tiempo a esperar, sin perjuicio de mayor mina, tendrá facultad 
el Gobeniaaor de mandar al Injeniero se practique, clándole la orden 
• por escrito, y noticiando al Comandante Jeneral la novedad que tuviere 

para esperar su aprobación. 

Art. 9.° Pedirá el Gobeniador o Comandante de Armas al Injeniero 
los infonnes que necesite en punto a edificios militares, y éste estará 
obligado a dárselos. ^ 

Entregado cuarteles. Art. 10. Los cuarteles que tocaren a los cuerpos a su ingi'eso, auna 

ffuaniicion se enti*egarán por el Ayudante u Oficial que el Comandante 
de Annas nombrare al efecto; formalizando doble inventario para que 
uno quede en poder del cuerpo, fonnado por el Oficial comisionado pa- 
ra la entrega, y oXyo en el del Gobeniador o Comandante de las armas, 
firmado por el Oficial del cuerpo que el jefe nombrare; espresando el 
número y estado de puertas, ventanas, cerraduras, llaves, tablados y 
demás utensilios*, v a la salida de las tropas que lo ocupen, confrontarán 
el inventario con los efectos comprendidos en él, y haciendo componer 
el daño o menoscabo que se hallare con desproporción exeí^iva al tiem- 
po de su uso, se encargará al cuerpo el importe del costo correspon- 
diente a la parte de qu*», por descuido o ciílpa fuere responsable. 

Jmisdiccion sobre Art. 11 Los Gobernadores de plazas en que haya tropa de marina 
tropa de malina: acuartelada, tendrán sobre ella la misma autoridad que sobre la del 

Ejéicito siguiéndose la misma regla con ambas y guardándose para el 
orden de servicio y preferencia, según la antigüedad que cada imo ten- 
ga. . 

Art. 1*2 En los crímes en que incurra, en la plaza en que resida tro- ( 

pa de marina, cualquier individuo de ella, comprendido el de deser- 
ción (si éste ocurrie.-4e estando empleado el que la comete en puesto de 
guardia de la plaza) corresponderá al Gobernador de ella el conocimien- 
to déla causa. en el modo que prescribe esta ordenanza,y por ella han de 
juzgarse los indiviíluos de marina, quedando a su Comandante natural 
el conocimiento y castigo d* aquellas faltas y delitos que sean relati- 
vos a la disciplina y gobierno mterior, sin corrección con el servicio de 
guarnición, quietud y custodia de la plaza, como en igual caso se prac- 
tica con los cuencos del ejército. 
■Jd. sobre la de tlerro. Art. 13 Por la mit^nia regla será la tropa de tierra ^cuando esté en- 
causada por cualquier cn'men que Sí» cometa abordo, juzgada por la Or- 
denanza de Marinsí, sin esceprion de delito y la pena que en ellos se se- 
ñale a la calidad del (pie motive la causa, ha de sufrir el que resultare 
ser, Cí^nsiderándose dependiente de la jurisdicción de Marina, desde el 
dia de su en>bai*co, has^ta el en que cese aquel destino, aunque la escua- 
dra y buque en que a cuyo borde se halle e^íté en el puerto donde se hizo 
el armamento, y en el mismo cuei*jio de que i>e hubiera estado la parte 
de él que esté embarcada y a la marina que sirva de guarnición, de las 
penas de que su accidental destino la sujeta. 

Art. 14 Los Gobernadores de plaza marítimas, y los que manda, 
ren buques a cuyo bonlo haya tropa del Ejército, estarán obligados a 
tener ademas de la de marina, líis Ordenanzas de aquel, para arre- 
glarse a su cumplimiento en esta parte y obviar toda disputa que retar- 
de el servicio. 

Art. 15 El primer objeto de todo Gobernador o Comandante de Ar- 
mas debe ser el celar couurjenciay sostener con firmeza la puntual obe- 
diencia de esta Ordenanza, cumpliendo ]>or sí y haciendo cumplir cuan- 
to ésta prescribe, evitando disputas, v ai-reglando sus disposiciones a 
su espíritu y ^Jeutido literal, t»in pennitir que en lama.*»leve cosa se al- 
tere ni rebaje la esactitud mandada en ella, por individuo alguno de 
Jos que le están subordinados. 



( 



16 Cuidará iIb que el itrvieio se haga con la fonaalidiul quft 
>e la Ordenanza, BÍn (liumular la mas leve ralla, en conlraveci- 
la rtigla ^ue ella dicta, visitando con jrecuencia loe pneilos, pa- 
a disdpüaa du«flciafeR^ tropa ee Boatengan con el rígdr que 



18 Cuaud» la guardiaciiñca haga el eerricio de campaña o de rTuariIIa Nacionai m 
ÍOD, alternarán en él bus jefes, ; oficial es con loa del Ejército, «uipoKa o EnarnldoiL 
1 antigtledad de «us despachos; pero en actos de asamblea, ejfr- 
otro capo, preferirán loa del ejército a loe de milicias en las 



XU que fuera abtolutiimenM ciego, sordo mudo; 
Elqueadolecieredeenfermedaí! habilualode difícil caracion, 
ciividacoDiraerBealdeeerapeñodelBBfuDoioneBCornwpandienteg. 
El que ba sido procesado 7 condunado alguna ves por mal ver- 
án el eiercicio de cualquier deetlno que baja servido. 
Loa ecteeiÍBlÍ«oe secDlarus o regulares aun ousodo solo sean 

£1 qoe pierde )a calidad de ciudadano activo con derecho a su- 
1 a quieu »e ha suBpeudido el ejercicio de cate derecho, queda 
aismo hecho privado o euspeneo dil deelluo de Ooberusdor, sub- 
ió o ¡DBpeclor. 
El que se presentare por bllido. 



é quiere decir este preceptoí 

Constitución como se ve, determina que los cargoa ^"^^ ,^ ^^ 

bdelegado e inspector pueden tener \¡n nombra- do catm osunos! 

o indeñnido. 

lei espresa que durarán dos a5os.jDeberáinterpre- 

Bste precepto en el sentido que es proliibida la re- 

ont 

re este particular el autor de este trabajo se limita 

QCíar la duda sin resolverla, esperando que el Con- 

a quien toca esta misión decida pronunciándose 

el particular. 



&. Los cargoa de subdele«ido e inspector son coDcejüee, y «a 
I gratuitamente, ao peua de incurrir en una mulla de cien peeoa 

imbrado que pagúela multa quedará eficento de servir hu uu pe- 
gal. 

lua persona caliGcaila en el departameuto estará nbligada a 
estuB cargue en lua tres nltses que preceden al día en que deba 
la designaron de vocales de la« inei<aa caliñcadoras y recep- 



I eonajil o de República, como dicen los nutores eapañole^, es '.Qoé lo. 

que deben servir o e! neri'iciu que debtn prestar por su tumo coJUesf 
Uoa de un pueblo, mémia loa que están escepluados por privilejio 

O jeueral. o por la impusibiltilad ñsica o mural en que ae bailan 
Beuipeñarlo. 

argas penionaleídeque tratamoase llaman larnbjen vecinales 
¡les. dentro de la clasiKcacLüuy de !a ciencia, puri^ue se funda 
lidad de vecino de uu^ueblí), u muriulur del temiorio propio 
oncejo, ayuntamiento u muuiclpalidail. — (Latorre Faj. 50) 



re este mismo particular el art. 130 de la Consti- , 
:dice: 

AET. 130 

dos los empleos municipales son cargas con- 



cejiles, de que nadie podrá escusarae 
causa señalada por la lei." 



EetiriéniJose a este texto constitucional < 
neeu3 se espresa de la manera siguioute: 

L- Carga coDoejil, e« según el Dieciiinario lie U Acadei 
I. oficio que deben servir por tumo lodos lus vecinos qu 
tuado por prívitejios. Séjjiin eslo, j ana cuando la pal) 
w tome comnnnieute en fl sentido lato que la hace coi 
da funciotí pliblicn, fuese o no remaiierada, es evidenli 
lido la UBB la Cunetituciuu eti eBW artfculo, que se reñí 
de alcaldee y rvjidunw, creádoH por ella misma en loi 
Esos cai'gos Bon gratuitos j eHtdti olillgadoa a servirle 
qu? no pudiere alegar irap»«bilidad o las escusas pre 
ID de la Lej Oniátiica de Municipalidades. 

El art. l:<0 déla Constitución no se reRere, pues,alo 
pieos municipaleii, creadoH por la lei que dinfrntati < 
"11 loe de proeiiraii*, leeorero, swretario y lodos loa i 



Por SU parte la lei de ]844 establecía as 
guíente: 

Loedeslitioa deGobemador, sub<lelega<Ioa o inspec 
PTCceptoa de la leí flo honoriHcos o carga» concejiles, que «e wrvirári graluil 
ninguno puede esciisarse üiu incurrir en la multa de in 
que fuew nombrado Gobernador, de ciento ciucuenla i 
Bubdele^do, y de cincuenta el ^ue recibiert) el uoml 
■ peclor, sin que obete el baber satilecho la mulla, para 

rioilo inmu<Ualii cual()uiera de los mismoK dei>tinos. I 
servido en ludo un períoilo podrán er-cnsarse en los 
pero no en el tercero, en el cual le» compren<lentn laa 
Migu alias. 

Art. 77 Loa Gobernadores exijirán de los niiniatroa 
Kscal donde la hubiere y en su defecto n los tenientea 
mullas en que hayan ¡ucurrido los que iiegalmeiile ee h 
ser subdelegados o ¡nspeclores, para que se verifiquf 
dichas ofici usa, poniendo al mismo tiempo en noticia d 
viiicia.Los Intendentes dardu bvÍüo a los mismos funci 
fin de loe que se apliquen a tos que fueren nombrados (>( 
unas y otms al Supremo Gobiemo }>ara que mande t< 
Contaduría Majory en la Tesureri* Jeneral de Eítai 



Por lo que toca al inciso 3." del artículo 
relacioQ perfecta, con lo establecido en la I 
nes, de Enero 9 de 1844, que dice: . 

lJl^oslclonca.lcla1el ^"1. 17 "Para ser elejido miembrod, la Cotolsion 
electoral. CBliDcacmneB, se necesitan las condicione" ■'"""'■" '■~' 



..4? No BerBubdelegadnnijuez de aubilelegacioi 



de distrito, ni empleado públicu o iintiüripal qne perci 
pisado en íusférroearñles o telégrafoa del Estado, cu 
BU categurift, ni ser párroco o více párroco. 



A este particular el señor Latorre dice 

siguiente: 
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Este artículo se refiere a las incapacidades para desempeñar las fuu- Comentarios del aefior 
Clones de Gobernador, subdelegado o inspector, las cuales implícita e ^^^^^^* 
inconstitueionalmente, tocan al Intendente, porque éste es (Srobemador 
del departamento en cuya capital reside. 

Tales incapacidades son de interés público y consultan el orden y la 
moralidad de la administración. 

Esto es obvio v arranca su fuerza de la propia naturaleza física del Incapacidad por mu- 
hombre. La lei d.e 18I?8 (artículo 2) incapacitaba simplemente al ciego dcz. 
o al mudo (en su inciso 1.°) y especitícaba mas los efectos de la enfer- 
medad <(eu su inciso 2.*^) esto es, qne fuese de tal suerte que impiíiiese 
al funcionario la asistencia al lugar de su despacho. 

El Proyecto de 1882 que (como el de 1877) establece incapacidades 
comunes a íos cuatro jefes de divisiones administrativas, comprende 
estas dos en una sola, en parte completa y en parte restrinjida. « 

Dice así: 1.° Los sordos, lo,s mudos, los ciegos, ni los que estén ba- 
jo interdicción judicial (3? Era el caso previsto en el inciso 4.® de 

aquella lei, que empleábala espresion separado donde la vijente dice 
procesado y condenado, así, donde la lei de 38 reputó suficiente un 
acto administrativo, la de 44 conceptuó necesario uno judicial. 

El Proyecto de 1882 ha estendido y con muchísima razón; esta causa Incapacidad por con- 
al, o a los que, se hallen procesados o bailan sido condenados por simple dena. 
crimen o por simple delito, salvo que el delito haya sido contra la se- 
guridad interior uel Estado. Es indudable que una tan amplia prohibi- 
ción envuelve mayor suma de prestijio y de equidad para estos puestos 
que la contenida en la lei actual. 

La escepcion relativa a los delitos políticos o de lesa majestad, oue Esccpclon por delitof 
se contraponen a los delitos comunes, tienen su fundamento, como dice polit^*^**- 
muí bien el señor Bello, en la naturaleza de los actos oue se califican ' 

con este titulo (delitos políticos), los cuales no son mucnas veces deli- 
tos, sino a los ojos de los usurpadores y tiranos; otras veces nacen de 
sentimientos buenos y nobles en sí mismos, aunque mal dirijidos, de 
nociones exajeradas o erróneas; o de las circunstancias peligrosas de 
un tiempo de revolución y trastorno, en que lo diñcil no es cumplir 
naestras obligaciones sino conocerlas. 

4.^ Puede esta causa al comprenderse respecto de los regulares, que ;.A. quó eclcaiástiCQA se 
prestan un voto de obediencia oue el lejislaaor ha reputado incompa- i'ettert la lei? 
tibie con la que deberán a sus jefes políticos naturales e inmediatos. 

Puede justificarse, así mismo, respecto de los seculares ordenados «n 
ímerié, pues hai siempre conveniencia, dentro del réjimen constitucio- 
nal entre la Iglesia y el Estado, en evitar que las funciones espirituales j 
las temporales estén acumuladas ch una sola persona. 

Pero la suspicacia de la lei por las reglas del Patronato, a virtud de 
la cual ha impelido a los oriienados minoristas, no puede admitiise, 
porque, como es fácil comprenderse, no hai peligro alguno en que ellos 
sean llamados a ejercer las funciones de que tratamos. 

De aqui que, aunque tuviera ala vista el ejemplo de su predecesor de 
1877, el proyecto de 1882, guardando, por otra paite armonía con el in- 
xíiso 2.° ael art. 169 de la leí de oiijanizacion y atribuciones de los Tri- 
bunales, inhabilita solo a los eclesiásticos que hayan recibido órdenes 
mayores. 

Dice este inciso que por el hecho de perder la calidad de ciudadano ac- .Q^^^. ^ entiende por 
livo con derecho a sufrajio, se pierde el destino de Gobernador. Si a esa ponlidíi de la cludada- 
idea diésemos el significado de dejar de calificarse por un trienio legal, nía? 
j*eftultaria una chocante contradicción con el árt. 12 que ha establecido 
claramente qne no se necesita el boleto de calificación para ser Gober- 
nador; porque, en efectv, ¿cómo no podria desempeñar este cargo, a vir- 
tud de la prohibición de este número; un individuo que puede ejercerlo 
según el art. 12? Como es preciso, empero, (jue los que iutei'pretan las 
«lÍHposiciones legales sean luui francos en atribuir al lejislador la nota 
de inconsecuente y olvidadizo, nosotros pensamos que la lei se ha refe- 
rido aquí a los hechos de pérdida o suspensión de la ciudadanía, pre- 
vistos en los arts. 10 y 11 de la Constitución. jEra necesario, sin em- 
bargo espresar esta causal? Nó, porque los artículos anteriores hablan 
requerido la ciudadanía para poder ser Intendente, Gobernador etc.;; y 
por consiguiente, natural parece que, perdida o suspensa tan primordial 
calidad, se pierdja o suspende la función pública con la cual ea conexa. 



Por e«to. el aul«r mÍHino áal Provecto volviú aoM pkaoB, «n «MÍon 
S«[iadr> dv 17 da Julio de 184!), hncieudo indicación parn que eele inc 
fuese Hupñmido, lu que Be aprobó; pero en el hecho el inciso fué coni 

6." Hai doB clases da concuño: voluntario, queíelloma también; 
BÍon de bienes, y nec««ai'¡n. 
Cíin iliciones de lo» que A primera vista el que Hepresenlare por fallado parpce hoIo referí 
íarn en tslcacia. qJ (j^go de! deudor que, no pudiendo pagar, se presenta haciendu cea 

de bienes. ' 

En 1H43, la Cámara de Diputados aprobó estu nlímem en la fbr 
siguiente: "Nñm. 6." £1 que fuere condenado por quiebra fraui 

lion del Senado de 19 de Julio de 1843, el señor Egaña impí 



d6 esla idea, aleanxando fuese rechazaila y establecida en c 

) "porque los empleo* 
a hombres que están acuaBiIos pursue acreedores, y que de uj 



la del Proyecto pñniiúvo "porque los empleos, dijo no pueden cunüa 



'O pueden, conforme a la leí, ponerlos en la cárcel." 

De numera que, según este antecedente histórico, j según el esplri 

de la lei, que quiere alejar de tale!) puestos a los que carecen de Aoni 

tUz y pnAidad, y todavía según su letra que no distingue, ladieposici 

debería aplicarse a todos los fallidos, aun a los que se les fonnaconcí 



Dentro de la redacción jeneral del inciso 2.''delart. 2 del proyei 
de XV/Ü, solo se comprenden loa quebrados culpable o fraudulentomi 
le, pues estos son los linieoa que, con relación a esta materia, comel 
un delito previsto y penado por el Código respectivo. 

Nótese Knatmenle, que el que ba quebrado fraiidulentamenle uo 
podido jamas desempeñar Diupiiio de los careos administratÍTos, y 
razón de que la quiebra fraudulenta ee causa de la pérdida, de la ci 
dadanfa según el número 2." del arl. 11 de la Constitución, a ménoa 
haberse impelrado rehabilitación del Senado, en conformiciad al tiltil 
inciso de esle mismo ai-tfculo. 



EscQsas y Exenciones. 
Dice la lei vijente; 

Art. 26. Escusa de desempeñar estos cargos: 

1." No residir en la Hubdef<^aeion o distrito; 

S.'* Tener sesenta años de edad; 

3." Estar ejerciendo otro cargo publico; 

A." Haber desempeñado cargos públicos gratnitos durante : 

1 la Quardia Nacional o ec 



El art. Id de la lei de 1844, prescribía sobre este par- 
tiO'jlar lo que sigue: 

rreccptotlcb Idda -^rt. 15 sin embargo de lo dispuesto en el artlcalo, ftaterior, eoal- 
leil, quiera podrá eKÍniirse de admitir los empleos de que él habla por algu- 

na de las causas siguientes: 

Vi Por tener mas de sesenta años de edad. 

3? Por estar empleado en alcuua oñcina de renta« públicas, o haHar- 
M sirviendo algún empleo público incompatible cun el de Gobernador, 
mbdelegado o inspector. 

3? Por ser director o profesar de slgnn establecimiento de ednc»- 
eion, o maestro de escuera, o hallarse cursando en algona universidad 
O Mtablecimieato literario. 
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4? Por ser administrador principal de alguna casa de benefícencfa. 

5? Por ser el único que ejercite en un lugar la profesión fíe médico- 
o cinijano. 

6* Por estar haciendo servicio militar activo. 

A los militares de ejército permanente o de la milicia cívica que 
no se hallen en el caso de esta escepcionse les eximirá de todo otro ser- - 
vicio inteñm desempeñan el cargo civil que se les haya conferido, sin 
oue esto les perjudique en manera alguna con respecto a la antigüe- 
dad que les corresponda en el servicio militar. 

7* Por no residir en el departamento el que fuere nombrado Gober- 
nador; en la subdelegacion el que fuere llam'kdo para subdelegado^ y 
en el distrito aquel a quien se nombrare inspector. 

8? Por haber servido diez años continuadamente o con intermisión" 
alguno o algunos de los mencionados destinos, o los de Alcaldes ordi- 
dinarios o Kejidor. 

No obstante, si ajuicio de la Municipalidad que corresponde, no hu- 
biere en el respectivo lugar suficiente número de vecinos hábiles para 
desempeñar esos cargos, no se tendrá por bastante este motivo de escu- 
sa, como tampoco el que señala al fin del art. 14. 



El señor Latorre, al tratar este punto se espresa de la 
manera siguiente: 

El carácter jeneral de 1^ escusas es el de ima escepcion voluntaria, 
pprque constituyen una especie de privilejio, y, seguu las reglas mas 
sencillas de la jurisprudencia, cada uno es dueño de renunciar el dere- 
cho introducido a su favor. En el Derecho Romano era escusa de car- 
fos concejiles la edad de 70 años, regla que siguió la Lejislacion de las 
^anidas. 

En el estado actual de nuestro derecho político, son cargos verdade- 
i'amente incompatibles con los de subdelegado e inspector los de jue- 
ces de subdelegacion y de distrito, en conformidad al número 6.^ del 
artículo 36 de la lei de Organización y atribuciones de los Tribunales 
de 15 de Octubre de 1875. 

En jeneral seria incompatible con ellos el cargo de juez, según el nú- 
mero 7.* de] artículo 169 de esta misma lei orgánica, agregado por 
el artículo 1. ^ de la lei de incompatibilidades de 31 de Agosto de 
1880. 

Eicitsa 6? Concuerda con la misma leí. 

En esta escusa tiene toda su fuerza la circunstancia en que tanto he- 
mos insistido ánteS; porque'^r Jo regular los militares no son separados 
del servicio sino para desempeñar las funciones de Gobernador, a los 
que, por concecuancia del sueldo asignado, no tiene hoi aplicación. 

Por la lei de 10 de diciembre de 1&8, todo militar que desempeñe el 
cargo de Gobernador de departamento, goza, a mas del sueldo corres- 
pondiente a su grado, la tercera parte del que pudiera caberle como a 
tal Gobernador. En ningún caso su sueldo es menor que el que le ha- 
bría correspondido al Gobernador civil del respectivo departamento. 

EscvMi 2? Hai un motivo de ínteres público en este caso de escepcion 
a las escusas espuestas en el mciso anterior y en el artículo 14. 

A todas las escusas que hemos venido refiriendo deben agregarse sin 
duda, las que se contienen en las leyes especiales dictadas con poste- 
rioridad. Así, el articulo 188 de la Ordenanza Jeneral de Correos, de 
22 de Febrero de 1858, exime de' los servicios de jefe de subdelegacion 
y de distrito a todos los empleados del ramo de con-eos. 

Como ha podido observarse, la edad o residencia del individuo, la 
conveniencia e interés nacional o local, favorecer la instrucción o la be- 
neficencia pública, la necesidad de no gravar con desproporción la ac- 
tividad de un solo ciudadano, son los fundamentos racionales de los 
privilejios consultados por la lei. 

El proyecto de 1882 establece las siguientes causales de escusa: 

1.^ Tener sesenta años de edad. Es fácil de notar la difereneia de 
esta escusa con la análoga de la lei vijente, que requiere mas de sesenta 
años. 



Comentarios/ 



Incompatibilidades 
dicloles. 



I^estos miütarcB. 



Puestos 

UTOS. 



administra- 



Edad. 



2. = Bular ejorciíiido oiro cargo iBJiílalii'i, judicial, raunitipal o ai 
rai nial rali vu. Lob cai^oi lejíBlalivos y loe empleos tounicipsles son coi 
oejilt*. auntjae la Cuualitncioii iio neiwnitfi decirlo, sino respecto de ei 
toB úllimos (nrlículo 1311). No liBimrecidujuel» obligar a ejercer sima 
tóneameule diveraoe carpiw concejiles. ReH|>eclo de los judiciales, i 
necesai'io observaí' que ellos niiiic» podráu ser los juecei de aubdelegí 
ciuti 7 de distñto, Iiuí ii)c«int>nlib!es (auiiijue coucejiles lambien) co 
los áe subdelegado h inspeclor. 

Como puede fáoiliuenle iiolarae la taiisal 1." del Proyecto rtrirodiit 
en sn eneiicia la 1." d« la lei; la 2." del mismo reauniB lim 2." :").■, 4.' 
5." y C." de la misma; y ^ 3." de aquel Umita !a S.^deésla. 



La lei penal, coutiena sobre esbe 'particular uaa diB 
poaiciotí que conviene tener presente: 
El art. ü.U del Código dice así: 

slcloocs (iBl Cú- Fl enipleadu ^ue KÍii reuimeiar su dtwliuo lo abandonare, sufrirá 1. 
cnul sobro ohao- [lena de suspeiisiou en su grado mfuimo e inhabilitación esjiecial lempo 
e cargo oonscjli. ra! para el cargo u oficio en su grado medio j-_ multa deciento a quiíllen 

Si renunciado el destino v ¿iiteit de traeuurrír un plazo prudencial ei 

3ue haya podido ser reemplazado por el euperior rtnipectiro, lo aban 
onare con daño de la caui>a pública, las penas serán inulta de ciento i 
quinieuloe pesos e inliabilitacion especial tem|>oral para el cai^o u oHcii 
eu BU grado medio. 

Las penas establecidas en los dos incisos anteriores se aplicarán rea 
pectivamente al que abandonare un cargo consejil sin alegar escusa le 
jitjiua, y al que después de liaber alegado tai escusa, pero áiites de tras 
currir UI1 plazo prudencial en que haya poilido ser reemplazado, bací 
el abaD4oiio ucaaionado daño a la causa ]iliblica. 



El señor Fuenzalida comenta esa disposición en la for 
m& siguieote: 

"Las condiciones mismos a que están sometidos los carpos liatnado: 
cancejilea quo deben desempeñarse gi'atuitamenle y forzosamente, hu 
obligado a lalei a imponer penas a ciertos canoa que no pueden ocuirii 
traláudone de funcioaarioa rentados. Y en efecto la l<ñ no im)iune a na 
^e la obligación de ejercer un cargo que no sea consejil; y --' - - 
Biu renuncias deben ser aceptadas pi'ecisaniente a los empleado 



prudencial {lara que puedan ser rvem}>lazadDE; mientras que 



un tiempo 
.„ , _,..„ , _ j_. los timcio- 

ios concejiles no pueden renunciar el puesto sin una escusa determi- 
nada |iur la lei, y asi es que cometen igual fidta abandonando el puesto 
HÍn renunciarlo o sin alegar una causa legal une obligue al superior a 
admitirla. Por est<i es que el Código luí neceiuladu del tercer incisa del 
articulo |iara imponer a los empleados consejiles los penan del primero 
cuando abandonan su destúio sin reiiuucinrlo o sin alegar escusa lejíti- 
tima; y las del segundo cuando, liabieiidu lieclio reuiiticia fundada eit 
una causa de esa cUiao, lo abamlonan sin eupetar un tiempo prudencial 
para que el superior pueda reemplazarlos y de ello resulten daños a la 



Atribuciones del Snbdelegado 

Dice la lei vijente; 
Art. 27. Bl subdelegado es el jefti adminístratÍTO de la eubdele- 
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Dice la leí: 



Debe ausiliar al Gobernador eu el cuniplinnento de los deberes y 
ejercicio de la atribuciones que le asigna esta lei. 

Debe cumplir las órdenes y comisiones que deutro de sus facultades, 
le dé el Gobernador, y ejecutar los actos (jue éste le encargue especial- 
mente. 

Dará al Gobernador todos los avisos que éste necesite i>ara cinnplir 
RUS deberes. 



El artículo en examen, es, puede decirse, la síntesis 
de los comprendidos bajo los números 147 a 162 de la 
lei de Enero de 1844. 

Establecida ya la dependencia jerárquica que corres- 
ponde a los subdelegados respecto de los Intendentes, y 
enumeradas sus atribuciones especiales en lo que res- 
pecta a prisiones y allanamientos, seria superfino repro- 
ducir de nuevo las atribuciones jenerales de estos últi- 
mos funcionarios. 

El subdelegado, e?, dice la lei, a la vez el jefe adminis- . 
trativo respecto de su subdelegacion, el ausiliar y subal- 
terno del Gobernador, cuyas órdenes y comisiones de- 
be recibir, acatar y ejecutar. 

Como ya se ha visto al tratarse de las atribuciones nistmcion neccnarta, 
del Gobernador (art. 21 núm. 9) este funcionario áfe ha- 
lla facultado para amonestar, apercibir y someter ajui- 
cio a los subdelegados, por faltas administrativas, es 
decir en el cumplimiento de sus funciones, mas no tra- 
tándose de crímenes que caen bajo la jurisdicción cri- 
minal. 

La diferencia que establece la lei a este respecto con- 
siste en que el Gobernador somete a juicio directamente 
a los subdelegados, pero no puede hacer lo mismo con 
los inspectores sino verificándolo por conducto de los 
mismos subdelegados, conforme al precepto jeneral es- 
tablecido por el art. 13 de esta lei. 

Esto mismo es lo que respectivamente impone el 

Art. 30. Los inspectores son los jefes administrativos de los distri- 
tos, en los cuales deben cooperar al buen desempeño de las funciones 
«leñaladas al subdelegado y cumplir las órdenes que éste les trasmita o 
imparta. 



Ambas creaciones, nacen, como es sabido, de las dis- , erijcn constitucional 



posiciones constitucionales insertas en los artículos 120 
ya citado y en el 121 que dice como sigue: 

Los distritos son rejidos por un inspector bajo 
las órdenes del subdelegado que éste nombra y 
remueve dando cuenta al Gobernador. 



do los inspectores. 



Existen ademas las disposiciones de la lei de 1S44 
consignadas en los artículos siguientes: 
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Cada subdelegacion es gobernada por un subdelegado, subordinado 
al Gobernador ile su deparlAmento y tiene las facultades que se espre- 
eau en el artículo 6.° 

Art. 6.° Cada distrito es gobernado por un inspector, bajo las órde- 
nes del subdelegado que lo nombró, y ejei-ce las funciones que eepresa 
el título 7." 



Sobre este mismo particular conviene tener presente 
las disposiciones de la misma lei de 1844 consignadas 
en los artículos siguientes: 

Art. 10 Los iuspectores serán nombrados por los subdelegados bajo cuya 
dependencia eí»tén, y durarán en sus destinos dos afios; pueden ser re- 
movidos, y i-eelejidos por el funcionario que los nonibi-ó, el que daró 
cuenta al Gobernador, a quien está subordinado, del nombramiento 
aí*í como de la destitución y de los motivos de ella. 

Art. 163. Los inspectores son los jefes de los distritos, en los cuales 
debeu eoopei'ar eficazmente al buen tfesempeño de las funciones sefmla- 
das a los subdelegados, y cumplir con toda fidelidad y exactitud las ór- 
denes que reciban de éstos, a las que se arreglarán para proceder eu 
todos los asunto» gubernativos sobre los que nada les esté indistinta- 
mente prevenido en la presente lei, o en los reglamentos que les corres- 
ponda observar. 

Facultades de estos Es menester CU este puuto, tcnct presente que apesar 
funcionorioB. de qué la lei, que se comenta, hace a los inspectores, jefes 

administrativos de los distritos en que ejercen su juris- 
dicción y cooperadores inmediatos de las órdenes de los 
subdelegados, ni esta lei respecto de los allanamientos 
ni la de Garantías Individuales respecto de prisión, les 
dá facultades para ejecutar ni allanamiento ni prisión. 
Sin embargo, desde que el artículo 17 de la Lei de Garan- 
tías Individuales confiere facultades para mantener o n6 
en prisión un reo, al jefe de los ajentes de policía y segu- 
ridad; desde que declara eu el artículo 15 que toda per- 
sona, y todo funcionario a quien corresponda cuidar del 
orden público, puede ordenar o hacer efectivo el arresta 
de cualquier delincuente infraganti parecería absurdo 
que hubiera negado esta facultad a los inspectores que 
se encuentran administrativamente en escala superior a 
los ajentes de policíaj que son funcionarios encargados 
de guardar el orden público, y que participan de los de- 
beres y derechos que la lei otorga a todo ciudadano. 
^^ Sin embargo, como cuando la lei calla, nadie puede in- 
^utS-, í^"^^'* *® terpretar su silencio sino la autoridad encargada de ello, 

y como al emprender este trabajo he contraído el com- 
promiso de emitir mi opinión, con toda humildad, pero 
a la vez con toda conciencia, creo que los inspectores ca- 
recen de la íacultad de allanar casas, contra la voluntad 
de sus moradores, y, respecto de facultades de prisión no 
gozan de otras que las que los artículos 15 y 17 de la Lei 
de Garantías Individuales confieren a los í\jentes de po- 
licía y a los ciudadanos en jeneraL 

Estasolucion podrá sin duda tener su oríjen en una 
omisión de la lei, pero asi i todo cumple a mi deber se- 
ñalarla, y precisar sus límites. 
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El Congreso con mejor acuerdo suplirá el vacio que a 
mi solo me toca señalar. 

Por lo demás, parece que las obligacioDes y deberes Facultadla >ie loi lub- 
que por el título 7." de lalei de 1844 se conüere a los «"■'«■s""™ '■'"■i=»- 
inspectores relativamente a su distrito, las facultades de 
que con relación al mismo distrito los inviste con escep- 
cion de la parte relativa a allanamientos, prisiones y 
multas y la mas rigorosa abstención respecto del ejerci- 
cio de íunciones judiciales queda en vigor. 

An. 38 El Bubcielpgadu quB ileBempefia bub fuaelouüB fuera da Iob M- 
milFU urbanos de la cupittd ilul depurt amento deWj-á ejercer Irb atribu- 
cÍDU«H ijue cuuñereu al Gobernador loe iilímeros 2.^, 16, 33 y 35 del 
articiilu 31, pero Boto procederá por BStnigmo on cobos orjentes. 

En luB deman, debeni pedir iustruccioneB al Gobernador, y obrar con 
arreglo a ella*. 

A este particular la lei de 1844, contenia las disposi- Preceptos je la id a» 
cienes siguientes: *' 



An. 151. Eu los HubdelegacionsB qoeeetén fuera de Iob puebloe e 

Íue reBÍdau loe (íuberuadüreB, te eiiteuderS con los subdel^adoB tod 
1 dispuesto en los artículos 111 y 113, quienes ciunplirán y rjeroerán 



5ue residau los (íuberuadüreB, te eiiteuderS con los subdel^adoB todo 
1 dispuesto en los artículos 111 y 113, quienes ciunplirán y rjerc ' 
U ellas lus deberes y atñbucioues que dicbos artículos desidia». 



Art. llil. Siempre que B un subilelegado le ocurran dudas acerca de CnoBulla 7 reiponsil- 
cualquiera materia eu que leuga que entender en deseoipefio de su des- bllldnd. 
tino, o sobre la verdadera iulelijeucía de las órdenes que le corresponde 
ejecutar, se coiiBultará con el Gobemailor de qnien dependa, y se ceñi- 
rá a la decisión de éste, que en tal cobo ba de ser el Bolo responsable de 
lo que se obre. 

Eü cuanto a las atribuciones peculiares del Gobema- ¡^aUet toa laahciü- 
dor, que corresponden ejercer por vía de escepcion a los ""es dci subdoiíeodo 
subdelegados rurales son las siguientes: """"'^ 

2." Evitar todaiiivacion o violación del territorio y procurar el mon- 
teniínienlo de la pox y del urden publico. 

16. fiTíCurar <jne su respeten y conaerven en el uw a que están dea- 
tinados Iub bienes liscales y nacionales de uso público. 

Impedir especialmente que Be ocupe parte alguna de ellos; y que bh 
bogan obras que impidan el libo cuiuun, teniendo présenle lo dispuesto 
eu el titulo 3." libro :j del Cádigu Civil. 

23. Disponei' para el cuBiplioiiento de bub atribuciones de ta fuerza 
armada del ejército, guardia nacional y policía existentes en el depar* 
tomento. 
■ Los servicios de la guardia nacioiml y de policía solo podrán reque- 



Belacionados todos estos casos con las disposiciones 
■vyeutes al tratarse de los deberes de ios Intendentes y 
Gübernadoree, el lector perdonará que por evitar repe- 
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Territorio de Iftag^al lañes. 

Subdelegatíones. 

í Del Sar. 1037 

! Del Norte 107 

1144 

ProTincia de Chiloé. 

DEFAETAMBHTO DE CA.3TE0. 



lí Kilan 4226 

2* Quilqoileo S969 

3» Castro, ciudad 4611 

4? Eaoco 3888 

5' Chonchi 2866 

6" Quelen 2181 

7T Chaguao 775 

8' Puqneldon : 3038 

9r Áldachüdu 3318 

10. Cheün t „. 

11. Quehui f "*"' 

12. MelinSa 88 

30435 
DBPAKTAMENTO DE QDH-'OHAO. 



* Achao, villa 3335 

! Curaco 2265 

! Huyar 1966 

* Queuac 1292 

t Meulin 1455 

r Apiao 1498 

11811 
DBPÁBTIMSNTO DE AlIODD. 



lí Ahul 1338 

2! Quetalmabue 1246 

3' Ancud, ciudad 3323 

4» Muelle id 1895 

6* Cuicutneo 1009 

6" Caipulli 1006 

7í Cachao 1772 

Sí Lliuco 

9Í Caucahue 
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10. Tenam.... 

11. ChaQquis.. 

12. Dalc^ue.. 



ProTincia de Iilanquihue. 

DEPARTAMENTO DE CABELHAF0. 



1* Calbuco, ciudad.. 

a? Tavon 

3" Bomdahue 

4r Guar 

§■ Eulo 

6^ Pugulqui 

7í Maule o Eio Mo.. 

8í Lipihue 

9^ Carelmapu 

10. Altao 

11. Parga 

12. Maullin 



1' MelipulU, oiudJwi.. 

2' Guatral 

3" Lí^una 

4' KeloDcavi 

b* Eio Negro 



DEPARTAMENTO DE OSOBNO. 



I' Osomo, ciudad . . 

a' Guineo 

3í Damas 

4' Caocura 

5' Rabue 

er Maipué 

7" La Costa 

8T Qulllacahun 

9' Roble 

O. PUmaiquen 

;i. Tralmabue . . . . . . 

2. Trumag 



— 167 — 
ProTincia de TaldíTÍa. 

DEPARTAMENTO DE UNION. 

Subdelegaciones, 

1* Dallipulle 2266 

2* Cudico 1047 

3* Tramag 784 

4*^ Cuneas S95 

5* San Javier 1741 

6* Traiguén 1247 

7* Rio Bueno 3051 

e'í La Esperanza 1804 

13335 

DEPAETAMÉNTO DE VALDIVIA 

Subdelegaciones, 

1* Valdivia, ciudad 3872 

2'? Id. id 

3» La Teja 

4» Corral 1396 

5* Cabo Blanco • 1662 

6* Calla-Calla 872 

7* Quinchilca 1334 

8* Macó 977 

9* Pichoi 1698 

10 San José 3756 

11 Angachilla 1623 

17190 

Territorio de Angol. 

Subdelegaciones. 

V, Angol, ciudad 2897 

2* Id. id 2395 

3^? Chiguaihue 1582 

4* Tigueral 3579 

5* Collipulli 4777 

6*" Lumaco 2920 

7* Puren 1906 

8* Curaco 

9* Sauces 
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ProTincia del Bio-Bio. 

DEPARTAMENTO DE MXJLCHEN. 

Subdelegaciones. 
1* Mulchen 4826 
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2^ Mulchen 

3? Piaultué 

4'! Pile 

5'? Lirquen 

6"! Baquecha — 
7" ManquecueL. 

8". Rehuen 

9" Filhuen 

10. Malven 



DEPABTAUENTO DE NlCimENTO. 

Subdelegadones. 



1" Nacimieato, ciudad. . 
2'. Id. id.... 

3^ Negrete 

i". Llñeco 

5°: Palmilla 

6' Arinco 

7T Santa-Ana 

8' Culenco 

9í Millapoa 



DEPABTAHENTO Dfi LAJA. 

SuMelegaciones. 



1 'I Anieles, ciudad 

2» Id. id 

3t SanMignel 

4"! Bolsón 

5" Uman 

6» Curamávida 

7° Rarinco 

8'í Cuñival 

9' Coreo 

10. San Carlos de Puren. . 

11. Palühue 

13. Ciiel 

13. Santo Fé 

14. Picul 

15. Rinconada 

16. Coyanco 

17. Guanacos 

18. Pedregal 

19. Canteras 

20. Antuco 

21. Quilleco 

22. Vihioura 

83. Queuco 
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lanta-Bárbara 3608 

loa NatroB 2059 

42984 

Provincia de Aranco. 

D£PÁKT¿M£»TO DE lUPEBUL. 

Subdelegaeiones. 

>lten, ciudad 11S6 

apenal S547 

añeco 

troquen 1799 

jeulo 1424 

6956 
DEPARTAMENTO DE CASETE. 



iñete, ciudad 7112 

Bquihue 

sieco 

jicaví 

iranilahne 

uidico 3899 

aperial 

mtulmo 

IlOll 

DEFABTAUEKTO DE LEBU. 



ebu, ciudad 7572 

[d. id 

otilhue 2702 

raocalco 

upaño 4246 

08 Eioft 

avaderoe deTuoapel 

14520 

DBPAETAMENTO DE ARAUCO. 

Subdelegaeiones, 

rauco, ciudad 2856 

arampaDgue 5543 

olicó 

araquete 4056 
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6" Kaqui 

7" Llico 

S' Melirupe 

9' Quiapo 

10. Jana 

11. Isla Santa María... 



Provincia de Concepción. 

SuMelegadones. 

1* Coronel, ciudad 

a: Lota 

3! Santa Juana 

DEPÁSTAMENTO DE CONCEPCIÓN. 

SubdelegacUmes. 

1" San José Concepción 

2^ S«]to DomiDgo 

3^ San Agustín (id.) 

4: La Merced (id.) 

5" Chiguayant« 

6' Ñonguen 

7* Hualqui 

S" Palomares 

9' Penco 

DEPARTAMENTO DE TALCAHÜANO. 

Subdelegaáones. 



1' Tumbes 

2° Talcaguano, ciudad... 
3" Portón (Talcahuano) . . 
4í Vegas de Talcahuano.. 



DEFABTAMENTO DE BEBE 

Subdelegaciones. 



1" Tumbel, ciudad. . . 
2" San Luis Goozaga. . 

3! Malpoa 

4'í Talcamávida 

5'; Quilacoya 

G' Tomeco 
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8." Tacapel 6703 

9." Salto de Laja 

10. Eenico 

11. Trupaú 



SEPABTAUEKIO DE PÜCHACAI. 



I.* Florida, ciudad 4863 

S.* Quillón 6000 

3.* Cerro negro 3974 

4." Copielemu 3655 

5.» Ponen o Camanco 1S38 

20330 
DEPABTÁICEHTO DE COELEUÜ. 



1.» Tomé, ciudad 4396 

S.' Collen 3664 

3." Vegaa de Itate 3361 

4.» Coelemu 3680 

5.» Batuco 1282 

6.» Coleral 3135 

7." Ranquil 1513 

8.» Guarililiue 1617 

9.» Conuco 1283 

10. Eafael 2409 

11. Eoa 2160 

28499 

ProTincia de Nuble- 

DEPARTAMENTO DE CHILLA M. 

Sabdelegaciones. 

1.» Chillan, ciudad 3461 

2.» Id. id 7602 

3." Id. id 5722 

4.» Chillan Viejo 3252 

5.» Id. id ■ 1483 

6.» Gnapi 2162 

7." Huechupin 4080 

8." Nebrico 2263 

9 .» Bollen 8822 

10. Coihueco 9528 

11. Niblinto 1380 

12. Cato 838 

13. AJICO 4833 

55425 
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DEPAHTAMENTO DE BüLNEa. 



1* Búlnes, villa . 
2* Santaclara... 

3^ San Javier 

4* Sao Ignacio.. 
5' San Miguel... 



DEPÁ&TmSHTO DB TUNaAI. 

Sabdelegacionea. 



1? Eelhui 

2^ Yungai, villa. 

3* Dauectuqui 

4' Pemuco 

5» Palpali 

&f San Vicente de Paipai. . 



DEFABTAUENTO DE 8AK cXKLOS. 



1° San Oárlos, ciudad.. 
2' Id. id.... 

3? Virbuin 

it Semita 

St San Gregorio........ 

6' Rucachoro 

7' Toquigua 

S" La Maravilla 

9' San Nicolás 

10. Dadinco 

11. Santa Isabel 



ProTincia de Maale. 

DEPARTAMENTO DE ITATA. 



!■ Quirihne, ciudad.. 

2' MembriUo 

3* Lonquen 

4" Treguaco 

6* Portezuelo 

6' Kinhue 

7» Lircai 
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DCillaS 2200 

aya 4738 

ictupureo 3437 

ilnujao 2852 

ilquecara 4192 

4S346 
DEPAETAMEKTO DE CACQÜENBS. 

SuMelcgadones. 

tuquenea, ciudad 3792 

Id. id 3016 

len 5691 

jronei sega 

iranipe 3965 

lango 5829 

aloca 4192 

ochegua 2718 

luzal 3654 

,racol 2840 

menelo 2778 

Q AatoDío 

14094 
DEFASTAMENTO DE COlfSTITUCION. 



institucioD, ciadad 4595 

Id. id 2991 

ts Cañaa 1091 

ihuil 5980 

npedrado 4779 

irapel 3806 

Morro 1559 

rivilo 3782 

Dconada 3455 

32034 

ProTincia de liinares. 

DEPARTAMENTO DB PABEAL. 



irral, ciudad 8344 

irqitílauquen. 4267 

iripeumo 5042 

n José 3479 

ifuchen 3855 

Qconada 5060 

mcagua 4109 

33653 



DEPÁKTAMENTO DE LINABES. 

Subdelegadones 



1* Linares, ciudad.. 
2" Id. id.... 

3." San Antonio 

4." Ancoa 

5." Mesamávida 

6.' Longavl 

7." Catentoa 

8." Pilocoyaa 

S."^ Arqueu ' 

10. Yerbas Suenas.. 

11. Putagan 



DEPARTAMEKTO DE LONCOHILLA. 

SuMelegaciones. 



1.' San Javier, ciudad.. 

2." Maule 

3." Loncomilla 

4.» Cunaco 

6." Carrizal 

6." Huerta 

7." Vaquería 



Provincia de Talca. 

DEPAKTAUENTO DE TALCA. 



1." Talca, ciudad.. 
2." Id. id. . 
3." Id. id. . 
4.« Id. id. . 
5.- Id. id. . 
6." Id. id. . 

7." Colin 

8." Duao 

9." Queri 

10. Perquin 

11. LosLitres 

12. Lircai 

13. Peiarco 

14. El Btucon 

15. Bio Claro 

16. Tapihue 
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17. Pencahue 5295 

18. Matadero (en la ciudad) 

63769 
DEPARTAMENTO DE CUKEPTO. 

Subdelegaciones. 

1.* Curepto, villa 5799 

2^ Hornillos 3601 

3.» Limávida > . -^_ 

4.* Tonlemo ] ^^^^ 

5.» Gualleco 2788 

6.» Livun ) 

7.^ Toconei f ^^^^ 

8.»^ Quivolgo 2703 

9.» Putú 2346 

10. Cñanquihuque 1865 

26828 
DEPARTAMENTO DE LONTUÉ. 

Subdelegaciones, 

1.^ Molina, ciudad 5077 

2^ Huerta 4197 

3.» Lontué 2687 

4. Peteroa , 3100 

5.* Pequen 2489 

6.a Rio Claro. : 2241 

19791 

ProTincia de Ciiricó. 

DEPARTAMENTO DE CÜRICO. 

Subdelegaciones, 

1.a Curicó, ciudad 4099 

2.a Id. id 2649 

3.a Id. id 2324 

4.a Id. id 

5.a El Romeral 3147 

6.a La Obra 2157 

7.a Los. Niches 3657 

8.a Guaico 2065 

9.a El Resguardo 220 

10. La Quinta 4166 

11. Teño 4316 

12. Paredones de Auquinco 3173 

13. Chópica 6113 

14. Quiuahue 1098 

15. Santa Cruz 4272 
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16. Palquibudi 

17. Rauco o Tutuqueo. 

18. Entre-Rios 

19. Convento Viejo 



DEPARTAMENTO DE TICnUQUEN. 



1." Vichuquen, villa.. 

2." Llico 

:i." Paredones 

4." Pumauque 

.5." Lolol 

li." Culencó 

7." Huerta 

S." Alcántara 

9." Licanten 



ProTincia de Colchagiia. 

DEPAETAUEXTO UE SAN FEOKANDO. 

Subdelegaciones. 

1.» San Fernando, ciudad 

2.» Id. id 

3." Cruceros ,* 

4,' Roma 

5.» Talcarehue 

6." Tinguirlrica 

7." Pidmuinco 

S." Chimbarongo 5093 

9." Nancagua i>4a3 

10. Cunaco 4122 

1 1 . Palmilla 4270 

12. Peña Blanca 4327 

13. Cáhuil 33S1 

14. Cocauqnen 21SS 

15. Navidad 8365 

16. El Rosario 2948 

17. Estrella 3605 

IS. Calleuque 2098 

19. Placilla 3046 

20. San Luis 2923 

27668 



D£PÁ£TAMENTO DB CAUPOLICAN. 

Subdelegaciones. 

j .'' Rengo, ciudad 4057 

a." La Isla .7052 

3.^ Chauquiahue 4197 

4." Pichingao 2762 

S." Bequínoa 6894 

ü.* Olivar : 3260 

7,'' Coinco 5025 

8.» Guacarhue. 7094 

9.' Zúñiga 4701 

10. Pichidegua 6362 

11. Pencaliue 6499 

] 2. Taguatagua 7052 

. ] 3. Malioa 5956 

14. Panquehue 3441 

15. Huique : 1553 

75186 

Provincia de 0'Hig:g'ins. 

DBPARTAMEXTO DE RAK(;AGUA. 

Su hilcJcgaciones. 

1." Raneagua, ciudad 3l5S 

2:' Id. id 2669 

3.^ Hijuelas , 2S1S 

4.'' Las Cbacraa .* 2653 

5." Machalí 3.W1 

6.* Compaüia ( ,.,-o 

7.- Codegua S 

S.^ Angostara 60S3 

9." Doúiliue I -oQ, 

10. Miranda ( ■^^'** 

33134 
DEPAETAUENTO DE CACHAPOAL. 

Subdelegaciones. 

1." El Manzano 4C80 

ü.» Peumo, villa 4622 

?>\ Coltauco 4257 

4." Idahue. 5279 

1883S 
DEPARTAMENTO DB SIAIPO. 

Subdelegaciones. 

1." El Hospital l')56 
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12. Puente de Plrqne 823 

13. CanaldeMaipo 636 

14. San José de Maipo - 3402 

15. Cañas 1329 

16. El Peral 3112 

17. La Granja 1079 

18. Camino de Santiago 



DBPABTAUEKTO DE BANTUQO. 

Subdelegaciones. 

1." Chitas de Agua (la capital hasta la 25) 2620 

2." Santa Lucía 2619 

3.» Teatro 2584 

4.» Comercio 2615 

5.' Moneda 5985 

6.» Santa Ana 7651 

7." San Pablo 6561 

8." Negrete 5158 

9." Gasómetro 2653 

10'. Yunga! 2609 

11. Capuchinos i 4030 

12. San Kafael 3142 

13. Quinta Normal 17)0- 

14. Arenal 11056 

15. Cañadilla 7256 

19. Eecoleta 6290 

17. Escuela Militar 2947 

14. Ollería 6249 

19. San Francisco 8122 

20. Arturo Prat 7^59 

21. Mercado de San Diego 11402 

22. San Ignacio 5602 

23. íijército Libertador 32] 5 

24. Padura 4466 

25. ligarte : 60ft 

Surales. 

26. Las Condes 3541 

27. Apoquindo 2196 

28. Suñoa 31S5 

29. Providencia 3400 

30. Santa Bosa 1804 

31. Matadero ; 8405 

32. Llano Subercabeauz 2335 

33. Parque Cousiño 3037 

34. Chuchunco 2275 

35. Pfi,íarit08 1228 

3G. Miiipo 1-552 

37. Las Lomas .■ 1239 

38, Pudahuel 1495 
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llapocfao 

lenca 

Juilicura 

Lampa 

>nadad6 Colina 

bolina 

Baños de Colina 

Chacalinco 

rntii 

:3alera 

Eíuechuraba 

El Salto 

Las Condes (Mineral de) 

Provincia de Vaiparai 

DEPARTAMENTO DE CASABLAK( 

Subdeleffaciones. 

;asablanca, ciudad 

'apihue 

.as Dichas 

.aguüillas 

Llgarrobo 

lan José 

'asquez 

íarga- Marga , , , 



DEPARTAMENTO DE TALBARAll 

Subdelegacioncs. 

rfis Zorras 

la PlacUIa 

'laya Ancba, urbana (Valparaíso) 

.a Matriz, id 

an Francisco, id ; 

iordillera, id 

'lanchada, id 

ruz de iteyes, id 

tel Orden, id 

ian Juan de Dios, id 

A Victoria, id' 

ja Aguada, id., 

.08 Padres, id 

aime, id 

lan Ignacio, id 

lOBpital, id 

.a Merced, id 

lardonal, id 

tas Delicias, id 



— 181 — 

20, Providencia, id 6323 

21. Waddington, id 7159 

S2. El Barón, id 11636 

23. ViñadelMar 2094 

24. El Matadero (Valparaiao) 860 

25. Islas Juan Fernandez 7 

(Bada de Valparaíso) 2166 

101088 
DEPAKTAMEKIV DE LIMACEE. 

Subdelegadones. 

1." Limache, Alto 3345 

2." Id. Bíyo 273a 

3.» Olmué 2243 

4.» Quebrada de Alvarado 1362 

5." San Francisco 5351 

6." Quilpué 1845 

7," El Matadero de Limache 

1G87S 
depabtambxto de QÜTLLOTA.' 

Subdelegadones. 

I.» Quillota, Alameda 5079 

2.» San Isidro 166S 

3.» San José 3959 

4." Ocoa 4033 

5." Llai-Llai 5450 

6.» Conchalí : 3159 

7.» Purutun 7700 

8." Puchuncaví 3648 

9.* Quintero 2934 

10. Boco 199S 

11. Quillota, ciudad : 2502 

12. San Pedro 4746 

13. El Mercado, ciudad 

14. El Matadero, id 

15. Mala Cara (Mineral de) 

4687 5 

ProTincia de Aconcagua. 

DEPAETAMENTO DE LOS ANDES. 



1.» Vircuya 3920 

2." San Rafael 2139 

3." Curimoo 4460 

4.' Panquehne 3845 

5.S Monte Negro 560 



7,» Papudo 

S." Lavaderos de Catapilco.. 



DSPAETAMBNTO DE PETOECA. 



1.» Alicahue.... 2050 

2.' Chincolco 3701 

3." Petorca, ciudad 2512 

4.' Hierro Viíijo 879 

5.» Pedegua ál78 

c.» PichUemu 711 

7," Longotoma 2000 

S.» Guaquea • 1207 

9.» Quilimarí 1S66 

10. Cóndores '. . lSfi9 

11. Tilama 10S5 

12. Pupío 2273 

13. Las Vacas S40 

14. Vilos ; ] 319 

15. Huentelanquen 1766 

16. LasCaüas 1933 

1 7. Tambo 2062 

is. Queleoo Higuerilla 2064 

32305 

ProTinciade Coquimbo. 

DEPAKTAMENTO DE ILLAPEL. 

Subdelegacioncs. 

1." niapel, ciudad 27S7 

2.» Id. id ., 3406 

3.« Aneó 5312 

4.' Cuzcuz S.535 

5.» PeraUllo 1791 

6.» Chalinga 36S4 

7." Salamanca 4G35 

8.» Mincha : 27 18 

9.» Canela - 3244 

10. Loa Hornos 1899 

32011 
DEPARTAMENTO DB COMBAEBALÍ. 

Subdelegaciones. 

1." Combarbalá, villa 1894 

2.» Id. id U72 

3." Valle Hermoso 2116 

4." Valdivia 2217 
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TA.MENTO DE 

Subdelegacione 



ARTAUENTO DE CO 

SnMdcgacionc 
mbo 



RTAUENTO DE hí 
Subdelegacione 
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5." featui-QO 620 

6." Algarrobito , 1473 

7," La Compañía 4151 

8.» La Pampa 2l<)6 

9.* Barranca del Mar 1347 

10. San Juan de Dios (Serena) 1474 

11. LaCatedral, id 14*7 

12. La Merced, id 2233 

13. San Agiistin, id 3781 . 

14. Santa Lucrecia, id 2610 

29057 
DEPARTAMENTO DE BLQUI. 

SuMelegadones. 

1.» Vicujoa, ciudad 1173 

2.» Id. id 1022 

3.» San Isidro ■- . 355 

4.' Diaguitaa 1086 

5.» Paiguaiio 1118 

6." Monte Grande 520 

7." Cnion ; 1078 

8.» Eiv;i(lavia 1137 

9.'^ Peralillo ■ 152C 

10. Tambo 16^7 

11. Los MoUes 1286 

12147 

Provincia de Atncama. 

DEl'AKTAMENTO DE VALLE^iAE. 

Subdelegaciones. 

1.* Vallenar, ciudad 2527 

2." Id. id 1370 

3." La Frontera 2024 

4." La Higuera* 692 

5.» El Carmen 1348 

6.» San Félix 1644 

7." El Tránsito 1713 

8.» La Pampa 977 

9." Agua Amarga 603 

10. Jarilla 641 

13569 
DEPAETAUE14T0 DE FBEIBIXA. 



' Freirina, ciudad 1032 

Id. id 1234 
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ítro (le Antofagasta, puerto. . 



meo Alto.. 
:acoliis 



e teriltorlo se eatiende desde el límite norte de 
'inda de Atacama en el paralelo 24° 34' hasta el 
Eoinprendidudo Cobija). 

TEEEITOBIO DE TAEAPaCÍ. 



agua 

leadel Ferrocarril.. 
jíUoiies del Norte... 
apacá 



sellOD de Pica 

lique 

Aduana 

evo Mercado 

Plaza. i 

Molle, caleta' 

t división es la establecida por decreto de la de 
B 1 880). 

un la dimisión peruana, comprende ocho distritos 
iblacioQ dio en el censo de 1876, también peruano, 

habitantes). 

GOBERNACIÓN CITIL DE ÁKICA. 

Distritos peruanos. 

ica 4013 

ipa 1641 

ita 1466 

len , ft3S 

ioroma ' Si^a 

ücar 440 

9051 
a división es la establecida según el réjímen pe- 

JEFATURA POLtTICA DE TACNA. 

Distritos. 

;oa. . : 1077S 

chía 2010 

lama 1736 

16282 
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(De la proTinpia peruana Tacna, sotóse coraprendea 
los precedentes distritos, en la cesión hecha a Chile al 
norte del rio Sama, por el trat-ado de 20 de Octubre de 
1S8;í eutre Chile y el Perú, promulgado a 21 de Mayo de 
este aúo). 

(La población señalada a los distritos i)reeedeotes, es 
la del c«nso peruano de 187C). — Oficina Central de es- 
tadística. 



Juzgamiento crimina] de fanci( 
administrativos- 

CORTE SUPREMA. 

BrMAmO'SOBnE i^ FiA.iF.i.ACiosDE Saturxi\o Y 

Pttorca, nittj-í) If tli' 1<^'^5.— \cj La Inysr n, 1h esrare 
poücila, y fw coiicpili' la a)*lati<iii y elevMist- loa aiitini 
eniplaxaiúiMitu ile Ihk partri'. — ¡toryoBa Afarolo. — Friat. 

Saiiti«so, junio 3 de Ir'r'ú. — Vimoii; se cnufimiB «1 uaU 
1> ültimu, (.■onieiilKufr'.Sílvta. Ycomúderaiidon» 



binn<>Lu(> 



piibmiailcir líi' Peton-a, no Hicudo pur e*lt iñoliTii 

nt íiijiiKgaudeiitii eljufx de letraH dü diclio' ilcpartaiuml 

EueMu «u e\ hHícilIq 87 dnl Liídig» ilo Oivanizuciim j í 
is Tríbiiiialv». nr fiiiiptniílni lo» rtWrtuH dt> ludo lo ulirad 
8 él y píiigosiflf ilrsile liu^'o c ii lilm-lad. El jurada kpr 
mnKii'á (-upiu de lii« aulH'wlniIeB a 1n Iltnia. Coite de 
Snntiaa" para li» rfrotij* a ijiie liayn, lugar. E«ta rw>\ 
Bcniíladapor iinaidiiiliUd m cuanto a la coutiniiackin dv 
fi>, 59 na.. Iialñi^ndn (ipiíiado lut) Nniorís niiiiKtr'Ki Cuvi 
tarriá püiiinc w ciniflrinv también el anlu de 1>4 de mayo 
a ff. ijí? vlB, ciivíia eíeotiis fle manda PUí|«-inlfi'. — PuUlíiji 
vaiite.— i'i-nfs,'— C.iinjTiiiúií.— /ítriia/fí.— fuiwifld.— i, 



VOTO »P. LOS SESORES CoVAltRUBIAS Y LA6T 

Efí la cHiisn que '^ sigile en Patorr.i. para averiguar 1 
lovii]>-iiIi) ajilitadü a liis i-eiii' Siituruino Eslai y Salvador 
letradu ha decivlailci el l'f ile mayo i'illinio la piÍHiotí d 
Luco Lim'li, eiioir^'íilidole nni, y en niuo de la luifma fi 
gailo la VHCBí'celacioll itel reo dou Juan Aiilunio Huena. 

Don Albprlii Liicn Linrli lin pedido reviK'aloña del t 
le, tlnHÍliiidi«Mf en yue no piieile t^r Juzgado por i 
_. .. , le ha deH^nipeüado en calillad de icol>enuulor del 
segiin la leí de Oi^auiíaciou de TiibiniaTeH, y xii defen* 
In>ila>iGÍa lu; ha apoyado en e»[e fmidainento y lanibien «i 
desaforado prévianie " ' " ■■■•.■ 

cion, aníciito 104, u 
LiiB in&ascritos han opiíimlo coolrala Hospeuaion de loa 
te amo de pi'ivíon. jKinine creen que es competente el lelr 
tú, rii cuanto no mrrettponden al Gobemadur Luco I^iic 
CotiKtitucioiial ni el legal que ge invocan coiijuntamenie, ; 
naturalBua, son inseparalilesy cubren a lo* Intendentes y 
en ejercicio. 

Las razones eu ijne ae apoya enta npiuion toa laa siguii 

La conMitucinn política de 18:11), que ev pmpiuto uig 
mente y centmlizar en el Préndente de la Rcplibliua, el 



autoridad, eatabWió c|ue los IiiieiMlunlHs yGobeniadoi*? ftietwn ajeiiiea 
uflturaleB e iiKnedlatoB de nquel, y leu díó el gohiBnio Buperior de bu» 
reapettivBs local iiUdeB en tnduB los nunos ile la admrnistraoiou, con 
atreelo n las leyes y a las ordene* e iiiBtruccioueB del Presidente. La 
Lei del Séjimeii IiHeriur de 10 de eneni de 1844 completó este principio, 
(laudo a loa lutejidentee y Guliemadoree im poder eii euii Teapeclivas 
fractioues tau exteiiHO como el que la Cotiatitucioii confiere al Presidente 
para la adniininnu-Iun del Estado; de modo <|iie no hai u(<itocio alguno 

Sie un CBtd sometldu a la acdon de esros funritniariiH, deede lo mas 
to de U adndlilslracioii politicn hasta lo mas initiiniiticante de la poli- 
ef» y adniítiistrauiun coiniuial, aieiido rada uno de ellos jefe Bnpremo en 
BU respectira localidad, como el Presidente lo es de la nación. 

Aíi se comprendo que el art. 104 uúm. 6." de la Conslilncion esta- 
blezca que corresponde al Consejo de Estado declarai' si ha lugar o nd. 
a la tbrmaciott de causa en nialem criminal conli-a los Inlendetites y 
Gobernadores de plaza o de departamento. Era necesario que estos fuu- 
cionaríoB quedasen inmunes en su pueblo y a salvo de Iwla acusación 
arbitrHna u Infundada, que pudiese producir conHictos personales en la 
adminiíit ración, y en el orden público de las localidades. Por lo mismo 
](Hi articules 23 y 38 de la Leí del Bcjimen Interior, con el obieto de 
darles un fuero especial, establecen que cuando el Consejo de Estado 
declare que ha liigara lo acnxacion de un Intendente, conozca en prime- 
ni inülnncia la Corte de Apelncioues.y en He|!Uiida la Suprema, lo mismo 
que respecto de nu Gobernador ni se trata de traición, se<liciou. ¡D- 
ttaccion de taif leyes ncualquiei' otro abuwi o mala administraciun de 
»u curgo; peros! el ClobeniadoreRnciiBadü|H>r un Jeliioconnm. L-ono«e 
«n primera instnnein el juez letrado de la pruvinMa v en secunda la 
Curte deApelai-ioDes. ÉK(a es la dixpot^icion qnehamóditicadii el Hit. 67 
(lelaleide Ifidewlnbre AelfTS, dando a las cortes de apelaciones el 
» :^.: — ., .. j^niera instancia de las cansas clvilen ii criminales en 



.„ alocivil, para hacer inaj'or el 

prívilejio. 

Tmfc» esta* disposiciones He refieren a los Intendentes v Golienimlores 
m ejercicio, jT no lini rozón nli^ina paca estendeí-las a \os que lian de- 
jado dij sel' ^Miles natnrales e inmeillalos del Presidente de la ICepúbli- 
ca, puesto que a estos no se pueden aplicar ni los fundamentos ni los 
tiuefl que tiiitni el pririlejio constitucional y el fuero legal. 8! la Cons- 
titución requiere lu declaración prévin <IeI ConWjo de Estado en mateiía 
criminal, sin distiniíuir la naturaleza del crimen, es por que <|iiiere <|ne 
ailuelloN fijncumaríos uoienn distrüdos por una ai-usnotoii de panicu' 
lares, sea éeía p'ir un delito común, srtí por traición, seitici«n o eiiaU 
qiiier otronliiiw) o mala administración de snrar^>. Pero InCouslItnciuD 
calla resjieclo de los Intendentes y Gobernadores que han dejado de 
iimcionai- como tales. Si hubiera querido ampararlos aun en este caso 
habria ei^ableciihi n\}(u pai'ecido n lo dispuesto en el an. 14. que hace 
inmunes par a siempre a los senadores y dlpuiadoa por las opitiionesy 
vutof que emiten, o en el art. 93. que solo permite ncnsar al Presidente 
de la Eenública eji eraño inmediato ilespues de su |ieri'idu, o en el 101, 
<)U» igualmente declara que solo son acusables los Ministros del ilespa- 
clin eu IvK seis meses siguientes a su separación. 

El silencio de Is Constitución rsspectíi a los Ex-Intendeiites y a loa 
Ex-Gobeniadores es lójico, ponjue no tiene nmon para amparailos con 
uu fuero pririlijlsdo. como a los que funcionan aclualinente, sobre todo 
fd son acusado» por delitos que uo son del ejercicio de su cariro. De la 
mifina manera calla la Lni de Or^ianizaciou y Atribuciones de los Tribu- 
Hulea, pues no hai en ella disposiciini alguna que autorice para conce- 
ller B los que lian dejado de ser Inteiideiiles y Óoben indines el fuero ea- 
peciul que favorece a los que ejercen estos cargos. Lu rnzon de este 
••■''•ludüestá eu la naturaleza misma del privilejio.v del fuero especial. 
Un privilejiono puede jamas su|ionerse cuanito no está espresamen- 
otiiicedidu, mÉnos un privilejio que equivale en laprAclica a laimpu- 
!dad, y<]ite en todo caso es dem^atorio del dereclio délos ciudadanos. 
imo encontrarío aenteica la jurisprudencia de Francia, es necesario 
< olvidar que el privílejio constitucional ni> está en Chile establecido 
tiivur de los futicioaarius públicos, o ]iara asegurar la independencia 
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hngauloB pRrtíciiIsreiicomd atalBífuL , , . 

iiileiitarelacíinsrade dipulailíJH. Ub consiguiente no pueile estenderee 
wle jirivikjia al que ha dejado dn aei- Intendente o Gobernador por 
deliliiH que liajan cometido cuando lo fueron. Esta difereucia lie lag 
dos juriiiprudeucilw ee HUBlancial. 

La CuuMitucion ilel año VIH Üji el ntcnnoe jiirfdico de lan antiguas 
leve» «obiv la mnlería, ea Francia, diciendo en »u articulo 75 lo a¡- 
f^lente: ''Lim ajiíntes ilel gobienin, fuera de Ioh miniHtroH, no pueilen 
Ber p*r8eK"i'''>'* P"r liflf* rdalUot a tut fancionei, eiuii «n virtud de 
uua declHiiHi del Couneju de Ei<tndo: en «Ble caso el proceso tiene lugar 
Uite lúa tiibuiialeH unlinaríoe." 

Por extu eH doctrina de la jiirii'pruHencia frnuceea i¡\iff ttía garantía 
no mire a litt fancioauriM públiaii, tiiio ta iitleiri del gobiemo, y «¡ue 
eu vallo se qnitnria a los Iribuiinlo' el jiizpaní tentó <li> loii actos de la ad- 
mlnií'ti'acion, xi pudieran sin traba jiizgur a bus ajt-ules; pnes allí Ino 
actos lie la atlinlnistracion con'espomteu a lajuríNliccion¡idniinigtra- 

KoiiGort que eapone esta doctiínn. af;rega: "El principio fiuidamen- 
tiil en cBla materia es que el priritejlo no puede «er invocado por Ing 
fuucioiiarioi' piiblicoe, HÍno por actos que tienen lugar en el ejercicio de 
BUS funcioiiex. En lodos Ion demás casos los rituciouarios no non sino 
ciuilailnnoK ordiiiariin^ no pueilen piwalen>e ili- la ilispusiclon de ta 
CoiiKliluciou; perocuanilose trata Ae uuaclo liilierenle a sus fimcione^ 
la garniitía Ion cubre, aun un la »|>oca ep que lian cesado ile ijercerlaB. 
La protección que se tes cuiieeile seria pues incompleta si Ion abando- 
naM en el momento en que ellos vuelven a la viilapHvada. Pur la mis- 
ma rabión tos lierederus Je los funvionarios no pueilen nev ¡lerseguido* 
ñn autorización, anie los IHbunales civiles con ocasión de un acto que 
se reüera a las fiinciunes de fii autor, Eu estos diferentes casos es siem- 

Ere la admiHÚlracioii la )ierte¡iiiida en el acto de uno de bus ajeute>." 
lemt. de Droil Publique et Adndu; Livre l.cr, ¡cliap. V., $$ 1«& 
y 165. 

Con toilo, esta doctrina en la parte de que los fnucionarioB que han 
dejado de serlo tampoco pueden ser peree^uido« por sus liechos admi- 

como DbIIoz, reciienla varias KeitleiiciaH contrarías de ta Corte de capa- 
ción, torno la de -¿0 de setíemlre de li^jl, una de 5 de julio de HHS y 
oira de £) de marso de 1827. Eu cuanto al fuero de los mismos en nía- 
tería civil, se citan senteucios que lu niegan, como una de 14 julio de 
1631 de la Corle de Pana, y oti-a de 7 de marzo de 1SÍ3 de la Corle de 
París. 

A primera vista resulta la diferencia entre el derecho francés ; el chi- 
leno, sin coDlar ooii las seuteucios GOLitraiias en aquel. Pi-ei>indase de 
que allí la garunlSa cubre, como ilice el aulor ciliulo, a tudos los deposi- 
larios de una porción de la autoridad del gobierno, que obren directa- 
mente a bu Jionihre y bnjo BU dirección, como coni andantes militares, 
Írefrclos, comisarios de policfa, etc., mientras que eu Cliile se limita a 
IB Inlenileutes j Uobernadorcs. Mas lo sustancial está en que la Cons- 
titución y jurieprClilenciaile Francia eslalilvcen la gai'antia en lavor de 
loe hechos relativos a aquellos eniplbailns, por lo cual el prívilejio sub- 
HBte aun desput^s de las lunciunes jiurque m siempre la admiuietracioa 
la perseguida en el acto de uno de sus njeiites; en ciianlo que la Consti- 
tución de Chile U coucede sido para Ibrmor causa en materia crimina) 
solo a los luleuilenles y Uobei uailores cujra ocusnciou no sea intentada 
por la Cámara de Dipuladus. 

En Franela los ajenies pneileu ser acusados ante lajusllcja ordinaiía, 
sin previa decliiracion ilel cuiisejo de Estado, portuilm tns hechos que 
no son relativos a sus fundones, de modo que aun alli sena jusliciable 
sin fuemel Ex-Gobernailor de Petorv;t, )H>rt>er acusado de nn hecho ee- 
' ~ alastmicionesde üolieniador. EnChilelaCoii '' ' " ' 



Kí la naturaleza de loe actos en nyitería criminal, como dislininie la 
1 de Kéjinien Interíor y^ como dislnigiie nneslm propio Códu^ Penal. 
La Cjuisuiuciun da el prívilejio a los luteudeules y üobornaimres par» 
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toda acusación criminal, y constituye un fuero persímal, no relativo al 
ejercicio de las funciones, sino i-elativo ala persona del funcionario. 

De consiguiente^ cuando es acusado en materia criminal uno de estos 
ftmcionarios, no es la administración la peíi-seguida en acto de uno de 
sus ajentes, sino el empleado mismo^ a quien' la Constitución ampara 
con un prívilejio personal por razón de ser acusado en materia criminal 
mientras ejerce el cargo, y a quien la lei de organización da un fuero 
especial por el mismo motivo. De aquí fluye esta consecuencia: que 
cuando no ejerce el cargo y es acusado, no existe el privilejio ni el fue- 
ro, pues no se los conceden espresamente la Coustitucion ni la lei; y no 
es legal aplicárselos por esteusion interpretativa por no ser éste el sen- 
tido jenuino de la Constitución, al funcionario en su puesto, y no por 
razón del fuero administrativo, que no existe entre nosotros para los 
actos de la administración ejecutiva. 

Lo lójico de este razonamiento conduce a estos principios de juris- 
prudencia: I.'* que el Consejo de Estado, al tratar del desafuero de un 
Intendente o Gobernador en ejercicios, no tiene para que distinguir la 
naturaleza del acto, como sucedería en Francia, por razón de existir 
allí el privilejio solamente para los actos que tienen lugar en el ejerci- 
cio de fas funciones del acusado, y no pai;a delitos comunes; pues nuestra 
Constitución sin hacer esta distinción concede el privilejio a la persona 
del funcionario por todo acto en materia criminal y 2.^ qñe ni en él 
Consejo de Estado; ni las Cortes de Apelaciones podrían ejercer sus fun- 
ciones respecto délos ciudadanos que, no siendo Intendentes o Goberna- 
dores, fuesen sometidos ajuicio por actos que hubiesen ejecutado cuan- 
do ejercieran aquellos cargos, pftes de ningima manera se refieren a 
ellos ni el artículo 104, número 6.° de la Constitución, ni el artículo 
67 de la lei de 15 de octubre de 1B75. 

En virtud de estas cónnideraciones, no se podiia a juicio de los que 
suscriben, estender aquella inmunidad constitucional, ni el fuero espe- 
cial de la lei de 1875 a pereonas que han dejado de ser Gobernadores o 
Intendentes, por delitos cometidos durante sus funciones, en ejercicio de 
éstas, ni mucno menos fuera de ellas, como el que se imputa al Ex-Go- 
bemador Luco Linch. pues un Gobernador que se entrometiera en la 
administración de justicia, y para aplicar tormento a los reos, estaría 
fuera de sus funciones. Estender a estos casos vultalinmunidad y t«l 
fuero, seria aplicar aquellas disposiciones a personas y casos no com- 
prendidos en ellas, ni en su e^^pn-itu, ni eu su razón funilamental, y se- 
ria ademas introducir una perturbación peligrosa en el fuero común, y 
dar a un privilejio una esteusion contraria al derecho y al interés de 
los ciudadanos. — Santiago, junio 3 de 1885. — Covarrúvias. — Lastarria. 

VISTA FISCAL. 

Sobre fianza que deben rendir los Gobernadores^ cuan- 
do solo perciben una parte de la renta, por retener otros 
empleos o comisiones también rentados. 

Señor Ministro: El señor contador mayor trasmite a VS. una con- 
sulta del señor Intendente de Valparaíso sobre la cuantía de la fianza 
que deberá rendir el Goberaador de Limache que, siendo sarjento ma- 
yor de ejército, solo percibe quuiíentos pesos aúnales de la renta asig- 
nada al empleo de Gobernador de conformidad con el art. 4." de la lei 
de 10 de diciembre de 1858. 

El art. 4." de la lei de 22 de diciembre de 1885, dice: ''Los Intenden- 
tes y Goberna<lores, antes de ejercer sus cargos, rendirán una fianza 
equivalente al monto de su sueldo anual, para responder por las in- 
demnizaciones a que sean condenados por actos u omisiones relativos al 
ejercicio de sus empleos. 

''La fianza será calificada por el contador mayor.'' 

La designación del sueldo anual figura manifíestamente en la lei co- 
mo un modo de fijar el monto de la fianza en vez de uua suma determi- 
nada e invariablií que habría sido desproporcionada e inequitativa, des- 
de que los sueldos son desiguales. Y aunque es verdad que el tenor de 
la lei sujiere algún apoyo al concepto de que el monto de la fianza debe 
limitaree a la parte de la renta que se perciba, el sentido y el propósito 



(1v la mi^nia le¡ ndviertfii, t-in embarga, ijue uo debe eet así eulenilida 

¡<iaé fin Kf pnipune ella al diipotitr igiie Iw nombrados para estuB 
iWxliuoe lindan liaiisa átiItM de eiili-or en posesiun de elluaT 

Iju luíenia Icl illce t-uti ludA clnñdsd iiue bu fin ra garaullr «I cimipll- 
mímitii de In» rondel iHuloii es <|iie recaigan contra esluH ñinclnnaríot, 
|Hir uetu» u iimii'K'iM'i' en trl ejci'ciciu (le euí «mpleiie. Luegfi, tuda pro- 
viiteiicia ijue reduzca e^lH gni-aiitía. jii'upvndrá evidentMiiente a eludir, 
eu iua:< o en niúu<ii>, vi ]>n>iKÍi>it<> iW la lei qiit> vh cnncr un medio xeguro 
V efpMÜto de tompllr la» iv^jiunMibilídadeB que puedan oonlmt^r \oe 
enu'leadiiti n que pila H* refiere. 

Cuando la lei dlKpiilir que un empleo nv ilesempeñe con cierta garaa- 
lía, yaseapuniuetlciif nui^xalaadmliiiHli'aciuuoe tiindM, ya pcircual- 
qnier iriro iiHitivn, no se pimleeiilrnr aR»rt'irleHÍiicnniplir¡iii!riameBta 
■•^te reiiuií'ílo de la Im, «van cuales fut-reii la uondicion de la pi^rMona 
iiiiiiiI>i-(iiIh y liw rentas que le» cuiTespuiiderian iM>r otnie empleos que 
I eteiifni o eiiniiiiii liles iiuti deneuii>eüe. 

L(i leí lio toma en cuenta «Maa ronsidemciune» ponjue no cunducen s 
pii |iiii¡iiíi>ito de niBiileuer eii |iiÉ r espedita la gainnlfa que ella cree iie- 
i-cMiria unir al fervlcio ilel empleo (al ocual. 

Kn roubecneiicia, ui ])ait-rer m rtiie el tíobemadiir de Lituache debe 
if'iiiUr tiuliKa por unn fuiua igual a la ivulade un añ<ide laasignaila ]ior 
In lei a ei^te eiii^ileu. Mii tomar eu cuenta la ivilucciuii con i|iie la L'cjza ft 
cauíia del eni]ileo militar de que lanibieii se halla en iHpeíaiuu. — Santia- 
li<i. niBiíO itf de lt?d6.— [.>írte Zentrna. 



Comunicaciones de Intendentes con la Corte Su- 
prema y con S. £. el Presidente de la Bepública. 

La Coi1e f^upivinn «e coiiiniiic» |Hir »ei'ivtaiia con lo» Tiileudeiitce, y 

que liiibiereii de i-nTfndciw; iiticinlmente. (Dccivto de 5 lie julio de 
fíSS). 

Todo iifiíño, lueinonal o i'ecurfo que w «leve a lan suprema» auloii- 
dnde», eedelieii diríjir a Iw KecretariiiHde li» i'ei>¡ieclivuB dcpartamen- 
'.•if, (Ueci'etu íupremo de "tí de mayo de 1830). 
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TITULO VI. 



Secretarías, de Intendencia y Gobernación, 



Dice la lei víjente: 

Art. 41. Toda intt»ji<leiicia tendrá m\ pecretario^ im oficial primero y 
lo» deuia.s empleados que determino la lei. 

Art. 42. El secretario de intendencia es el jefe inmediato de la ofici- 
ala. Sus deberes son: 

1.° Observar y hacer observar las reglas que los Intendentes pres- 
criban para el órde.n de la oficina, dirección y despacho de los negocios 
que en ella ocurran; 

2.^ Imponerse de la correspondencia oficial y dar cuenta de ella al 
Intendente; 

3.° Redactar, con aireglo a las instrucciones que reciba, los decretos, 
las órdenes v la coirespondencia oficial; 

4.° Distriímir el'trabajo de la oficina entre los empleados, velar por 
la conservación del archivo y cuidar de que los libros se lleven en or- 
den; 

5.** Asistir y hacer que los otros empleados asistan a la oficina du- 
rante las horjis que señale el Intendente; 

6.** Estudiar las cuestiones legales que el Intendente le someta; 

7.** Autorizar los decretos, órdenes y resoluciones emanadas del In- 
tendente, y trascribir las que se dirijan a autoridades subalternas; 

8.° Llevar libros copiauores de todos los decretos, notas y resolucio- 
nes que emanen del Intendente; 

9." Dar inmediato aviso al Presidente de la República, siempre que 
t»l Intendente no pueda hacerlo, de las ausencias o imposibilidades a 
<pie se refiere el art. 6."; y 

10. Hacer los gastos de escritorio, llevando cuenta detallada, que 
someterá mensualmente a la aprobación del Intendente. 

Art. 43. Los oficiales harán los trabajos que les asigne el secretario 
y en la fonna que éste deteinnine. A cargo de uno de ellos correrá la 
sección de estadística, y a cai'go de otro la tbnnaciou y conservación 
del archivo, sin perjuicio de los demás trabajos que les fueren confia- 
dos. 

Art. 44. En ausencia de algún empleado de la secretaria por cual- 

3uier causa, los debei*es del ausente serán desempeñados por el emplea- 
o que designe el Intendente. En ningún caso dará esta suplencia dere- 
cho a aimiento de sueldo. 

Art. 45. Cada gobeniacion de depaiiamento tendrá un oficial de 
pluma. 

Estos ofícialee serán nombrados por el Presidente de la República a 

eropueftta del respectivo Gobernauor, y tendrón las atribuciones y de- 
eres de los secretarios de intendencia en cuanto les sean aplicables. 
Art. 46. h(f% secretarios de intendencia y oficiales de gobernación 



Deberes dol secretario* 



Aeletencia y ostudloi 



Deberes de 108 oflda* 
les de pluma. 



Gastos de escritorios 
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recibirán para gastos de escritorio las sumas qae asigne la lei de pre- 
supuestos. 

TITULO FINAL. 

Art. 47. Esta lei comenzará a rejir nn roes después de sn promulga- 
ción y desde esa fecba quedará derogada en todas sus partes la lei de 
10 de enero de 1844. 



Única diferencia con Las disposiciones del artículo que precede están to- 
lei do 1844. madas casi al pié de la letra de los artículos 97 a 102 de 

la lei de Enero 10 de 1844, con la única diferencia que 
según lo dispuesto por la nueva lei en el último inciso 
del art. 6.° el secretario de una intendencia puede reem- 
plazar provisoriamente al Intendente, dando cuenta al 
Presidente de la Kepública en caso de que el Intendente 
se baile incapaz o se halle imposibilitado para hacer por 
sí mismo esa designación. 

Apropósito de secretarías de intendencia conviene te- 
ner presente la siguiente disposición: 

Santiago, octnbre 3 de 1855 (26) Por cuanto el Congreso Nacional ha 
discutido y aprobado el siguiente 

PROYECTO DE LEI: 

Art. 1." Se asigna a los Intendentes de provincia el sueldo anual 
de 4000 i>esos. 

LoH Intc'ndentes de Atacania, Valparaíso y Coquimbo, gazarán ade- 
mas, de una gratifícacion anual de tres mil ])eHOH el primeix), dos mil el 
segundo, y de mil el tercero. 
Empleados de Inten- Art. 2." Las secretarías de los Intendentes tendrán los empleados 
denda y bus sueldos. que a continuación se espresan: 

La de Atacama un secretario con dos mil pesos, un oficial encargado 
especialmente de todo lo relativo a la estadística de la provincia con 
nul doscientos pesos, dos oficiales de número, el primei'o con setecientoi} 
pesos y el segimdo con seiscienlos. 

La de Co([UÍmbo un secretario con mil dosci^^ntos pesos, un oficial 
encargado espciahnente de la estadística de la provincia con milpeso»- 
y dos oñciales de númei'o con setecientos pesos el primero y quinientos 
el seginido. 

La de Valparaíso un secretario con mil doscientos pesos, un oñcial 
encargado especialmente de la estadística de la provincia con mil, tres 
oficiales de numero con setecientos pesos el primero, seiscientos el se- 
gundo y quinientos el tercero. 

La de SSantiugo un secretario con mil doscientos pesos, un oficial en- 
cargado especialmente de la es^tnditttica con mil, tres oficiales de nú- 
mero con setecientos pesos anuales los dos primeros y quinientos el 
tercero. 

Las demás provincias un secretario con mil doscientos pesos, un 
oficial encargado de la estadí.stica con ochocientos, un oficial de núme- 
ro con quinientos y un oficial de número con trescientos sesenta y cin- 
co pesos. 
Gastos de escritorio. Art. 3.° Se abonará para gastos de escritorio do.«K;íeuto8 pesos ala 

secretarías de las Intendencias de Santiago y Valparaíso; ciento cin- 
cuenta a la de Atacama, y cien pesos a las secretarías de las demás in- 
tendecias. 
Gratificaciones. Art. 4." Las gratificaciones concedidas por la segunda parte del art. 

1.^ se suspenderán cuando el Intendente que debe gozarlas se ausentare 
de la provincia por otra causa que exijencias del servicio público. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
y sancionarlo por tanto, pronn'ilguese y llévese a efecto en todas sua 
pai*teB como leí de toda la Kepública. 
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Gobernadores* 

Santiago, diciembre 10 de 1858 (37) Por cuanto el Congreso Nacio- 
nal ha diacatido y aprobado el siguiente 

PROYECTO I>B leí: 

Art 1.° LoB departamentos déla República que no son cabecera de Gobemadones; su nú- 
Provincia, se dividirán en tres clases para el único efecto de fijar el ^^^^ y Jerarquía, 
sueldo de los Gobernadores. 

Art. 2.° Pertenecen a la primera: 

Freirina, Vallenar, Caldera, Illaj)el, Ovalle, los Andes, Quillota, 
Bancagua, Caupolican, Curicó, Lmares, Constitución, Coelemu y 
Talcahuano. 

Pertenecen a la segunda: Combarbalá, Elqui, La Ligua, Petorca, 
Putaendo, Casa Blanca, Victoria, Melipilla, Lontué, Itata, Parral, 
San Carlos, Lautaro, ttere y Puchacai. 

Y finalmente pertenecen a la tercera: Arauco, Nacimiento, Osomo^ 
Union, Carelmapu, Quinchao y Castro. 

Art. 3. ^ Los Gobernadores de los departamentos pertenecientes a la Sueldo de Gobema- 
primera clase, gozarán el sueldo anual de dos mil pesos; los de los com- dores, 
prendidos en la segunda mil quinientos, los de la tercera clase mil 
pesos. 

Art. 4, ^ Todo militar que desempeñare el car^o de Gobernador de Qobernadores multa- 
departamento gozará a mA del sueldo correspondiente a su grado, la ^^^' 
tercera parte del que pudiera caberle según laS presentes disposiciones. 
En ningún caso su sueldo será menor que el que pudiera corresponder- 
le como gobernador civil del respectivo departamento. 

Y por cuanto, oido el Consigo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
y sancionarlo, por tanto, promulgúese y llévese a efecto en todas sus 
partes como lei de la República. 

La lei actual fué promulgada con todas las formalida- gatí^oí*do^lsta leí^"^' 
des legales ^l 22 de Diciembre de 1885. Por consiguien- 
te, y según ella misma lo espresa el plazo de su vijencia 
comienza el 22 de Enero de 1886. 



Ahora y por lo que respecta a la derogación de la lei ¿Están derogadas to- 
anterior de Enero 10 de 1844 ella es absoluta según lo to^UwJS^^daS^v'Sl 
determina el testo literal que antecede. Mas, en cuanto ?**L '5*^I^o ^^ * ^^* 
a los preceptos, atribuciones y cargos conferidos no ya *^ ° ^ 
por la lei de 1844 sino por disposiciones, leyes y decre- 
tos especiales, posteriores a esa lei ¿se encuentran dero- 
gados por la que va a rejir el 22 de Enero de 1886? 

A juicio del autor de este trabaijo y atendiendo a que 
según el artículo 53 del título preliminar del Código Civil 
la derogación, aun tácita, deja vijente en las leyes ante- 
riores, aunque versen sobre la misma materia, todo aque- 
llo que no pugna con las disposiciones de la nueva lei, la 
negativa es evidente. 

En primer lugar lo que la nueva lei ha derogado es 
solo la de Enero 10 de 1844, y no las leyes y disposicio- 
nes posteriores a esa lei las que ni siquiera menciona. 

I en seguida las disposiciones referidas, si bien ensan- 
chan considerablemente y hasta puede decirse de una 
manera exajerada, a tal punto de hacer difícil la recta 
ejecución de ella, la acción administrativa, no puede de- 
cirse que se encuentre en pugna con las disposiciones 
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de la nueva leí, Di con los deberes y atribuciones que 
cooñere a los funcioDarioa del órdeu gubernativo. 

De desear sería siu duda que en una época próxii 
Congreso teniendo presente la necesidad de epsat 
la acción de los pueblos, y limitar a lo necesarío la 
autoridad, acometa la provechosa tarea de reforma 
esta parte las esajeraciooes que he indicado, y que b 
cuentran de manifiesto eu este estudio. 

Mas por hoi, simple espositor, el autor de estas II 
se limita a exhibir el cuadro mas completo de las 
buciones gubernativas. 

Tal es la lei. 

Lv/ra lex sed lex. 



I 
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APÉNDICE 



Santiago, 27 de enero de 1886. 

Teniendo presente que, atendido el desarrollo que ha 
tomado la Beneñcencia pública en todos los departa- 
mentos, se hace necesario dictar reglas uniformes para 
su mejor y mas acertado servicio, ya que las disposicio- 
nes vijentes se han hecho ineficaces y deficientes en ra- 
zón al tiempo y a las circunstancias en que fueron dic- 
tadas, 

He acordado y decreto el siguiente: 

Beglamenío para las Jnntas de Beneficencia de 

la Bepública. 

TÍTULO I. 

DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS JUNTAS. 

Art. 1.® La dirección de los Establecimientos públicos composición do la 
de Beneficencia en cada departamento de la Eepúblioa ^^^^^ (Urectiva. 
estará a cargo de uoa Juata compuesta del siguiente 
personal: 

En Santiago y Valparaíso, de cuatro miembros elejidos 
por la Municipalidad, dentro de los quince primeros 
dias de su instalación; de otros cuatro nombrados en la 
misma época por el Presidente de la República, y de los 
administradores y sub-administradores de los Estableci- 
mientos,- 

En los otros departamentos, ademas de los adminis- 
tradores y sub-administradores, compondrán las Juntas 
cuatro vecinos, de los cuales, dos serán nombrados por 
el Presidente de la República y los . otros dos elejidos 
por la Municipalidad en la época espresada en el párrafo 
anterior. 

Art. 2.** El nombramiento de los administradores y Duración do funcio- 
sub-administradores se hará por tres anos: la primera "^^* 
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lücompatlbilldadea. 



vez por designación del Presidente de la República, y en 
lo sucesivo por la respectiva Junta departamental. 

Tanto éstos como los demás miembros de las juntas 
podrán ser reelejidos indefinidamente. 

Art, 3.*^ La Junta de Beneficencia de Santiago nom- 
brará el dia de su instalación un presidente y un vice- 
presidente, cuyaa fu'íiciones durarán por un año. En los 
departamentos, la Junta será presidida por el respectivo 
Intendente o Gobernador, quien será subrogado en caso 
de ausencia o enfermedad por un vice-presidente, eleji- 
do también anualmente por la misma Junta. 

Art. 4.** Las Juntas de Beneficencia celebrarán sesión 
una vez al mes a lo menos, y para formar sala bastará la 
concurrencia de la tercera parte del total de los miem- 
bros que las componen. 

Sus discusiones y deliberaciones se rejirán por un re- 
glamento especial dictado por las mismas Juntas. 

Art. 5.** No pueden ser miembros de las Juntasi 

1.^ Los deudores de la Beneficencia, ni los que tengan 
con ella juicios pendientes; 

2 ** Los empleados a sueldo de los Establecimientos; 

3.® Los que tuvieren que rendir cuenta a la Benefi- 
cencia en virtud de contratos anteriores; y 

4.** Los empresarios de obras que deban cubrirse con 
fondos de los Establecimientos. 

Art. 6.^ La Junta de Beneficencia de Santiago se co- 
municará directamente con el Gobierno por conducto del 
Ministerio de lo Interior, y las demás, por intermedio del 
respectivo Intendente o Gobernador. 



TITULO II. 



DE LAS ATRIBUCIONES Y DEBERES DE LAS JUNTAS. 



Atribuciones. 



Art. 7." Como cuerpos encargados de la administra- 
ción superior de los bienes y de las rentas de los Esta- 
blecimientos de Beneficencia, corresponden a las Juntas: 

1.** Formar y someter a la aprobación del Presidente 
de la Eepública los reglamentos á que haya de si\jetarse 
el réjimen interno y económico de los Establecimientos 
que estén bajo su vyilancia o dirección, como asimismo 
las modificaciones o alteraciones que sea necesario in- 
troducir en ellos. 

2.** Fijar el número, los deberes y la dotación de los 
empleados, suprimirlos, o auméntalos según las circuns- 
tancias; 

3.® Prescribir las reglas a que debe sujetarse la recau- 
dación de las rentas de la Beneficencia, procurar su in- 
cremento y vijilar su inversión,- 

4.** Acordar el presupuesto anual de los gastos que 
deben hacerse en los Establecimientos y remitirlo al Go- 
bierno para su aprobación^ 
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Constniccloncs. 



Empi^éfltitoe. 



5.** Examinar la cuenta jeneral de inversión que debe 
presentar anualmente el tesorero encargado de los fon- 
dos de la Beneficencia, aprobarla o desaprobarla y acor- 
dar, en este último caso, que se entablen las acciones 
correspondientes para hacer efectiva la responsabilidad 
de aquel; 

6.** Acordar las obras que hayan de construirse por 
<;uenta de la Beneficencia, aprobar los planos y presu- 
puestos de dichas obras y las mejoras y reparaciones que 
deban ejecutarse en los edificios y propiedades de los 
Establecimientos; 

7.** Fyar las bases para la enajenación y arriendo de 
los bienes raices; 

8.* Aceptéir o repudiar las herencias, legados o dona- 
€iones hechas a favor de alguno de los Establecimientos 
sostenidos con fondos de la Beneficencia o cuya direc- 
ción se les encomiende; 

9.** Acordar las bases bajo las cuales haya de contra- 
tarse algún empréstito, cuando éste fuere exijido por ne- 
cesidades imperiosas de algún Establecimiento; 

10. Acordar, asimismo, la iniciación de los juicios que 
sea necesario entablar en defensa o resguardo de los 
intereses que les están confiados y celebrar con sujeción 
a las leyes las transacciones sobre pleitos pendientes; 

11. Nombrar las comisiones que estimen convenien- inspección y fiscaliza- 
tes para inspeccionar los Establecimientos o para el^^°' 

estudio de los diversos asuntos cuya resolución les co- 
rresponde; 

12. Proponer al Gobierno la creación de subsidios 
especiales para el sostenimiento de las casas de caridad; 

13. Organizar la oficina encargada de los fondos de la 
Beneficencia; fiscalizar la conducta de. sus empleados y 
distribuir sus obligaciones y establecer las reglas a que 
debe sujetarse la percepción y cobro de las rentas, de- 
biendo someter a la aprobación del Gobierno el regla- 
mento que acuerde sobre estos servicios; 

14. Proponer al Presidente de la Kepública las per- 
sonas que deben servir los cargos de tesorero y de abo- 
gado, cuando las exijencias de la localidad hubieren 
hecho necesaria la creación de estos empleos y nombrar, 
a propuesta del primero, los demás empleados de la 
tesorería; y 

15. Dar los informes que se les pidieren por el Supre- 
mo Gobierno o por la autoridad superior del departa- 
mento. 

Art. 8." Sin perjuicio de la fiscalización que las Juntas visitas estraordina- 
ejercen en cada Establecimiento, sea por los adminis- ^^** 
tradores o por medio de comisiones especiales, cada 
uno de sus miembros podrá visitar las diversas casas de 
caridad cuando lo crea conveniente y los empleados 
deberán darle razón de todos los detalles del servicio 
que tengan a su cargo. 
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Art. 9.^ La acción de las Juntas de Beneficencia com- 
prenderá el servicio completo de los hospitales, hospi- 
cios, lazaretos, casas de huérfanos, de espósitos y de 
insanos, cementerios, casas de maternidad, dispensa- 
rías de medicamentos o de socorros a domicilio y en 
jeneral, la inspección, cuidado y supervyilancia de to- 
dos los Establecimientos que vivan de recursos sumi- 
nistrados por la caridad pública, o ausiliados con fon- 
dos del Estado. 

Art. 10. A las Juntas de Beneficencia corresponde 
representar a la autoridad administrativa o a la respec- 
tiva Municipalidad las medidas que en su concepto 
tiendan al mejoramiento de la hijiene pública en la lo- 
calidad en que funcionan. 

Art. 11. En el mes de marzo de cada año las Juntas 
de BeneñceDcia pasarán al Ministerio de lo Interior un 
informe o memoria en que se dó cuenta detallada del 
movimiento habido en el año precedente; de sus entra- 
das y gastos, número de personas asistidas en cada 
Establecimiento, su condición, sexo y demás circunstan- 
cias, modificaciones que exya el servicio, medios de 
aumentar los recursos y por fin, un resumen de todo 
aquello que se relacione con la mejora parcial o jeneral 
de la Beneficencia pública. 



TÍTULO III. 



DE LA ADMIXISTRACTOX DÉ LOS BIENES Y RENTAS. 



Bebajas en arriendos. 



ürftvAmenct?, 






Enajcuacionc 
íorma. 



Art. 12. En la administración de los bienes de la Be- 
neficencia y en la inversión de sus rentas, procederán 
las Juntas en conformidad- a las reglas siguieutes: 

1.'^ No podrán acordar rebajas en los arrendamientos 
de propiedades, ni alterar en perjuicio de los Estableci- 
mientos que representan los contratos celebrados, ni 
conceder remisión de deudas, ni dispensar de las obliga- 
ciones contraidas a su favor. 

Si hubiere casos en que tales medidas fueren exijidas 
por graves consideraciones de equidad, podrán adoptar- 
se siempre que concurran el voto de los dos tercios de 
los miembros hábiles o en ejercicio y el acuerdo sea 
aprobado por el Presidente de la República; 

2:' Los bienes raices no podrán ser gravados con hi- 
poteca, convSo u otro gravamen real, si el contrato no 
fuere acordado por el mismo número de votos que se 
fi,ja en el inciso anterior, y aprobado también por el Su- 
premo Gobierno. 

A la misma regla (laoda sometida la contratación de 

empréstitos a favor de un Establecimiento de caridad y 

la enajenación de bienes raices, censos u otras rentas; 

9, y fiu 3.'' Las casas destinadas a un servicio osx)ecial, como 

hospitales, asilos de huérfanos o de insanos, cementerios^ 
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hospicios, etc., no podrán ser enajenados, a menos que 
la salubridad pública o su capacidad insuficiente para el 
servicio a que están dedicados, ex\jan su traslación a 
otro local. 

En este caso se procederá con las mismas formalida- 
des establecidas en los números precedentes; 

4.** La enajenación de bienes raices se hará siempre en 
subasta pública. Los anuncios se publicarán en uno o 
dos periódicos de la localidad con dos meses de antici- 
pación al día en que debe verificarse el remate. Este 
plazo podrá reducirse a quince dias siempre que así lo , 
acordaren los dos tercios de los miembros de la Junta; 

5/*^ Cuando la conveniencia de un Establecimiento exi- 
ja, sin embargo, que la enajenación de los bienes de que 
tratan los dos números anteriores se haga por permuta 
u otro contrato que no permita la subasta, deberá califi- 
carse la utilidad de la enajenación por las tres cuartas 
partes de los miembros de que la Junta se compone y 
obtenerse la aprobación del Presidente de la Eepública; 

6,°^ El arrendamiento de los bienes raices se hará tam- 
bién por subasta, previa la publicación de anuncios du- 
rante el tiempo y en la forma prevenidos en el inciso 4.** 

Podrá, sin embargo, omitirse la subasta si la Junta lo Arriendos. 
acordare por los dos tercios de los miembros en ejercicio 
y el Supremo Gobierno aprobare el acuerdo. 

El término (Jel arrendamiento de los predios rústicos 
no podrá exceder de ocho años, ni de cinco el de los ur- 
banos; 

v.** Lá aceptación de toda herencia, legado o donación . 
debe ser previamente acordada por la Junta. 

Las herencias no podrán ser aceptadas sino con el 
beneficio de inventario, y si ellas o las donaciones y le- 
gados impusieren gravámenes permanentes, la acepta- 
ción no podrá verificarse sino con el acuerdo de los dos 
tercios de los miembros presentes y la aprobación del ^ 

Presidente de la Eepública; 

S."^ Para celebrar transacciones en juicios pendientes 
o en acciones^ que la Junta tratare de ejercitar o que se 
hubieren de hacer valer contra algún Establecimiento de 
Beneficencia, deberá calificarse la utilidad de la transac- 
ción por los dos tercios de los miembros hábiles o en 
ejercicio, siempre que la suma a que la transacción se 
refiere ro exceda de dos mil pesos; pero si sube de esta 
cantidad deberá obtenerse ademas la aprobación del 
Presidente de la Eepública; 

9.^ La adquisición de propiedades, sea para dar en- 
sanche o comodidad a un Establecimiento, sea para fun- 
dar una nueva institución, solo podrá acordarse por el 
voto de los dos tercios de les miembros presentes; y 

10. Los fondos sobrantes de un Establecimiento de 
caridad no podrán ser dados en mutuo a particulares; tes, 
su colocación se hará en bonos del Estado, en la consti- 
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tucion de censos en arcas fiscales, o en cédulas de la 
Caja del Crédito Hipotecario, adquiridos al precio co- 
rriente de plaza y por propuestas cerradas, que se pe- 
dirán con ocho dias de anticipación en uno o dos diarios 
de la localidad. 

También podrán destinarse dichos fondos a saldar el 
déficit de algún otro Establecimiento de caridad, depen- 
diente de la misma Junta, siempre que este procedi- 
miento no contraríe la voluntad de los testadores o 
donantes. 
Fianza en contratoe. Xvt. 13. Todo contrato que imponga obligaciones a fa- 
vor de un Establecimiento de Beneficencia debe ser 
suficientemente garantido con fianza o hipoteca, califi- 
cada por la Junta o comisión que ella nombre. 

Art. 14. No podrán tomar en administración ni en 
arrendamiento, ni adquirir la propiedad de bienes de la 
Beneficencia los miembros de las Juntas, ni sus deudos 
hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad, ni sus socios, ni los empleados de los Estable- 
cimientos. 

Tampoco podrán ser fiadores de los rematantes, ni 
tomar Ínteres o participación en esta clase de contratos 
ni en cualesquiera otros que se refieran a propiedades 
de la Beneficencia. 

Queda igualmente prohibido dar en administración a. 
particulares los bienes raices pertenecientes a un Esta- 
blecimiento de caridad. 
^Dcber especial del te- ^^t. 15. El tesorcro encargado de la administración 

de los fondos deberá ejercer respecto de los bienes que 
pertenezcan a los Establecimientos de Beneficencia las 
funciones de apoderado legal, y reunir en su archivo 
todos los documentos que comprueben sus derechos. 

TÍTULO IV. 

DE LA INTERSION DE FONDOS Y DE LA CONTABILIDAD. 

Art. 16. En el mes de octubre de cada año el tesorero 
de ios Establecimientos de Beneficencia presentará a 
la respectiva Junca el presupuesto de los gastos para el 
año siguiente, como asimismo un cálculo de las entradas 
probables con que se contará para hacer frente a dichos 
gastos. 

El presupuesto de cada Establecimiento debe ser dis- 
cutido y aprobado un mes antes por lo menos del dia 
en que debe comenzar a rejir. 

Art. 17. Si las entradas de un Establecimiento fueren 
insuficientes para cubrir sus gastos, se reducirán éstos 
hasta equilibrarlos con aquellas, o se saldarán con los 
recursos estraordinarios que las mismas Juntas se pro- 
porcionen. 

En ningún caso será lícito hacer uso de los capitales 
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ya colocados o de las sumas doLadas o legadas y que 
aun esperan colocación, salYO el caso que la donación o 
legado hubiese sido hecho con el objeto de cubrir los 
gastos ordinarios. 

Art. 18. Eq el presupuesto deberán asignarse fondos Gastos preferentes. 
de preferencia para los siguientes gastos: 

1.** Para el manteuimiento de los asiladosj 

2.** Para el pago de medicinas; 

3.** Para cubrir los sueldos de los empleados; 

4.** Para el pago de intereses y amortización de la 
deuda, si la tuvieren; 

5.** Para reponer los utensilios indispensables de cada 
Establecimiento; y 

6." Para la reparación, gastos de conservación y me- 
jora de los edificios. 

Art. 19 Los gastos se harán siempre en conformidad 
al presupuesto, no pudiendo invertirse ninguna partida 
en otros objetos que aquellos para que ha sido des- 
tinada. 

Las partidas que no hubieren recibido inversión du- 
rante el año a que el presupuesto corresponde, no po- 
drán invertirse en el siguiente, a menos que se incluyan 
de nuevo en el presupuesto respectivo. 

Art. 20. Los sueldos serán cubiertos por el tesorero Pago de sueldos, 
mensualmente, tomando por base el presupuesto y el 
nombramiento de los empleados. 

Los deinas gastos se cubrirán en virtud de planillas 
suscritas por los administradores, siempre que guarden 
conformidad con los respectivos ítem del presupuesto o 
con las autorizaciones estraordiuarias concedidas por la 
Junta y aprobadas por el (robierno. 

Art. 21. Aütes del 15 de febrero de cada, año el teso- 
rero presentará a la respectiva Junta la cuenta jeneral 
de inversión de los fondos correspondientes al año an- 
terior. 

El examen de esta cuenta se hará por comisiones de 
la misma Junta, y debe limitarse a comprobar si los 
gastos se han hecho en conformidad al presupuesto y a 
los acuerdos que autorizan la inversión de fondos. 

TÍTULO V. 

DEL TESORERO Y DEL ABOGADO DE LOS ESTABLECIMIENTOS. 



Art. 22. La administración dé los fondos de los Esta- 
blecimientos dependientes de cada Junta estará enco- 
mendada al tesorero de la Municipalidad respectiva, 
mediante una remuneración que en ningún caso podrá 
exceder del cuatro por ciento del total de las entradas 
de cada uno de los Establecimientos. 

En Santiago la tesorería estará servida por un em- 
^pleado especial nombrado por el Presidente de la Eepú- 
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bUca a propuesta de la Junta. La dotación de este 
empleado será determinada por la misma Junta, con 
aprobación del Presidente de la Kepúbllca y pagada con 
loa fondos de la Beneficencia, 
Tcsororos ispcciaio. Eq Jas demas cabeceras de provincia o departamen- 
to, podrá también nombrarse un tesorero especial, siem- 
pre que aal lo acordase la Junta por los dos tercios de 
los votos de que ella se compone. Tanto este acuerdo 
como el relativo a la lyaciou del sueldo que ae le asig- 
ne, debe ademas ser sometido a la aprobación del Su- 
premo Gobierno. 

Pero sea que la administración de los fondos corra a 
cargo de los tesoreros municipales o de un empleado 
especial, será siempre obligación anexa a sus funciones 
la de servir de secretario de la respectiva Junta. 
Tlaau pnJTin. Art. 23. E*l tesorero, antes de tomar posesión de su 

empleo, reudirá una Üanza proporcionada a los fondos 
que va a administrar. 

Esta fianza será calificada por la misma Junta y no 

podrá. b^ar de una cantidad igual al doble de la renta 

anual asignada o calculada al empleo. 

obiígacioncí de! tcxo- Art. 24. Ademas de las obligaciones de que ya se ha 

"™' hecho mérito en el presente reglamento, corresponderán 

a este empleado las siguientes: 

1" Enviar a la Junta un balance mensual de las en- 
tradas y gastos que baya tenido cada uno de los Esta- 
blecimientos; 

2* Rendir trimestralmente la cuenta de inversión de 
los fondos que admiuistraf la cual, una vez examinada y 
aprobada por la Junta se remitirá a la Contaduda Ma- 
yor, acompañada de todos los comprobantes necesarios; 

3" Reclamar por escrito de todo libramiento o planilla 
que considere ilegal o que no sea coaforme al presu- 
puesto y poner este hecho en conocimiento de la Junta; 

4^ Guardar con las seguridades que estime pru 
los títulos de propiedad, las escrituras de arreudam 
los inventarios, certificados de depósito y demas 
mentos que comprueben los derechos de los Esta 
mientos; 

5" Depositar en e] Banco u oficina pública que . 
signe por la Junta, tanto el dinero que ingrese 
como los valores al portador que pertenezcan a los 
blecimientos, no pudiendo mauWner en la oflcJui 
cantidad mayor de quinientos pesos para hacer frt 
los gastos pequeños; 

6'! Asistir a las sesiones de la Junta, redactí 
actas y demas comunicaciones oficíalos que se le 
mienden; y 

7'! Vijilar la conducta de lo.'i empleados desud 
dencia y procurar que la contabilidad ae mautei 
dia. 

Art. 2-5. El Presidente de la EepübUca nombrará. 
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do lo estime conveniente, un visitador ñscal para que 
examine las cuehtas de los Establecimientos y le infor- 
me sobre el estado en que se encuentran. obiigacionea dei abo- 

Art. 26. El abogado de los Establecimientos de Bene- gado, 
ucencia de Santiago, gozará de la remuneración anual 
que designe la Junta con aprobación del Presidente de 
la Bepíiblica y su nombran>iento se hará por tres años, 
pudiendo ser reelejido indefinidamente. 

En los demás departamentos de la República la crea- 
ción de este empleo y la renta que se le asigne debe ser 
acordada por la respectiva Junta cuando las necesida- 
des del servicio lo requieran; pero el acuerdo debe ser 
fíometido a la aprobación del Supremo Gobierno. 

Art. 27. Son obligaciones del abogado: 

1* Defender enjuicio los derechos de los Estableci- 
mientos; 

2t Bar su dictamen en todos los asuntos relativos a 
la Beneficencia que le consultare el tesorero; 

3.* Asistir a las sesiones de la Junta y emitir su opi- 
nión en las cuestiones legales; y 

4*? Dar los informes que le pidiere la Junta y pasar 
trimestralmente un memorándum del estado de las cau- 
sas cuya defensa se le haya encomendado. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

Art. 28. En el mes de marzo próximo las Municipali- 
dades de la República procederán a designar los miem- 
bros que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 
1.*», deben entrar a formar partes de las Juntas de Be- 
neficencia. 

En el mismo mes los Intendentes y Gobernadores pa- 
sarán al Mlnisterío de lo Interior una lista de seis per- 
sonas, a fin de que el Presidente de la República el^ja 
entre ellas las que deben integrar dichas Juntas en su 
calidad de vecinos. 

Los actuales administradores de los Establecimientos 
continuarán en sus respectivos cargos hasta la próxima 
renovación de aquellos cuerpos. 

Art. 29. Tanto los miembros que designen las Muni- 
cipalidades en la época señalada en el artículo prece- 
dente, como los vecinos que nombre el Presidente de 
la República, serán renovados junto con los administra- 
dores y sub-administradores dentro de los treinta dias 
siguientes a la instalación de cada Municipalidad. 

Art. 30. El 30 de abril del año en curso cesarán en sus 
funciones las Juntas actuales y entrarán a reemplazar- 
las las que se organicen en virtud de lo dispuesto en 
este reglamento. 

Art. 31. Treinta dias después de constituidas las nue- 
vas Juntas, cesarán también en sus funciones los emple- 
ados actuales de la Beneficencia y se procederá a Henar 



las Tacantes en conformidad a lo prevenido en ! 
culos que anteceden. 

Art. 33. Haeta nueva disposición del Oobie 
Casa de Orates de Santiago continuará a cargí 
Junta Especial creada por decreto supremo de 4 
tubre de 1862. 

Anótese y publiquese en el Diario Oficial. 

SANTA UABIA. 

José Iokágio VEBe¿i 
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CÜADEO de las únicas contribuciones que pueden cobrarse, 

conforme a la lei de Enero 5 de 1886. 

FISCALES. 

1 Derechos de internación ^ados por la Ordenanza de Aduanas de 24 de 

diciembre de 1872 y leyes de 6 de julio de 1878, 13 de setiembre 
del mismo año, 2 de setiembre de 1880 y 29 de agosto de 1885. 

2 Derechos de almacenaje en conformidad a la Ordenaza de JLduanas de 

24 de setiembre de 1872, y lei de 17 de enero de 1884. 
Dereclws de esportacion sobre el salitre y el yodo conforme a la lei de 
1.** de octubre de 1880. 

3 Impuesto agrícola, con arreglo a las leyes de 18 de junio de 1874, 2 de 

setiembre de 1880 y 5 de enero de 1883. 

4 Impuesto de patentes sobre indttstriaSy profesiones y artes, con arreglo 

a la lei de 22 de diciembre de 1886. 

5 Lnpuesto de papel sellado j timbres y estampillas j conforme a las leyes 

de 1." de setiembre de 1874, y 15 de enero de 1878. 

6 Impuesto de alcabalas, con arreglo a la lei de 17 de marzo de 1835, con 

la alteración introducida por la lei de 30 de junio de 1880. 

7 Impuesto de patentes deprimlejios esclusivos, en conformidad a la lei 

de 9 de setiembre de 1840. 

8 Derecho de peaje en los caminos de cordillera^ según la lei de 16 de 

octubre de 1868. 

9 Servicio de a^nonedacUm, conforme a las leyes de 18 de agosto de 1843, 

9 de enero de 1851, 28 de julio de 18G0 y 25 de octubre de 1870. 

10 Montepío militar conforme a la lei de 6 de agosto de 1855. 

11 Servicios de correos, con arreglo a las leyes de 5 de noviembre de 1857 

y 19 de noviembre de 1874. 

12 Contribución sobre las herencias y donaciones^ con arreglo a la lei de 

28 de noviembre de 1878. 

13 Contribución sobre haberes mobiliarios, conforme a la lei de 20 de 

mayo de 1879, con esclusion de los haberes, los incisos 8.** y 9.** del 
are* 1.° de dicha lei. 

14 Servicio del muelle fiscal de Valparaíso y con arreglo a la lei de 17 de 

enero de 1884. 

CONTRIBUCIONES MUNICIPALES. 

1 Contribución para él sostenimiento de la policía rural j con arreglo a 
la lei de 16 de diciembre de 1881. 
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2 Contñbucion ñe serenos y alumbrado, quedando autorizadas las muui- 

cipalidades, por ima sola vez para hacer una revisión jenéral del 
avalúo actualmente existente, previo decreto del Presidente de la 
Bepúbüca, espedido con acuerdo del Consejo de £stado, con escep- 
ciou de aquellas Municipalidades que hayan echo uso de esta auto- 
rización. Leí de 23 de octubre de 1823. 

3 Contribución a los establecimientos de diversiones públicas, con arreglo 

a la leide 7 de octubre de IS.'ía. Patentes de carru^es, conforme a 
la lei de 23 de obtubre de 186á. Impuesto de matadero y carnes 
muertas según la lei de 26 de noviembre de 1873. 

4 Pasaje de ríos p pontazgo, en conformidad a la lei de 26 de junio de 1855. 

5 Privilejio de lanchas cisternas en Valparaíso, eonfonne a la lei de 10 

de agosto de 1850. 
C Derecho de esportacion de madera por Jos puertos de Ancud y Valdivia, 
según las leyes de '18 de setiembre de 1874 y 18 de noviembre del 
mismo año. 

7 Derechos de lanchas en Constititcion, con aireglo a la lei de 23 de octu- 

bre de 1835. 

8 Derecho de lastre en el puerto de Coquimbo, ñ,iado por la\e\ de 2 de se- 

tiembre de 1876. 

9 De mercados y puestos de abastas, conforme al artículo 103 de la lei de 

8 de noviembre de 1854 reformada por la de 9 de octubre de 1661, 
entendiéndose que no puede prohibirse la venta de abastos fuera de 
los iitercados y que la contribución solo se cobrará a los vendedores, 
que tengan ¡mes tos fijos o se sitt'ten en lugares públicos. 

10 De aguas de Copiapó, conforme al articulo 43 de la ordenanza sobre 

policía fluvial, y de irrigación para el valle de Copiapó, aprobada 
por el supremo decreto de 30 de enero de 1875. 

11 Xei de contribuciones de andamios en Santiago, conforme a la orde- 

nanza de 24 de mayo de 1872, aprobada por el supremo decreto 
de 8 de junio del mismo año. 

12 De corrales de la feria de Chillan, ordenanza de 22 de agosto de 1870, 

reformada en cuanto al monto del impuesto por la lei de 5 de junio 
de 1875. Lei de contribuciones. 

13 De salinas de Vichuquen. 

H De muelle en Valdivia, según la ordenanza aprobada por Buprem< 

creto de 10 de marzo de 1857. 
13 De dique en JJanquihtte, coDÍorme al supremo decreto de 25 dt 

viembre de 1 873. 
16 Am2>aro de minas, Begun el artículo 69 del Código de mineria. 
Las siguientes contribuciones municipales en la provincia dí 

rapacá, con ari-eglo a la lei de 31 de octubre de 1884. 

1 Contribución de patentes para carruajes. 

2 Id. de alumbrado y sereno. 

3 Id. de patentes industriales, y profesionales, quedando exenta del ] 

de fa contribución ñscnl de patentes las profesiones, artes e in 
trias que estuvieren afectas al pago de la coutribuoioD iuudí( 
autorizada por esta lei. 

Estas patentes se considerarán como fiscales para los efecto 
la lei de elecciones. 

4 Id. de mercados. 

5 Id. de Tnalaéeros. 
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43 Cantribtician de niojonaego y sisa. 

7 Id. de amparo de minas. 

8 Id. de cotnprobaeianes por fiel ejecutor. 

Las siguientes ooatribuoiones en la provincia de Tacna^ en vir- 
tud de la lei de 23 de enero de 1885. 

1 Contribución de seguridad y alumbrado público. 

2 Id. de patentes y carruajes. 

3 Id. de licencian industriales. 

4 Id. de mercado y abastos. 

ñ Id. de matadero y albeitar. 

6 Id. de mojo'nazgo y sisa. 

7 Id. de peajes. 

8 Id. de comprobación de pesos y medidas e inspección de líquidos. 

Art. 3. Se autoriza por igual término el cobro de los siguientes 
emolumentos y contribuciones establecidas a favor de institucio- 
nes de beneficencia e instrucción y de funcionarios públicos. 

1 Aranceles de ceméntenos j dictados en virtud de las leyes de 10 de 

enero de 1S44 de 7 de julio de 1852 y de 5 de noviembre de 1857. 

2 De^-eckos de Jos fieles cjecutoreSy conforme a la lei de pesos y medidas 

de 29 de enei-o de 1848. 

3 Aranceles de injenieros de minas. — Lei de 25 de octubre de 1854. 

4 Aranceles judiciales según lei de 15 de setiembre de 1865. 

5 Aranceles parroquiales. 

6 Derechos qíie pueden cobrar los cónsules.^ Avtic\\\o^ 115 y 116 de la lei 

de 28 de noviembre de 1860. 

7 Aranceles de los gremios de jornaleros. 

8 Impuesto de tonelaje a favor de los liospitales. — Lei de 15 de setiembre 

de 1878. 

9 Derechos de colación de grados universitarios. — Lei de instrucción 

pública 9 de enero de 1879. 



A la nómina anterior, creo será conveniente añadir el cuadro siguiente, 
tomado de la obra del señor Lira, quien a su vez declara haberlo tomado 
de la memoria que el señor Ministro del Interior en 1877, don José Vic- 
torino Lastarria, presentó al Congreso. 



DEPARTAMENTO DE CALDERA. 



Diversiofies públicas. — Ordenanza de 1.** de setiembre de 1854. 

Patentes de carruajes. — Id. de zQ de abril de 1869. 

Serenos y alumbrado. — Id. de 30 de noviembre y 2 de diciembre de 1867, 



COPIAPO. 



Diversiones públicas. — Reglamento de 1.® de setiembre de 18¿4. 
Patentes de carruajes. — Ordenanza de mayo 7 de 1869. 
Serenos y alambrado. — Beglamento de 9 do diciembre de 1850 ea Alrtud 
de la lei de octubre de 1835. 
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Matadero. — Ordensasa de diciembre 10 de 1867. 

Abastos. — Id. de mayo ll de 1869. 

Carnes muertas.— Jaí de 24 de jallo de 1834. 

Prorrateo ge aguas. — Beglamento de JS de agosto de 1849. 

TALLIHAB. 

Serenos y alumbrado. — Decreto de 22 de abril de 1846 y de 3 de agoato- 

de 18C9. 
Patentes de carruajes. — Ordenanza de 1° de enero de 1869, 
Esportacion de cobres. — Lei de 86 de diciembre de 1872. 
Cementerios. — Decreto de 19 de mayo de 1856, 
líecovas y carnes muertas. — Lei de 12 de mai-zo de 1866. 
Diversiones públicas. — Ordenanza de 9 de diciembre de 1856. 

FREI&INA. 

liecovas. — Ordenanza de mayo de iBñG. 
Diversiones públicas. — Id. de enero de 1S74. 
Serenosy alumbrado. — Id. do marzo de 1868. 
Patentes de carruajes. — Id. de lebrero de 1874. 



Cementerios. — Reglamento de 3 de mH,rzo de 1847. 

Serenos y alumbrado. — Id. de 16 de noviembre de 1847 y 19 de julio 
de 18£>0. 

Diversiones públicas yimtentes — Id. de 24 de febrero de 1854 y ordenan- 
za de 3 de agosto de 1S72. 

Carnes muertas y matadero. — Decreto supremo de 24 de julio de 1834 y 
ordenanza de junio 8 de 1868. 

liecovas. — Reglamento de 31 de mayo y 5 de junio de 1861 y ordenanza 
de 31 de agosto de 1872. 

BLQTII. 

Carties muertas — Lei de 24 dejuüo de 1834. 

Serenos y alumbrado. — Reglamentos de 31 de agosto de 1853 y 29 de 

julio de 1874. 
Patentes de diversiones públicas. — Reglamento de 27 de abril de 1854. 
Jd. de carruajes y carretas. — Ordenanza de 25 de abril de 1873, 
Id. de plazas y tendales. — Id. de 30 de junio de 1873. 
Matadero.— lü. de 14 de marzo de 1874. 

COQUIMBO. 

Carnes muertas. — Lei de 24 de julio df 1834. 

Difíersiones públicas. — Onleoanza de 24 de febrero de 18-54. 

Alumbrado y serenos. — Reglameordde 11 y 16 de junio de 1866. 

Patentes de carruajes. — Ordenanza de 31 de marzo do 1868. 

J/dííHÍCT-o.— Id. de 25 de abril de 1871. 

Abastos. — Id. de 1." de diciembre de 1873. 
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OYALLB. 



Carnes muertas. — ^Lei de 24 de julio de 1834 y sidenanza de 26 de no- i 

viembre de 1873. ] 

Serenos y alumirado.^^eglamento de 2 de junio de 1848 y ordenanza | 

de 18 de abril de 1868. 

Patentes de carruajes. — Ordenanza de 4 de mayo de 1868. 

Diversiones públicas. — Lei de 1.** de octubre de 1859. 

Abas tos. ^OráenAuzB, de 28 de marzo de 1873. 

Matadero. — Id. de 23 de marzo y 2 de octubre de 1873. 

GOliBAEBALÁ. 

iSerenos.— Ordenanza de 31 de julio de 1846. 

Carnes muertas.— Lei de 24 de julio y Ordenanza de 2 de julio de 1874. 
Diversiones públicas.— Ováejiajxzsíáe i." de setiembre de 1854. 
Becovas»—lá. de 2 de julio de 1874. 

ILLAPBL. 

Diversiones públicas.— Le\ de octubre 1.® de 1859. 

Alumbrado y sereno.— Decreto supremo de marzo 26 de 1867. 

Becovtis y carnes muertas. — Id. de diciembre 9 de 1871. 

Patentes de carruajes 



PETOKCA. 

Nevería 

Carnes wweríaí.— Decreto de enero 4 de 1854. 
Diversiones públicas. — Lei de octubre 1.** de 1859. 
Alumbrado y sereno. — Decreto de diciembre 27 de 1867. 
Serenos y alumbrado. — ^Reglamentos de abril 10 de 1848 y julio 11 de 
1868. 

LIGUA. 

Diversiones públicas.— 'luei de octubre 1.** de 1859. 

Patentes de carrwojé».— Ordenanza de mayo 1.** de 1868. 

Becovas y carnes muertas.— BecTeto de febrero 28 de de 1848. 

Nevería 

PUTAENDO. 

Alumbrado y sereno.— Decretos de marzo 14 de 1868 y julio 10 de 1874, 
Patentes de carruajes. — Ordenanza de mayo 5 de 1868. 
Carnes muertas.— Lei de noviembre 26 de 1868. 
Diversiones públicas. — ^Lei de Octubre 1.** de 1859. 

SAK FELIPE. 



Becovas r. 
Nevería.. 
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Recova y carnes muertas. — ^Lei de jimio 94 de 1834. 

Policía y alum^rcMlo.— Reglamento de diciembre 30 de 1873. 

Pontasgo del rio Cohrado.'^^hA de didemlMte 11 de 1827. 

Diversiones púbUcas.-^lá. de octubre 1."* de 1859. 

Patentes de carruajes. — ^Segiunento de junio 27 de 1861. 

Nevería 

ákdes. 

Patentes de carruajes.— Ordenanza de noviembre 14 de 1861. 

Recovas y carnes muertas.-^lá. de julio 18 de 1876. 

Serenos y alumbrado, — Id. de marzo 28 de 1848 y setiembre 23 de 

1858. 
Pontazgo del rio Colorado.-^Lei de diciembre 11 de 1827. 

Nevería 

Puente de cimbra. — ^Acuerdo municipal de agosto 28 de 1855. 
Diversiones públicas.'-OváeuBxizBL de marzo 18 de 1854. 

VALPARAÍSO. 

Serenos y alumbrado. — Lei de octubre 25 de 1835; decretos de julio 24 
de 1846, 31 de mayo de 1852, junio 6 de 1868 y marzo 6 de 1871. 

2?eco vos.— Ordenanza de abril 2 de 1873, 

Carruajes.— lá. de julio 29 de 1871. 

Diversiones públicas.— Lei de octubre 7 de 1852 y decreto de febrero 11 
de 1854. 

Matadero. — Ordenanza de marzo 14 de 1874. 

Lanchas cisternas.— Lei de agosto 10 de 1850. 

Nevería 

Riñas de gallos 

CASABLANCA. 

Diversiones públicas,— OváeuBJíizaL de diciembre 8 de 1861. 

Animales aparecidos 

Carnes muertas. ^Ováenmza. de abril 22 de 1875. 
Multas. -^Código Penal. 

Patentes de carruajes. -«Ordenanza de abril 27 de 1872. 
Alumbrado 4f sereno.'-lá. de junio 5 de 1874. 

QÜILLOTA. 

Serenos y alumbrado. — Ordenanza de marzo 16 de 1865. 
Plazas y tendales. — Id. de marzo 21 de 1875. 
Matadero.— lá. de mayo*l.° de 1874. 
Patentes de carruajes.-^lá. de octubre 6 de 1864. 
Esportacion de minerales. — Lei de diciembre 3 de 1840. 
Multas. — Código Penal y ordenanza de policía. 

Nevería .^ 

Animales aparecidos. — Ordenanza de enero 30 de 1873. 
Diversiones públicas. — Lei de octubre 1.** de 1859. 
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¡ Alumbrado y sereno, — Ordenanza de mayo 16 de 1865. 

Carnes muertas, — Id. de julio 21 de 1847. 
I - Bccovas.— Id. de diciembre 10 de 1866. 

Carruajes, — ^Id. de marzo 27 de 1863. 

IHversUmes públicas.—lm de octubre 1.® de 1859. 

f BANTIAGO. 

r Pregonería, — Lei 19 título 3.*^ libro II de Novísima Eecopilacion. 

JViet;crÉa. — Eeal cédula de diciembre 14 de 1775. 
Plazas y íenáaíe^.— Ordenanza de diciembre 14 de 1872. 
Carnes muertas y peletería. -^Lei de agosto 25 de 1866. 
Derechos sobre minerales de cobre. — ^Lei de diciembre 30 de 1840. 
Serenos y alumbrado, — Ordenanza de diciembre 31 de 1859. 
Patentes de carruajes.-^lá. de diciembre 28 de 1872. 
Derechos de andcMnios.-^lá. de mayo 24 de 1872. 
Diversiones púbKcas. — Lei de octubre 1.** de 1859. 

! 

I MELIPILLA. 



r 



Pasaje del rio Maipo 

Plazas y tendales, — Ordenanza de octubre 3 de 1874. 
Serenos y alumbrado. — Reglamento de abril 5 de 1872. 
Patentes de carruo/es.— Ordenanza de febrero 22 de 1871. 
Diversiones públicas. — Id. de noviembre 20 de 1874. 



TICTOKIA. 

Carnes muertas. — Decreto de agosto 3 de 1872. 
Plazas y tendales. — Ordenanza de diciembre 15 de 1865. 
Serenos y alumbrado.— 'Reglamento de marzo 8 de 1871. 
Diversiones públicas. —Leí de octubre 1.** de 1859. 
Patenteside carruajes. — Ordenanza de noviembre 20 de 1874, 

KANCAGUA. 

Serenos y alumbrado. — Eeglamento de octubre 19 de 1858. 
Diversiones públicas.-'Lei de octubre 7 de 1852. 
Becovas y carnes muertas. — Lei de julio 24 de 1834. 
Patentes de carruajes. — Ordenanza de mayo 20 de 1874. 
Balsas del Bapél. — Costumbre colonial. 

Nevería 

Pontazgo del Cachapoal 



CAIJPOLICAN. 



Patentes de carruaje^.— Ordenanza de noviembre 20 de 1864. 
Carnes muertas. — Id. de junio 10 de 1862. 
Diversiones piiblícas.—lá. de agosto 14 de 1873. 



Nevería 

Serenos y alumbradc. — Ordenanzas de enero 6 delb54y dejanio 20 de 
1866. 

Bis TKKSíSBO. 

Serenos y alttmfirado.— Decretos de octubre 29 de 1842 y de mayo 30 de 

1865. 
Diver sumes püblicoiS. — Id. de octubre 4 de 1864. 
Plazas y tendales. — Ordenanza de noviembre de 1868. 
Patentes de carruajes. — Id. de mayo 4 de 1869. 

cuaicó. 

Serenos y alumbrado.— IjQí de octubre 23 de 1835 y decreto de enero 7 

de 1874. 
Carnes muertas. — Id. de julio de 1834 y decreto de enero 3 de 1848. 
Pasaje del rio Claro. — Id, de junio 20 de 1855 y ordenanza de octubre 4 

de 1875. 
Minerales de cobre. — Ordenanza de aduanas de diciembre 24 de 1872. 
Patentes de carruajes. — Lei de diciembre 23 de 1 86a, 

Nevería 

Diversiones públicas. — Lei de octubre I." de 1859. 

TICHCQDEK. 

Serenos y alumbrado.— Decreto áe octubre 4 de 1871. 
Paíimles de caí-nítyes.— Ordenanza de junio 3 de 1874. 
IMversiottes públicas. — Lei de octubre 1." de 1859. 



Ramo de sal 

Pasaje del Mataíuito.—LeA de octubre 1.' de 1859. 

TALCA, 

Serenos y alumbrado. — Decreto de enero 16 de 1873. 
Patentes de carruajes.— lá. de 7 y 18 de diciembre de 1875. 
JIfaííMtero.— Leyes de julio 24 de 1834, de marzo 4 de 1847, de ener 

de 1854 y de mayo 23 de 1868. 
Plaeas y íendaíía.— Ordenanza de diciembre 5 de 1866. 

Puestos de carnes 

Plaeas de abastos 

Pasajes dorios.— Lei de junio 26 de 1855. 

Nieve 

Diversiones páblicas.— 'DscTeto de abril 8 de 1854. 

LONTUÉ. 

Serenos y alumbrado. — Ordenanzas de mayo 9 de 18S5 y de junio lí 

186S. 
Patentes de carruajes. — Id. de mayo 4 de 1868. 
Carnes muertas.^Lei de julio 4 de 1834. 
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Pasaje del Xon^ti^.^ Decreto de Dovieinbre 9 de 1869. 
Diversiones públicas.'-Jjei de octubre 1.** de 1859. 

LIKASSS. 

Serenos y alumbrado. — ^Beglamento de julio 31 de 1&69. 
Diversiones públicas.— Id, de junio 29 de 1868. 
Patentes de carrwo/es.— Ordenanza de octubre 30 de 1867. 
Planas y tendales. — Id. de enero 11 de 1873. 

SAN JAYIEB. 

Diversiones públicas. — ^Reglamento de diciembre 29 de 1874. 
Patentes de carrMo/es.— Ordenanza de agosto 13 de 1874. 
Serenos y alumbrado. — Reglamento de marzo 30 de 1^75. 
Carnes muertas. — Ordenanza de enero 2 de 1875. 

PARRAL. 

Serenos y alumbrado. — Ordenanzas de enero 9 de 1866 y de julio 30 de 1869. 
Carruajes.-- id. de marzo 22 de 1865. 
Diversiones públicas. —Id. de enero 20 de 1869. 

Kecovas y carnes muertas. — Id. de noviembre 20 de 1857 y lei de julio 24 
de 1834. 

CAUQUENES. 

Serenos y alumbrado.— DqqvqIo de junio 16 de 1842. 
Diversiones públicas. — Reglamento de diciembre 21 de 1861. 
Patentes de carruajes. — Ordenanza de mayo 6 de 1868. 

ITATA. 

Serenos y a?ww6ra(ío.— Decretos de marzo 81 de 1874 y de octubre 1.° 

de 1874. 
Pasaje del rio Jíaía.— Lei de junio 2Q de 1855. 
Diversiones públicas. — Lei de octubre 1.** de 1859. 
Pecovas y carnes fnuertas. — Id. id. id. 

COKSTITIJCION. 

Pecovas y carnes muertas.— Lei de julio 24 de 1834 y ordenanza munici- 
pal de mayo 10 de 1857. 

Pasaje del rio. — Lei de junio 26 de 1856 y decreto supremo de abril 23 
de 1875. 

Contribución de sereno y alumbrado.— Lei de octubre 23 de 1835 y orde- 
nanza municipal de enero 2 de 1834. 

Mandas forzosas.— IaQ\ de noviembre 24 de 1860. 

Diversiones públicas.— Lei de octubre 1.** de 1859 y reglamentode mayo 
25 de 1860. 

Impuesto de ZawcAo^.— Ordenanza de aduana de agosto 23 de 1851. 



ii! 



— 216 — 



Serenos y a/!tí»6roíio.— Decreto de febrero 15 de 1871. 
JDív&rsiones públicas.— lá. de marzo 7 de 1S52. 
Pai^tles de carruajes.— Ordenanza de marzo 18 de 1875. 
Secovas y carnes íMtierías.— Decreto de noviembre 19 de 1847, 
Matadero público. — Ordenanza de setiembre 16 de 1870. 
Canales de la/eria.~-ld. de agoato 22 de 1870. 

BAN CÁELOS. 

Serenos y «ÍM»¡?>ríif/o.— Reglamento de marzo 7 de 1858. 
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Recaudación (de multas).— Lista mensual que de ella debe pasarse 67 

Responsabilidad de los Intendentes y Gobernrdores 75 

Reclamacioxiís (contra Intendentes). — Forma en que pueden entablarse 82 

Reivindicación (de bienes nacionales). — Quiénes deben hacerlas 84 

Requehimientos en cuso de asonado 29 

Residencia de Intendentes y Gobernadores 23 

Ríos. — Son bienes públicos .' 83 

Qué dt^be baceiiíe al variar de curso 84 

RE.nSTJ{o CIVIL. —Deber de vijilar esta oficina 10 

Reos (de crimen o delito). — Jáon inhábiles.^ 12 

Reiiaiíilitacion.— Cómo se opera 11 

Ri-:jistro (de casas alUnuida»).— Su fonna 39 

Roza (de bosques). — Stis condiciones .- 65 
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Rkci.amaciontís. — Dereclio para elevarlas 82 

Rkqtisitos (para el cargo do Intendente y Gebenmdor) 11 

RisvOLUClON. — Sus diferencia» con aí?onada y sedición 33 

Rktardos (injustos). — Su pena ' 92 



Skckktarios.— Sus funciones y sueldo 193 

SUBRO<í ACiONJíS de Intendentes y Gobernadores. — Su orden 17 

SuLVENX'iA (de fiaílores) , 123 

SuBDKLEOADos. — Sus funciones municipales 138 

Suspensión (de decretos) 

SosTiTUT().s de Intendentes v Gobernadores 18 

S0CIKDADK8 (anónimaí*). — Obligaciones con respecto a la autoridad administrativa.. 53 
St\spension (de empleados). — Causas por las que puede efectuaree por la autoridad.. 70 

Sustracción de fondos (por empleados). — Sus penas 70 

Servicios (requerimiento de). — Sus penas 91 

Servicios personales. —Pena de su requenmiento 91 

Sustracción de fondos.— Pena del empleado culpable 70 

SoiA'i5NCiA (de empleados). — Deberes de investigación de parte de la autoridad 10(5 

SocABONKS. — Deberes de la autoridad en su apertura 51 

Subrogaciones ( de Intendentes y Gobernadores).- Orden de ellas 18 

Secretarías ' 30 

Servicios en la Guardia Nacional .-. , . 30 

Senado. — Funciones judiciales 77 

Sedición (delito de). — Definición legal 33 

Sepultaciones.— Véase Cementerios 41 

Suspensión (de trabajos) en minas; condiciones para poder obtenerla 53 

Senado. — Sus atribuciones como Tribunal 76 

Suspensión (de jueces). — Puede bacerse por la autoridad administrativaT 97 

Subdelegados.— Delitos por loa que puede aprehender 138 

Id. Sus atribuciones 162 

Id. (rurales).— Id 162 

Sequías. — Medidas que pueden adoptarse durante ellas 148 
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Teatros. — Funciones de la autoridad adminitrativa en ellos 40 y 130 

TelI^ígrafos. — Condiciones para establecerlos; preferencia a mensajes oficiales; quié- 
nes gozan de ese pri\ ilejio y de trasmisión gratis 44 

Traslación (de preceptores). — Condiciones para poderla obtener 64 

Trabajos (públicos). — Pueden los condenados a cárcel o presidio ser destinados a 

ellos? 93 

Tesoreros.- Sus blicaciones 106 

Cuando pueden ser nombrados por el Intendente 67 

Tormentos. — Pena del que los imponga 131 

Trabajos públicos. — Intervención administrativa 47 

Tarifas ^de casas de prendas^. — Obligación de su publicidad 67 

Turnos Cde aguas j.— Cuándo y cómo pueden establecerse 147 
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Urbanos C Subdelegados^.— Sus atribuciones 162 

Uso común (bienes de).— Cuáles son 83 



Visitas (de Intendentes y Gobernadores). — Su objeto, tiempo y forma 143 

Vejación. — Pena del empleado que la ejerza...- 92 

Vagos. — Definición y penas de e8t« delito 126 



Páj*. 

VlJll.AN-ciA(Aiiiiiiiiit.lral¡vtt).-.Sii9 Kn.ilra 102 

VÍAS pfiBi.iCAS.— Véftae L'amIjNOS 47 

VisiTAiMiRESDE KHCURI^s.— So» <)vUtm> cuii rrxpwtci a la auturídoil adDitniBtrativa.. G'A 

Vi. (ticos (lie precepluraa). — Cinidlcionef para obltiuerloB 63 

Visitas (<l« ciu-te y taiilco). — Deburte, tacultadra, / rcRponeabilidadea de la autoii- 

itnden plluii 60 

It) dk onciNAM. — Dolieres de praclicarla que contienieii a la aiitiifidad 70 

VlsirAW fde corte j táñelo;. — DpIrtís y forma de praclicavlaa ^** 
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FE DE ERRATAS. 



En la pajina 18, debe leerse la 2.* parte, es decir el art. 3.** de la lei de 
agosto 31 de 1880, en lugar del art. 171 de la lei de ló de octubre de IS?»*»; 
o mas bien debe entenderse que el cargo de juez espira por la aceptación 
de un cargo administrativo, i no se suspende simplemente. 






En la pajina 41, sobre composición de las Juntas de Beneficencia, en 
vez de la parte del decreto de abril 7 de 1832 ahí citado, debe tenerse 
presente lo dispuesto por el decreto de 27 de enero de 1886 que va en el 
Apéndice. 



* • 



En la p^ina 11, tratando de la rehabilitación, se dice que ésta se opera 
por un decreto del Presidente de la República. Debe leerse que según la 
Constitución reformada, la facultad de otorgar la rehabilitación pertenece 
al Senado. 
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